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En la presente publicación recogemos el aporte profesional de los ponentes del 
evento citado, del cual nació la “Declaración de Quito por la Lucha contra la Corrup-
ción”; cuyos enunciados deben ser escuchados por todos aquellos que en su con-
ducta ética y humana están en este mundo para servir a los demás, con solidaridad 
y dignidad. 

No podemos hablar de democracia, de igualdad de derechos, mientras la sombra 
de la corrupción nos amenaza. 

Santiago Guarderas Izquierdo
Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito

Es urgente devolver a los ciudadanos la fe en lo público y ratificar la necesidad que 
tienen de establecer verdaderos diálogos con las instituciones; ello solamente se 
puede dar desde una política de transparencia que no esté sujeta a la voluntad parti-
cular de los actores políticos, sino que genere un verdadero cambio en la realidad y 
percepción de la gestión en las instituciones y empresas públicas.  

Econ. Fernando Larrea Estrada
Presidente de Quito Honesto
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Liminar 

La corrupción, denominada el cáncer de la humanidad, es un mal que resta posibilida-
des de progreso a nuestros pueblos, trae desigualdad e injustica, impide crecer. No solo se 
trata de desviar recursos de manera ilegal, significa dejar a nuestra gente sin agua potable, 
electricidad, salud, transporte, educación. En fin, dejarlos sumidos en la pobreza y el sub-
desarrollo.

Como reza el preámbulo de la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción: 
“La corrupción plantea graves problemas y amenazas para la estabilidad y seguridad de las 
sociedades al socavar las instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia 
y comprometen el desarrollo sostenible y el imperio de la Ley”.

Combatir y eliminar la corrupción es una obra que cada ciudadano debe cumplir, desde 
el lugar donde se encuentre y con las tareas que realice.

Con acciones concretas inicié mis actividades de alcalde. En el Plan de Gobierno pro-
puesto a la ciudadanía se incluyó, el primer día de mi administración, un Código de Ética, 
que deben cumplir los funcionarios del Ejecutivo de este Cabildo. Esto nos ha permitido 
seleccionar a los mejores cuadros profesionales y evitar el clientelismo político que reina 
en nuestro medio y que impide trabajar de manera efectiva en beneficio de la comunidad.

Sabemos que la lucha contra la corrupción no es una tarea fácil, y por el compromiso y 
responsabilidad que tenemos con nuestros mandantes, hemos capacitado a 1400 servido-
res y brindado acompañamiento a 56 entidades municipales para mejorar los procesos de 
contratación pública.

Sin perder tiempo, estamos implementando el Sistema Metropolitano de Seguimiento de 
Recomendaciones, iniciativa que ha sido planteada desde esta administración para transpa-
rentar el accionar de sus servidores en el ejercicio de sus funciones y mejorar los procesos 



 12

de control interno. Todo esto como parte de la política anticorrupción que desarrollamos 
para visualizar y tener información actualizada del cumplimiento de recomendaciones de 
los informes aprobados por la Contraloría General del Estado. Este sistema estará bajo la 
supervisión, monitoreo y administración de Quito Honesto.

Hemos constituido cinco observatorios ciudadanos; además, se han promovido los me-
canismos de participación ciudadana, lo cual se refleja en las 28 veedurías realizadas en el 
año 2022 al Municipio de Quito.

Nuestro trabajo no solo se ha enfocado en mecanismos de prevención y participación 
ciudadana. Parte de nuestro plan estratégico, se centra en el alertar a las instancias corres-
pondientes sobre el posible cometimiento de actos ilícitos.

Promovimos el “Primer Congreso Internacional Anticorrupción Quito Luz de Améri-
ca”. Expertos nacionales e internacionales se dieron cita en esta ciudad libertaria que juntó 
conocimientos y esfuerzos para declararle una guerra frontal a la corrupción.

En la presente publicación recogemos el aporte profesional de los ponentes del evento 
citado, del cual nació la “Declaración de Quito por la Lucha contra la Corrupción”, cuyos 
enunciados deben ser escuchados por todos aquellos que en su conducta ética y humana 
están en este mundo para servir a los demás, con solidaridad y dignidad. 

No podemos hablar de democracia, de igualdad de derechos, mientras la sombra de la 
corrupción nos amenaza. Mi reconocimiento a todos los participantes del “Primer Con-
greso Internacional Anticorrupción Quito Luz de América” por contribuir a prevenir y a 
erradicar este mal que destruye a la sociedad y nos resta posibilidades de progreso.

Santiago Guarderas Izquierdo 
Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito



Robar a la Nación es robar a TODOS; el que la roba es dos, cuatro, diez veces ladrón; 
roba al que ara, al que siembra, roba al que empina el hacha, al que acomete el yunque; 
roba al que se une al trabajo común con el alma puesta en su pincel; roba al agricultor, 
al artesano, al artista; roba al padre de familia; roba al profesor, roba al grande, roba al 
chico. Todos son contribuyentes del Estado; el que roba al Estado a TODOS roba, y todos 
deben perseguirlo por derecho propio y por derecho público.

 

Juan Montalvo, Las Catilinarias  
(fragmento)
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Presentación 

La publicación de las Memorias del “I Congreso Internacional Anticorrupción Quito 
Luz de América” constituye un homenaje al trabajo de ponentes y moderadores, por quie-
nes el valor agregado de la temática expuesta brilló desde su excelencia. Gracias a ellos, 
contamos con nuevas elaboraciones conceptuales; renovadas teorías y propuestas de lucha 
y control de la corrupción. Pensamiento innovador que formula, en muchos casos, reco-
mendaciones y propuestas para ser consideradas por las autoridades nacionales como por 
organismos internacionales; y, en otros nos dan un balance histórico de nuestra realidad 
actual, de cómo llegamos a ella y el rol que han tenido las organizaciones de la sociedad 
civil, en los procesos emancipatorios de lucha contra la corrupción. 

En el marco del vigésimo aniversario de la Comisión Metropolitana de Lucha Contra la Corrup-
ción-Quito Honesto, invitamos a representantes de: la academia, la sociedad civil, las fuerzas producti-
vas, las organizaciones ciudadanas, la institucionalidad municipal, fundamentalmente, del distrito me-
tropolitano de Quito y a la ciudadanía a debatir, sumar esfuerzos contra la corrupción y la impunidad; y, 
a buscar estrategias transnacionales en la recuperación de capitales. En nuestro esfuerzo contamos con 
el apoyo de organizaciones públicas y privadas, que ven en nuestra gestión y quehacer institucional el 
puente por el cual la ciudadanía cruza a la implementación de políticas de transparencia que apuntalen el 
bien común. 

El I Congreso Internacional Anticorrupción denominado Quito Luz de América fue 
programado, también, en el marco de las celebraciones del Bicentenario del triunfo del 
ejército bolivariano que, con la Batalla de Pichincha, consolidó la libertad de Quito y de lo 
que hoy comprende el territorio de la República del Ecuador. 

Nuestro respeto a la gesta libertaria, a su aliento emancipatorio en el que funda sus ba-
ses nuestro país. Estamos cumpliendo con el legado de nuestros próceres. Proclamamos y 
practicamos una ética pública y privada en la construcción cotidiana de habilidades arrai-
gadas en fortalecer los postulados del bien común.
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Nuestro país nació desde una necesidad de autodeterminación política, económica y 
jurídica, la cual es posible desde una estructura donde sintamos que los recursos de forma 
transparente se destinan a satisfacer las necesidades más urgentes de la sociedad. Así, 
según la crónica de los historiadores, el Mariscal Antonio José de Sucre, mediante carta 
de 19 de julio de 1822, devolvió los cuadernos de cuentas al Contador de Hacienda Real, 
por haber incluido un empréstito, no haber rebajado las asignaciones de ciento ochenta mil 
a ciento setenta mil pesos, mantener partidas que no expresaban nada y por un exceso de 
enmiendas poco decentes. Al final le solicitó poner en limpio las cuentas y remitirlas de-
bidamente firmadas. También el Libertador Simón Bolívar, el 12 de enero de 1824, emitió 
el Decreto, mediante el cual instauró la pena capital para todo aquel servidor público que 
haya malversado o tomado en beneficio propio los recursos de la Gran Colombia. Esta me-
dida radical fue adoptada para combatir y disuadir la corrupción. 

Nuestros próceres, de esta manera demostraron su pulcritud en el manejo financiero, 
legándonos una actitud que nos guía a restablecer la ética pública y la moral social en nues-
tra democracia. Virtudes que reforzarán y consolidarán la institucionalidad en beneficio de 
futuras generaciones.

Al inicio de la tercera década del tercer milenio, la humanidad zozobra en la definición 
de su rumbo. Uno de los grandes siniestros sociales es la corrupción generalizada, el cinis-
mo con que se practica y los alcances que tiene en un entorno donde es necesario devolver 
la fe pública. 

Corromper significa: echar a perder, depravar, dañar, sobornar a alguien con dádivas o 
de otra manera, pervertir a alguien. La corrupción es una enfermedad endémica que agobia 
la estructura social, la va carcomiendo de a poco, le va quitando la lucidez de mirar y la 
capacidad de discernir. Si no actuamos con templanza corremos el riesgo de ver el colapso 
del sistema y con él, de nuestra propia realidad individual y social. 

Muchos han olvidado que el Estado se halla constituido por cada uno de nosotros y que 
las estructuras administrativas están ahí para garantizar la vida digna de todos. 
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Cuando estos seres desmemoriados, atetan contra el erario nacional traicionan a la Pa-
tria y se convierten en truhanes de los principios y valores que juraron proteger; degradan 
a la humanidad y a cualquier práctica filosófica o religiosa. 

Durante el desarrollo del evento, quienes participamos de él en reiteradas ocasiones 
proclamamos: “No más”, no vamos a permitir que esta terrible enfermedad continue y siga 
dañando la esencia de nuestro pueblo. Que sepan los corruptos, que vamos a enfrentarlos, 
no solo con el peso de la Ley, sino también con la fuerza de nuestras convicciones, esas que 
nos legaron nuestros padres y que nos convierten en seres libres y de buenas costumbres.

Sin lugar a duda debemos fortalecer la institucionalidad que ejerce el control guber-
namental, la educación proactiva y la formación en valores y ética concurrente, mediante 
el asesoramiento presencial en campo o in situ y el control posterior sobre la base de los 
diferentes procesos de auditoría. El auditor debe ser visto como el héroe que libra al mundo 
de la villanía perversa de la corrupción. 

Otro de los componentes importantes en la lucha contra la corrupción es adaptarnos 
a las nuevas realidades que vive el mundo. Las instituciones deben mantener políticas de 
transparencia que deriven en procesos de gobierno abierto, es urgente erradicar la coima, 
el amiguismo, el soborno. Por tanto, es inadmisible el secretismo en los procesos de con-
tratación o cualquier forma de entender lo público. 

Las empresas y personas al contratar con el Estado deben asumir también la obligación 
de rendir cuentas. Si nuestra vida es como la proclamamos, no hace falta mantener ninguna 
reserva. Colaboremos sin miedo, sin temores, ni recelos en esa visión contemporánea del 
mundo de transparentar el origen y licitud de los recursos. Ese es el ejemplo que refrenda-
remos en el futuro y con el que asumimos un relato colectivo de dignidad. 

La academia debe asumir el reto de crear nuevos enunciados y epistemologías para me-
jorar el control de los recursos públicos, factor fundamental para el desarrollo de una econo-
mía y la salud de los Estados. En ese reto se plantearon preguntas como ¿la academia incide 
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realmente en la lucha contra la corrupción? ¿está preparada para generar modelos y estrate-
gias para combatir este mal social? En lo personal creo que sí, sin embargo, es tiempo que la 
academia mire más allá de sus campus y nos ayude a edificar esa sociedad que aspiramos. 

Junto a las instituciones de control, es necesario pensar en procesos alternativos de 
auditoría. Hay que tomar mayor conciencia que el auditado es un ser humano, desde esa 
visión edificar una norma que se sustente en una triada de legalidad, legitimidad y respeto. 

La ética pública debe manifestarse no solamente en el transparente, honorable y honra-
do manejo de las finanzas públicas por cuenta de los funcionarios estatales de todo nivel, 
sino también en un empoderamiento de una política de maximización del ahorro de los 
dineros públicos a través de todos los mecanismos que maneja la administración estatal.

El sector privado debe ser un actor activo en estos procesos a través de su cumplimiento 
tributario, de su participación trasparente en las compras públicas; y, de la interacción con 
el gobierno central, para que este adopte enmiendas oportunas que atenúen el impacto de 
los ajustes presupuestarios.

El Congreso fue pensado para lograr amplia participación de representantes de la insti-
tucionalidad; las organizaciones productivas y sociales; la academia; la prensa de investi-
gación. Mujeres y hombres que en su quehacer diario se convierten en modelos a seguir y 
a quienes agradecemos su aliento y apoyo. 

La aspiración de quienes hacemos Quito Honesto, institución que se ha consolidado en 
la actual administración del alcalde Dr. Santiago Guarderas Izquierdo, es aportar a la cons-
trucción de transparencia con la “Declaración de Quito de Lucha Contra la Corrupción”, 
la cual sintetiza el resultado de los trabajos que realizaremos en el Congreso para que se 
convierta en un insumo de debate de la comunidad internacional y de las autoridades gu-
bernamentales, en ella encendimos una tea, que aspiramos se convierta en luz en el camino 
que debemos transitar para curar a nuestra institucionalidad de ese mal, que va contra las 
naciones, el bien común y que tanto daño hace a la humanidad.
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Es urgente devolver a los ciudadanos la fe en lo público y ratificar la necesidad que 
tienen de establecer verdaderos diálogos con las instituciones; ello solamente se puede dar 
desde una política de transparencia que no esté sujeta a la voluntad particular de los actores 
políticos, sino que genere un verdadero cambio en la realidad y percepción de la gestión en 
las instituciones y empresas públicas. 

Quienes laboramos en el control de recursos públicos, lo hacemos con sigilo, constancia 
y prudencia; realizamos sacrificios y atesoramos virtudes intelectuales: somos los obreros 
intelectuales de las letras, de los números y de las cuentas debidamente cuadradas.

Para recordar nuestros orígenes, debo indicar que la Comisión Metropolitana de Lucha 
Contra la Corrupción fue creada mediante Resolución de Alcaldía No. A065, de 20 de 
agosto de 2002; debido a su importancia, a través de la Ordenanza Metropolitana No. 0116 
de 11 de marzo de 2004, se la instituyó como Unidad Especializada, dotada de autonomía 
e independencia económica, política y administrativa, que actuará en representación de la 
ciudadanía del Distrito. 

A partir del año 2004 la Comisión sumó a su nombre, ser también “Quito Honesto”, para 
evitar confusiones con la entonces existente Comisión de Control Cívico de la Corrupción. 
Nos sentimos orgullosos de la manera en la que nos perciben y nos sienten y de lo que junto 
a nuestra comunidad podemos lograr. 

Concordamos con el ideal de que una sociedad que produce bibliografía está viva y 
tiene aspiraciones de futuro.

Econ. Fernando Larrea Estrada 
Presidente de Quito Honesto
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La responsabilidad de las instituciones en la 
transparencia y lucha contra la corrupción

En un Estado de derecho, es importante destacar la responsabilidad de la sociedad civil 
a través de sus instituciones ante hechos y circunstancias que se manejan al margen de la 
Ley, considerando a sus autores como cómplices y encubridores, y en nuestro caso muy 
particular aquellos que podrían presentarse en el ámbito de la industria de la construcción 
y su cadena productiva. 

Por esta razón, entre otras, el Municipio de Quito acertadamente creó la Comisión Me-
tropolitana de Lucha Contra la Corrupción —Quito Honesto— conformada por represen-
tantes de la sociedad civil. Actualmente, se requiere de una participación más activa de los 
comisionados que dentro de sus responsabilidades legales junto a su presidente promueven 
un trabajo difícil y persistente en pos de construir una sociedad más justa en el comporta-
miento de sus integrantes, de las instituciones municipales, donde prime la transparencia y 
lucha contra la corrupción. Tarea ardua que merece toda la atención de las autoridades mu-
nicipales, para que se sostengan en el tiempo procesos de control con eficacia y eficiencia, 
alertando a sus funcionarios de sus responsabilidades ante las entidades de control, tanto 
internas como externas. 

En este objetivo quienes hacemos Quito Honesto: su presidente, comisionados y funcio-
narios destacamos la realización del I Congreso Internacional Anticorrupción Quito Luz 
de América, evento histórico e inédito en nuestro país, que expuso ante nuestra comunidad, 
los ejercicios y recorridos de personas e instituciones en nuestra lucha contra la corrupción, 
concluyendo en la “Declaración de Quito de Lucha Contra la Corrupción”, que nos com-
promete desde nuestro espacio a seguir trabajando por el rescate de valores, ética y trans-
parencia en todas las actividades diarias como personas y profesionales de la construcción.

Me quedo tranquilo, pero no satisfecho por el trabajo desarrollado al frente de mi re-
presentación gremial en Quito Honesto en estos pocos meses del año 2022. Siempre habrá 
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pendientes que se quedan en el camino y mientras existan estos imponderables por re-
solver, la tranquilidad y responsabilidad de todo hombre de bien, estará inquieta hasta la 
obtención de una respuesta plena, justa, transparente y sin corrupción.

¡Por un Quito sin corrupción, hoy mañana y siempre!

Ing. Carlos Zambrano O. 
Comisionado Cámara de la Industria 
de la Construcción CAMICON

 



¿Cuál será el fruto de tantas desgracias? 

No otra cosa que la corrupción universal, la profunda ignorancia, el triunfo del vicio.

Eugenio de Santa Cruz y Espejo 
Obra Completa, Tomo 1 (fragmento)
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Carlos Alberto Riofrío González 

Ingeniero Comercial por la Pontificia Universidad Católica del Ecuador. Profesional de 
carrera con 31 años de servicio en la Contraloría General del Estado. Gran conocedor de 
todos los procesos del órgano técnico de control enfocados principalmente en el control 
gubernamental, y régimen de responsabilidades. Dirigió el desarrollo de los exámenes es-
peciales a las adquisiciones efectuadas para enfrentar la emergencia sanitaria COVID-19. 
Lideró la ejecución del Plan Emergente de Control, en el Instituto Ecuatoriano de Seguri-
dad Social (IESS) y en varias entidades del sector social del país. Institucionalizó acciones 
de transparencia como la publicación de Reportes de Control Público. Además, encabeza 
un proceso de innovación digital de la Contraloría con el objetivo de renovar el sistema de 
control y modernizar la gestión pública, entre los que destacan el Aplicativo para el Regis-
tro y Cumplimiento de Recomendación de Auditoría y el Simulador de Conflictos de Inte-
rés. Ha realizado varias publicaciones para impulsar el control gubernamental en el ámbito 
de medio ambiente, obras públicas y otros. Ha liderado importantes instancias en órganos 
que agrupan a las entidades fiscalizadoras de la región y del mundo, así como agencias 
especializadas en anticorrupción. Actualmente se desempeña como Contralor General del 
Estado (S).
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Resumen

Este trabajo sintetiza las competencias constitucionales y normativas que tiene la Con-
traloría General del Estado en el ejercicio de la fiscalización del poder público y su rol den-
tro de la Función de Transparencia y Control Social (FTCS). El desarrollo de sus funciones 
permite la implementación de importantes mecanismos de control interno y externo que 
coadyuvan a la prevención y lucha contra la corrupción. Se analizan los diferentes aportes 
derivados del control gubernamental, los cuales han permitido el cumplimiento de las nor-
mas legales y de los lineamientos de política y planes en distintas instituciones públicas. 
Específicamente, se exponen conclusiones obtenidas de dos Reportes de Control Público, 
ejemplificando los avances alcanzados en materia de transparencia, integridad y buen ma-
nejo de las finanzas públicas. Metodológicamente, este trabajo analiza los mecanismos de 
control gubernamental implementados por la Contraloría en el periodo 2015-2021, dando 
énfasis el estallido de la emergencia sanitaria global por el virus COVID-19 y en el manejo 
de residuos y desechos sólidos en el Ecuador. 
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Introducción

La prevención y lucha contra la corrup-
ción requiere de la supervisión, vigilancia 
y verificación de la gestión pública y pri-
vada que esté relacionada con la utiliza-
ción de los recursos estatales, y la conse-
cución de los objetivos de las instituciones 
del Estado y de las personas jurídicas de 
derecho privado que dispongan de recur-
sos públicos. La Contraloría General del 
Estado es el organismo técnico encargado 
de este control. Sin embargo, para garan-
tizar el acceso efectivo de la ciudadanía a 
servicios públicos de calidad, sin afecta-
ciones a los mismos por la desviación del 
uso de fondos públicos, es necesario el 
compromiso de los diversos actores insti-
tucionales.

El cumplimiento de la normativa es 
esencial para el buen manejo de las finan-
zas públicas. En ese marco, el sector pú-
blico tiene un rol preponderante, aunque 
no exclusivo, en la previsión de marcos 
regulatorios robustos y controles sufi-
cientes. La Constitución de la República 
del Ecuador precisa en su art. 204, que el 
ejercicio de fiscalización del poder público 

debe ser realizado por el pueblo en cali-
dad de mandante y primer fiscalizador; así 
como por las entidades que conforman la 
Función de Transparencia y Control So-
cial (FTCS). Bajo esa lógica, el ejercicio 
de fiscalización demanda que exista un 
control complementario entre ciertas en-
tidades del Estado y la ciudadanía; siendo 
la obligación de la FTCS el establecimien-
to de los lineamientos y mecanismos para 
coadyuvar dicha complementariedad. 

Con esa misión, la función está confor-
mada por el Consejo de Participación Ciu-
dadana y Control Social, la Defensoría del 
Pueblo, las Superintendencias, y la Con-
traloría General del Estado; de acuerdo 
con las competencias legales establecidas 
en el art. 8 de la Ley de FTCS. Estas tie-
nen como objetivo fomentar e incentivar 
el involucramiento de la ciudadanía en las 
decisiones estatales, proteger y promover 
el ejercicio de derechos públicos; y fomen-
tar e impulsar el control de las entidades 
y organismos del sector público, y de las 
personas naturales o jurídicas del sector 
privado que presten servicios o desarrollen 
actividades de interés público, para que los 
realicen con responsabilidad, transparen-
cia y equidad.
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Específicamente, la Contraloría Ge-
neral del Estado es el organismo técnico 
de fiscalización superior. Esta institución 
tiene como misión principal el control de 
la utilización de los recursos del erario na-
cional y la consecución de los objetivos de 
las instituciones públicas. Los principios y 
atribuciones institucionales de dicho ente 
de control se encuentran detalladas, en el 
caso del Ecuador, en la Ley Orgánica de 
la Contraloría General del Estado. El art. 
6 de dicha normativa profundiza en el sis-
tema de control, fiscalización y auditoría 
del Estado, determinando los parámetros 
para el ejercicio del control gubernamen-
tal interno y externo. Además, en concor-
dancia con lo dispuesto en la Constitución 
de la República, el art. 31 de esa misma 
Ley, señala que la entidad puede estable-
cer responsabilidades administrativas, 

responsabilidades civiles culposas e indi-
cios de responsabilidad penal, receptar y 
verificar declaraciones juramentadas de 
bienes, y recientemente, emitir el informe 
de pertinencia para la favorabilidad de las 
contrataciones públicas.

En ese contexto, el marco normati-
vo que regula a la Contraloría determina 
competencias relacionadas a la preven-
ción, detección, sanción de irregularida-
des y la recuperación económica por per-
juicios causados al Estado. Esta última 
acción cuando las instancias competentes 
lo determinen. En el Gráfico 1, se presenta 
una versión simplificada de las competen-
cias en el ámbito de control gubernamen-
tal que ejerce la Contraloría General del 
Estado y que tienen incidencia en la lucha 
contra la corrupción.
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Gráfico 1. Modelo Simplificado de Control Gubernamental  
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Dicho esto, ha sido escaso el ejercicio 
académico de exploración de los aportes 
del control gubernamental a la preven-
ción y mitigación de la corrupción; sien-
do oportuno aprovechar las discusiones 
vertidas en el I Simposio Internacional 
Anticorrupción 2022, organizado por la 
Comisión Metropolitana de Lucha contra 
la Corrupción, para presentar las contribu-
ciones de la Contraloría General del Es-
tado a una cultura de buena gobernanza, 
trasparencia e integridad, los cuales cons-
tituyen pilares para afrontar la corrupción.

Con estos fines, el presente estudio 
consta de la siguiente estructura. De mane-
ra introductoria se sistematiza el marco de 
competencias institucionales que tiene la 
Contraloría General del Estado y su rol en 
la fiscalización. Continúa con la propues-
ta metodológica bajo la cual se delimita 
el objeto de la investigación y los aportes 
que representan el control gubernamental 
interno y externo en la prevención y lu-
cha contra la corrupción. Posteriormente, 
se exponen las perspectivas teóricas que 
fundamentan que tales controles efecti-
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vamente inciden en la buena gobernanza 
de los recursos públicos. Sigue un capítu-
lo para reconocer los alcances del control 
interno y externo, los resultados de tales 
medidas sobre la base de la experiencia 
de la Contraloría General del Estado. Con 
el fin de ejemplificar la importancia de la 
institución se presentan el análisis de dos 
reportes de control público, el primero 
responde al control durante la emergencia 
sanitaria COVID-19 y el segundo está re-
lacionado al manejo de los residuos sóli-
dos en el Ecuador. Finalmente, se estable-
cen conclusiones de este trabajo. 

Nota metodológica 

El objeto de la investigación es presen-
tar los aportes del control gubernamental 
como un sistema imprescindible para ga-
rantizar la transparencia e integridad en el 
manejo de las finanzas públicas, así como 
los retos para su efectividad. Con la fina-
lidad de describir las contribuciones, se 
analizarán dos tipos de control que regula 
e implementa la Contraloría General del 
Estado en virtud de su rol como el ente de 
fiscalización superior en el país. En aras de 
focalizar los resultados, este documento 

se concentrará en el periodo 2015 a 2021, 
incluyendo como un evento importante el 
estallido de la emergencia sanitaria global 
por el virus COVID-19, que obligó a las 
entidades públicas a reforzar su actuación 
de control y a facilitar los mecanismos su-
ficientes de acceso a la información. 

La recolección de información se reali-
zó con el apoyo de la Dirección Nacional 
de Planificación y Evaluación Institucio-
nal y la Dirección Nacional de Asuntos 
Internacionales, en tanto que el asegura-
miento de la calidad del artículo cuenta 
con el apoyo de la Dirección Nacional de 
Comunicación Institucional. A manera de 
limitante, se encuentra que el uso de téc-
nicas cualitativas no permite generalizar 
fenómenos. No obstante, se espera que la 
experiencia del caso ecuatoriano sea es-
clarecedora para otras Entidades Fiscali-
zadoras Superiores y organismos con in-
cidencia en la lucha contra la corrupción. 
Asimismo, se insta por medio de esta pu-
blicación, que la ciudadanía ecuatoriana 
pueda tener un mayor entendimiento de la 
integralidad y complementariedad de los 
controles internos y externos en el buen 
cuidado de las finanzas públicas.
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Revisión de la literatura 

El control gubernamental que ejercen 
las contralorías y tribunales de cuentas 
de los países, alrededor del mundo, forma 
parte de un ecosistema de control dentro 
de la sociedad. El cual consiste en la su-
pervisión, vigilancia y verificación de los 
actos y resultados de la gestión pública, 
en atención al grado de eficiencia, efica-
cia y transparencia en el uso y destino de 
los recursos y bienes del Estado (Da Costa 
Olórtegui, 2019). De esta forma, su fun-
ción se convierte en un eslabón en la ca-
dena de valor anticorrupción, funcionan-
do de manera articulada y sinérgicamente 
con otras instituciones gubernamentales. 
Para su eficiente funcionamiento, es indis-
pensable considerar una serie de reformas 
vinculantes en las esferas de la política, de 
la justicia, del servicio civil y de la sim-
plificación administrativa (Shack et al., 
2021).

La creciente complejidad de los actos 
de corrupción hace indispensable el for-
talecimiento de los sistemas de control 
interno. En este sentido, “los marcos de 
control interno y de gestión de riesgo son 

la piedra angular de la defensa de una or-
ganización pública contra la corrupción y 
las faltas de integridad” (OCDE en OLA-
CEFS, 2021, p. 31). 

Dentro del Manual de Buenas Prácticas 
de Lucha contra la corrupción emitido por 
la Organización Latinoamericana y del 
Caribe de Entidades Fiscalizadoras Supe-
riores (OLACEFS), el control interno es 
definido como un proceso en el cual inci-
de la Junta Directiva de una organización, 
su dirección y otros integrantes de su per-
sonal, diseñado para asegurar, de manera 
razonable, el logro de sus objetivos (OLA-
CEFS, 2021). De esta forma, este tipo de 
control es ejercido de manera continua y 
tiene un enfoque preventivo.

En ese marco, algunas Entidades Fisca-
lizadoras Superiores tienen competencias 
para garantizar el funcionamiento efec-
tivo del sistema de control interno, a tra-
vés de la emisión de normas y atención a 
estándares internacionales, que sirven de 
orientación a las entidades públicas res-
pecto de los controles que deberían tener 
en sus procedimientos (OLACEFS, 2021). 
Bajo este razonamiento, las contralorías 
con esta facultad devienen como rectores 
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de los sistemas de control interno, cuyo 
cumplimiento puede ser evaluado poste-
riormente mediante el control externo.

Por su parte, el control gubernamen-
tal externo es reconocido en la literatura 
como una forma de detectar irregularida-
des en el manejo de los recursos públicos, 
así como una medida de disuasión de la 
ocurrencia de las mismas (Chêne, 2018). 
Según el tipo de auditoría, que de confor-
midad con la Organización Internacional 
de Entidades Fiscalizadoras Superiores 
(INTOSAI) pueden ser de carácter fi-
nanciera, de cumplimiento y desempeño, 
podrían revelarse dentro de sus reportes 
información incompleta de carácter eco-
nómico, violaciones a disposiciones nor-
mativas, y excesos en las competencias 
institucionales que no conlleven al bien 
común. En esa línea, la publicidad de los 
reportes de auditoría puede tener un efec-
to disuasorio de potenciales actividades 
fraudulentas en el futuro (Chêne, 2018). 

La rendición institucional de cuentas 
de los organismos fiscalizados constituye 
la esencia misma del control externo. Es 
responsabilidad de las Entidades Fiscali-
zadoras Superiores garantizar la vigilancia 

de la inversión de recursos del erario y la 
disponibilidad de herramientas para audi-
tar y evaluar la labor de los agentes guber-
namentales (Insausti y Velásquez, 2015).

Con ello en mente, se debe considerar 
que, el control interno y externo son de 
carácter complementario, por lo que se re-
quiere que exista una comunicación acti-
va entre los auditores internos y externos, 
con el fin de garantizar una adecuada pla-
nificación de las acciones de control pos-
teriores. De esa forma, el trabajo de au-
ditoría interna puede garantizar un mayor 
entendimiento de la organización auditada 
y, por ende, la focalización de la evalua-
ción de los procesos de mayor riesgo de la 
organización (IIA, 2020). 

A más de los controles estatales que 
ejercen las Contralorías, se debe com-
prender que las sociedades que logran 
superar el problema de la corrupción y 
sus devastadores efectos económicos, so-
ciales y políticos, son aquellas donde el 
ecosistema mantiene una corresponsabi-
lidad del sector público, sector privado 
y sociedad civil, conjugando el control 
estatal, medidas de compliance y control 
social (Shack y Lozada, 2021). Por tal ra-
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zón, las Entidades Fiscalizadoras Supe-
riores, según sus atribuciones, incorporan 
mecanismos para asegurar el control so-
cial y cumplir con el Marco de Pronun-
ciamientos Profesionales de la INTOSAI, 
el cual busca generar valor público a los 
ciudadanos. En este sentido, “el impacto 
y aporte de valor de las EFS, genera un 
mayor potencial cuando se comunica con 
transparencia, oportunidad, consistencia, 
credibilidad y vocación de diálogo, a las 
diversas partes interesadas en el accio-
nar” (OLACEFS, 2015).

Aportes al Sistema de Control 
Interno por parte de la Contraloría 
General del Estado

 Como se mencionó anteriormente, el 
control interno es parte fundamental en 
la prevención de la corrupción, ya que el 
mismo fortalece y garantiza las opera-
ciones del sector público, al establecer un 
ambiente de control adecuado. El ejercicio 
eficiente de este control permite sobrelle-
var riesgos sobre los objetivos operaciona-
les, de cumplimiento y de información de 
una entidad pública. 

En el caso ecuatoriano, el control interno 
es ejercido por las instituciones del Estado, 
según lo señala el art. 6 de la Ley Orgánica 
de la Contraloría. Bajo este razonamiento, 
las entidades públicas deben ser capaces de 
garantizar de forma previa a la toma de de-
cisiones, aspectos de legalidad, alineación 
a metas nacionales y organizacionales, ca-
lidad en los servicios y productos brinda-
dos a la ciudadanía, la autoevaluación de su 
integridad, entre otros aspectos. 

En ese marco, la legislación faculta a 
la Contraloría General del Estado el esta-
blecimiento de los lineamientos generales 
para el cumplimiento del sistema de con-
trol interno. De esta forma, la institución 
es la encargada de la regulación del referi-
do sistema, con la adaptación, expedición, 
aprobación y actualización de las normas 
de control interno. Estas normas son di-
rectrices sobre los controles que deben im-
plementarse en los principales procesos de 
las entidades.

Los esfuerzos por garantizar la eficien-
cia de las medidas de control interno son 
evidentes, en la medida en que se busca 
mantener un marco de directrices sosteni-
bles en el tiempo; a la par, de las actuali-
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zaciones de la normativa según estándares 
internacionales, cuando lo amerite. En el 
caso de Ecuador, la Contraloría General 
del Estado se encuentra en un proceso de 
reformas de tales normas, en vanguardia 
con las buenas prácticas internacionales e 
iniciativas exitosas que se han ejecutado 
en otros países. Entre los puntos que se 
están reforzando constan la actualización 
de referencias tomando en cuenta la base 
legal vigente, disposiciones constituciona-
les y legales de cumplimiento obligatorio 
en el sector público ecuatoriano y los ni-
veles de responsabilidad en la aplicación 
del control interno a cargo de autoridades, 
directivos, representantes, funcionarios, 
servidores y en general el personal de las 
entidades y organismos, entre otros.

A más del aporte en el ámbito norma-
tivo, la entidad designa a auditores inter-
nos para verificar el ejercicio del control 
interno en las instituciones públicas, enfo-
cándose principalmente en el seguimiento 
de recomendaciones de informes de audi-
toría, que se realiza como parte del con-
trol posterior. En esa línea, los auditores 
internos mantienen una comunicación ac-
tiva con el personal de auditoría externa, 
en aras de homologar criterios técnicos y 

hacer una evaluación más efectiva de los 
procedimientos que deben ser fortalecidos 
en la entidad auditada. 

Finalmente, se debe reconocer que la 
eficacia del control interno radica en una 
acción proactiva por parte de los entes au-
ditados para la implementación de medi-
das de control interno, considerando como 
principal insumo las recomendaciones de 
los informes de auditoría externa. Para es-
tos fines, la Contraloría General del Estado 
ha trabajado en un nuevo aplicativo publi-
cado el 21 de julio de 2022, que permite el 
registro de los medios de verificación so-
bre el cumplimiento de recomendaciones 
de auditoría. Esta herramienta simplifica 
la ejecución de actividades, estandariza 
procesos y promueve la creación de pla-
nes de acción de las entidades auditadas. 
Con la automatización de este proceso, se 
avanza hacia una forma más ágil de ve-
rificación de sistemas de control interno, 
que salvaguarda una cultura de integridad 
pública.
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Aportes del control externo que 
ejerce la Contraloría General del 
Estado

El control externo es ejercido de ma-
nera exclusiva por parte de la Contraloría. 
Este control aporta con la detección de 
irregularidades en el manejo de las finan-
zas públicas, las cuales incluso pueden 
conllevar a indicios de responsabilidad 
penal. Este tipo de control se realiza, por 
un lado, a través de ocho unidades nacio-
nales de auditoría, las cuales se dividen 
según ámbitos de control, requiriendo la 
especialización de las y los auditores; y, 
por otro, por medio de 23 direcciones pro-
vinciales, responsables del control en las 
entidades del ámbito local. 

Debido a la magnitud de las entidades 
públicas y privadas que usan fondos del 
erario nacional y que contabilizan cerca 
de 3400 entidades, resulta imprescindible 
que se lleve a cabo un proceso de iden-
tificación y priorización de las institucio-
nes a auditarse. Esta priorización sigue un 
proceso técnico y objetivo, el cual parte de 
la definición de políticas para la planifica-
ción de las acciones de control. Los cri-

terios considerados son: la caducidad, el 
riesgo de la entidad y la materialidad.

La caducidad corresponde al tiempo 
que la Contraloría General del Estado tie-
ne para pronunciarse sobre las actividades 
de las instituciones y de los actos que eje-
cutan los servidores según el art. 71 de la 
Ley que regula a la institución. El riesgo 
de la entidad se determina a través de la 
identificación de alertas recurrentes pre-
sentes en las denuncias y pedidos exter-
nos de fiscalización. Finalmente, la mate-
rialidad se refiere al monto de los recursos 
que recibe la entidad pública, la cantidad 
de procesos de contratación que ejecuta y 
su impacto en el presupuesto general del 
Estado.

El proceso de auditoría, que lleva la 
Contraloría, inicia con la emisión de una 
orden de trabajo, que contempla la defini-
ción del alcance y periodo a ser analiza-
dos, los objetivos y el equipo auditor mul-
tidisciplinario. Este grupo, cumpliendo el 
debido proceso, realiza el análisis de la 
documentación e información proporcio-
nada por los servidores de la entidad au-
ditada. El personal auditado puede ejercer 
el derecho a la legítima defensa por medio 
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de observaciones en las comunicaciones. 
Posteriormente, se procede con la lectura 
del informe borrador previo a su aproba-
ción. Los informes generales aprobados se 
publican en el portal web institucional de 
modo que la ciudadanía pueda acceder a 
estos resultados; mientras que los infor-
mes con Indicios de Responsabilidad Pe-
nal son remitidos a la Fiscalía General del 
Estado.

En promedio desde el año 2017, la en-
tidad produce alrededor de 1500 informes 
generales de auditoría que son publica-
dos en el portal web institucional y 240 
informes con Indicios de Responsabili-
dad Penal que son enviados a la Fiscalía 
General del Estado. Desde el año 2021, la 
Contraloría General del Estado sistemati-
za los resultados de auditoría de un sector 
específico mediante la expedición de Re-
portes de Control Público, en aras de que 
la ciudadanía, los entes de control y par-
tes interesadas externas, puedan conocer 
irregularidades recurrentes e instar al re-
sarcimiento de las mismas. De esta forma, 
con esta iniciativa se conjugan aspectos de 
rendición de cuentas, acceso a la informa-
ción, control social, entre otros.

Reportes de Control Público: 
gestión durante la emergencia 
sanitaria COVID-19 y manejo de 
desechos y residuos sólidos

Los Reportes de Control Público tienen 
como objetivo facilitar a la ciudadanía el 
acceso a los resultados de la gestión ins-
titucional y transparentar los resultados 
de las acciones de control conforme a las 
buenas prácticas implementadas por enti-
dades fiscalizadoras superiores (EFS) de 
la región y del mundo. Estos se realizan 
sobre la base de los informes de exámenes 
especiales aprobados, analizando las con-
clusiones de las auditorías.

Al mismo tiempo, estos reportes evi-
dencian cuantitativamente la persistencia 
de ciertas actuaciones, en periodos y ám-
bitos de gestión específicos. De esta for-
ma, sus resultados facilitarán la adopción 
de soluciones puntuales y pertinentes, 
para evitar mayores pérdidas instituciona-
les. El acceso a esta información promue-
ve la participación ciudadana en asuntos 
de interés público, comunicando el trabajo 
institucional de forma íntegra y orgánica 
(Contraloría General del Estado, s. f.).
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A la fecha, la Contraloría General del 
Estado ha desarrollado siete ediciones de 
reportes de control público: la gestión de 
control durante la pandemia, las contra-
taciones efectuadas por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, la gestión 
de insumos médicos y medicamentos del 
Ministerio de Salud, la gestión de residuos 
y desechos sólidos, las auditorías al pro-
ceso de emisión de certificado único de 
calificación de discapacidad; y, las irregu-
laridades recurrentes en los procesos para 
la construcción, mantenimiento y rehabi-
litación de sistemas de redes y plantas de 
agua potable.

Con el fin de ejemplificar la importan-
cia que tienen estos informes en mejorar 
el control necesario sobre las institucio-
nes gubernamentales se presenta en esta 
sección los principales resultados de dos 
de ellos: la gestión durante la emergencia 
sanitaria COVID-19 y el manejo de dese-
chos y residuos sólidos.

La emergencia sanitaria fue una si-
tuación sin precedentes que ameritó una 
actuación inmediata de la Contraloría 
General del Estado, auditándose el 100 
% de los procesos de contratación por 

emergencia, a escala nacional. Desde 
marzo de 2020 hasta agosto de 2021, se 
aprobaron 268 informes generales de au-
ditoría gubernamental; remitiéndose a la 
Fiscalía General del Estado 128 informes 
con indicios de responsabilidad penal, 
que recogen hechos que podrían confi-
gurar posibles actuaciones dolosas en la 
administración de los bienes y recursos 
públicos.

En este reporte se evidenció que 37 in-
formes de auditoría establecieron conclu-
siones relacionadas con irregularidades, 
falencias y omisiones en la determinación 
del presupuesto referencial de las contra-
taciones. Por otro lado, en 33 informes de 
auditoría se estableció que los proveedores 
seleccionados por las entidades no cum-
plieron los requisitos para suscribir con-
tratos con el Estado. Sin embargo, fueron 
habilitados y contratados. 

Finalmente, en 22 informes de audito-
ría gubernamental aprobados, se estable-
ció que los servidores de las instituciones 
del Estado no sustentaron las necesidades 
de contratación, ni realizaron especifica-
ciones técnicas, suficientes y completas, 
que caractericen los bienes o servicios a 
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adquirir para enfrentar la emergencia sa-
nitaria.

Este mecanismo de transparencia mere-
ció el reconocimiento del Fondo Moneta-
rio Internacional debido a la relación que 
este trabajo tiene con garantizar el derecho 
a la salud. Los resultados de este ejercicio 
evidenciaron una afectación a este derecho 
consagrado en la Constitución de la Re-
pública y en las metas del Objetivo 3 de 
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030. 
Posterior al mismo, corresponde a los ser-
vidores de las instituciones públicas obser-
var las recomendaciones de estos informes 
de auditoría, para evitar a futuro que los 
procesos de adquisición presenten vicios 
en detrimento de los servicios públicos. 

Otro de los reportes de control público 
que contribuyen al ejercicio eficiente de 
control está relacionado al manejo inte-
gral de los desechos y los residuos sólidos. 
Con dicho fin, se analizaron las conclusio-
nes de 28 informes de auditoría guberna-
mental, aprobados entre 2015 y 2021, los 
cuales fueron enmarcados en las labores 
de los Gobiernos Autónomos Descentrali-
zados (GAD), empresas públicas munici-
pales y el Ministerio de Ambiente.

Entre los aspectos analizados se en-
cuentra la construcción, análisis técnicos, 
impactos ambientales, procesos de con-
tratación pública para recolección, trans-
porte, procesamiento y disposición final 
de los desechos y residuos domésticos e 
infecciosos, entre otros.

La falencia con mayor recurrencia fue 
el incumplimiento de la normativa am-
biental, constituyendo un 34,55 % del aná-
lisis realizado. Se observó la ausencia de 
licencias ambientales para la construcción 
y operación de rellenos sanitarios y es-
combreras. De igual forma la falta de revi-
sión del cumplimiento, de implementación 
y de seguimiento a los planes, programas 
y acciones de control y mitigación de los 
impactos ambientales. Estas irregularida-
des en el manejo de los residuos sólidos 
contribuyen al calentamiento global.

De igual manera, en 25 conclusiones, 
que corresponden al 15,15 % del total de 
resultados empleados en el análisis, se 
evidenciaron incumplimientos de las obli-
gaciones contractuales y de las cláusulas 
de los convenios suscritos, por las alcal-
días, empresas públicas municipales y el 
Ministerio del Ambiente, con otras entida-
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des, tanto estatales como privadas, para la 
gestión de los residuos sólidos. 

Estos ejemplos, demuestran la relevan-
cia del ejercicio del control gubernamen-
tal, y de la innovación en la publicidad y 
presentación de resultados de auditoría; 
como medida para identificar irregula-
ridades reiterativas a nivel nacional y en 
diversas localidades del Ecuador; las cua-
les de manera sistemática impiden condi-

ciones de desarrollo y oportunidades para 
los ciudadanos, principalmente, para los 
sectores más vulnerables. De esa forma, 
el resarcimiento de tales observaciones 
es imperativo para asegurar una correc-
ta provisión de servicios públicos, siendo 
fundamental que las entidades auditadas 
consideren mecanismos adecuados de 
control interno, basándose como se ha ex-
puesto a lo largo de este texto en las reco-
mendaciones de los informes de auditoría. 
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Conclusiones

El control gubernamental ejercido por 
medio de la Contraloría General del Esta-
do contribuye a combatir la corrupción en 
todos sus ciclos. Los diversos mecanismos 
implementados desde el control interno y 
externo permiten cumplir con los estánda-
res nacionales e internacionales de fiscali-
zación superior, manteniendo el ejercicio 
institucional a la vanguardia de las necesi-
dades actuales. 

Para prevenir la corrupción es necesa-
rio incorporar mejoras a los sistemas de 
integridad de las instituciones públicas, 
involucrando para dicho fin a las distintas 
partes interesadas. La incorporación de 
las recomendaciones de informes de audi-
toría externa termina siendo un elemento 
esencial del aprendizaje para los entes au-
ditados y una fuente de información clave 
para el control social. Además, el análisis 
de los informes de exámenes especiali-
zados, mediante los Reportes de Control 
Público, permite identificar falencias re-
currentes en la aplicación de la normativa 

relacionada con la administración de los 
recursos públicos.

Los Reportes de Control Públicos im-
plementados por la institución representan 
un avance en la transparencia y fortale-
cimiento de la participación ciudadana, 
facilitando el acceso a los productos de 
fiscalización. El análisis temático alcanza-
do en este ejercicio permite identificar la 
persistencia de los incumplimientos, con 
el objetivo de mejorar y corregir debilida-
des institucionales. 

La Contraloría General del Estado in-
nova sus procesos, buscando nuevas estra-
tegias de publicidad de la información y 
aplicativos para una mejor comunicación 
entre entes auditadas, todo ello a fin de ga-
rantizar la optimización de los recursos y 
prevenir actos contra la integridad pública. 
Futuros retos requerirán de la implemen-
tación de nuevos mecanismos, contando 
con la capacidad institucional para hacer 
frente a las demandas actuales.
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Es evidente que la corrupción no se li-
mita al sector público, ya que se trata de 
un fenómeno social y, por lo tanto, puede 
suscitarse en cualquier sector de la socie-
dad y la corrupción en el sector público 
afecta también al sector privado y vicever-
sa. No obstante, para los fines determina-
dos en este evento, me limitaré a comentar 
sobre la corrupción en el sector público. 

 Como sabemos, las entidades y orga-
nismos que integran el sector público están 
determinados en el art. 225 de la Constitu-
ción de la República y es a través de ellos 
que el Estado ejerce sus competencias y 
atribuciones. En consecuencia, es eviden-
te que cuando los entes que conforman el 
sector público se ven golpeados por la co-
rrupción, se produce una afectación a toda 
la sociedad, siendo uno de los principales 
causantes de los grandes males como la 
pobreza, la injusticia, la ilegalidad, la ca-
rencia de oportunidades, entre otros. 

 Los efectos de la corrupción en el ám-
bito público se trasladan al normal desem-
peño de los negocios; en su crecimiento y 
en la calidad de los bienes que se ofertan. 
También la corrupción contribuye a agra-
var la inequidad e impacta en la goberna-

bilidad y seguridad jurídica, erosionando 
el ambiente necesario para el crecimiento 
económico de un país. Al respecto, exis-
ten estudios que indican que los países con 
mayores índices de corrupción tienen un 
menor crecimiento económico y un am-
biente inadecuado para hacer negocios. 

 ¿Qué es la corrupción? Para ensayar 
un concepto, hay que considerar que es un 
fenómeno social que abarca tres aspectos 
que son: la relación de poder o confianza, 
la desviación del poder y la obtención de 
un beneficio. Es decir, que parte de una 
“relación de poder o de confianza”, la cual 
deriva del rol que ocupan las personas 
dentro de la sociedad o dentro de un es-
quema organizado y se centra en la acti-
vidad que cada uno, alineado con el “rol” 
o las expectativas que se tienen frente al 
mismo, debe cumplir en la sociedad y en 
este contexto, la conducta se orienta a la 
“obtención de un beneficio”, el cual no ne-
cesariamente debe contener un enfoque o 
elemento patrimonial. Puede tratarse de 
un beneficio o utilidad de cualquier natu-
raleza. 

 Al ser un fenómeno social, la corrup-
ción integra una gran variedad de conduc-
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tas y, por lo tanto, no se puede equiparar 
a un delito en particular. Estas conductas, 
de acuerdo con el marco normativo de 
cada sociedad, pueden tener una tipifica-
ción en el derecho penal, o normas en el 
derecho administrativo o incluso una res-
puesta solo desde la perspectiva del des-
crédito social. La corrupción no está con-
dicionada a la existencia de “condena” o 
“sanción” que así la declare, pero si está 
relacionada con ciertos actos o prácticas 
que abren el camino para la corrupción. 

Las prácticas o actuaciones corruptas 
pueden ser de muy diversa índole y es 
por ello por lo que lo óptimo es antepo-
ner barreras de protección y adoptar los 
mecanismos que se tienen a disposición 
para prevenir el fenómeno, evaluando 
las vulnerabilidades y amenazas y tomar 
acciones oportunas, impidiendo que se 
materialice en cualquiera de sus formas. 
Entonces estamos en el ámbito de la me-
dición del riesgo a la corrupción, que es 
la probabilidad de que la entidad sufra un 
perjuicio o un daño, como consecuencia 
de su vinculación directa o indirecta, real 
o no, con actos de corrupción cometidos 
o facilitados por acciones u omisiones de 
alguno de sus representantes, administra-

dores, funcionarios o contratistas de todo 
nivel. 

El riesgo de corrupción puede ser en-
tendido como un factor del nivel de trans-
parencia y el nivel de imparcialidad en 
un proceso; o un conjunto de debilidades 
institucionales dentro de un sistema o pro-
ceso que pueda favorecer las prácticas co-
rruptas. Por consiguiente, la sofisticación 
del mapeo o evaluación de riesgos de co-
rrupción va desde la identificación de la 
corrupción o debilidades/vacíos institu-
cionales como un indicador de riesgo de 
corrupción, a un análisis del impacto y la 
estimación de la probabilidad de prácticas 
corruptas. También las medidas de la vul-
nerabilidad institucional se pueden com-
binar con los datos sobre las percepciones 
o experiencia de la corrupción en cada 
entidad y este riesgo puede ser expresado 
como un factor de la probabilidad de co-
rrupción multiplicada por el impacto de la 
corrupción. 

 Según los técnicos, existen varios ti-
pos de riesgos de corrupción. La mayoría 
de los autores coinciden en los siguientes 
cinco tipos de riesgos: 
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 1.	Riesgo material consiste en que la enti-
dad se convierta en una fuente de actos 
de corrupción por conducto de los fun-
cionarios que la integran (corrupción 
desde la entidad); o que sea el instru-
mento o herramienta para que terceros 
materialicen actos de corrupción (co-
rrupción a través de la entidad) o que la 
entidad sea víctima de actos de corrup-
ción en su contra. 

2.	 Riesgo legal es la posibilidad de que, 
como consecuencia de la comisión de 
un acto de corrupción, la entidad o al-
guno de sus funcionarios terminen vin-
culados a un proceso administrativo o 
judicial y declarado responsable y obli-
gado al pago de una multa o indemni-
zación. 

3.	 Riesgo económico consiste en la po-
sibilidad de que a consecuencia de un 
acto de corrupción la entidad sufra 
pérdidas económicas. En el caso de las 
entidades públicas, el riesgo económi-
co está dado por la posibilidad de des-
viación de recursos del Estado, o por 
cualquier forma de afectación al patri-
monio público. 

4.	 Riesgo operacional es el que se produ-
ce por el desarrollo de la actividad pro-
pia de la entidad pública. Por ejemplo, 
una entidad que otorga autorizaciones 
o permisos para determinadas activi-
dades tiene más riesgo que otra que por 
ejemplo es responsable de efectuar es-
tudios o estadísticas. Por lo tanto, todas 
las entidades públicas deben establecer 
procesos y procedimientos para desa-
rrollar su actividad de manera segura, 
económica, eficaz y eficiente. 

5.	 Riesgo reputacional que afecta al nom-
bre de la organización, o alguno de sus 
funcionarios, sea mencionado pública-
mente a través de medios de comunica-
ción o simplemente sea percibido en la 
opinión pública como relacionado con 
actos de corrupción. 

Si es posible identificar riesgos deter-
minados, es también posible implementar 
políticas de prevención de la corrupción. 
Nace entonces la pregunta: ¿Cómo pueden 
los funcionarios públicos prevenir la co-
rrupción? Como respuesta a esta pregunta 
hago referencia al estudio efectuado por la 
Corporación Andina de Fomento (CAF), 
denominado “RED 2019: Integridad en 
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las políticas públicas. Claves para preve-
nir la corrupción”,1 que menciona varios 
aspectos muy importantes, entre ellos, 
establecer reglas y control en la función 
pública, ya que una de las raíces de la co-
rrupción son las atribuciones que tienen 
los funcionarios para tomar decisiones de 
manera discrecional, puesto que un mayor 
grado de discrecionalidad aumenta la pro-
babilidad de que se cometan irregularida-
des. Esta relación se reproduce en muchos 
contextos de política pública: al repartir 
recursos a entidades o niveles de gobierno, 
al hacer compras públicas o contratacio-
nes, al administrar justicia, en el otorga-
miento de licencias o autorizaciones, etc. 

 Para contrarrestar esto, se pueden es-
tablecer mecanismos de decisión basados 
en protocolos y reglas objetivas que mi-
nimizan los riesgos de corrupción deter-
minando qué decisiones pueden tomar y 
cómo. Cabe advertir que el diseño de re-
glas ex ante que limiten el accionar de los 
funcionarios es útil, pero debe atender al 
contexto para evitar normas que resulten 
muy costosas en términos de agilidad sin 
garantizar una mayor integridad; y, la otra 

1	 CAF (2019). RED 2019. Integridad en las políticas públicas: claves para prevenir la corrupción. 
http://scioteca.caf.com/handle/123456789/1503.

manera de contrarrestar esta faceta de la 
corrupción es el control posterior o ex post 
de las decisiones y acciones una vez que 
han sido ejecutadas. 

 A criterio de la CAF, la tecnología 
también permite disminuir espacios de 
discrecionalidad, ya que la simplificación 
y digitalización de trámites ayuda a cerrar 
desigualdades de poder entre ciudadanos 
y funcionarios. 

 Otro aspecto que menciona el estudio 
que cito es la importancia es que los ór-
ganos auditores, en nuestro caso, la Con-
traloría General del Estado, mantenga 
vínculos fuertes con las fiscalías y otras 
instancias con atribuciones para empren-
der acciones administrativas y penales. En 
este orden de ideas, el funcionamiento de 
los sistemas de justicia y su independencia 
es otro objetivo prioritario en la agenda de 
integridad. 

 Además, la CAF señala que se debe 
determinar en cada caso la necesidad de 
reformas de derecho sustantivo y procesal 
que puedan ser pertinentes. En particular, 



 49

el uso de la de la acción compensada en 
la investigación de casos de corrupción es 
una innovación promisoria, con efectos 
palpables en años recientes. También defi-
nir las condiciones bajo las cuales se pue-
den producir acuerdos de colaboración; 
diseñar cuidadosamente los incentivos 
(generalmente en la forma de reducciones 
de sentencia) que se ofrece a los colabora-
dores y precisar el papel de fiscales, jueces 
y otros actores durante el proceso. 

 Mejorar los mecanismos que regulan 
la entrada a la función pública, tanto para 
el caso de la burocracia como en cargos 
electivos, es fundamental para fortalecer 
las instituciones del Estado y combatir 
la corrupción. Es importante enfatizar la 
necesidad de establecer un servicio civil 
profesional en el cual el mérito sea el cri-
terio central en el ingreso, permanencia 
y promoción en la función pública, y en 
el cual los funcionarios públicos cuenten 
con una protección efectiva contra despi-
dos injustificados. El ingreso por méritos 
y la estabilidad en el empleo son cruciales 
para limitar la práctica del patronazgo en 
el empleo público, es decir el otorgamien-
to discrecional de empleos a cambio de 
votos y apoyo electoral. 

 En el estudio que he citado previa-
mente, se señala también este fenómeno 
al señalar que: “El patronazgo puede ser 
la principal barrera para atraer y reclutar 
funcionarios mejor preparados e íntegros, 
ya que privilegia las conexiones políticas 
por sobre el mérito para definir el acce-
so y la permanencia en el empleo público. 
Además, contribuye a la formación de re-
des de complicidad que pueden debilitar 
el marco institucional de prevención de 
la corrupción” y esto es una realidad en 
nuestro país. 

 Es evidente en el Ecuador, el aumento 
desmedido de servidores públicos en algu-
nas entidades del sector público, quienes 
se vinculan bajo el régimen de contratos 
ocasionales y que no ingresan al servicio 
público a través de los correspondientes 
concursos de méritos y oposición, lo que 
favorece el clientelismo y la corrupción, 
ya que muchas veces son forzados por el 
jefe de turno a proceder de determinada 
forma, por lo que no se puede soslayar la 
obligación de las autoridades llevar a cabo 
los correspondientes concursos de mérito 
y oposición para el ingreso de servidores 
públicos, conforme lo prevé nuestra legis-
lación. 
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 Una vez que ha esbozado brevemen-
te los riesgos e instancias que favorecen 
la corrupción, quiero mencionar medidas 
estratégicas para abordar los retos que im-
pone la lucha contra la corrupción, para 
lo cual me referiré a las sugeridas por la 
Comisión Europea, en sus fichas temáticas 
contra la corrupción,2 señala como medi-
das para atacar este fenómeno, las siguien-
tes: 

 1.	La transparencia y la rendición de 
cuentas son factores que contribuyen a 
la reducción de la corrupción y en este 
contexto, la integridad en los procesos 
electorales y un sistema de financiación 
de los partidos políticos transparente y 
que incorpore la rendición de cuentas 
son también elementos clave a este res-
pecto. 

 2.	Un poder judicial independiente e im-
parcial que tenga voluntad y capacidad 
para investigar, perseguir y sancionar 
la corrupción, con juicios justos y la 
aplicación firme de condenas disuaso-
rias por infracciones relacionadas con 
la corrupción desempeña un importan-

2	 En https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/file_import/european-semester_thematic-factsheet_fi-
ghtagainst-corruption_es.pdf.

te papel inhibidor y es una señal clara 
de que no se tolera la corrupción. 

 3.	Protección jurídica efectiva de los de-
nunciantes de irregularidades, que in-
centive a la sociedad a denunciar he-
chos de corrupción. Dicha protección 
no solo requiere que se consagre el 
concepto en las disposiciones legales, 
sino que se produzca un cambio en la 
cultura a largo plazo. A corto plazo, 
los países pueden adoptar y aplicar le-
gislación para dejar claro que no se to-
leran las represalias contra los denun-
ciantes. El Consejo de Europa publicó 
una recomendación pormenorizada en 
2014 en la que se establecen 29 princi-
pios para la protección de los denun-
ciantes. 

 4.	Medios de comunicación independien-
tes y una sociedad civil activa son las 
piedras angulares de un marco eficaz 
de lucha contra la corrupción. 

 5.	Mejora en la calidad de gobernanza de 
las instituciones y del sector público, 
con una firme determinación política 
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de los dirigentes, tanto de los cargos 
electos como de los designados. 

 6.	Declaración del patrimonio y de inte-
reses por parte de los servidores y fun-
cionarios públicos es una práctica que 
contribuye a consolidar la rendición de 
cuentas de aquellos, garantiza una ma-
yor transparencia y hace más fácil la 
detección de casos de enriquecimien-
to ilícito, conflictos de intereses e in-
compatibilidad, así como la detección 
e investigación de posibles prácticas 
corruptas. 

 7.	Abordar la cuestión de los conflictos de 
intereses en la toma de decisiones, la 
asignación de fondos públicos y la con-
tratación pública. Al respecto, el Con-
sejo de Europa ha definido el conflicto. 

En algunos países se han establecido 
marcos jurídicos e institucionales comple-
jos y han adoptado numerosos programas 
o estrategias específicos, mientras que 
otros Estados no disponen de sistemas 
tan exhaustivos, como por ejemplo Japón, 
pero se enfrentan a un menor riesgo de 
corrupción. Esto es debido a que cuentan 
con mecanismos, prácticas o tradiciones 

de prevención en los que, por ejemplo, 
toman parte los proveedores y los desti-
natarios de los servicios públicos, o con 
elevados niveles de transparencia. 

 Si bien la simple adopción de legisla-
ción o medidas administrativas no es su-
ficiente, su aplicación efectiva y sostenible 
sí supondrá un cambio en la lucha contra 
la corrupción, lo cual sumado a la serie 
de factores que han quedado enunciados, 
constituirán una reducción importante de 
los niveles de corrupción, pero por sobre 
todo considero que lo más importante para 
lograr bajos índices de corrupción es un 
auténtico cambio de mentalidad en los ser-
vidores públicos y la sociedad en su con-
junto. 
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  Resumen

La Constitución de la República del Ecuador de 2008, a partir del art. 204 creó la Fun-
ción de Transparencia y Control Social, con el fin de promover e impulsar el control de las 
entidades y organismos del sector público, y de las personas naturales o jurídicas del sector 
privado que presten servicios o desarrollen actividades de interés público, para que los rea-
licen con responsabilidad, transparencia y equidad; fomentar e incentivar la participación 
ciudadana; proteger el ejercicio y cumplimiento de los derechos; y prevenir y combatir la 
corrupción.

Miembro de esta Función es el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
(CPCCS), cuya misión es “Promover e incentivar el ejercicio de los derechos relativos a la 
participación ciudadana y control social, fomentando la transparencia y la ética, previene 
e investiga actos que generen corrupción y afecten la participación o al interés público, y 
designa a las autoridades que le corresponden de acuerdo con la Constitución y Ley para 
el bienestar de la sociedad civil promoviendo la prevención y lucha contra la corrupción”.
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Desde su creación, el CPCCS, como 
ente representativo de la sociedad civil a 
través de varios procesos, en los cuales 
participan la ciudadanía, promueve meca-
nismos de control social, fomenta la rendi-
ción de cuentas, la transparencia, la lucha 
contra la corrupción, en nuestro país.

La actual administración ha buscado 
retomar la confianza de la ciudadanía, 
para que esta institución pueda ejercer 
su real naturaleza tanto en la participa-
ción ciudadana como en la lucha contra 
la corrupción sobre la base de principios 
éticos.

El CPCCS en su estructura cuenta con 
dos secretarias técnicas para gestionar sus 
principales atribuciones y tiene tres ejes 
de acción, que son:

a.	 Participación Ciudadana y Control So-
cial: Promover el ejercicio de los dere-
chos de participación, control social de 
lo público y la rendición de cuentas.

b.	 Transparencia y Lucha contra la Co-
rrupción: Establecer mecanismos de 
fomento a la transparencia y políticas 
anticorrupción. Recepta e investiga de-
nuncias de la ciudadanía sobre actos 

que generen corrupción o afecten los 
derechos de participación ciudadana.

c.	 Designación de autoridades: Designar 
u organizar procesos de designación de 
autoridades a través de procedimien-
tos establecidos en la Constitución y la 
Ley.

A. PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
Y CONTROL SOCIAL

Es un derecho de las ciudadanas y ciu-
dadanos, en forma individual y colectiva, 
participar de manera protagónica en la 
toma de decisiones, planificación y ges-
tión de los asuntos públicos, en el control 
popular de las instituciones del Estado y 
la sociedad y de sus representantes. Es un 
proceso permanente de construcción del 
poder popular.

I. Mecanismos de Participación 
Ciudadana:

I.1. Audiencia pública: Convocada 
por la autoridad, sea por iniciativa propia 
o a pedido de la ciudadanía. Se atiende 
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pronunciamientos o peticiones ciudadanas 
y se fundamentan decisiones o acciones 
de gobierno.

I.2. Consejos consultivos: Mecanis-
mos de asesoramiento para quienes toman 
decisiones de política pública.

I.3. Silla vacía: Debe ser ocupada por 
uno o varios representantes de la ciudada-
nía en las sesiones de los Gobiernos Autó-
nomos Descentralizados.

I.4. Asambleas locales: Organizadas 
por la ciudadanía como espacio para la 
deliberación pública para fortalecer sus 
capacidades colectivas de interlocución 
con las autoridades.

I.5. Cabildos populares: Instancias 
de participación cantonal para realizar se-
siones públicas de convocatoria abierta a 
toda la ciudadanía.

II. Mecanismos de Control Social

Es el derecho y el deber de los ciuda-
danos y ciudadanas quienes, a través de 
la participación ciudadana, controlan el 
buen manejo de la gestión de lo público, 

mediante una diversidad de instrumentos 
y mecanismos.

II.1. Veedurías Ciudadanas: Tienen 
un carácter voluntario, cívico y temporal y 
contribuyen al mejoramiento de la gestión 
de lo público, coadyuvan a la prevención y 
lucha contra la corrupción.

II.2. Observatorios: Espacios autóno-
mos y técnicos de carácter permanente, 
quienes lo integran elaboran diagnósti-
cos, informes y reportes que sirven para 
impulsar, evaluar, monitorear y vigilar el 
cumplimiento de las políticas públicas.

II.3. Defensorías Comunitarias: For-
mas de organización de la comunidad en las 
parroquias, barrios y sectores rurales, para 
la promoción, defensa y vigilancia de los 
derechos de los ciudadanos y ciudadanas.

II. 4. Rendición de Cuentas: Es un 
proceso mediante el cual quienes manejan 
y toman decisiones sobre la gestión de lo 
público dan a conocer a la ciudadanía sobre 
los resultados de dicha gestión. Tiene como 
propósitos: someter a evaluación de la ges-
tión pública, prevenir actos de corrupción, y 
mejorar la gestión de recursos públicos, in-
corporando las propuestas de la ciudadanía.
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II.5. Comités de usuarias y usuarios: 
Espacio para interlocutar entre los presta-
dores del servicio y los usuarios.

B. TRANSPARENCIA Y LUCHA 
CONTRA LA CORRUPCIÓN

La labor de Transparencia y Lucha con-
tra la Corrupción, como uno de los ejes 
principales de gestión del CPCCS, se lo 
ejecuta a través de la Secretaría Técnica 
de Transparencia y Lucha contra la Co-
rrupción, en esta administración se ha 
fortalecido e implementado acciones en 
pro del fortalecimiento y promoción de la 
Transparencia y Lucha contra la Corrup-
ción, como:

1. Denuncias ciudadanas-
orientación jurídica

	 El CPCCS orienta a los ciudada-
nos para la presentación de denuncias so-
bre actos u omisiones que afecten la parti-
cipación ciudadana y generen corrupción. 
Para el efecto, el CPCCS cuenta con dele-
gaciones provinciales en todo el territorio 
del país, y cuenta con un acceso virtual de 

presentación de denuncias, Herramienta 
CLIC, que facilita a los ciudadanos la pre-
sentación de sus denuncias en cualquier 
día y hora, así como hacer seguimiento del 
estado de la misma.

Años  Denuncias presentadas 
2020  1567 
2021  1077 
2022 (julio) 234 

2. Investigación

El CPCCS investiga hechos u omisio-
nes que generen corrupción, de esta ma-
nera es el enlace entre la ciudadanía y los 
entes sancionadores (judicial y adminis-
trativo), ya que luego de un proceso de ad-
misibilidad (verificación de competencia y 
cumplimiento de requisitos), acoge como 
suya una denuncia ciudadana, ejecuta un 
proceso de investigación a través de varios 
mecanismos y acciones, levanta informes 
finales de investigación con indicios de 
responsabilidad administrativa, civil o pe-
nal, aprobados los cuales por el Pleno del 
CPCCS.
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3. Patrocinio

El CPCCS además realiza la gestión 
procesal o administrativa ante los entes 
sancionadores correspondientes (princi-
palmente la Fiscalía General del Estado y 
la Contraloría General del Estado) de las 
resoluciones del Pleno del Consejo respec-
to de los informes de investigación apro-
bados, con el fin de dar seguimiento y bus-
car sanción efectiva sobre aquellos actos u 
omisiones que generen corrupción.

Además, se gestiona Acciones de Ac-
ceso de Información Pública a través de la 
Subcoordinación Nacional de Patrocinio, 
tanto de aquellos ciudadanos que concu-
rren al CPCCS por cuanto sus requeri-
mientos no han sido atendidos por las en-
tidades públicas, como de veedores en sus 
procesos de Veedurías, y de la propia Sub-
coordinación Nacional de Investigación 
dentro de sus procesos de investigación.

4. Transparencia

El Consejo orienta, promueve y fo-
menta la transparencia a través de la im-
plementación de mecanismos y proyectos 

para incentivar la participación ciudadana 
en el control de lo público y prevenir la 
corrupción. Así tenemos en el último pe-
riodo:

4.1. Escuelas de Formación en Trans-
parencia y Lucha Contra la Corrup-
ción. Han sido creadas con la finalidad de 
promover las capacidades ciudadanas para 
la transparencia, prevención y lucha con-
tra la corrupción, a través de la ejecución 
de procesos de formación. Están dirigidas 
a ciudadanía en general, organizaciones 
sociales, servidores públicos, entre otros.

  Años Escuelas Participantes
2020 32   676  
2021 67 1.537
2022 (julio) 92 3.657

4.2. Espacios de diálogo y reflexión en 
transparencia y lucha de la corrupción, 
en articulación con ciudadanía o enti-
dades públicas. Los espacios de diálogo 
y reflexión se desarrollan con la finalidad 
de sensibilizar y promover la acción ciu-
dadana que permita reconocer, prevenir y 
combatir la corrupción, son procesos cor-
tos que se ejecutan por una sola vez y tie-
nen la intensión de ser el primer encuentro 
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para invitar a la ciudadanía a formar parte 
de la Escuela de Formación en Transpa-
rencia y Lucha Contra la Corrupción.

Años  Talleres  Participantes
2020  274  5.075  
2021  375  7.459 
2022 (julio) 152  2.986 

4.3. Entidades públicas que reciben 
apoyo técnico y asesoría para la imple-
mentación de propuestas de fortaleci-
miento de capacidades en transparencia 
y lucha contra la corrupción. El CPCCS 
generó a través de la Subcoordinación Na-
cional de Transparencia la “Guía Integral 
de Prácticas Transparentes” con la fina-
lidad de promover la implementación de 
prácticas transparentes en la gestión de 
instituciones públicas, con la participación 
activa y protagónica de la ciudadanía, que 
permita fortalecer la democracia y trans-
parencia.

El número de GAD en los que se ha im-
plementado la Guía:

Años   GAD 
2020  7 
2021  9 
2022 (julio) 5 

4. 4. Jornadas de reflexión sobre 
transparencia y prevención de la co-
rrupción ejecutadas. Como parte de las 
acciones anticorrupción, la Secretaría 
Técnica de Transparencia y Lucha contra 
la Corrupción en coordinación con la Sub-
coordinación Nacional de Investigación y 
la Subcoordinación Nacional de Transpa-
rencia realizan “Jornadas de Reflexión So-
bre la Corrupción y su Prevención”.

En el año 2021, por ejemplo, durante el 
mes de diciembre, en el marco del “Día 92 
Internacional Contra la Corrupción”, fe-
cha definida por la Asamblea General de 
Naciones Unidas y que se enmarca en la 
Convención de las Naciones Unidas Con-
tra la Corrupción (UNODC), las “Jorna-
das de Reflexión Sobre la Corrupción y su 
Prevención” constituyeron un momento 
importante, que utilizó las herramientas 
telemáticas para generar un debate técni-
co, académico y ciudadano acerca de la 
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corrupción, sus problemas y las formas de 
combatirla.

La modalidad telemática permitió un 
debate de expertos nacionales de alto ni-
vel, la participación de la ciudadanía de 
los distintos rincones del Ecuador y otros 
lugares del mundo.

Los resultados fueron los siguientes:

-	 Evento por el Día Internacional contra 
la corrupción: desarrollados el 9 y 10 
de diciembre de 2021 en modalidad 
virtual, a través de la plataforma de 
Zoom.

-	 El evento congregó la participación de 
5 mil personas que se conectaron du-
rante los días del evento y a posterior 
han reproducido los eventos de las jor-
nadas.

-	 Participó la ciudadanía de las 24 pro-
vincias del Ecuador y de otros países.

C. CONCLUSIÓN

	 En esta nueva administración del 
Consejo de Participación Ciudadana y 

Control se enfocó en rescatar la confianza 
de la ciudadanía, con el fin de recuperar el 
verdadero control social.

	 La Secretaria Técnica de Transpa-
rencia y Lucha contra la Corrupción del 
CPCCS que lidera procesos vitales en la 
lucha contra la corrupción, pese al déficit 
presupuestario asignado a la institución 
y a los procesos de transparencia y lucha 
contra la corrupción, viene realizando 
una gran acción tanto individualmente a 
través de mejorar indicadores, herramien-
tas suscripción de convenios con diversas 
instituciones para aunar esfuerzos en esta 
lucha, con diversos sectores, entidades pú-
blicas, académicas, etc.; y también como 
parte de la Función de Transparencia y 
Lucha contra la Corrupción hemos venido 
actuando para lograr de manera conjunta 
acciones que fomenten esta lucha contra la 
corrupción.

	 Invitamos a la ciudadanía a que 
presenten sus denuncias y de la mano del 
CPCCS se pueda tomar acciones reales y 
concretas en la lucha contra la corrupción 
en nuestro país.
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  1. Antecedentes: reseña 
institucional

La Corporación Participación Ciudada-
na Ecuador, es una organización no guber-
namental, sin fines de lucro, no partidista, 
constituida en julio de 2002, que trabaja 
por el fortalecimiento de la instituciona-
lidad democrática en el país, promueve la 
participación ciudadana en la vida demo-
crática ecuatoriana y de transparencia en 
las actividades públicas y propicia el deba-
te y la búsqueda de acuerdos sobre temas 
trascendentales para el país.

La organización lleva adelante sus ob-
jetivos a través de distintos proyectos y 
áreas de trabajo, cada una de las cuales 
cumple fines específicos en su ámbito. Es-
tas áreas son básicamente: control social, 
acción ciudadana, educación para la de-
mocracia, diálogos y gobernabilidad, in-
formación ciudadana, vigilancia electoral 
y trabajo con actores políticos. 

Dentro de esta línea, un pilar funda-
mental ha sido la implementación y mo-
nitoreo del adecuado cumplimento de la 
Ley Orgánica de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública (LOTAIP), 

norma que obliga a los entes públicos a 
entregar información a los ciudadanos, y 
divulgarla en sus sitios web, conforme los 
requerimientos previstos en la Ley, y los 
parámetros definidos por el ente rector, en 
este caso la Defensoría del Pueblo.

2. Control social: visión institucional

Si bien las acciones de vigilancia y con-
trol a los entes públicos que esta organi-
zación lleva adelante implican eventual-
mente cuestionar las actuaciones estatales, 
Participación Ciudadana tiene como línea 
de acción buscar permanentemente alian-
zas de trabajo conjunto con las autorida-
des estatales. La organización considera 
que, el control social proactivo, en donde 
la institución ciudadana vigila, pero al 
mismo tiempo aporta a la gestión estatal, 
es un eficiente instrumento para alcanzar 
objetivos, ya que permite la acción con-
junta y coordinada entre autoridades, en-
tes estatales, y sectores u organizaciones 
ciudadanas. 
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3. Proyecto “vigilancia de la gestión 
pública”

3.1. Explicación del proyecto

Entre las actividades de control cívi-
co y vigilancia ciudadana que impulsa 
la Corporación, se encuentra el Proyecto 
“Fortalecimiento de la Transparencia en la 
Gestión Pública”. A través de esta iniciati-
va, incentivamos a las instituciones estata-
les a mejorar sus niveles de transparencia, 
mediante el adecuado cumplimiento de la 
Ley Orgánica de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública (LOTAIP), nor-
ma que obliga a las instituciones públicas 
a subir determinada información a sus 
sitios web (mecanismo de transparencia), 
y entregar a los ciudadanos (usuarios), la 
información que le es solicitada, cuan-
do dicha entrega procede.3 Sin embargo, 
entre los llamados “requerimientos LO-
TAIP”, se encuentra no solo la difusión 
de información sino además la difusión 
de información sobre los trámites que los 
ciudadanos pueden realizar en las oficinas 
públicas, incluyendo formatos para trámi-
tes y solicitudes, si los hubiere. Es decir, 

el principio y objetivo central de la trans-
parencia, se complementa, al menos en la 
normativa ecuatoriana, con reglas sobre 
una adecuada atención y servicio al usua-
rio. 

El Proyecto “Vigilancia a la Gestión 
Pública”, si bien abarca una visión global 
del cumplimento a la LOTAIP, el énfasis 
particular está puesto en la información 
que los entes obligados deben difundir 
a través de su sitio web, conforme lo es-
tablece el art. 7 de la LOTAIP. En este 
marco de visión global, la veeduría busca 
sentar en las instituciones los principios 
y razones de la necesidad de la existen-
cia de una ley de transparencia, y brindar 
información relevante sobre temas como 
información pública y no pública (reserva 
y confidencialidad), regulaciones sobre 
entrega y no entrega de información, régi-
men de sanciones, normativa sobre mane-
jo de archivos y usabilidad de sitios web. 

El proyecto tiene tres niveles de acción: 
Trabajo con entidades públicas nacionales 
y de gobierno central, trabajo con gobier-
nos seccionales (GAD), y trabajo con en-
tes de derecho privado que reciben fondos 
públicos. En esta última línea de trabajo, 
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con entes privados, se ha colaborado con 
organizaciones políticas, quienes, a más 
de recibir fondos públicos, tienen obliga-
ciones puntuales de publicidad y transpa-
rencia, previstas en la Ley. 

Dicha iniciativa, tiene como objetivos 
primordiales mejorar los niveles de trans-
parencia y cumplimiento de la LOTAIP 
por parte de los entes obligados, brindar a 
los entes estatales herramientas que forta-
lezcan la rendición de cuentas y la entrega 
de información a la ciudadanía y usuarios, 
dinamizar la usabilidad de las páginas 
web, conforme la normativa legal y los 
parámetros de usabilidad existentes, ge-
nerar eficiencia en los funcionarios y for-
talecer los procedimientos internos de la 
instituciones, en temas como emisión de 
informes de cumplimiento, expedición de 
índices de información reservada y confi-
dencial, creación y funcionamiento de los 
Comités de Transparencia,4 entre otros.

Si bien a través de dicho proyecto se 
pretende mejorar los niveles de transpa-
rencia de las instituciones, así como el 

4	 El art. 8 y siguientes, de la Resolución No. 007 DPE-CGAJ, emitida por la Defensoría del Pueblo el 
15 de enero de 2015, dispone a los entes obligados a crear los “Comités de Transparencia”, que tienen 
como objetivo vigilar y hacer cumplir la LOTAIP.

flujo de información hacia los ciudadanos, 
entre sus efectos indirectos se destaca el 
de mejorar la imagen institucional y su 
percepción hacia la ciudadanía. 

Desde la óptica del fortalecimiento 
interno de las instituciones, el proyecto 
incluye capacitaciones a los funcionarios 
públicos, quienes adquieren herramientas, 
procedimientos y metodologías de trabajo, 
que ayudan a mejorar su gestión. 

La experiencia de la Corporación ha 
sido notable en la promoción del cumpli-
miento de LOTAIP mejorando el nivel de 
cumplimiento de la ley y aumentando los 
niveles de transparencia de los entes pú-
blicos. En la mayoría de las instituciones 
monitoreadas, el aumento en los niveles 
de cumplimiento a la Ley de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública, son 
notables.

3.2. Metodología y etapas

El monitoreo de los sitios web que rea-
liza la Corporación, constituye un ejerci-
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cio de vigilancia ciudadana previsto en la 
Constitución Política de la República y la 
Ley Orgánica de Participación Ciudadana, 
por lo tanto, sus resultados, no constituyen, 
ni pretenden serlo, información oficial con 
carácter vinculante, sino, justamente, el 
resultado de una veeduría ciudadana, que 
tiene como objetivo coadyuvar y contri-
buir al control estatal. Nuestros informes, 
son complementarios a los reportes ofícia-
les que realiza el ente de control, esto es la 
Defensoría del Pueblo. 

La implementación del proyecto y su 
ejecución sigue las siguientes etapas, y se 
sustenta en la siguiente metodología de 
trabajo:

•	 Reuniones Técnicas Preliminares: 
Previo al inicio de una fase, la Cor-
poración mantiene reuniones técnicas 
con la Defensoría del Pueblo (ente en-
cargado del control y vigilancia de la 
LOTAIP, así como de impartir las di-
rectrices sobre su aplicación), con el 
propósito de establecer la metodología 
a utilizar para el monitoreo de las pági-
nas Web de los entes obligados. 

5	 Resolución No. 007-DPE-CGAJ.

•	 Matrices de calificación: Para la ve-
rificación adecuada de que los sitios 
webs cumplan con los mandatos legales 
y reglamentarios, la veeduría de la Cor-
poración utiliza las matrices de califi-
cación expedidas por la Defensoría del 
Pueblo.5 Ello, nos da la certeza de que, 
si bien los resultados del monitoreo no 
constituyen información oficial ni vin-
culante, los datos que presentamos son 
obtenidos sobre la base de criterios de 
verificación oficiales, avalados por el 
ente de control.

•	 Identificación de entes públicos: Para 
identificar las instituciones a ser moni-
toreadas, se utiliza como criterio ubi-
car instituciones de diferentes niveles 
de gobierno, nacional (Estado central) 
y seccional. Dentro del nivel local, pro-
curamos identificar gobiernos autóno-
mos descentralizados de diferentes zo-
nas y regiones. 

Si bien el ejercicio del derecho al con-
trol social no requiere de la aceptación 
(al menos formal) del ente observado, la 
Corporación, por este carácter colabora-
tivo de la veeduría, procura generalmente 
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llevar adelante el proyecto, con el cono-
cimiento y anuencia, aceptación, del ente 
público.

•	 Contactos: Identificada la institución 
se realiza el contacto respectivo con el 
fin de conocer la predisposición de la 
institución para entrar en el proyecto y 
ser monitoreada. 

•	 Capacitación: Realizado un diagnósti-
co inicial del sitio web, se realiza una 
capacitación con las áreas técnicas en-
cargadas del sitio web, así como con 
los miembros del Comité de Transpa-
rencia. La capacitación pretende ser 
completa, ya abarca, entre otros, los 
siguientes temas: 

•	 Importancia y principios del acceso 
a la información, y de la LOTAIP 
particularmente.

•	 Normas constitucionales y princi-
pios internacionales sobre el Dere-
cho de Acceso a la Información.

•	 Contenido de la LOTAIP.

•	 Aplicación de la LOTAIP.

•	 Obligaciones de las instituciones pú-
blicas y de los funcionarios públicos.

•	 Información pública, reservada y 
confidencial. Elaboración y aproba-
ción del Índice de Información Re-
servada. 

•	 Contenidos de las resoluciones de-
fensoriales sobre el tema, particular-
mente la Resolución No. 007 (enero 
2015) sobre Parámetros Técnicos 
para el cumplimiento de Transpa-
rencia Activa establecidos en el art. 
7 de la LOTAIP, y Resolución De-
fensorial No. 049 (abril 2019), que 
regula la atención de las solicitudes 
de acceso a la información pública 
en las entidades obligadas por la 
Ley. 

•	 Implementación, integración y fun-
cionamiento del Comité de Transpa-
rencia.

•	 Normas sobre implementación pro-
gresiva de trámites en línea y tele 
consultas.

•	 Normas sobre implementación, di-
seño y usabilidad de las páginas 
web.

•	 Normas sobre implementación y 
manejo adecuado de archivos.
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La capacitación, en su conjunto, está 
diseñada con énfasis en derechos y obli-
gaciones de los funcionarios públicos.

•	 Monitoreos periódicos: Una vez reali-
zada la capacitación, los técnicos del 
Área de Monitoreo LOTAIP revisan el 
sitio web de manera mensual, durante 
los 10 primeros días de cada mes. En 
el transcurso del mes, la Corporación 
brinda apoyo y soporte técnico tanto 
presencial como telefónico, ante las du-
das o requerimientos que pueda tener 
el ente público. Este componente, es de 
vital importancia, ya que permite, tanto 
a la veeduría, como al ente observado, 
verificar los avances o retrocesos que 
puedan darse en el cumplimiento de la 
Ley. Adicionalmente, y desde la óptica 
del ente público, el monitoreo mensual 
es de gran ayuda, pues le da la posi-
bilidad de estar mejor preparado, para 
el monitoreo oficial que realiza anual-
mente el ente rector, esto es la Defen-
soría del Pueblo. 

4. Resultados

Los resultados, con esta modalidad de 
veeduría proactiva y colaborativa, han 
sido bastante satisfactorios. Presentamos 
algunas cifras de interés:
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•	 Cincuenta y tres instituciones estatales 
y de gobierno central monitoreadas.

•	 Ciento ochenta y cuatro GAD monito-
reados.

•	 De las instituciones estatales moni-
toreadas, a la fecha de realización del 
presente documento, el 83 % de ellas 
superaron el 90 % de cumplimiento.

•	 De los GAD monitoreados, a la fecha 
de realización del presente documento, 
el 79,56 % de ellos superaron el 90 % 
de cumplimiento.

•	 Mil ochocientos servidores públicos de 
municipios fueron capacitados en as-

pectos técnicos y jurídicos del cumpli-
miento LOTAIP.

•	 Quinientos servidores públicos de en-
tes estatales y de gobierno central, fue-
ron capacitados en aspectos técnicos y 
jurídicos del cumplimiento LOTAIP.
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5. Conclusiones

5.1. El proyecto de veeduría y control 
social que lleva adelante la Corporación 
Participación Ciudadana, está circunscrito 
a tres aspectos de la transparencia: El cum-
plimiento en la difusión de la información 
mínima publicable (art. 7), los procesos 
de recopilación, verificación y difusión de 
dicha información, por parte de las áreas 
poseedoras de información (direcciones o 
departamentos que producen la informa-
ción), y, la existencia y adecuado funcio-
namiento el Comité de Transparencia, en-
cargado de la recopilación y verificación 

de la información producida por las distin-
tas áreas de la institución pública.

5.2. Una vez que la veeduría detecta 
faltantes de información, los entes obser-
vados, por lo general, proceden a su recti-
ficación de manera adecuada. Los tiempos 
de corrección varían en función de las ca-
pacidades técnicas, y disponibilidad de la 
información faltante, y la propia dinámica 
interna de las instituciones. Ello, nos per-
mite señalar que muchas de las institucio-
nes monitoreadas, demuestran una ade-
cuada y eficiente capacidad de reacción, y 
procedimientos expeditos para corregir o 
enmendar eventuales falencias.
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5.3. El aumento de los niveles de trans-
parencia en buena parte de los entes mo-
nitoreados, luego de la capacitación y los 
primeros monitoreos, refleja que las falen-
cias en la subida de información, no siem-
pre se deben a un ánimo de esconder u 
ocultar información o parte de ella, sino a 
ausencia de un seguimiento efectivo, des-
conocimiento de los procesos, y el escaso 
apoyo que reciben respecto a la normati-
va, requerimientos legales y reglamenta-
rios (resoluciones defensoriales) y meto-
dologías adecuadas.

5.4. El trabajo coordinado entre en-
tes públicos y organizaciones ciudadanas 
genera importantes beneficios para la so-
ciedad. El control ciudadano, se suma al 
control estatal (en el caso LOTAIP, la vi-
gilancia del ente rector, la Defensoría del 
Pueblo) y lo complementa. Desde el punto 

de vista del ejercicio de derechos ciuda-
danos, estos proyectos permiten que la 
ciudadanía, a través del control social se 
involucre en la toma de decisiones y con-
trol de los entes estatales.

 5.5. La prevención y lucha contra la 
corrupción es interdisciplinaria, conlleva 
por tanto la expedición de normas legales 
adecuadas, contar con instituciones judi-
ciales y de control eficiente que actúan de 
manera oportuna, educación en valores, 
entre otros. En este campo, la transpa-
rencia es un elemento clave. Una institu-
ción que difunde información de manera 
adecuada permite ejercer control social y 
vigilancia no solo estatal sino ciudadana. 
La transparencia abona a la lucha contra 
la corrupción, previene actividades ilícitas 
como la concusión el cohecho, peculado, 
lavado de activos, sobornos y otras. 
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Introducción

La integridad pública se entiende como 
el compromiso consistente de los funcio-
narios públicos con valores éticos, prin-
cipios y normas que prioricen en todo 
momento el interés público por sobre los 
intereses privados. El fin último de pre-
venir la corrupción en todos sus tipos es 
construir y fomentar una cultura de inte-
gridad. 

En dicha cultura, todas las partes de la 
sociedad entienden, establecen e imple-
mentan normas consistentes con princi-
pios éticos, y asumen como una respon-
sabilidad compartida adherirse a ellas y 
asegurar su cumplimiento. Para trabajar 
desde la prevención y comprobar que es 
una perspectiva que puede arrojar resul-
tados importantes en términos de trans-
parencia y lucha contra la corrupción, es 
fundamental la generación de data e indi-
cadores de medición que den cuenta del 
impacto de las medidas adoptadas.

En este marco, gracias al apoyo de la 
Cooperación Alemana GIZ, FARO im-
plementó el proyecto “Más allá de la per-
cepción: generando mediciones y data en 

materia de integridad”. La iniciativa bus-
có diseñar instrumentos innovadores para 
medir la integridad a escala local, que 
aporten a la producción de datos, informa-
ción e investigación, y que contribuyan a 
combatir la corrupción a través de políti-
cas públicas basadas en evidencia. 

Como parte del proyecto, se diseña-
ron instrumentos con métricas e indica-
dores que permiten medir la integridad, 
pero también dar a conocer el estado del 
acceso a la información pública, el buen 
gobierno, la rendición de cuentas, la par-
ticipación ciudadana y el control social. 
La iniciativa se planteó con un enfoque 
local y se implementó a manera de pilo-
taje en los Gobiernos Autónomos Des-
centralizados Municipales (GADM) de 
Loja y Manta. Busca beneficiar a todos 
los GADM del país, las organizaciones de 
la sociedad civil, la academia, los medios 
de comunicación, la ciudadanía, el Con-
sejo de Participación Ciudadana y Control 
Social (CPCCS) y el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INEC). Con el fin 
de que los resultados perduren en el tiem-
po, se busca que el proyecto se replique 
a escala nacional en otros GADM; que se 
implementen alianzas para la inclusión de 
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estadísticas de integridad y que se genere 
una base de datos abierta, con fines de in-
vestigación y participación ciudadana.

La integridad pública y la 
prevención de la corrupción

La corrupción es un fenómeno que 
afecta de manera directa los ámbitos so-
cial, económico y político. En el ámbito 
social, la corrupción puede propagarse y 
transformarse en institucionalizada. Es 
decir, se convierte en una respuesta acep-
tada y hasta deseable en la sociedad y en 
la gobernanza pública (Ashforth y Anand, 
2003). En el ámbito económico, la corrup-
ción retrasa el desarrollo y el crecimiento 
económico generando obstáculos para el 
sector privado y la inversión extranjera. 
En el ámbito político, la corrupción mina 
las bases de la democracia y sus institu-
ciones, distorsiona el estado de derecho 
y obstaculiza el buen funcionamiento 
gubernamental. Asimismo, irrumpe con 
el equilibro en la toma de decisiones in-
fluenciando la elaboración de políticas pú-
blicas, modificando las normas legales y 
permitiendo la evasión de sanciones a un 
grupo específico (Pasquino, 2008). Esta 

distorsión se denomina captura política 
o de Estado y se define como un proceso 
mediante el cual las decisiones se desvían 
sistemáticamente hacia intereses particu-
lares de ciertas personas o grupos (OCDE, 
2018). La captura se logra a través de ins-
trumentos ilegales como cohecho, incita-
ción o sobornos, pero también de forma 
legal, mediante contribuciones políticas a 
partidos o campañas electorales (OCDE, 
2018). 

Una vez entendida la corrupción y sus 
aristas, es necesario definir las prácticas 
que la contrarrestan. De acuerdo con el 
diccionario de Transparencia Internacio-
nal (2020), la integridad se puede definir 
como actitudes y acciones consistentes 
con principios morales y éticos, así como 
normas que son aceptadas por individuos 
e instituciones. En la misma línea, la trans-
parencia se define como una característica 
de instituciones, gobiernos, compañías, 
organizaciones e individuos que compar-
ten información, reglas, procesos y accio-
nes abiertamente (Transparencia Interna-
cional, 2009). La transparencia debe estar 
acompañada de la rendición de cuentas, 
a través de la cual los tomadores de de-
cisiones dan a conocer o responden sobre 
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el manejo de lo público y sus resultados, 
de forma abierta (Transparencia Interna-
cional, 2009). La integridad es un pilar 
fundamental para alcanzar el bienestar so-
cioeconómico, la prosperidad individual 
y de las sociedades en conjunto (OCDE, 
2017). En ese sentido, la integridad públi-
ca es una responsabilidad de los gobiernos 
en todos sus niveles —nacional, regional 
y municipal—, que involucra también al 
sector privado, a las organizaciones de la 
sociedad civil y a los ciudadanos en gene-
ral. En el ejercicio político, la integridad 
adquiere un carácter público, con una de-
finición propia.

En este marco, la integridad pública se 
entiende como el compromiso consistente 
de los funcionarios públicos con valores 
éticos, principios y normas que prioricen 
en todo momento el interés público por so-
bre los intereses privados (OCDE, 2017). 
Considerando que la integridad es la pie-
dra angular para la buena gobernanza, el 
Consejo de la OCDE introdujo el Manual 
de la OCDE sobre Integridad Pública. La 
propuesta se basa en tres recomendaciones 
estratégicas: I. Sistema de integridad cohe-
rente y completo, II. Cultura de integridad 
pública, y III. Rendición de cuentas eficaz. 

Sobre la base de esas recomendaciones, 
el fin último de prevenir la corrupción en 
todos sus tipos es construir y fomentar una 
cultura de integridad. En dicha cultura, 
todas las partes de la sociedad entienden, 
establecen e implementan normas consis-
tentes con principios morales y éticos, y 
asumen como una responsabilidad com-
partida adherirse a ellas y asegurar su cum-
plimiento (OCDE, 2017). Es decir, la inte-
gridad, la transparencia y la rendición de 
cuentas se vuelven las prácticas aceptadas 
y deseables en la sociedad y en el gobierno.

¿Por qué es importante una 
herramienta de medición de 
integridad?

Recientes escándalos de corrupción 
han marcado el escenario político ecuato-
riano, y colocado a este tema en el centro 
de la discusión sobre la buena gobernanza. 
Al respecto, varios estudios muestran que 
la corrupción afecta de forma negativa al 
buen desempeño de los gobiernos, la con-
fianza en las instituciones y la consolida-
ción del sistema democrático y el Estado 
de derecho (Della Porta 2000 citado en 
Moscoso, 2017; Morris, 2008). 
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Desde inicios de siglo, se han imple-
mentado múltiples esfuerzos para medir 
la corrupción y comparar sus niveles en-
tre países. Las mediciones están basadas 
principalmente en las percepciones de 
expertos sobre el impacto o efecto de la 
corrupción en la sociedad, de la sociedad 
civil u opiniones de ciudadanos. Entre las 
herramientas más relevantes destacan: el 
Índice de Percepción de la Corrupción 
(IPC) de Transparencia Internacional, el 
Global Integrity Index (2020), los Indica-
dores de Gobernanza Mundial (WGI, por 
sus siglas en inglés) del Banco Mundial, 
el Barómetro de la Corrupción, los Indi-
cadores de Integridad de África (Global 
Integrity, 2021) y el Barómetro de las 
Américas. Cabe resaltar que todas las me-
diciones están basadas en percepciones. 
No existe información o datos que proven-
gan de fuentes verificables en este ámbito 
y la mayoría se centra en un ámbito nacio-
nal, dejando de lado lo local. 

A partir de lo anterior, durante los úl-
timos años se han llevado a cabo políticas 
anticorrupción y reformas al marco legal 
existente como estrategias para el com-
bate efectivo contra la corrupción. Sin 
embargo, los esfuerzos realizados para 

sancionar la corrupción no son suficien-
tes. Los datos de percepción muestran que 
esta sigue siendo una preocupación para la 
buena gobernanza, que requiere políticas 
públicas eficientes basadas en evidencia.

Adicionalmente, la lucha contra la co-
rrupción no puede ser efectiva si no se tra-
baja en sus distintos niveles. Promover ini-
ciativas que fomenten la transparencia y la 
participación ciudadana en la planificación 
de políticas públicas en lo local coadyuva a 
fortalecer la gobernanza democrática. Sin 
la participación de la ciudadanía, prefectu-
ras, municipalidades y juntas parroquiales 
no pueden construir políticas que verdade-
ramente representen a sus mandantes. Para 
mejorar este ejercicio conjunto, se torna 
vital contar con un adecuado acceso a la 
información por parte de la ciudadanía y 
una promoción activa de prácticas antico-
rrupción en gobiernos locales.

Partiendo de este contexto, es nece-
sario cambiar el enfoque de percepción 
con el que se ha medido la corrupción, y 
evaluarla con evidencia sistemática, para 
incentivar la integridad. Como respues-
ta, surge el índice de integridad pública 
a escala local (IIPEL), como un esfuerzo 
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de FARO y la cooperación alemana GIZ, 
para medir la corrupción más allá de la 
percepción, en gobiernos locales. Este es 
un esfuerzo realizado con varios actores: 
academia nacional e internacional, socie-
dad civil, gobiernos municipales y ciuda-
danía. Pretende ser una herramienta que 
promueve el acceso a la información, la 
participación plural de actores involucra-
dos en todas las fases del proceso y sobre 
todo una que busca que su implementa-
ción esté abierta para su réplica a escala 
nacional, como regional. 

Herramienta de medición de 
integridad a escala local

Para la creación de un instrumento que 
mida la integridad pública de gobiernos 
locales, se realizan varias etapas detalla-
das a continuación:

1.	 Definición de integridad: La base con-
ceptual de la herramienta se asienta so-
bre las Recomendaciones en Integridad 
Pública de la OCDE (2017).

2.	 Revisión de instrumentos existentes: 
se revisaron los índices existentes y su 

metodología para la medición de la co-
rrupción, la gobernanza o la integridad 
para establecer indicadores y su aplica-
bilidad en el contexto ecuatoriano.

3.	 Diseño de herramienta: se hace un 
primer borrador de la herramienta en 
el que se contemplan dimensiones, va-
riables y subvariables a considerar para 
ser calificadas y den como resultado un 
índice de integridad pública local.

4.	 Retroalimentación: Para iniciar el pro-
ceso de retroalimentación, se consultó 
a expertos internacionales para incluir 
su visión sobre la herramienta y los pa-
rámetros que debería incluir. Se suman 
al proceso organizaciones de la socie-
dad civil para recolectar insumos por 
medio de metodologías participativas 
para validar y añadir información re-
levante al instrumento. Se solicitó que 
los Gobiernos Autónomos Descentrali-
zados (GAD) de Loja y Manta, quienes 
fueron los escogidos para pilotear el ín-
dice, participen de la retroalimentación 
del instrumento y emitan comentarios 
u observaciones sobre las dimensiones, 
variables e ítems propuestos. También 
los GAD municipales generaron una 
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matriz de riesgos para alimentar el 
proceso de diseño de la herramienta. 
Finalmente, un comité de asesores na-
cionales brindó asistencia técnica para 
incluir elementos característicos de la 
realidad local ecuatoriana. 

5.	 Instrumento final: Después del periodo 
de retroalimentación, el instrumento fi-
nal se constituye de 6 dimensiones, 19 
variables y 44 ítems. Cada dimensión 
comprende un conjunto de variables, 
que a su vez se componen de ítems, 
para medir un elemento específico den-
tro de los GAD municipales. El instru-
mento no tiene un único carácter eva-
luativo, incorporando elementos que 
promueven la mejora continua. 

6.	 Pilotaje/implementación de la herra-
mienta: En las municipalidades de Loja 
y Manta, FARO acompañó a un equipo 
técnico que recopila información rele-
vante para evidenciar el cumplimiento 
de los parámetros establecidos en el 
instrumento final. Este pilotaje se reali-
za en tres etapas: recolección de infor-
mación, autoevaluación y presentación 
de evidencias y verificables.

7.	 Presentación de resultados e intercam-
bio de experiencias: Los resultados 
obtenidos en el pilotaje, permitieron 
vislumbrar tanto las posibilidades de 
mejora en la calidad de la integridad, 
transparencia y lucha contra la corrup-
ción en ambos municipios, así como 
para la consolidación y mejora de la 
herramienta. En un evento de inter-
cambio de experiencias, se recopilaron 
los principales hitos y aprendizajes de 
la construcción e implementación de 
esta herramienta, compartiendo con los 
actores que estuvieron presentes en el 
proceso, así como los que están intere-
sados en su aplicación. 

8.	 Difusión: Como parte de los esfuerzos 
de FARO y la cooperación alemana 
GIZ, con la participación del Ministe-
rio de Relaciones Exteriores y Movili-
dad Humana, se realiza un webinar y 
evento presencial para difundir la he-
rramienta de medición de integridad 
a escala local con representantes de 
diferentes agrupaciones de gobiernos 
locales tales como la Asociación de 
Municipalidades Ecuatorianas (AME), 
Consorcio de Gobiernos Autónomos 
Provinciales del Ecuador (CONGO-
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PE) y el Consejo Nacional de Gobier-
nos Parroquiales Rurales del Ecuador 
(CONAGOPARE). Esto con el interés 
de que puedan implementar la herra-
mienta, ampliando el acceso a la infor-
mación que esta provee a tomadores de 
decisión y ciudadanos en general. 

Conclusiones 

La ciencia abierta promueve la demo-
cratización del conocimiento. Los pro-
cesos relacionados a la generación de 
información han cambiado debido a las 
tecnologías emergentes y a los contextos 
cambiantes a los que nos enfrentamos 
como sociedad. La generación de datos y 
el acceso a los mismos por parte de la ciu-
dadanía deberían ser la base para la toma 
de decisiones, las propuestas de solución 
a problemas públicos y la innovación. Sin 
un debido acceso a la información, los 
esfuerzos para construir sociedades más 
abiertas y democráticas se ven limitados. 

En estos esfuerzos de construir realida-
des en las que prime la apertura y trans-

parencia, cabe mencionar la lucha antico-
rrupción y los desafíos en la generación 
de información que acarrea la falta de he-
rramientas que midan la corrupción desde 
perspectivas diferentes a la percepción. 
Las mediciones a escala global acumulan 
evaluaciones subjetivas de corrupción, sin 
ser específicas ni transparentes en sus re-
sultados. A ello se suma la poca informa-
ción que proveen sobre los avances en el 
tiempo; no existe evidencia de qué se ha 
hecho bien o mal, ni quienes han sido los 
responsables (Mungiu-Pippidi y Dadašov, 
2016). La mayoría muestra solo la punta 
del iceberg, es decir, hace visibles las fa-
llas. 

Por este motivo, tanto el proceso de 
construcción de una herramienta de me-
dición de integridad pública a escala local, 
como la información generada a partir de 
su implementación, son esfuerzos relevan-
tes que evidencian una buena práctica de 
parte de la gestión local y de miembros de 
la sociedad civil para fortalecer y estimu-
lar la ciencia abierta, específicamente en 
torno a temáticas anticorrupción.
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Luego de sometidos los Lineamientos 
Generales de la Política Nacional An-
ticorrupción, a consulta ante distintos 
segmentos de la población, se procedió 
a elaborar la Estrategia Nacional Anti-
corrupción. En el mes de mayo de 2022 
se dispuso la creación de la Secretaría de 
Política Pública Anticorrupción, que tie-
ne como responsabilidad la coordinación, 
gestión, seguimiento y evaluación de la 
implementación de la política de integri-
dad pública y anticorrupción. Ciertamente 
es una tarea difícil y opaca por la natura-
leza del fenómeno. 

Las políticas de integridad pública y 
anticorrupción se han conformado en el 
marco de los instrumentos internacionales 
suscritos por el Ecuador, enfatizando en 
mecanismos de prevención, y en la identi-
ficación y gestión de las áreas de alto ries-
go de corrupción, con el objetivo de ge-
nerar alertas tempranas y mitigar riesgos. 

Se contó con la opinión de la sociedad 
civil —organismos no gubernamentales, 
academia, medios de comunicación, gre-
mios de empresarios y de trabajadores—; 
de la sociedad política —bancadas confor-
madas por los partidos con representación 

parlamentaria—; y organismos del sector 
público —jerárquico superior de la Fun-
ción Ejecutiva, funcionarios públicos lo-
cales y gabinetes sectoriales—. Además, 
con el apoyo de la cooperación internacio-
nal, especialmente, de las Naciones Uni-
das, Estados Unidos y Alemania. La estra-
tegia cuenta con nueve líneas de trabajo. 

La primera línea es la concientización 
de las dimensiones de la corrupción: Se 
pretende crear confianza en las institucio-
nes estatales; que la ciudadanía se apropie 
de principios y valores anticorrupción; y 
que se incentive la denuncia de los actos 
de corrupción; evitando de este modo la 
impunidad, la ausencia de integridad de 
los funcionarios públicos; y, la falta de un 
lenguaje común de la sociedad contra la 
corrupción. 

Los principales productos serán la ge-
neración de materiales de difusión masi-
va para sensibilizar a la ciudadanía sobre 
integridad pública y la prevención de la 
corrupción; y el acompañamiento para la 
reforma curricular en todos los niveles de 
la educación. A toda costa debemos evitar 
la naturalización de la corrupción. 
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La segunda línea de trabajo es la res-
ponsabilidad compartida entre diferentes 
actores para la prevención de la corrup-
ción, se debe conseguir una visión y una 
práctica concurrente de esta competencia, 
evitando que se reduzca solamente al Es-
tado, sino que todos los actores y colec-
tivos se comprometan evitando una redu-
cida visión rentista del Estado, ejercicios 
deficientes de rendición de cuentas y espa-
cios reducidos de participación. 

Esto se hará a través de los principa-
les productos, Grupos de intervención en 
30 instituciones priorizadas del Ejecutivo, 
cuyos funcionarios recibirán capacitación, 
apoyo y seguimiento de la Secretaría de 
Política Pública Anticorrupción, para le-
vantar un “autodiagnóstico” de corrupción 
y generar medidas preventivas. Igualmen-
te, la Comisión Nacional de Lucha contra 
la Corrupción, que consiste en una suerte 
de Consejo de Estado para el alineamien-
to de las instituciones en torno a la pre-
vención. Esta Comisión, que se convocará 
oportunamente, y estará conformada por 
todas las funciones del Estado y los prin-
cipales actores públicos y privados, hará 
un seguimiento de la aplicación de la po-
lítica como parte de un Sistema de Inte-

gridad Pública. También se busca generar 
alianzas entre el sector público y privado, 
tender puentes entre los actores de la so-
ciedad civil para monitorear la corrupción, 
y promover veedurías ciudadanas especia-
lizadas. La lucha contra la corrupción nos 
involucra a todos. 

 La tercera línea es la lucha focaliza-
da contra la corrupción en escenarios 
críticos. Se ha identificado una decena 
de áreas de alto riesgo de corrupción, pe-
tróleo en todas sus fases: contratos, pro-
ducción, refinación, comercialización y 
transporte, energía, minería, telecomuni-
caciones, obras públicas, seguridad social, 
salud, inclusión social y financiamiento. 
Someteremos, a cada una de estas áreas, 
a la investigación, análisis y gestión de los 
riesgos de corrupción. Con esto, se busca 
evitar la falta de colaboración interinstitu-
cional en estos sectores altamente sensi-
bles, y la indebida gestión de los riesgos. 

 El principal producto consistirá en un 
diagnóstico inicial a cargo de grupos de 
tarea, conformados por expertos naciona-
les e internacionales, y con el apoyo de la 
Secretaría, así como la generación de una 
metodología para la gestión de riesgos de 
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corrupción. Los grupos trabajarán en el 
análisis de los riesgos identificados de so-
borno, conflicto de intereses, manejo pre-
supuestario, compras públicas, entre otros 
temas, para luego, en una segunda etapa, 
realizar un diagnóstico en profundidad, 
que comprende: 

1.	 Mapas de riesgos de corrupción secto-
riales, donde se identifiquen: la cadena 
de valor, sus procesos y actividades, 
diagnóstico del sector, mapeo de ac-
tores que intervienen, y un análisis de 
causa, riesgo y consecuencia.

2.	 Valoración del riesgo de corrupción, a 
través del análisis del riesgo inherente 
y residual, e identificación de controles 
y acciones existentes.

3.	 Identificación de tipologías de corrup-
ción y formulación de lineamientos y 
recomendaciones encaminadas a pre-
venirlas, mitigarlas y combatirlas, y 
hacer el debido seguimiento de su im-
plementación. 

La cuarta línea es la prevención y trámi-
te efectivo de los conflictos de interés. Es 
necesario evitar la falta de imparcialidad 
en la toma de decisiones, que privilegian 

el interés particular, asentadas en funcio-
narios, sin vocación de servicio. Existe un 
alto riesgo de peculado, entre otras áreas, 
en la vulnerabilidad al lobby empresarial. 
La respuesta inmediata debe implantar la 
obligatoriedad de declarar los conflictos de 
interés y darles trámite, mediante adecua-
dos mecanismos de procesamiento, traza-
bilidad del patrimonio, aplicación de inha-
bilidades e incompatibilidades, y, gestión 
del fenómeno de la “puerta giratoria”. Se 
pretende que las instituciones cuenten con 
herramientas para enfrentar los posibles 
acosos de las corporaciones contra el sec-
tor público, así como ubicar a los déficits 
de liderazgo ético. Con ello, se apoya a to-
dos los esfuerzos en curso, y fundamental-
mente al éxito de las iniciativas normativas 
para la gestión de los conflictos de interés. 

El principal producto consistirá en 
apoyar a las iniciativas jurídicas surgidas 
desde todos los ámbitos del Estado —en 
especial de la Contraloría General del Es-
tado—, en especial, acompañar a la ne-
gociación legislativa de proyectos —que 
hagan relación a patrimonios, ingresos e 
información—, para que lleguen a acerta-
do término. Priorizar a las tareas es garan-
tía de cumplimiento. 
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La quinta línea es la transparencia en 
el gasto público. El histórico mal funcio-
namiento de las reglas de gasto público 
permite altos niveles de discrecionalidad 
y la cooptación del diseño institucional. 
Hay que detener al “rentismo público”. 
Se busca garantizar la transparencia, co-
rresponsabilidad, eficiencia y calidad del 
gasto público para salvaguardar el bien 
común y responder a las necesidades del 
país. Esto se hará a través del examen, me-
diante instrumentos de Big Data. La trans-
parencia de los presupuestos ejecutados 
—junto con estándares de tipos de gasto, 
e identificación de desviaciones en las se-
ries históricas del gasto— permitirá, a su 
vez, estrategias para mitigar los riesgos de 
corrupción, evitando una baja calidad de 
gasto, que no tiene sostenibilidad, ni asig-
na adecuadamente a los recursos públicos. 

El principal producto será introducir en 
la agenda técnica pública, la gestión de la 
calidad del gasto —especialmente en su 
componente de desperdicio—, y plantear 
elementos metodológicos para examinar 
el gasto público local, desde la perspectiva 
de su corrección, en una lectura desde los 
macro-datos. El malgasto y el despilfarro 
son otras formas de corrupción. 

 La sexta línea es el desarrollo de ca-
pacidades institucionales. Muchas institu-
ciones realizan esfuerzos de control de la 
corrupción, con instrumentos dispersos, a 
veces inadecuados o ineficientes. Se debe 
orientar y capacitar a las instituciones para 
que identifiquen a los riesgos de corrup-
ción y los gestionen de la manera adecua-
da, concretando medidas de prevención y 
mitigación. También se debe capacitar en 
materia de transparencia, integridad pú-
blica y buenas prácticas de la lucha contra 
la corrupción. 

El principal producto será instruir a las 
30 instituciones priorizadas para elaborar 
mapas de riesgo de corrupción y medidas 
concretas de gestión, que hacia adelante 
puedan, con autonomía, gestar diagnós-
ticos y alertas que puedan ser monitorea-
das. Para ello se elaborarán metodologías, 
manuales, guías e instrumentos, y brin-
daremos el apoyo técnico para su imple-
mentación. Asimismo, se contará con un 
programa de generación y fortalecimiento 
de capacidades permanente, en distintas 
modalidades y dirigido tanto al sector pú-
blico como privado, con apoyo de la aca-
demia, sociedad civil y cooperación inter-
nacional. En este sentido, la lucha contra 
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la corrupción y por la integridad pública 
se funden. 

La séptima línea es la contratación pú-
blica responsable y transparente. Deberá 
conseguirse a través de controles inter-
nos y externos, contratación electrónica 
transparente, capacitación, coordinación 
y monitoreo de las acciones de mejora, 
y garantía de la ampliación de oportu-
nidades para los actores interesados. Se 
acompañará a los esfuerzos actualmente 
en curso mediante una estrategia particu-
lar para superar a las “costumbres con-
tractuales” de evasión de regulaciones, 
malversación de fondos y conflictos de 
interés, generalmente expresadas en una 
modalidad de “contratación sastre”. En 
ello confluyen la discrecionalidad del or-
denador del gasto, el desconocimiento de 
las normas, la gobernanza de datos y el 
aparecimiento de oportunidades de enri-
quecimiento ilícito. 

El principal producto será una visión 
holística del proceso de contratación pú-
blica, que pueda derivar en reformas nor-
mativas, y sea un instrumento de acom-
pañamiento permanente del proceso de 
contratación pública, en coordinación con 

la autoridad rectora del sistema de com-
pras públicas. 

La octava línea es la prevención y lu-
cha contra la corrupción transnacional. 
Los países en desarrollo debemos generar 
escudos frente a las nuevas modalidades 
de corrupción, ya que, frente a su rápida 
evolución, los instrumentos internaciona-
les han quedado cortos. Debemos buscar 
respuestas nacionales e internacionales, 
las que implican nuevos protocolos global-
mente aceptados, que surtan efecto desde 
el corto plazo, hasta la conformación de 
una nueva Corte Internacional Antico-
rrupción, en el mediano plazo, encargada 
de investigar y sancionar la corrupción a 
gran escala. La falta de articulación de las 
instituciones ecuatorianas, con sus pares 
de otros países, debe superarse a través del 
intercambio de criterios para establecer 
alertas tempranas y, de este modo, bajar la 
desconfianza de los inversionistas y elevar 
el conocimiento de los riesgos de corrup-
ción derivados de las transacciones del co-
mercio internacional. 

El producto concreto será el diseño 
para la detección principal de delitos de 
corrupción en el comercio internacional 
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de los principales productos de exporta-
ción ecuatorianos y el flujo ilícito de ac-
tivos. Por supuesto, un diagnóstico sobre 
las formas de contaminación económica 
y social derivadas del narcotráfico, que 
utiliza a la corrupción como uno de sus 
instrumentos para cumplir sus objetivos. 

Finalmente, la novena línea es la apli-
cación de tecnologías en la lucha contra 
la corrupción. La corrupción se ha com-
plejizado a la par de las sociedades y sus 
interacciones. La prevención, en respues-
ta, debe alcanzar a nuevas tecnologías 
disruptivas como el blockchain y otras 
que logran una trazabilidad de recursos y 
procesos que permiten detectar la corrup-
ción en temas sensibles como la industria 
hidrocarburífera, las compras públicas en 
todas las instituciones, o los actuales “es-
condites financieros”, como son los activos 
digitales —como criptomonedas y tokens 
no fungibles—, y el lavado de activos a 
escala internacional. 

El primer producto concreto será un 
inventario de mecanismos innovadores 
de uso mundial para detección de lavado 
de activos, lo que puede significar la in-
clusión de Ecuador como caso regional de 
examen. Igualmente, se desarrollará sets 
de indicadores que permiten medir, desde 
datos duros, a los riesgos de corrupción, y 
capacitaremos a los funcionarios de cada 
institución para su uso adecuado con el fin 
de formular alertas tempranas. Además, 
se brindará acompañamiento a las institu-
ciones para la sistematización, digitaliza-
ción y automatización de procesos, en aras 
de simplificar un gran número de trámites, 
disminuir la discrecionalidad e incremen-
tar la confianza de la ciudadanía. 

Es importante señalar que el enfoque 
de la Secretaría es preventivo. No se tra-
ta de competir con otras instituciones del 
Estado, como la Contraloría o la Fiscalía, 
menos aún, con las Cortes, sino de traba-
jar en el área de mitigación de riesgos de 
corrupción. 
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Resumen

“Epidemia” es un “mal o daño que se expande” y “pandemia” una epidemia “que se 
extiende a muchos países”. Por tanto, la corrupción y el blanqueo, al igual que la CO-
VID-19, constituyen pandemias, lacras que afectan a todo el mundo y que sin duda debe 
ser combatidas. De otro lado, la COVID-19 ha exigido una enorme y rápida movilización 
de recursos públicos para combatir la pandemia y una flexibilización en los procedimientos 
de adjudicación de los contratos con el sector público, que se ha convertido en un campo 
abonado para la corrupción. La economía ecuatoriana se ha visto muy afectada por la 
COVID-19, por ello resulta imprescindible optimizar el empleo de los escasos recursos pú-
blicos y combatir eficazmente la corrupción no solo con normas penales, sino también con 
medidas administrativas de prevención, de conformidad con la consideración del derecho 
penal como ultima ratio. Asimismo, tanto la corrupción, como el blanqueo de dinero y la 
COVID-19 son fenómenos mundiales, que exigen respuestas globales, de manera que las 
iniciativas estatales aisladas están condenadas al fracaso. Obviamente es necesario sancio-
nar el blanqueo de dinero. Sin embargo, en su persecución y castigo se está incurriendo en 
diversos excesos que deben ser denunciados.
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Fundamental para la integridad en la 
gestión pública es disponer de un buen sis-
tema de prevención y castigo del blanqueo 
de dinero, pues el corrupto actúa por pro-
vecho y la forma más fácil de descubrirlo 
es siguiendo el rastro de sus ganancias, 
pero antes de comenzar mi exposición 
debo agradecerles la amable invitación a 
la cuna de milenarias civilizaciones an-
cestrales a los magníficos anfitriones que 
me han tratado como a un rey, al igual que, 
hace casi cien años, a otro gallego llegado 
a estas maravillosas tierras, Alfonso Gra-
ña, los shuar, conocidos en España como 
los indómitos jíbaros, lo coronaron como 
Alfonso I de la Amazonia, muestra de la 
generosidad del pueblo ecuatoriano.

En la medida en que según el dicciona-
rio de la Real Academia de la Lengua Es-
pañola “epidemia” es un “mal o daño que 
se expande” y el diccionario académico 
define la “pandemia” como una epidemia 
“que se extiende a muchos países”, puede 
afirmarse que la corrupción y el blanqueo, 
al igual que la COVID-19, constituyen 
pandemias, lacras que afectan a todo el 
mundo y que sin duda deben ser comba-
tidas.

De otro lado, la COVID-19 ha exigido 
una enorme y rápida movilización de re-
cursos públicos para combatir la pande-
mia y una flexibilización en los procedi-
mientos de adjudicación de los contratos 
con el sector público, que se ha convertido 
en un campo abonado para la corrupción. 
La economía ecuatoriana se ha visto muy 
afectada por la COVID-19, que genera 
una gran destrucción de empleo y una 
enorme disminución de los intercambios 
de productos, bienes y servicios, las cua-
les nos han llevado a una profunda crisis 
económica. Por ello resulta imprescin-
dible optimizar el empleo de los escasos 
recursos públicos y combatir eficazmente 
la corrupción no solo con normas penales, 
sino también con medidas administrativas 
de prevención, de conformidad con la con-
sideración del derecho penal como ultima 
ratio. También advierte INTERPOL, en 
sus directrices para las fuerzas del orden, 
que la pandemia de la COVID-19 ha incre-
mentado la ciberdelincuencia, especial-
mente las estafas de productos médicos 
necesarios para combatirla u otros fraudes 
online (pues el delincuente va a buscar a la 
víctima en el ciberespacio al no encontrar-
la, ya en la calle), cuyos beneficios deben 
ser blanqueados. Por ello, para combatir la 
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corrupción conviene insistir en la impor-
tancia de la normativa preventiva y repre-
siva del blanqueo, pues a través de ella se 
puede evitar y descubrir la corrupción.

Asimismo, tanto la corrupción, como 
el blanqueo de dinero y la COVID-19 son 
fenómenos mundiales, por lo que exigen 
respuestas globales, de manera que las ini-
ciativas estatales aisladas están condena-
das al fracaso.

Además, al igual que en la COVID-19 
resulta preferible evitar el contagio a cu-
rar la enfermedad, así también es mejor 
prevenir la corrupción y el blanqueo que 
castigarlos, por ello los diversos Estados 
aprueban, amén de normas penales, me-
didas administrativas de prevención, de 
conformidad con la consideración del de-
recho penal como ultima ratio.

Obviamente es necesario sancionar el 
blanqueo de dinero. No obstante, en su 
persecución y castigo se está incurriendo 
en diversos excesos que deben ser denun-
ciados.

Tanto en Iberoamérica como en el resto 
del mundo (Abel Souto, 2018, p. 9-103) lo 
primero que debe criticarse del blanqueo 

de dinero, “preocupación fundamental” 
(Joffre Calasich, 2018, p. 68) del derecho 
penal económico o “tema central de la 
política criminal” (Berruezo, 2017, p. 327; 
2018, p. 12), es la expansión de su castigo, 
según denuncié hace poco (Abel Souto, 
2020, p. 14-18). Cuando se habla de expan-
sión del castigo del blanqueo de dinero se 
acude a un símil: así como el universo se 
creó, según se dice, con el Big Bang y des-
de entonces se está expandiendo constan-
temente así también los tipos penales del 
blanqueo de dinero desde su aparición se 
vienen ampliando incesantemente (Abel 
Souto, 2016).

A modo de ejemplo de “la regulación 
cada vez más expansiva” (Ferré Olivé, 
2018, p. 357) se puede señalar lo ocurrido 
en España con los hechos previos: la Ley 
orgánica 1/1988, de 24 de marzo, tipificó 
por primera vez el delito de blanqueo de 
dinero circunscrito exclusivamente al nar-
cotráfico, tras la perturbadora reforma de 
23 de diciembre de 1992, el Código pe-
nal, de 23 de noviembre de 1995, amplió 
las infracciones antecedentes a los deli-
tos graves, poco después la Ley orgánica 
15/2003, de 25 de noviembre, expandió los 
hechos previos a cualquier delito (Mata 
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Barranco, 2015, p. 127-130); luego la re-
forma de 22 de junio de 2010 creó nuevos 
tipos agravados cuando los bienes proce-
dan de algunos delitos contra la adminis-
tración pública, los relativos a la ordena-
ción del territorio o el urbanismo (Blanco 
Cordero, 2015, p. 363-365), la LO 1/2015, 
de 30 de marzo, además de llevar a cabo 
una “profunda revisión” (Salgado, 2019, p. 
584) del decomiso, expandió el campo de 
los hechos previos del blanqueo a las anti-
guas faltas (Abel Souto, 2018, p. 157-187), 
convertidas mayoritariamente en delitos 
leves, y por último, de momento, la LO 
6/2021, de 28 de abril, transforma los an-
teriores tipos básicos en agravados cuando 
los bienes tengan su origen en la trata de 
seres humanos, la prostitución y explota-
ción sexual, la corrupción de menores y en 
los negocios, los delitos contra los ciuda-
danos extranjeros y cuando los obligados 
por la normativa de prevención blanqueen 
en el ejercicio de su profesión.

También en Ecuador la incriminación 
del blanqueo empezó vinculada al narco-
tráfico con la modificación de la Ley 108 
sobre sustancias estupefacientes y psi-
cotrópicas, de 17 de septiembre de 1990, 
operada por la Ley 25, de 15 de octubre de 

1997. Posteriormente, la Ley de preven-
ción, detección y erradicación del delito 
de lavado de activos y del financiamiento 
de delitos, de 18 de octubre de 2005, ex-
pandió los hechos previos del blanqueo, 
que castigaba en los artículos 14 a 18, a los 
activos de cualquier origen ilícito, aunque 
con la exigencia de que el objeto material 
excediese el valor de 5.000 USD. Después 
se modificó esta ley, el 30 de diciembre de 
2010, para ampliar todavía más la inter-
vención penal con la supresión de la cuan-
tía mínima relativa al monto de los activos, 
la creación de un tipo agravado cuando se 
blanqueasen más de 50 mil USD y el cas-
tigo de la nueva conducta de egreso o ex-
portación junto al anterior comportamien-
to de ingreso o importación. Dos años 
más tarde, el 26 de julio de 2012, la ley de 
prevención ecuatoriana volvió a ser modi-
ficada y poco después el Código Orgánico 
Integral Penal (COIP), de 10 de febrero de 
2014, que entró en vigor el 10 de agosto del 
mismo año, derogó los mencionados arts. 
14 a 18 de la ley preventiva, aunque se re-
produjo la mayor parte de su contenido 
en la nueva legislación (Andocilla, 2014, 
p. 3-4). Con todo, se aprovechó la ocasión 
para dar otra vuelta de tuerca en la repre-
sión del blanqueo pues el art. 317 del COIP 



 99

incrementó la pena máxima privativa de 
libertad de nueve a trece años, incorporó 
un nuevo tipo atenuado para el blanqueo 
de menos de 100 salarios básicos unifi-
cados del trabajador en general (42,500 
USD), pero rebajó los mínimos exigidos 
para la aplicación de los tipos agravados 
para el blanqueo de cantidades compren-
didas entre 100 y 200 salarios básicos uni-
ficados y de montantes superiores a 200 
salarios cuando antes la pena máxima de 
prisión de nueve años requería blanquear 
más de 300.000 USD, cambió la referencia 
a la obligación de la fiscalía de “demos-
trar fehacientemente el origen ilícito de 
los activos” por una mera “obligación de 
investigar”, eliminó la pena de incapaci-
dad perpetua para el desempeño de cargos 
o empleos públicos así como la alusión al 
dolo y se incluyó en el art. 319 el delito 
de omisión de control. Finalmente, el 9 de 
junio de 2016 fue aprobada la Ley orgáni-
ca de prevención, detección y erradicación 
del delito de lavado de activos y del finan-
ciamiento de delitos (Gallegos, 2017) y el 
12 de febrero de 2021 se modificó el COIP 
en materia de corrupción y compliance 
con evidentes consecuencias para la ins-
trumentalización criminal de las personas 
jurídicas en el blanqueo de dinero.

Sin embargo, en la práctica estas nor-
mas no se aplican demasiado y no ayuda a 
la persecución penal el art. 318 del COIP, 
que castiga la incriminación falsa por lava-
do de activos y establece un tipo agravado 
para los servidores públicos, que amenaza 
a los fiscales si son demasiado celosos en 
la persecución del blanqueo, precepto que 
debería ser derogado.

Ya la Ley orgánica 5/2010, en el inciso 
inicial que contiene el art. 301.1, respecto 
al requisito relativo al conocimiento de que 
los bienes tengan su origen “en un delito”, 
cambió estas palabras por la “imprecisa” 
(Díaz y García Conlledo, 2002, p. 282 y 
288) o genérica fórmula “en una actividad 
delictiva”, “sin quedar clara la finalidad 
perseguida” (Manón-Cabeza, 2010, 340) 
con la sustitución, locución a la cual se atri-
buyó un “muy discutible” (Díaz y García 
Conlledo, 2002, p. 282) afán expansivo y, 
en principio, mayor amplitud que al ante-
rior sustantivo “delito” (Fernández Terue-
lo, 2011, p. 6; 2010, p. 318, 319 y 324), pues 
parecía permitir la inclusión de las faltas 
en los hechos previos del blanqueo (Serra-
no Gómez y Serrano Maío, 2011, p. 562), 
lo que supondría “una enorme ampliación 
del ámbito de este delito” rechazable “de 
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plano” (Manjón-Cabeza, 1987, p. 666), ya 
que el control económico y social que im-
plicaría el castigo del blanqueo sería “más 
que excesivo” (Moreno Alcázar, 2012, p. 
689), por lo que se había dicho que “no hay 
que prever que la modificación tenga más 
trascendencia que la nominalista” (Corcoy 
Bidasolo, 2010, p. 168) y que el cambio 
carecía de “relevancia” (Faraldo Cabana, 
2014, p. 54).

En efecto, aun cuando los nuevos tér-
minos “actividad delictiva” constituyesen 
una perturbadora mención que podía abrir 
la caja de Pandora de la que saldrían todos 
los males de la expansión del blanqueo, las 
faltas, antes de la reforma operada por la 
Ley orgánica 1/2015, debían excluirse de 
los hechos previos (Flores Mendoza, 2013, 
180-181; Salgado, 2003, p. 228; Regis Pra-
do, 2013, p. 395) sobre la base de una in-
terpretación literal, histórica y sistemática 
(Díaz-Maroto y Villarejo, 2011, p. 466).

También debía descartarse la inclusión 
de las faltas en los hechos previos del deli-
to de blanqueo porque vulnera el principio 
de proporcionalidad (Fernández Teruelo, 
2010, p. 324; Manjón-Cabeza, 2010, p. 
341), limita la eficacia de la norma (Flick, 

1992, p. 1293; Blanco Cordero, 2009, p. 
117-138); e incrementa los costes sociales 
(Flick, 1990, p. 1264) de forma intolerable.

Sin embargo, el futuro que nos aguar-
daba no era muy esperanzador, pues la 
Ley orgánica 1/2015, de 30 de marzo, que 
decía acabar con las faltas, realmente, uti-
lizando la neolengua orweliana, convir-
tió la mayoría de ellas en delitos leves, de 
manera que, desde su entrada en vigor, el 
1 de julio de 2015, expandió el campo de 
los hechos previos del delito de blanqueo 
generando un control económico y social 
excesivo.

Así, el euro procedente de una ante-
rior falta de estafa, ahora delito leve se-
gún el art. 249 del Código penal español, 
constituye objeto material susceptible de 
blanqueo y los actos preparatorios de esa 
estafa, antes impunes respecto a las faltas, 
pasan a sancionarse de conformidad con 
el art. 269. 

También la legislación ecuatoriana 
genera un problema similar y no porque 
el art. 186 del COIP se haya olvidado de 
crear una contravención de estafa, lo que 
produce distorsiones valorativas, sino de-
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bido a que el art. 317 únicamente exige 
que los activos sean ilícitos, sin requerir 
ni siquiera una ilicitud penal, con lo que 
el hecho previo puede estar integrado por 
un delito, una contravención, una mera 
infracción administrativa y hasta por un 
simple ilícito civil. Antes de la reforma de 
30 de diciembre de 2010 el problema po-
día solucionarse con la exigencia relativa 
a que el objeto material alcanzase el valor 
mínimo de 5.000 USD. Actualmente estos 
casos pueden resolverse por el principio 
de insignificancia consagrado en el art. 3 
del COIP. 

Por otra parte, la Ley orgánica 5/2010, 
tras la referencia del art. 301.1 a la “acti-
vidad delictiva”, que integra el hecho pre-
vio, añade el inciso “cometida por él o por 
cualquiera tercera persona”,6 con lo que ya 
no solo no exige la ausencia de interven-
ción en la infracción antecedente (Martos 
Núñez, 2011, p. 212) sino que, “frente a la 
indefinición anterior” (2010, p. 5) o “si-
lencio” (Manzanares Samaniego, s. f., p. 

6	 Inicialmente el texto prelegislativo empleaba la más simple expresión “por él o por terceras perso-
nas”, cambiada al admitirse en el Congreso la enmienda No. 358 del Grupo parlamentario popular 
(BOCG, Congreso de los diputados, IX legislatura, serie A: proyectos de Ley, 18 de marzo de 2010, 
No. 52-9, p. 161 y 162) para evitar el infundado temor a que se exigiese que el blanqueador conociese 
al autor del delito previo (Berdugo Gómez de la Torre y Caparrós, 2010, p. 18, nota 57).

726) “tipifica expresamente” (Informe del 
Consejo Fiscal, p. 198), “admite” (Salga-
do, 2016, p. 234) de un modo patente, el 
blanqueo cometido por el responsable del 
hecho previo (Flores Mendoza, 2013, p. 
181) —ya sea su autor o haya intervenido 
en él de otra manera (Díaz y García Con-
lledo, 2002, p. 281)— en la forma en que 
el delito venía siendo mayoritariamente 
interpretado (Fernández Terruelo, 2010, p. 
319). En este sentido ya existía un acuerdo 
del pleno del Tribunal Supremo no juris-
diccional, de 18 de julio de 2006 (Gómez 
Rivero, 2010, p. 240), que, aunque “no era 
del todo claro” (Díaz y García Conlledo, 
2002, p. 283), admitía el autoblanqueo 
(Abel Souto, 2018, p. 15-16; 2020, p. 78-
80). 

Ahora bien, el castigo del “autoblan-
queo” (Díaz-Maroto y Villarejo, 2011, p. 
467; Juanes Peces, 2010, p. 60) “no impide 
las dudas sobre su legitimidad y eventual 
inconstitucionalidad” ni resulta ilimitado, 
debe admitir excepciones (Díaz y García 
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Conlledo, 2002, p. 282-288; Vidales Ro-
dríguez, 2012, p. 40-43) cuando la con-
ducta se circunscriba al encubrimiento 
“y poco más” (Díaz y García Conlledo, 
2002, p. 284), sin afectación relevante de 
otros bienes jurídicos (Vidales Rodríguez, 
2012), pues sin sentido e injustamente res-
pondería por blanqueo el ladrón que es-
conde su botín en un monte (Arzt, Weber, 
Heinrich y Hilgendorf) no el autor de un 
delito de hurto que oye música en el equi-
po por él sustraído , y tal castigo “entraña 
el peligro de ser utilizado como califica-
ción alternativa a cualquier delito” (Orts 
Berenguer en Souto y Sánchez, 2010, p. 
235). La sanción penal del autoblanqueo, 
combinada con las nuevas conductas de 
posesión o uso, incorporadas al Código 
penal por la Ley orgánica 5/2010, conduce 
a “un resultado insatisfactorio”, “desmedi-
do” (Gallego Soler, año, p. 666) o “cuestio-
nable desde consideraciones dogmáticas y 
político-criminales”, produce “perpleji-
dad” (Díaz Conlledo, 2002, p. 289), “ex-
trañas consecuencias” (Quintero Olivares, 
2010; 2010b, p. 109), hasta absurdas (Cas-

7	 Cfr. STS nº 809/2014, cit., fundamento de derecho segundo.
8	 Cfr. STS nº 165/2016, RJ\2016\5767, voto particular, en www.westlaw.es (agosto de 2022).
9	 Cfr. STS nº 149/2017, RJ\2017\1764, fundamento de derecho decimoctavo, en www.westlaw.es 

(agosto de 2022).

tro Moreno, año, p. 1 y 4; Salgado, 2016, 
p. 224 y 225), “supuestos paradójicos” que 
nos colocan en los límites de lo punible 
(Manjón-Cabeza, 1987, p. 340; 2010, p. 
664, 671) y pueden rozar el “esperpento” 
o “alcanzar niveles ridículos” (Quintero 
Olivares, 2010a, p. 13; 2019b, p. 109), crí-
tica doctrinal de la que se ha hecho eco la 
jurisprudencia en sus sentencias de 26 de 
noviembre de 2014,7 2 de marzo de 20168 
y 9 de marzo de 2017.9

Si a la sanción del autoblanqueo (Díaz 
Fraile, 2016, p. 1721-1729; San José, 2016, 
p. 291-298; Andrade Otero en Carretero y 
Montalvo, 2012, p. 1542 y 1543) se le aña-
de el castigo de la posesión y el uso así 
como la ampliación de los hechos previos 
a las antiguas faltas operada por la Ley or-
gánica 1/2015, no solo cometería un nuevo 
delito el que tiene un cuadro o joya que ha 
robado y el que usa el coche por él sustraí-
do (Quintero Olivares, 2010a, p. 13, 639; 
2010b, p. 109; 2012, p. 17) sino también 
el que tiene una bufanda de 5 euros que 
ha hurtado, falta convertida ahora en de-
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lito leve según el art. 234.2, y el que usa 
un viejo ciclomotor, de muy escaso valor, 
por él sustraído, pues la antigua falta se ha 
transformado en el delito leve de hurto de 
uso sin cuantía del art. 244.1. 

Para evitar un bis in idem (Díaz Co-
llendo, 2002, p. 629;; Vidales Rodríguez, 
2012, p. 60, 1997, p. 17; 2012, p. 339 y 343; 
Orts Berenguer en Souto y Sánchez, p. 
255; Manjón-Cabeza, 1987, p. 677) debe-
ría interpretarse el tipo conforme a la ca-
tegoría de los “actos copenados impunes” 
posteriores (Gallego Soler, 2010, p. 665) 
en el sentido de que la posesión por los au-
tores o partícipes en el hecho precedente 
únicamente puede castigarse como blan-
queo cuando no quepa sancionarlos por el 
delito previo (Quintero Olivares, 2010a, 
p.  20; 2010b, p. 110). Así lo puso de re-
10	 Informe del Consejo General del Poder Judicial sobre el Anteproyecto de Ley orgánica por la que se 

modifica la Ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código penal, aprobado en su sesión de 
18 de febrero de 2009.

11	 En el mismo sentido, las sentencias del Tribunal Supremo No. 809/2014, de 26 de noviembre, fun-
damento de derecho segundo, No. 491/2015, de 23 de julio, RJ\2015\3705, fundamento de derecho 
séptimo, en www.westlaw.es, No. 165/2016, de 2 de marzo, voto particular, y No. 238/2016, de 29 de 
marzo, fundamento de derecho tercero (agosto de 2022).

12	 Así también, las sentencias del Tribunal Supremo No. 809/2014, de 26 de noviembre, fundamento 
de derecho segundo, No. 747/2015, de 19 de noviembre, RJ\2015\6502, fundamento de derecho 
undécimo, en www.westlaw.es, No. 165/2016, de 2 de marzo, fundamento de derecho segundo, 
No. 238/2016, de 29 de marzo, fundamento de derecho tercero, No. 849/2016, de 10 de noviembre, 
RJ\2016\5451, fundamento de derecho cuarto, en www.westlaw.es, No. 331/2017, de 10 de mayo, 

lieve el Consejo General Del Poder Judi-
cial respecto a los autores o cómplices de 
delitos patrimoniales y socioeconómicos 
para salvar la proscripción constitucional 
de bis in idem, aunque el argumento solo 
sirve para la posesión, al formar parte de 
la consumación en estos delitos,10 pero no 
para la utilización de bienes, que provoca-
ría un concurso real de delitos (Fernández 
Teruelo, 2010, p. 6). Con todo, cabe excluir 
del tipo tanto la utilización como otra cla-
se de posesiones distintas a las indicadas 
sobre la base del principio de insignifican-
cia y de una interpretación teleológica que, 
tomando en consideración el bien jurídico 
tutelado, exija un menoscabo relevante del 
orden socioeconómico11 y la idoneidad de 
los comportamientos para incorporar ca-
pitales ilícitos al tráfico económico.12
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También en Ecuador es posible el cas-
tigo del autoblanqueo, pues el art. 317 del 
COIP no exige que los activos tengan su 
origen en un hecho ilícito ajeno, con lo 
que, en principio, el que lleva a cabo una 
contravención del hurto, es decir, cuan-
do el valor de lo sustraído, según el art. 
209, no supere la mitad del salario básico 
unificado del trabajador en general (212,5 
USD), igualmente cometería un delito de 
blanqueo por posesión, pero el non bis in 
idem descarta el castigo de los autores o 
partícipes en el hecho precedente por po-
sesión cuando ya se sancionen por el de-
lito previo, dado que el art. 5 consagra el 
principio de legalidad y la prohibición de 
doble juzgamiento.

La reforma de 22 de junio de 2010 
también introduce en el inciso inicial del 
art. 301.1 del Texto punitivo la posesión 
y utilización como nuevas modalidades 
típicas (Abel Souto, 2018, p. 17-27; 2016, 
p. 81-98).

fundamento de derecho tercero, y No. 362/2017, de 19 de mayo, fundamento de derecho sexto (agos-
to de 2022).

13	 Faraldo Cabana que sorprendentemente califica su posición de doctrina mayoritaria, lo cual ni 
siquiera era cierto antes de la reforma de 22 de junio de 2010, pero más asombra que tal afirmación 
la apoye en menos citas bibliográficas a favor de su opinión, entre las que además únicamente figura 

Las conductas de posesión y utilización 
ya quedaban abarcadas, desde el Código 
penal de 1995, por la fórmula “realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir 
su origen ilícito, o para ayudar a la perso-
na que haya participado en la infracción 
o infracciones a eludir las consecuencias 
legales de sus actos”, pero ahora se inclu-
yen de forma expresa en el Código. En 
este sentido se ha dicho que la ampliación 
de comportamientos en la Ley orgánica 
5/2010 únicamente es nominal y no real, 
aunque verdaderamente sí se ha operado 
un cambio importante, “una relevante ex-
tensión”, pues hasta ahora esas conductas 
solo estaban castigadas si mediaba una 
finalidad de ocultación, encubrimiento 
o auxilio; sin embargo, desde la reforma 
pasan a sancionarse de manera objetiva. 
Ciertamente, para un sector doctrinal, el 
cual reputa que el art. 301.1 tipifica exclu-
sivamente actos dirigidos a la ocultación, 
encubrimiento o ayuda (Abel Souto, 2008, 
p. 177-179),13 la reforma nada alteraría, 
más para los que entendemos que el pre-



 105

cepto abarca, a la luz tanto de la interpre-
tación gramatical, que atienda a la coloca-
ción o ausencia de comas y al orden de la 
descripción típica (Díaz y García Conlle-
do, 2002, p. 289), histórica, lógico-siste-
mática (Lorenzo Salgado, 2016, p. 224) y 
teleológica como de los documentos inter-
nacionales, no solo actos indeterminados 
tendentes a la ocultación, encubrimiento o 
auxilio, sino también la nuda adquisición, 
conversión y transmisión de bienes, con 
conocimiento de que derivan de un deli-
to, pero sin importar la finalidad que guía 
al blanqueador (Díaz y García Conlledo, 
2002, p. 289-290; Abel Souto, 2018, p. 93-
102, 290 y 291; 2016, p. 177-187 y 325; Vi-
dales Rodríguez, 2012, p. 56 y 62; 1997, p. 
33; 2012, 11-13; Lorenzo Salgado, 2016, p. 
224), la Ley orgánica 5/2010 equipararía la 
posesión y utilización objetivas a las tres 
últimas conductas. De hecho, el legislador 
con la modificación parte de la base de 
esta segunda interpretación, pues en caso 
contrario no habría sentido la necesidad 
de cambio alguno. 

También en Ecuador el art. 317 del 
COIP castiga la mera posesión y la simple 

una posterior a la Ley orgánica 5/2010, que las referencias doctrinales más abundantes y actualizadas 
que recoge en contra de su posición.

utilización sin finalidades de ocultación, 
encubrimiento o auxilio.

Con respecto a la posesión, hasta aho-
ra el mero ingreso de este derecho en la 
esfera jurídica del blanqueador no se cas-
tigaba, puesto que quedaba excluido del 
término “adquiera” en virtud de una in-
terpretación restrictiva, histórica y siste-
mática, al requerir la incorporación de un 
bien procedente de un delito al patrimonio 
del blanqueador, que precisa un incremen-
to patrimonial y la obtención del dominio 
sobre los bienes ilícitos. Así, el clásico 
ejemplo de los testaferros, frecuentemen-
te utilizados en el blanqueo, no quedaba 
embebido en este verbo, porque realmente 
los “hombres de paja” no adquieren la pro-
piedad de los bienes debido a la ausencia 
de un incremento patrimonial. Tales casos 
iban a parar, empero, a la fórmula “realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir 
su origen ilícito, o para ayudar [...]”, que 
exigía demostrar las mencionadas finali-
dades, prueba de la que el legislador de 
2010 libera.
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Así las cosas, desde la reforma de 2010 
se castiga la mera posesión de bienes de-
lictivos carente de finalidades, con lo que 
se alcanza más fácilmente a los “correos” 
o “mulas” que transportan dinero, a sa-
biendas de su origen criminal, cuando son 
sorprendidos durante el traslado.

No obstante, desde la Ley orgánica 
5/2010 el tipo penal español del blanqueo 
abarca, en principio, al transportista que 
hace la mudanza de un famoso trafican-
te de drogas, al trabajador de un garaje 
que custodia el vehículo de dicho narco-
traficante y al guardarropa de cualquier 
establecimiento que queda al cuidado de 
su abrigo,14 dado que el art. 301.1 castiga, 
desde la reforma de 22 de junio de 2010, 
la simple posesión de bienes con conoci-
miento de que tienen su origen en un deli-
to y no solo eso sino que a partir de la Ley 
orgánica 1/2015, con la conversión en deli-
tos leves de las antiguas faltas, el tipo pe-
nal del blanqueo alcanzaría, en principio, 
al transportista que le hace la mudanza a 
alguien y ve entre las cosas la menciona-

14	 Respecto al castigo de estas conductas en el art. 344 bis i) del antiguo Texto punitivo y su destipifica-
ción por el Código penal de 1995.

15	 Mucho más cautos son el Código penal federal mejicano, que aunque castiga en el art. 418 la tala ilí-
cita de árboles excepciona la realizada por campesinos para autoconsumo en el art. 423, y el Código 

da bufanda hurtada con el dispositivo de 
seguridad, al guardarropa que se queda al 
cuidado de ella y al operario de un garaje 
que custodia el viejo ciclomotor citado, a 
sabiendas de la sustracción.

Igualmente, desde la Ley orgánica 
1/2015 entre los delitos contra la propiedad 
intelectual figura en el art. 270.4 la venta 
ambulante u ocasional de cederrones, lo 
que antes representaba una mera falta, y su 
compra, que era impune, ahora constitui-
ría, en principio, blanqueo por adquisición 
o debido a la posterior posesión; respecto 
a los delitos contra la propiedad industrial 
la venta ambulante u ocasional también 
pasa a ser delito leve, según el art. 274.3, 
con lo que la compra de un bolso de mar-
ca falsificada, antes impune, ahora podría 
calificarse de blanqueo por adquisición o 
posesión, debido a la posterior posesión, y 
la anciana que corte o posea especies pro-
tegidas de flora silvestre, unos pequeños 
robles, en una cantidad no insignificante, 
conforme al artículo 332, podría conver-
tirse en blanqueadora por posesión.15 Mas 
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todos estos casos deben descartarse del 
tipo en virtud de una interpretación teleo-
lógica, pues no existe un tráfico financiero 
y económico legal de cederrones piratas, 
bolsos falsos o leña protegida.

En cuanto a la utilización, la refor-
ma de 22 de junio de 2010 abarca, sobre 
todo, los grandes movimientos de capita-
les, pero también la interceptación en las 
aduanas de puertos españoles de vehícu-
los de lujo sustraídos en la Unión Euro-
pea, que se tratan de trasladar fuera del 
territorio comunitario en el entramado de 
una organización criminal, hecho que ha-
bía preocupado a la Fiscalía General del 
Estado en su Consulta 4/2006 (Fernández 
Teruelo, 2010, p.322-323), así como al que 
le permite vivir un narcotraficante en una 
de sus mansiones, castillos o pazos, inqui-
lino que debe saber que no puede aceptar 
tal oferta sin someterse al riesgo de una 
persecución penal. 

Cuestión distinta es el encaje de la nue-
va conducta en el artículo 301 del Texto 
punitivo, pues por utilización habría que 

orgánico integral penal ecuatoriano, que castiga en el art. 247 la tenencia o beneficio de especies 
amenazadas pero exceptúa los casos de subsistencia y consumo doméstico de madera por las comuni-
dades en sus territorios.

entender todo uso o empleo de bienes de-
lictivos que no implique un cambio de ti-
tularidad, en el sentido que exigen la ad-
quisición y transmisión, una mutación de 
naturaleza, como requiere la conversión, 
una posesión sancionable, una ocultación o 
encubrimiento efectivo y que no se incluya 
en la realización de indeterminados actos 
para ocultar, encubrir o auxiliar. En el en-
marañado marco de las conductas típicas 
del artículo 301 queda muy poco espacio 
para otorgar a la utilización un ámbito pro-
pio de aplicación, pero obviamente lo que 
se pretende es salvar los obstáculos proba-
torios, ya que cuando no se prueben ningu-
no de los elementos necesarios de los otros 
comportamientos basta constatar una utili-
zación de bienes con el mero conocimiento 
de su origen delictivo, pues “siempre nos 
quedará […]” el París de la utilización, an-
helado por la fiscalía y puesto a disposición 
por el legislador con el propósito de no de-
jar ningún hueco “por el que pueda esca-
bullirse conducta alguna” (Orts Berenguer 
en Abel Souto y Sánchez, año,  p. 253).
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De modo que, a partir de la reforma 
de 22 de junio de 2010, a diferencia de la 
regulación anterior que no incriminaba 
la mera utilización de bienes proceden-
tes de un delito, en principio, el art. 301.1 
de nuestro Código, sorprendentemente, 
alcanza, como el § 261 II nº 2 del StGB 
alemán, al que escriba un texto en un or-
denador sustraído (Lampe, 1997, p. 130). 

Pero mucho más asombra que desde la 
Ley orgánica 1/2015, la cual convierte en 
delito leve la antigua falta de hurto, según 
el art. 234.2, sea blanqueador el que escri-
ba algo con un bolígrafo sustraído.

También la defraudación de fluido eléc-
trico de ínfima cuantía se transforma, por 
la Ley orgánica 1/2015, en delito, confor-
me al art. 255.2, de modo que si alguien 
manipula el limitador de su casa para po-
der encender una estufa con el fin de que 
un invitado no pase frío, el invitado que 
conozca los hechos será blanqueador por 
utilización.

Igualmente, el uso del teléfono ajeno se 
ha transformado en delito el 30 de marzo 
de 2015, en virtud del art. 256.2, con lo 
que la llamada telefónica sin permiso del 

dueño del móvil convierte al receptor, que 
conozca la situación, es blanqueador por 
utilización.

Sin embargo, el tipo penal español con-
tra el blanqueo, al igual que el alemán, 
debe ser “restringido teleológicamente”, lo 
cual fuerza a excluir del art. 301 del Texto 
punitivo, por razones de atipicidad (Lo-
renzo Salgado, 1996, p. 224-225), todos 
los objetos materiales de cuantía irrele-
vante, como los “montantes en céntimos” 
(Bottke, 1998, p. 11), en virtud del princi-
pio de insignificancia o de “intervención 
mínima”.

El mismo principio de insignifican-
cia resulta aplicable a los actos básicos 
de consumo, prestaciones de servicios o 
ventas de mercancías en los negocios vi-
tales cotidianos, dada la importancia de 
que se pueda transmitir el dinero recibido 
y utilizar las mercancías compradas. Si 
no desterrásemos del tipo conductas di-
rigidas a sustentar la vida, al autor previo 
que solo dispusiese de dinero originado 
por un delito “prácticamente se le pro-
hibiría la satisfacción de necesidades de 
importancia vital” (Barton, 1993, p. 161) 
y, con ello, la propia subsistencia (Blan-
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co Cordero, 1997, p. 272). Además, se 
quebrantaría el “principio de confianza” 
y se estaría obligando a cualquier poten-
cial oferente de bienes o servicios “ora a 
renunciar a la liquidación de cuentas con 
dinero incontrolado ora a abstenerse del 
tráfico mismo” (Bottke, 1995, p. 122), lo 
cual limita tanto los derechos económicos 
del ciudadano que suscita serias dudas 
de constitucionalidad (Blanco Cordero, 
1997, p. 290). 

Semejante castigo de la por Salditt de-
nominada “violación de la excomunión 
económica” (Salditt, 1992, p. 121), tanto 
de los bienes delictivos como de las perso-
nas, con la que se pretende “aislar” (Arzt, 
Weber, Heinrich y Hilgendorf) al autor del 
delito previo y convertir el dinero delicti-
vo en “inútil”, nos acerca peligrosamente 
a un “Derecho penal del enemigo” (Bar-
ton, 1993, p. 163), obliga a la mujer e hi-
jos del vendedor ambulante u ocasional 
de cederrones piratas o bolsos falsos, que 
saben que todo su dinero únicamente pue-
de proceder de esas ventas, a abandonarlo, 
pues no pueden convivir con él en la vieja 
caravana pagada con bienes delictivos, ni 
subirse al coche de segunda mano, ni usar 
el teléfono ni los electrodomésticos, ni ver 

la televisión, ni escuchar la radio, impide 
a los amigos de este delincuente visitar-
le, aconseja a los abogados no aceptar su 
caso, salvo que fuesen designados de oficio 
(Berruezo, 2015, p. 326-327), y recomien-
da a cualquier ciudadano no tener el más 
mínimo contacto con él si no quiere verse 
sometido al riesgo de persecución penal.

También la Ley orgánica 1/2015 trans-
forma la antigua falta de alteración míni-
ma del curso de las aguas en delito, según 
el art. 247.2, de manera que el invitado que 
come la lechuga regada con el agua de un 
riachuelo público o privativo, a sabiendas 
de tal riego, en principio, será blanquedor 
por conversión, al transformar la ensalada 
en glucógeno para que su cuerpo la pueda 
asimilar.

Igualmente, la anterior falta de altera-
ción de lindes o mojones con utilidad infe-
rior a 400 EUR pasa a ser, desde la Ley or-
gánica 1/2015, un delito, conforme al art. 
246.2, de modo que todos los que coman 
el caldo de las coles sembradas en el sur-
co “apropiado”, conscientes de ello, serán 
blanqueadores por conversión. 
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Con todo, estos casos deben excluirse 
del delito de blanqueo en virtud del prin-
cipio de proporcionalidad.

Este mismo principio sirve para solu-
cionar similares problemas que se plan-
tean en otros países que castigan el blan-
queo por conversión y también sancionan, 
como el art. 395 del Código penal meji-
cano reformado en 2014, cualquier despo-
jo furtivo de inmuebles y aguas o, según 
ocurre en Ecuador, mínimas alteraciones 
de vertientes o caudales ecológicos (art. 
251 del Código orgánico integral penal), 
pequeñas usurpaciones (art. 200) u ocu-
paciones de terrenos (art. 201), principio 
de proporcionalidad que se consagra en el 
art. 76.6 de la Constitución ecuatoriana. 

Aunque en Ecuador existan graves 
problemas de corrupción no pueden so-
lucionarse, como ha pretendido el legisla-
dor español, a través de un tipo agravado 
de blanqueo de dinero procedente de la 
corrupción. Ciertamente, la corrupción 
constituye “uno de los grandes problemas 
de nuestro tiempo” (Ferré Olivé, 2002, p. 
20), tanto en el mundo, de hecho fue el 

16	 Fifth Session of the International Forum on Crime and Criminal Law in the Global Era, Beijing, 
2013.

tema que se trató en el V foro internacio-
nal sobre crimen y Derecho penal en la era 
global celebrado en Pekín,16 la capital del 
país al que, según se ha dicho, se dirige el 
mayor flujo de dinero ilícito (Pontón, 2013, 
p. 148), como en España, la cual estaba si-
tuada en percepción de la corrupción, se-
gún Transparencia Internacional, durante 
el año 2012 en el puesto 30 de 176 países, 
retrocedió en 2013 a la posición 40 de 177 
y se mantuvo en 2014 en el puesto 37 de 
175 naciones, en 2015 36 de 167, en 2016 
41 de 176 países, al incorporarse a la lista 
por delante de España tradicionales pa-
raísos fiscales como Bahamas, Barbados, 
Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas 
así como Dominica, y en 2017 se siguió 
manteniendo en el puesto 42 de 180 nacio-
nes, en 2018 pasó a la posición 41, mejoró 
en 2019 al puesto 30, en 2020 se situó en 
el puesto 32 de 180 países y en 2021 figura 
en el puesto 34.

Respecto a Ecuador, aunque se ad-
vierte un gran problema de corrupción, 
se aprecia una constante mejora desde el 
año 2016, pues ese año estaba situado en 
percepción de la corrupción, según Trans-
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parencia Internacional, en el puesto 120 
de 176 países, pasó en 2017 a la posición 
117, en 2018 a la 114, en 2019 a la 93 y en 
2020 a la 92, pero retrocedió en 2021 a la 
posición 105 (Transparency International, 
2021) lo que demuestra que la relajación 
de los controles administrativos para lu-
char contra la pandemia por vía de urgen-
cia fue aprovechada por los corruptos.

En realidad, España y Ecuador poseen 
una regulación penal razonable contra la 
corrupción, pero existen serios problemas 
de falta de recursos.17 Pese a las necesida-
des de medios materiales y humanos (Abel 
Souto, 2018, p. 1), las sentencias por deli-
tos relativos a la corrupción en nuestros 
países se incrementan constantemente 
(Torres-Dulce, 2013, p. 655), aunque un 
estudio estadístico sobre 605 sentencias, 
dictadas en España entre el 23 de mayo de 
1997 y el 26 de marzo de 2013, constató 
que el cohecho y la malversación de cauda-
les públicos solo fueron delitos previos del 
blanqueo de dinero en el 0,4 % de los casos.
17	 Grupo de Estudios de Política Criminal, Comunicado a la opinión pública sobre corrupción, 2013, 

http://www.gepc.es .
18	 Ya el Grupo de Estudios de Política Criminal en su primer manifiesto, de 2 de diciembre de 1989, 

propuso despenalizar el tráfico de drogas entre adultos para, además de otras muchas cosas, disminuir 
el margen de beneficios y el poder de las grandes organizaciones de narcotraficantes (“Manifiesto por 
una nueva política sobre las drogas”, en Una alternativa a la actual política criminal sobre drogas, 

Por supuesto que la corrupción repre-
senta un “monstruo social de mil cabezas”, 
existe sobre la materia un “creciente inte-
rés internacional”, tanto político (Pieth, 
2014, p. 424) como normativo (Páleníková, 
2012, p. 275-280), hasta llega a vincularse 
con instituciones educativas o religiosas 
(Kingston, 2011, p. 136-142) y parece que 
el legislador penal español con este nuevo 
tipo agravado pretendía responder en 2010 
a sucesos de gran atención mediática, entre 
los que se cita el caso de Isabel Pantoja y 
Julián Muñoz, pero la escalada punitiva es 
evidente, pues desde la atipicidad del blan-
queo de dinero procedente de la corrupción 
se ha pasado a su castigo en 1995 cuando el 
hecho previo sea grave, se ha ampliado en 
2003 a cualquier delito relativo a la corrup-
ción y se ha elevado en 2010 a la considera-
ción de circunstancia agravante específica. 

No obstante, el desacierto político-cri-
minal18 que pesaba sobre el tipo agravado 
de blanqueo de dinero procedente del nar-
cotráfico (Abel Souto, 2018, p. 279-287; 
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2014, p. 7-17; Lorenzo Salgado, 1996, p. 
272-273) debe predicarse, con mayor ra-
zón, de los tipos cualificados cuando los 
bienes tengan su origen en algunos deli-
tos contra la Administración pública y los 
urbanísticos, ya que no puede presumirse 
que las sumas blanqueadas procedentes 
de estas infracciones superen las deriva-
das de otros delitos. Tampoco se justifi-
can dichos tipos agravados en atención a 
los bienes jurídicos protegidos, pues nos 
encontramos ante los mismos valores tu-
telados mediante el tipo básico, porque la 
Administración de Justicia tiene interés 
en sancionar cualquier delito y el orden 
socioeconómico no resulta más lesionado 
por el blanqueo de dinero procedente de 
esos delitos. Lo que realmente determina 
un mayor contenido de injusto es el valor 
de lo blanqueado, dato que no se tiene en 
cuenta (Díaz y García Conlledo, 2002, p. 
286) al incrementar la prisión, y sobre él 
debería operarse para agravar la pena, de 
manera que el tipo cualificado habría de 

Imagraf, Málaga, 1992, p. 13). En este sentido, no solo Uruguay ha legalizado el uso recreativo y 
médico de la marihuana sino que también 21 Estados de los EE.UU. actualmente permiten la venta 
de marihuana medicinal. “La legalización de la marihuana medicinal en Estados Unidos”, en (Vida-
les Rodríguez, 2012, p. 429 y 433) y la I conferencia centroamericana sobre seguridad concluyó, el 
20 de mayo de 2014, en torno a la legalización de las drogas que “una actividad regulada puede ser 
controlada”. “Algunas reflexiones sobre la política de drogas de Costa Rica: debate actual” (Vidales 
Rodríguez, 2012, p. 53 y 54).

centrarse en las características del objeto 
material, la “magnitud” (Díaz y García 
Conlledo, 2002, p. 209) o notoria “im-
portancia” de la “cantidad efectivamente 
blanqueada” (Lorenzo Salgado, 1996, p. 
231) y no en la irrelevante naturaleza del 
delito previo, dado que el fundamento de 
la agravación radicaría en el mayor cau-
dal de bienes ilícitos  (Vidales Rodríguez, 
1997, p. 142; Faraldo Cabana, 1998, p. 150) 
puestos en circulación. 

En este sentido, acertadamente se exige 
en Argentina un valor mínimo del obje-
to material en el tipo básico del blanqueo 
(300.000 pesos), por debajo del cual se apli-
ca un tipo privilegiado y también resulta 
loable que exista un tipo atenuado en Perú 
cuando no se blanqueen más de cinco uni-
dades impositivas tributarias, unos 5.000 
USD, y un tipo agravado para el blanqueo 
superior a quinientas de estas unidades 
(más de medio millón de dólares), aun-
que sorprende la desproporción punitiva 
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del tipo atenuado, cuya pena privativa de 
libertad supera en el límite mínimo la de 
los tipos agravados españoles y asombra la 
desmesura de los tipos agravados peruanos 
que castigan con no menos de 25 años de 
cárcel el blanqueo cuando los hechos pre-
vios sean la minería ilegal, el narcotráfico, 
el terrorismo, el secuestro, la extorsión o 
la trata de personas. Ciertamente la mine-
ría ilegal constituye un gran problema en 
Perú, pues existen estimaciones relativas 
a que la exportación ilegal de oro duplica 
el valor de los beneficios del narcotráfico, 
pero la minería ilegal da trabajo a medio 
millón de peruanos, a los que no se puede 

criminalizar por no tener otra alternativa a 
la pobreza, ya que no es posible solucionar 
los problemas sociales con el Derecho pe-
nal, que debe ser la ultima ratio.

Con todo acierto, el Código orgánico 
integral penal ecuatoriano dispone penas 
privativas de libertad distintas para el 
blanqueo de menos de 100 salarios básicos 
unificados (tipo atenuado), para el blan-
queo de 100 a 200 salarios (tipo básico) y 
para el blanqueo de más de 200 salarios 
básicos unificados (tipo agravado), ejem-
plo que debería seguir el legislador espa-
ñol.
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Resumen

En este espacio de encuentro e intercambio de experiencias en la lucha contra la corrup-
ción, la intervención que he preparado plantea en primer lugar las medidas institucionales 
que, desde la Alcaldía Mayor de Bogotá, hemos venido abordando en materia de lucha 
contra la corrupción como parte esencial de la gestión pública distrital. Desde la estrategia 
Bogotá Distrito Anticorrupción, se busca la participación ciudadana y la inclusión para 
generar control social, buen gobierno y calidad y equidad en el acceso a servicios, de esta 
forma, diversos actores de la sociedad civil ayudan a mejorar la lucha contra la corrupción. 
A su vez, desde los compromisos de la política pública distrital anticorrupción, el fortaleci-
miento de las políticas de gestión y desempeño, la normatividad de los últimos dos años, y 
las medidas anticorrupción desarrolladas, detallaré cómo la transparencia, la integridad y 
la lucha contra la corrupción han sido nuestro norte para seguir en Bogotá desde el primer 
día. En segundo lugar, postularé a la integridad como factor determinante en el éxito de la 
lucha contra la corrupción presentando en detalle una de las estrategias con mayor impacto 
en Bogotá, la Senda de Integridad, la cual agrupa a diversas entidades del distrito y ciuda-
danos a participar de retos que promueven el trabajo colaborativo, sentido de pertenencia 
con la gestión distrital y el cuidado de los recursos públicos. 
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Introducción 

En los últimos años, Bogotá ha veni-
do adoptando e implementando diversas 
medidas que le han permitido madurar 
progresivamente en la lucha contra la co-
rrupción. Como se verá más adelante, uno 
de sus antecedentes más importantes es la 
Política Pública de Transparencia, Integri-
dad y no Tolerancia con la Corrupción (de 
ahora en adelante CONPES 01 Distrital) 
la cual es vista como un importante punto 
de partida al diagnosticar los principales 
desafíos de la ciudad y los impactos que 
la corrupción tiene en la gerencia pública 
(Alcaldía Mayor de Bogotá, 2021). El se-
guimiento a la política ha permitido iden-
tificar factores por mejorar, trabajando así 
en el complemento del marco normativo, 
en la reformulación del plan de acción, en 
reconocer la percepción ciudadana frente 
a la problemática, el estado del arte frente 
a la corrupción y, finalmente, en los es-
quemas internacionales en esta materia. 
De ahí nace Bogotá Distrito Anticorrup-
ción como una estrategia de lucha contra 
la corrupción desde la transparencia, la 
integridad, el monitoreo y control, donde 
actúan en conjunto diversos actores de la 

sociedad civil bajo cuatro componentes 
fundamentales: la proyección estratégica, 
la cultura organizacional, las capacidades 
institucionales y la apropiación de la estra-
tegia. Esta plantea una visión vinculante 
y multinivel en la lucha contra la corrup-
ción, mediante un modelo de correspon-
sabilidad de las instituciones, organiza-
ciones, actores públicos y privados y la 
ciudadanía invitándoles a generar accio-
nes efectivas para elevar el compromiso 
en la lucha contra la corrupción (Conseje-
ría de Comunicaciones, 2020).

Como se mencionó, previo a la estra-
tegia de Bogotá Distrito Anticorrupción 
existen varios antecedentes, entre ellos el 
CONPES 01 Distrital. Este desarrolla un 
plan de acción a diez años con 104 pro-
ductos y cuatro objetivos estratégicos: el 
gobierno abierto, la cultura de integridad, 
las capacidades institucionales y las me-
didas anticorrupción como elementos que 
permiten fortalecer las acciones de pre-
vención y detección del delito (Secretaría 
Distrital de Planeación, 2018). A la fecha 
se registra un cumplimiento del 64,20 % y 
20 entidades implementadoras. Como una 
de las acciones definidas en el CONPES, 
se desarrolló un ejercicio de evaluación 
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de política pública que nos ha permitido 
el ajuste y actualización del plan de ac-
ción, incorporando acciones estratégicas 
para aumentar los impactos en el uso de la 
información pública, la consolidación de 
la cultura de integridad y la articulación y 
complementariedad entre actores públicos 
y privados para luchar contra la corrup-
ción.

Otro de los frentes de trabajo que se 
han abordado es el cumplimiento de las 
políticas de gestión y desempeño en arti-
culación con los líderes nacionales a tra-
vés del Modelo Integrado de Planeación y 
Gestión (MIPG), que integra 19 políticas 
de gestión y desempeño y detalla los li-
neamientos para el relacionamiento Esta-
do-ciudadano (Decreto 1499 de 2017). Me 
centraré en las políticas transversales de 
transparencia, acceso a la información pú-
blica y lucha contra la corrupción y la po-
lítica de integridad en el servicio público.

Para dar cumplimiento a estas políti-
cas, en la Alcaldía Mayor de Bogotá he-
mos elaborado, con los líderes distritales 
de cada política, un plan marco a cuatro 
años desde el cual abordamos la asesoría 
y acompañamiento como un compromiso 

por hacer de la gestión pública un referente 
de transparencia, innovación e integridad 
como elementos claves para la confianza y 
legitimidad institucional. Anualmente las 
entidades distritales son evaluadas desde 
el orden nacional, para identificar el avan-
ce, nivel de madurez y brechas en el cum-
plimiento de cada política (Departamen-
to Administrativo de la Función Pública, 
2021).

Para las vigencias 2020 a 2021, la po-
lítica de transparencia, acceso a la infor-
mación y lucha contra la corrupción ha 
incrementado 3,2 puntos alcanzando un 
puntaje de 91,8, resaltando como los cri-
terios de mejor desempeño la divulgación 
proactiva de la información, acceso a la 
información pública, gestión documen-
tal, siendo una de las políticas con ma-
yor madurez en el modelo de planeación 
y gestión. La política de integridad, en el 
mismo periodo, registró un incremento de 
5,76 alcanzando 85,06 puntos con el mejor 
desempeño en cambio cultural basado en 
la implementación del código de integri-
dad del servicio público y gestión adecua-
da del conflicto de interés y declaración 
oportuna de bienes y rentas. La política de 
integridad ha sido una de las políticas con 



 126

mayores avances en el modelo integrado 
de planeación y gestión en los últimos dos 
años.

Desde el fortalecimiento al marco nor-
mativo del CONPES 01 Distrital, men-
cionado previamente, formulamos hace 
dos años el Decreto 189, que nos permitió 
abordar los compromisos anticorrupción 
de la alcaldesa Claudia López y estable-
cer lineamientos en el distrito en materia 
de acceso a la información pública como 
habilitador de control social, el desarrollo 
de prácticas de integridad y mecanismos 
anticorrupción (Decreto 189 de 2020)

Con la implementación de este decreto 
hemos avanzado en disponer a la ciuda-
danía información de los proyectos estra-
tégicos de la ciudad, la publicación de la 
contratación distrital, el avance del Plan 
Distrital de Desarrollo y la divulgación de 
las hojas de vida de candidatos a cargos 
gerenciales, así como también empezamos 
a hacer parte de iniciativas internaciona-
les de transparencia como la Iniciativa de 
Transparencia en el Sector de la Construc-
ción (CoST por sus siglas en inglés), the 
Global Initiative for Fiscal Transparency 
(GIFT) y de la Alianza para el Gobierno 

Abierto en el escala subnacional, elemen-
tos que fortalecen la transparencia y ha-
cen posible un control social informado e 
incidente.

El decreto ha hecho posible el fortale-
cimiento de medidas anticorrupción como 
la identificación de riesgos de corrupción 
en trámites, la estandarización de canales 
de denuncia, el establecimiento de medi-
das de protección de la identidad del de-
nunciante, la publicación de las agendas 
de los directivos como un mecanismo 
de regulación de lobby, así como la apli-
cación de compromisos de integridad y 
cláusulas anticorrupción en los contratos a 
suscribirse con el distrito de Bogotá. Den-
tro de los avances en estas medidas, tam-
bién adoptamos el Sistema de Administra-
ción del Riesgo de Lavado de Activos y 
Financiación del Terrorismo (SARLAFT) 
para el sector público, desarrollamos el 
Sistema de Alertas Tempranas para la 
Integridad (SATI), como un ejercicio de 
analítica para la formulación de señales de 
riesgos de corrupción en la contratación 
y trámites en el distrito, e identificamos 
y racionalizamos los trámites con mayor 
exposición a riesgos de corrupción. En 
materia de gestión preventiva de Conflic-
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tos de Interés, publicamos las declaracio-
nes de conflicto de interés, desarrollo de 
simulador de conflictos para la detección 
y comprensión de un conflicto de interés 
en servidores distritales. Finalmente, es-
tandarizamos los procesos transversales 
en la gestión pública para la optimización 
de recursos, como modelos de operación 
eficientes y centrados en el usuario. 

Cada uno de estos frentes de acción 
contribuye en la aplicación de medidas 
que se respaldan desde la institucionalidad 
y que están centrados en transformaciones 
de la gestión pública para luchar contra la 
corrupción. 

En la introducción hablé de una de las 
estrategias que, desde un enfoque preven-
tivo, nos ha permitido abordar el fortale-
cimiento de la transparencia y la integri-
dad en entidades, servidores y ciudadanía, 
como lo es Senda de Integridad.

En agosto de 2020 la Alcaldía Mayor de 
Bogotá lanza Senda de Integridad, como 
una estrategia que activa a directivos, ser-
vidores y ciudadanos en participar de re-
tos que promueven el trabajo colaborativo, 
sentido de pertenencia con la gestión dis-

trital y el cuidado de los recursos públicos. 
Senda de Integridad, tiene tres momentos 
claves, 1. Trabajo en la construcción de 
información pública, 2. Apropiación de la 
información construida por parte de los 
equipos de las entidades y 3. Calificación 
de la ciudadanía, que brinda información 
sobre cómo nos ven desde afuera. 

Como metodología, usa la técnica de 
gamificación para que a través de juegos 
de diseño pedagógico se genere un apren-
dizaje y proceso de sensibilización para 
prevenir actos de corrupción (Secretaría 
General, 2021). El propósito de la Senda de 
Integridad no es el desarrollo de la gami-
ficación en sí misma, se trata de movilizar 
esfuerzos institucionales para crecer como 
ciudad con el intercambio de conocimien-
tos y buenas prácticas, en cada reto apren-
demos de los mejores en Bogotá. Senda de 
Integridad es también una apuesta contra 
la corrupción a través de la construcción 
de normas sociales y comportamentales 
que permitan tener procesos transparentes 
e íntegros en lo público. 

La propuesta plantea diferentes retos a 
ser superados por los equipos de las enti-
dades donde se planteó como eje central 
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la relación con el ciudadano en miras de 
comprender sus expectativas para poder 
ser íntegros y atender de la mejor manera 
sus necesidades. Es por eso que, desde el 
desarrollo de la gamificación se activa la 
participación de diferentes actores como 
las entidades y sus equipos de trabajo, que 
realizan el paso a paso de los retos y sus 
entregables; y la ciudadanía, academia y 
entidades del orden nacional como aliados 
a los que hemos convocado en la formula-
ción, diseño y evaluación de los resultados. 

En la primera iteración de Senda de 
Integridad (2020 - 2021) participaron un 
total de cincuenta y un entidades, luego 
de una convocatoria abierta y voluntaria 
en la que se inscribieron equipos lidera-
dos por los representantes legales y la cual 
movilizó la participación de veintidós mil 
servidores distritales y ciudadanos en te-
máticas como: 1. Apropiación de la ren-
dición de cuentas como mecanismo que 
permite detectar la corrupción, 2. Uso y 
aprovechamiento de información pública 
con el desarrollo de ejercicios de analíti-
ca, periodismo de datos e infografías en 
lenguaje claro, 3. Formación en cultura de 
integridad en servidores y directivos, 4. 
Diseño colaborativo de acuerdos de com-

portamiento íntegro, 5. Gestión preventiva 
de conflictos de interés y 6. La consoli-
dación del banco de buenas prácticas de 
transparencia e integridad en el distrito.

Dado el éxito de la estrategia por la aco-
gida en los servidores, gestores de integri-
dad y directivos, así como los impactos de 
la misma en las políticas de transparencia 
e integridad del Modelo Integrado de Pla-
neación y Gestión (MIPG), se trabajó en 
el lanzamiento de la Senda de Integridad 
2022, como una oportunidad que centra 
su atención en los siguientes retos: 1. Ren-
dición de cuentas con enfoque de derecho 
de las mujeres, de género y diferencial 
como ruta que analiza la demanda de in-
formación pública y tiene como principal 
articulador las organizaciones de mujeres 
en Bogotá, 2. La apropiación del código de 
integridad con acciones formuladas con la 
participación ciudadana, 3. Campañas so-
bre los canales de denuncia y medidas de 
protección del denunciante, 4. La identifi-
cación y reconocimiento de buenas prácti-
cas de gestión de pública para prevenir la 
corrupción. 

Los resultados de la Senda de Integri-
dad se hacen visibles en la entrega del pre-
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mio distrital a la gestión en la cual se da 
el reconocimiento a los equipos con mejor 
desempeño en los retos superados. Todo el 
esfuerzo alcanzado con Senda de Integri-
dad ha hecho posible llevar a la práctica 
un ejercicio que no demanda mayores re-
cursos, que es fácilmente replicable y con 
resultados sostenibles. 

Conclusiones

En el largo camino para combatir uno 
de los principales problemas del país, 
percibidos por la ciudadanía, se requiere 
generar un esfuerzo consiente y decidi-
do. El compromiso de la administración 
distrital contra la corrupción ha radicado 
en la implementación de acciones puntua-
les y estratégicas que agrupan, de manera 

transversal, a toda la ciudad y sus secto-
res. Dentro de los esfuerzos realizados, el 
desarrollo de un amplio marco normativo 
ha permitido regular las diferentes estra-
tegias adoptadas para combatir las causas 
y las consecuencias de la corrupción en la 
gerencia pública y, por tanto, en la calidad 
de los bienes y servicios que reciben los 
ciudadanos. Durante estos dos años, nos 
hemos enfocado en medidas preventivas 
en la lucha contra la corrupción, porque 
no estamos dispuestos a ceder ningún es-
pacio a este delito, ha sido mucha la afecta-
ción en la credibilidad institucional, en la 
confianza de la ciudadanía, en el bienestar 
social, el acceso a bienes y servicios, entre 
muchos otros, por eso hacemos todos los 
esfuerzos posibles para contenerla, esta-
mos seguros que fortaleciendo la cultura 
de integridad se genera una gran barrera. 
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  A pesar de que el objetivo central de 
FUNDAMEDIOS no es hacer periodismo 
de investigación, se han realizado varias 
investigaciones. Cuando la fundación nació 
uno de sus objetivos, y que se ha mantenido 
a lo largo de los 15 años de vida institu-
cional, ha sido promover el diálogo entre el 
periodismo y otros sectores de la sociedad. 

Creemos que es importantísimo esta-
blecer ese permanente diálogo y qué mejor 
un espacio que no es solo de periodistas, 
sino que es ciudadano, de personas, de 
profesionales que están preocupados por 
el alcance de la corrupción en nuestras so-
ciedades, así que es importante establecer 
algunas reflexiones acerca del papel que 
cumple el periodismo en la lucha contra 
la corrupción.

 Ese va a ser el hilo conductor de esta 
ponencia, más que nada es plantear pre-
guntas, sobre las cuales, muchas veces, 
lo confieso, no tengo respuestas, porque 
definitivamente, existe un conflicto, una 
relación conflictiva, entre lo que son los 
efectos del periodismo de investigación y 
las instituciones democráticas que tienen 
que procesar las revelaciones que hace el 
periodismo.

 Esta ponencia se divide en tres bloques: 
El primero para hablar de la frase que ya 
es casi un lugar común de que el periodis-
mo es uno de los pilares de la democracia 
y sus implicaciones. El segundo es justa-
mente esta relación conflictiva con las ins-
tituciones democráticas y que no siempre 
es fácil entre el periodismo y las mismas, 
al ser el periodismo un pilar de la demo-
cracia al mismo tiempo plantea muchos 
cuestionamientos a las instituciones de-
mocráticas. El tercero es un bloque que he 
llamado el Atlas castigado (en la mitología 
griega era el responsable de sujetar el peso 
de los cielos sobre sus hombros), porque 
no sé qué les pasa por la cabeza cuando 
escuchan esto del periodismo como pilar 
de las democracias, a veces la sensación 
que tengo es esta, la de la figura de este 
personaje mitológico castigado por Zeus 
después de una rebelión de los titanes con-
tra los dioses griegos, se le castiga a Atlas 
a sostener la bóveda celeste y separar la 
tierra de los cielos. Entonces, muchas ve-
ces cuando se le asigna al periodismo esta 
función de pilar de la democracia pienso 
en esto: sosteniendo los cielos encima de 
nosotros y es una tarea gigantesca, es una 
tarea desmedida. 
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Esto nace de una sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos del 
año 1985, la famosa Opinión consultiva 
OC5-585 que lo que dice es: las democra-
cias se fundamentan en tres instituciones 
claves, por un lado, elecciones libres, por 
otro, justicia independiente y, por último, 
el ejercicio de la libertad de expresión, 
pero no de cualquier libertad de expre-
sión. La sentencia de la Corte dirime una 
consulta que hizo el Estado de Costa Rica 
sobre la colegiatura obligatoria de perio-
distas y lo que dice la Corte es que el pe-
riodismo consiste en plasmar la libertad de 
expresión, el derecho que tienen todos los 
ciudadanos de manera que se desarrolla 
a través de los medios de comunicación, 
Ese es el famoso derecho a la libertad de 
prensa, es decir la libertad de expresión es 
el derecho ciudadano general, el derecho 
fundamental y sobre eso se asienta el de-
recho a la libertad de prensa.

Pero el derecho a la libertad de ex-
presión tiene tres dimensiones y eso se 
desprende de esta sentencia de la Corte 
Interamericana, la primera que es esta di-
mensión de derecho fundamental de las 
personas, lo que nos han dicho después di-
versas reflexiones que se han hecho acer-

ca de esto es que el derecho a la libertad 
de expresión está íntimamente ligado a la 
realización personal de la persona, a la 
dignidad humana sin poder expresar libre-
mente nuestros pensamientos pues no hay 
posibilidad de realizarnos como personas. 
La segunda dimensión es lo que se llama 
la dimensión social o colectiva y básica-
mente se refiere al hecho de que la libertad 
de expresión es un derecho que permite la 
defensa de otros derechos. La tercera es 
justamente la dimensión estructural que 
nos dice que la libertad de expresión es el 
pilar de la democracia, uno de los pilares 
de la democracia, el Atlas condenado de la 
metáfora usada para esta ponencia.

 Está claro que la libertad de expresión 
tiene esta dimensión estructural que es 
un derecho fundamental para el ejercicio 
de la democracia por varias razones: La 
primera porque la libertad de expresión 
es la que permite el intercambio de ideas 
entre los distintos sectores ciudadanos, la 
posibilidad de tener un diálogo libre entre 
personas que piensan distinto es condi-
ción sine qua non de una democracia. El 
procesar las diferencias en forma de diá-
logo no en forma de violencia, esa es una 
característica de las democracias. 
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Lo segundo es el ejercicio que hace el 
periodismo de vigilancia de los actos del 
poder público, lo que se conoce como el 
watch dog, el perro guardián, el estar vi-
gilando y haciendo que los funcionarios, 
que las autoridades rindan cuentas a los 
ciudadanos permanentemente y ahí se ins-
cribe justamente la función del periodis-
mo de investigación, es la herramienta con 
la que el periodismo vigila los actos del 
poder público, pero evidentemente esta 
vigilancia es conflictiva y va a poner en 
cuestionamiento a las mismas institucio-
nes democráticas ¿Por qué?

Tomemos un caso en el que por ejem-
plo: el periodista Christian Zurita participó 
en la investigación del famoso caso Lava 
Jato, una gigantesca trama de corrupción 
que afecta a los Estados y las estructu-
ras de poder empresarial más grandes en 
prácticamente toda América Latina, bá-
sicamente, lo que nos demuestra el caso 
Lava Jato es que la corrupción estaba tan 
estructurada que de hecho había la oficina 
de operaciones estructuradas en Odebre-
cht donde se manejaba toda la corrupción, 
todos los sobornos a funcionarios en to-
dos los países de América Latina; un caso 
de esa naturaleza pone en crisis las ins-

tituciones democráticas. Presidentes que 
cayeron, encarcelados, jueces, ministros, 
poder militar, poder empresarial y todas 
las instituciones en América Latina en cri-
sis. 

Podríamos decir que gran parte de la 
crisis política que se vive actualmente en 
América Latina es responsabilidad de este 
señor y de sus compañeros. La crisis po-
lítica que vive América Latina se deriva 
del descubrimiento, de la revelación de 
estos casos porque después vienen: Pape-
les de Panamá, Pandora Papers, etc. Estas 
grandes revelaciones ponen en cuestión la 
efectividad de las instituciones democrá-
ticas, muchas veces las descabezan y hay 
algo más en ese punto, estamos hablando 
de que el periodismo es uno de los pila-
res de la democracia y al mismo tiempo 
es alguien que puede descabezar las ins-
tituciones democráticas, instituciones de-
mocráticas corruptas; ese es del tema pero 
hay algo más: El asunto es que el perio-
dismo de investigación hace revelaciones, 
cuestiona el trabajo de las instituciones y 
revela los grandes casos de corrupción.

En nuestro país tenemos muchos ejem-
plos, podemos hablar por ejemplo de la co-
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rrupción en el sistema de salud. Durante 
la pandemia hubo varias revelaciones de 
periodistas muy valientes que revelaron la 
corrupción en el sistema de salud, ahora, 
las instituciones de nuestros países no pro-
cesan esas denuncias. 

La justicia actúa tarde y mal, sabemos 
que la verdad periodística no es la misma 
que la verdad judicial, que las pruebas pe-
riodísticas no son las mismas que las prue-
bas de la justicia, pero lo que hay es un di-
vorcio total. Entonces, hay una sensación 
de impunidad, mientras el periodismo 
revela diez casos en la justicia están pro-
cesando apenas uno y lo hacen mal, lo ha-
cen sin recoger las pruebas expuestas por 
el periodismo. No aseguro que lo aborden 
como verdad absoluta, pero hay eviden-
cias que deberían tomarse en cuenta.

De esta manera, las instituciones de-
mocráticas no corren a la misma veloci-
dad, no están al nivel y no pueden proce-
sar la información, sea por la razón que 
sea. Aparecen más preguntas que res-
puestas: ¿Por qué no procesan? ¿Por qué 
no están las instituciones democráticas en 
la capacidad de procesar esas denuncias 
de corrupción, esas revelaciones? ¿Por 

qué no se autodepuran y seguimos en cír-
culos viciosos? Una vez más, el caso del 
sistema de salud es un caso paradigmá-
tico. Las denuncias durante la pandemia 
nos revelaron una estructura de corrup-
ción en los hospitales, ¿Sigue existiendo 
esas estructuras de corrupción? Lamenta-
blemente vemos que sí, que siguen ope-
rando, no se ha tomado ninguna medida, 
no se procesaron ninguna de esas denun-
cias de corrupción. 

Por eso decimos que hay una relación 
tóxica entre periodismo e instituciones de-
mocráticas, muchas veces. No es una rela-
ción virtuosa, no es una relación fácil, no 
es una relación de cuestionamiento por-
que las verdades muchas veces son como 
le gusta decir un amigo muy querido que 
hace investigación importante de Améri-
ca Latina: “el periodismo de investigación 
se parece a un acto en el cual sueltas la 
bomba y corres”, sueltas la bomba y no te 
preocupas de los efectos que va a tener esa 
bomba, y eso es así, lo estamos viendo to-
dos los días.

 Existe otra faceta en toda esta relación 
que como decimos no es fácil es una rela-
ción conflictiva y es el hecho de que tiene 
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que haber unos vasos comunicantes. El 
periodismo definitivamente es uno de los 
pilares de la democracia. Tienen que pro-
cesar, tiene que haber vasos comunicantes 
entre la justicia y el periodismo. Por ejem-
plo: tiene que haber un vaso comunicante 
en el cual se puedan procesar las pruebas 
periodísticas también desde la perspecti-
va judicial, que las autoridades de salud 
actúen en los casos de corrupción revela-
das en los hospitales. Estoy poniendo un 
ejemplo, nada más. No estoy dedicando 
a esta presentación el tema de salud; hay 
decenas de otros ejemplos, entonces, tiene 
que desarrollarse esta función social, esta 
vigilancia que hace el periodismo y tiene 
que procesarse a través de las instituciones 
democráticas y ahí tiene que construirse 
esos vasos comunicantes; eso es absoluta-
mente indispensable.

Desde otra perspectiva, el periodismo 
muchas veces también es castigado por 
el poder político y económico por las re-
velaciones que hace. Todo el mundo dice 
maravillas del periodismo, respetamos la 
libertad de expresión y la función del pe-
riodismo como pilar de la democracia, etc. 
Pero al final del día a ese Atlas que sostie-
ne la bóveda celeste, se le castiga porque 

para hacer periodismo de investigación 
son necesarios cuatro elementos. 

1.	 Seguridad; en este momento América 
Latina es un lugar en el que se asesinan 
periodistas prácticamente a diario y en 
el Ecuador está comenzando a ocurrir 
algo similar solo en las últimas cuatro 
semanas, hemos tenido la muerte de 
tres periodistas, muerte violenta de tres 
periodistas en situaciones no aclaradas. 
El último caso de sicariato en Manta, 
del periodista Gerardo Delgado es bru-
tal, es absolutamente brutal. Pero no 
es el único, durante el paro nacional se 
agredió a 242 periodistas en 18 días en 
situaciones de violencia generalizada y 
sistemática. Los periodistas se convir-
tieron en objetivos y no existió reacción 
de las instituciones, ni siquiera la con-
dena a esos hechos de violencia. 

En el Estado esas instituciones demo-
cráticas no están respondiendo, no están 
asumiendo su responsabilidad en garanti-
zar un trabajo periodístico seguro y esa es 
una condición sine qua non. En este senti-
do, no puede haber periodismo de investi-
gación, pero no puede haber periodista, ni 
periodismo de investigación con periodis-
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tas asesinados y periodistas muertos. 

2.	 La información, el poco acceso a la in-
formación pública. Tenemos una Ley 
de Acceso a la Información desde el 
año 2004; se ha avanzado en algunos 
elementos de información y acceso a 
información pública. Por supuesto, para 
los periodistas es casi un mito; acceder 
a la información es una cosa complica-
dísima y todavía subsiste la cultura del 
secreto que no nos permite acceder a 
información de interés público. 

3.	 La garantía de independencia del pe-
riodista. De eso tenemos ejemplos tam-
bién casi cotidianos de cómo se trata de 
vulnerar la independencia de los perio-
distas, de cómo se los trata de comprar, 
de cómo se trata de que sean propagan-
distas de una u otra causa y eso es tam-
bién una vulneración a esta dimensión 
estructural del periodismo.

4.	 ¿Responsabilidad de quién? ¿del Esta-
do? Sí, es responsabilidad del Estado, 
por supuesto el tema de seguridad es 
responsabilidad del Estado, el acceso a 
la información pública es responsabili-
dad del Estado.

Estos dos últimos valores: la indepen-
dencia y el tema del financiamiento por-
que el periodismo de investigación es 
caro. Un medio de comunicación tiene que 
dedicar a un equipo de periodistas, de 2 
o 3 periodistas unas 3 o 4 semanas, a ve-
ces años, porque hay investigaciones que 
duran años y el medio de comunicación 
debe tener 2 o 3 periodistas que no estén 
haciendo noticia diaria o que estén dedi-
cados a otros temas y que parece que no 
producen nada. 

El periodismo de investigación es caro 
¿La sociedad está dispuesta a financiar 
eso? ¿Los empresarios financian sin pre-
siones? ¿Sin afectación a la independen-
cia? ¿Sin pretender que un periodista por-
que le financia un medio de comunicación 
o investigación tenga que responder a ese 
anunciante? ¿Tenemos como sociedad en-
tonces introducida en nosotros estos valo-
res democráticos? ¿Sabemos de la impor-
tancia del periodismo de investigación? 
¿Estamos convencidos de que el periodis-
mo es el pilar de la democracia? O ¿es algo 
que lo tenemos asimilado?

Finalizo esta intervención con estas 
preguntas, pero también señaló que es in-
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dispensable y creo que espacios como es-
tos son importantísimos para reflexionar 
acerca de estos temas. Plantearnos pre-
guntas que muchas veces pueden ser incó-
modas, pero que como sociedad tenemos 
que formularlas y tratar de resolverlas.





MEMORIAS DEL I CONGRESO INTERNACIONAL 
ANTICORRUPCIÓN QUITO LUZ DE AMÉRICA

EL PERIODISMO DE INVESTIGACIÓN Y LA CRÓNICA
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Narrar historias en un orden temporal 
que privilegia al testigo de los hechos, y 
sitúa al lector en el centro, hacen de la 
crónica un género periodístico y literario, 
explica el cronista mexicano Juan Villoro. 
La crónica no es ficción, sin embargo, se 
cuenta en primera persona. A diferencia de 
la noticia o el reportaje, la vitalidad de la 
crónica se extiende más allá de las limita-
ciones de agenda, tiempo y espacio en los 
medios tradicionales. La crónica demanda 
reporteo en campo con altas cantidades de 
investigación y el relato de la experiencia 
personal en forma universal. 

Quienes ejercen el periodismo deben 
adaptarse al cambio del entorno mediático 
que alterna soportes físicos con webs y re-
des sociales para la distribución de infor-
mación. Más rápido lo hacen los lectores 
que buscan simultáneamente información 
y entretenimiento de manera inmediata.

El periodismo narrativo implica al-
gunos retos: mostrar puntos de vista (la 
coexistencia de diversidad de voces), la 
descripción de escenas, la recuperación de 
diálogos y memoria, para lograr finalmen-
te, el retrato global de un tema universal. 
Las historias que cuenta un cronista se 

cuentan a pie; son historias que emplean 
un lenguaje coloquial y que supera la jerga 
periodística. El lector identifica con facili-
dad a los protagonistas y las fuentes lo que 
le permite un mayor nivel de interacción. 
En ello radica su uso como instrumento 
informativo de mayor alcance e inmedia-
tez a la hora de narrar hechos que afectan 
a las comunidades. 

El hecho noticioso debe centrarse en la 
narración de acciones para que cobre inte-
rés, relevancia y logre desafiar el tiempo, y 
continúa respondiendo a las preguntas bá-
sicas del periodismo: qué, dónde, cuándo, 
cómo, por qué. La habilidad para incorpo-
rar datos y voces determinará el equilibrio 
adecuado de un texto informativo. 

Se recomienda la lectura de literatura 
de no ficción en las plumas de los perio-
distas y escritores: Roberto Arlt, Rodolfo 
Walsh, Carlos Monsiváis, Gabriel García 
Márquez, Leila Guerriero, Martín Capa-
rrós, Pedro Lemebel, Alberto Salcedo, 
Juan Villoro, Tomás Eloy Martínez, Cris-
tina Rivera Garza, Gabriela Wiener, Julio 
Villanueva Chang, y en la escuela esta-
dounidense, a Joan Didion, Gay Talese, 
Paul Auster. 
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Enfoque de seguridad vs. enfoque 
de derechos

Los medios de comunicación se desem-
peñan como empresas informativas que 
gozan de un bajo nivel de interpelación a 
su agenda temática y programación. En 
ese sentido, las agencias internacionales 
de prensa conforman una estructura inter-
nacional que produce sentidos y conoci-
mientos a través de periódicos, emisoras, 
canales de televisión y portales web que 
afectan las relaciones entre países, grupos 
económicos y políticos. 

Existen diversas metodologías de-
sarrolladas para superar los límites del 
cerco informativo: periodismo de paz, 
reportería popular con base en modelos 
de educación popular, y hasta técnicas de 
guerrilla comunicacional. Estas propues-
tas tienen en común la concepción de una 
inminente guerra informativa en la era 
de la sociedad de la información, donde 
la tecnología facilita la creación, distri-
bución y manipulación de información. 
En este escenario global hay cada vez 
menos espacio para las voces disidentes 
que presionan por posicionar temas vin-

culados al cuidado del medio ambiente, 
la desigualdad de género, la discrimina-
ción por razones étnicas o raciales, las 
diferencias o a imposibilidad de acceso 
a salud, educación o trabajo, los derechos 
de minorías. 

Insistimos en la necesidad de trabajar 
historias con un enfoque de derechos por 
sobre enfoques de seguridad. Los actores 
sociales pugnan por una mayor visibilidad 
en medio de contextos donde prepondera 
el conflicto, la espectacularización y un 
enfoque de securitización de la vida pú-
blica. Por tanto, los mecanismos de con-
trol del Estado acaparan la esfera íntima 
y afecta la convivencia de las personas, su 
desplazamiento a través de las fronteras y 
la reducción del accionar social. 

Al respecto, se pueden consultar los 
Cuadernos de Paz y las Guías de trabajo 
para corresponsales populares elaborados 
por la Asociación Latinoamericana de 
Educación Radiofónica (ALER). Los for-
matos que se emplean, adaptan el tono y 
el lenguaje para contar en medios comuni-
tarios son: radioteatros, canción popular, 
relatos históricos, cartas, noticias (drama-
tizadas y adelantadas), testimonios, en-
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trevistas comunitarias, mesas redondas, 
ruedas de prensa, encuestas, debates, con-
sultorios, juicios populares, entre otros. 

Riesgos

En 2017, como corresponsal asignada 
en campo junto al fotógrafo Andrés Yépez 
del colectivo Fluxus, fuimos acosados en 
Pacayacu. Reportábamos el caso conoci-
do como “La mano sucia de Petroamazo-
nas”. Mientras recorríamos la comunidad 
y recogíamos testimonios, vehículos sin 
placas nos siguieron. ¿Por qué la petrole-
ra percibió como amenaza la presencia de 
la prensa en la casa de un humilde vecino 
de la zona? La probable explicación se en-
cuentra en la tragedia de Sixto Martínez, 
denunciante. Su hija de 16 años yace en 
estado casi vegetal por la toma de agua 
contaminada con petroquímicos. Recibió 
100 pollos a cambio de callar y es cons-
tantemente vigilado. El incidente pone de 
manifiesto los obstáculos que enfrenta el 
periodista para realizar su trabajo.

Ecuador y Colombia ocupan los pues-
tos 105 y 129 respectivamente de los 180 
países que conforman la Clasificación 

Mundial de la Libertad de Prensa elabo-
rada anualmente por Reporteros Sin Fron-
teras. En 2017 se registraron 25 agresiones 
mientras que en 2018, se recibieron 12 de-
nuncias según la Fundación Andina para 
la Observación y Estudio de Medios (Fun-
damedios). 

En abril de 2018, el equipo de diario 
El Comercio en Ecuador fue secuestrado 
y posteriormente asesinado en la frontera 
norte presuntamente por un grupo disiden-
te de las FARC. Los atentados con bombas 
ocurridos a inicios del año, atrajeron me-
dios a esta zona tradicionalmente estig-
matizada por la pobreza, el contrabando, 
la trata y tráfico de personas, la violencia, 
el narcotráfico y la presencia de guerrilla. 
Javier Ortega, Paúl Rivas y Efraín Segarra 
contaban con experiencia en la cobertura 
de estos temas, sin embargo, fueron vícti-
mas de la falta de garantías para ejercer el 
oficio en situaciones de conflicto. ¿Cómo 
seguir reportando cuando los marcos le-
gales son insuficientes y los peligros se 
asumen por cuenta propia del periodista? 
¿Por qué siguen los asesinatos y desapa-
riciones contra periodistas en tiempos de 
relativa paz?
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Claves para narrar crónicas

•	 Elegir una estrategia narrativa. 
Significa también tomar una posición 
frente a la problemática que se presen-
te abordar; es decir, que se puede asu-
mir el punto de vista de los agredidos, 
pero siempre considerando tomar las 
declaraciones del ofensor. Las histo-
rias deben procurar ser un escenario de 
múltiples voces a quienes escuchen los 
lectores. 

•	 Proceso. Explica Leila Guerriero, re-
conocida cronista, que el periodismo 
narrativo tiene cuatro fases: prepara-
ción, reporteo, selección de material 
y escritura. Finalmente, se trata de in-
vestigación documentada y reporteo de 
campo acerca de un tema para contarlo 
desde un punto de vista particular.

•	 Protocolo de seguridad. Una vez que 
se cumplió con la investigación previa, 
se organiza antes, durante y después de 
una reportería en campo, en coordina-
ción con el editor responsable de dar 
seguimiento a la historia. La Organiza-
ción de las Naciones Unidas ha difun-
dido Manuales de Seguridad para re-

porteros en zonas de riesgo que deben 
consultarse al igual que los instructivos 
de medios públicos y privados antes de 
emprender las actividades

•	 Datos versus escenas. La información 
recolectada (entrevistas, documentos, 
fotografías, mapas, etc.) debe fecharse 
y organizarse adecuadamente en ar-
chivo y respaldarse. En un país donde 
las leyes de transparencia y acceso a la 
información aún presentan obstáculos, 
y poca cooperación de las fuentes ofi-
ciales, obtener datos, declaraciones o 
imágenes, supone riesgos reales. Para 
lograr esclarecer el entorno de inves-
tigación, se establecen acciones con 
fechas y personas (mapa de actores). 
Esta práctica coadyuva a establecer co-
rrelación y causalidad entre actores y 
grupos de poder, y evita el conflicto de 
intereses. 

•	 Contexto. La crónica debe lograr ubicar 
a los protagonistas en un contexto histó-
rico, geográfico y social. Siguiendo las 
pautas de la reportería popular, podre-
mos ver a las personas comunes en cir-
cunstancias extraordinarias que modifi-
ca las representaciones tradicionales. 
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•	 Reconocimiento. En esta práctica hay 
un reconocimiento al trabajo de defen-
sores y defensoras, así como de medios 
comunitarios que tienen acceso a los 
afectados. Un periodista no debe em-
pezar de cero la reportería, sino acom-
pañar a los actores en un ejercicio del 
“periodismo de a pie”. Para los medios 
comunitarios es importante desarro-
llar sus capacidades de trabajo en red 
con lo que lograrán articularse a otras 
organizaciones sociales y potenciar su 
capacidad de agencia comunicacional y 
política.

•	 Respeto. Implica prepararse para la 
convivencia en comunidad para lo cual 
el periodista debe entrar en sintonía y 
lograr un nivel de inmersión necesaria.

•	 Ética. Para realizar registros de audio o 
fotográficos, se solicita siempre la auto-
rización de las personas. El periodista 
debe evaluar si está preparado tanto a 
nivel profesional y emocional para el 
trabajo de un tema en particular. Las 
posibles huellas que deja una reportería 
en lugares de agresión e injusticia po-
drían traer consecuencias a largo plazo. 

•	 Fotoreportería. Es importante contar 
con el acercamiento entre reportero y 
fotógrafo para establecer puntos na-
rrativos en común. Que no se vea el 
trabajo del fotógrafo al servicio del 
periodista, sino por el contrario, se 
complementen miradas para lograr un 
retrato global. 

•	 Seguimiento. Las historias continúan 
desarrollándose y el periodista debe 
cuidar la relación que mantiene con las 
fuentes informativas, mantenerse en 
contacto, y una vez que se haya publi-
cado el trabajo periodístico, socializar-
lo con quienes apoyaron su labor. 

Reportear guerra y pandemia 

Cuando escribo, explica Svetalana 
Alexiévich (Ucrania 1948), separo lo su-
perfluo de lo esencial. En el periodismo, 
lo esencial es la realidad. Svetlana es una 
escritora que diferencia los horrores de la 
guerra de lo que califica como “momentos 
surrealistas”. Svetlana busca un testigo, el 
que trae las malas noticias de la realidad, 
de “otra realidad”. 



 148

Hago referencia al trabajo de Svetlana 
Alexiévich porque es una periodista capaz 
de escribir relatos sobre guerra, reunir en 
un mismo género narrativo el periodismo 
y la literatura. Ha escrito por ejemplo Los 
muchachos de zinc sobre la invasión so-
viética a Afganistán; Voces de Chernóbil: 
crónica del futuro; El fin del Homo Sovie-
ticus; y La guerra no tiene rostro de mujer 
donde aborda la participación de las muje-
res rusas en la Segunda Guerra Mundial. 

En este concepto coincide con Susan 
Sontag quien define a la guerra como “un 
juego de hombres”, una máquina de matar 
que tiene sexo, y es masculino. Sontang 
(Estados Unidos 1943) también enfatiza 
en la relevancia del testigo que hay en el 
mismo escritor. Ella como escritora-tes-
tigo estuvo en Vietnam del Norte, Israel 
y Sarajevo. Su libro Ante el dolor de los 
demás (2003) inicia citando las reflexiones 
que Virginia Wolf publicó en Tres guineas 
(1938) sobre las raíces de la guerra y en 
reacción a la insurrección fascista en Es-
paña.

Me siento una reportera de guerra. No 
he visto lanzarse una sola bala entre 2020 
y 2021. El 11 de marzo de 2020 desde que 

se declaró pandemia, hay tantos muertos 
como en una guerra. El presidente de la 
Organización Mundial de la Salud (OMS), 
Tedros Adhanom, anunció que, en dos se-
manas, el número de casos de COVID-19 
fuera de China se multiplicó por 13, y el 
número de países se triplicó, por lo cual 
se consideraba una pandemia. El corona-
virus se constituía una amenaza para las 
democracias y al progreso neoliberal. 

Estoy escribiendo ahora desde mi mesa 
en casa. No he visto lanzarse una bala, 
pero he visto muchos muertos. He tenido 
que documentar la partida y la memoria 
de algunos de ellos en plena crisis sani-
taria. Estoy en casa segura. No he visto 
lanzarse una bala, pero soy una reportera 
de guerra. 

Viví en la frontera México-Estados 
Unidos y como investigadora de flujos 
migratorios, durante siete años, conocí 
los albergues para menores que viajan no 
acompañados. Los niños y niñas de cero 
años son pequeños bultos abandonados en 
el desierto por los coyoteros. Los migran-
tes se ahogan en el río Bravo. Levantando 
datos en la frontera, así fue que perdí el 
sosiego. Desde entonces, me reconozco 
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como cronista de una guerra infernal con-
tra los pobres, contra los cuerpos que pue-
den ser despojados de identidad, territorio, 
ciudadanía y hasta de dignidad. Achille 
Mbembe explica el concepto de necropo-
lítica dentro del cual la soberanía opera 
con la instrumentalización de la existencia 
humana y la destrucción material de los 
cuerpos juzgados como desechables.

Soy una cronista que ha hecho su ca-
rrera en los medios libres. Creo en la ne-
cesidad de democratizar el acceso a la in-
formación y que la única forma de hacer 
posible la libertad de expresión es ejer-
ciéndola. 

Escribo desde octubre de 2019 con la 
herida de la violencia policial contra los 
manifestantes. Muchos de ellos perdieron 
los ojos y once personas perdieron la vida 
según la Defensoría del Pueblo. Recuerdo 
correr por las calles del Centro Histórico 
de Quito y sentir el dolor aun en la cicatriz 
de la cesárea y mucho miedo. En octubre 
de 2019, las medidas económicas y de re-
forma laborales dictadas por el gobierno 
de Lenín Moreno con la emisión del De-
creto 883, presidente del Ecuador, obliga-
ron a varias organizaciones gremiales y 

sociales a protestar en las calles. Murieron 
cayendo desde el puente de San Roque, 
Marco Oto de 26 años y José Daniel Cha-
luisa de 40 años. 

Con este terror en el cuerpo, seguimos 
haciendo periodismo cuando llegó la de-
claratoria mundial por coronavirus a partir 
del 11 de marzo de 2020. La noticia de la 
declaratoria de pandemia por COVID-19 
corría a través de una línea de pólvora hú-
meda a través del mundo. El conjunto de 
miedos y creencias hacía lento el despe-
gue de la estrategia de políticas de salud. 
Peor aún, los gobiernos adoptaron una po-
sición de guerra para enfrentar una enfer-
medad que podía llegar a ser letal. La pan-
demia nos echa continuamente la muerte 
en la cara. Es un escenario de guerra en 
sus consecuencias de mortalidad humana 
y repercusiones económicas.
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Narrar como mujeres periodistas19

Por tradición, a las mujeres nos fueron 
asignadas las tareas relativas a la repro-
ducción como la maternidad, el cuidado y 
crianza de los hijos, los oficios domésticos, 
la alimentación, los cuidados de salud, la 
atención a enfermos, adultos mayores y 
discapacitados, e incluso la transmisión 
de la cultura. Por el contrario, el rol de los 
hombres es hacer la guerra, y esencial-
mente, el rol de producción fuera de casa, 
en la esfera pública donde transforman los 
bienes de consumo que circulan en el mer-
cado (IIDH, 2018, p. 90). 

Las mujeres periodistas han experi-
mentado un aumento de las desigualdades 
de género debido al COVID-19, según una 
nueva encuesta realizada por la Federa-
ción Internacional de Periodistas (FIP) en-
tre más de 500 mujeres periodistas en 52 
países, publicada el 23 de julio de 2020. 
Estas consecuencias son: la conciliación 
de su vida laboral y privada (62 %), res-
ponsabilidades laborales (46 %) y salarios 
19	 Hago referencia al capítulo titulado “Reporteras para el caos. Una mirada a la problemática del perio-

dismo hecho por mujeres en la pandemia por COVID-19” publicado en el libro Pandemia y nuevas 
realidades para la comunicación en Ecuador, coordinado por Ana Paulina Escobar (Quito: CIESPAL, 
enero 2021). Disponible en https://ediciones.ciespal.org/index.php/ediciones/catalog/book/32.

(27 %). La información entregada por las 
periodistas encuestadas (558 mujeres pe-
riodistas) muestra que su situación está 
marcada por diversas razones: trabajo ais-
lado, el acoso de los jefes, el cuidado de la 
familia y la educación en el hogar, las ten-
siones domésticas, el aumento de la carga 
de trabajo y los plazos habituales ajusta-
dos, las largas horas de trabajo, el impacto 
psicológico de la cobertura de COVID, el 
miedo a perder el trabajo.

Antes de la pandemia por COVID-19, 
el estudio de Trabajo No Remunerado 
(TNR) correspondiente al periodo 2016-
2017, muestra que el trabajo de las muje-
res alcanzó el 14,5 % del PIB del Ecuador, 
mientras que el de los hombres fue de 4,6 
%. Por ejemplo, en México el TNR repre-
senta el 23,3 % del PIB; en Colombia el 
20,0 % y en Perú, el 20,4 %. 

Los datos económicos muestran que 
los roles de género perpetúan la precari-
zación del trabajo de las mujeres a quienes 
se les asigna las labores domésticas y las 
tareas de cuidado a niñas, niños, personas 
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adultas mayores y con algún tipo de dis-
capacidad. Las dobles y triples jornadas 
de trabajo aumentaron su carga durante la 
pandemia por COVID-19. 

Una de las consideraciones de la Re-
latoría Especial Mujeres Periodistas y 
Libertad de Expresión publicada por la 
Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) en 2018, fue que las 
mujeres aún enfrentan obstáculos estruc-
turales y prácticas discriminatorias que 
las excluyen del debate público y les im-
piden ejercer en iguales condiciones que 
los hombres. En 1999, la CIDH publicó el 
informe que analizó por primera vez la re-
lación entre la condición de la mujer y su 
repercusión en el derecho a la libertad de 
expresión. 

La Relatoría de la CIDH de 2018 
pone en evidencia el impacto de prácti-
cas discriminatorias contra las mujeres 
que ejercen la libertad de expresión de 
manera activa y mantienen un alto per-
fil público como las mujeres periodistas 
o las defensoras de derechos humanos: 
Las mujeres periodistas “al desafiar es-
tereotipos machistas que reprueban su 
participación en la vida pública, se ven 

enfrentadas a la violencia y la discrimi-
nación contra las mujeres basada en su 
género, así como a formas diferenciadas 
de violencia por parte de actores estata-
les y no estatales”. 

En The Global Report on the Status of 
Women in the News Media mostraba en 
2011 que los hombres superaron en nú-
mero a las mujeres en los medios por 2: 1 
en Argentina, Chile, Costa Rica, Repúbli-
ca Dominicana y Ecuador. En febrero de 
2020 de Mujeres en Global Health mostró 
que por cada tres hombres citados en la 
cobertura de los medios del brote de CO-
VID-19 hay solo una mujer citada. 

Romany problematiza la dicotomiza-
ción de las esferas pública y privada, lle-
va a mutilar la ciudadanía de las mujeres. 
Por tanto, cuando las mujeres periodistas 
reportan en campo, en tiempo real, produ-
cen, escriben y publican historias ¿están 
disputando el rol de género que se les ha 
impuesto en la esfera privada? Sin duda, 
las mujeres periodistas no solo están pre-
sentes, están además haciendo visibles los 
puntos de vista de otras mujeres y organi-
zaciones. 
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Más mujeres en el periodismo de 
profundidad

Reporteros sin Fronteras (RSF) publicó 
el informe titulado “El periodismo frente 
al sexismo” el pasado 8 de marzo de 2021. 
Mucho se habla que ser mujer y ser perio-
dista representa un doble riesgo. Con base 
en una encuesta en 112 países, el infor-
me revela la amplitud del riesgo de sufrir 
agresiones sexuales y sexistas que enfren-
tan las mujeres periodistas, así como su 
impacto en la información. Los lugares de 
agresión son en primer lugar el internet, 
luego el lugar de trabajo que puede incluir 
la redacción (Reforzado por el movimien-
to #MeToo). “Internet se ha convertido en 
el lugar más peligroso para las periodistas 
(señalado por el 73 % de los encuestados)”. 

Las periodistas especializadas en de-
rechos de la mujer y quienes cubren las 
secciones de deportes o política son vul-
nerables a las agresiones, afirma RSF. La 
violencia sexista y sexual lleva a las perio-
distas a cerrar —de manera temporal e o 
incluso permanente— sus cuentas en las 
redes sociales (consecuencia que señala el 
43 % de los encuestados en el cuestionario 

de RSF), y también las conduce a la auto-
censura (el 48 %), a cambiar de especia-
lidad (el 21 %) e incluso a la renuncia (el 
21%). El ciberacoso provoca que las muje-
res periodistas sean objeto de agresiones 
físicas y en línea incluso en entornos sin 
crisis, y COVID-19 agrava aún más su si-
tuación.

Datos de acceso al Fondo de Defensa 
Legal y Reporteros Respond Fund mues-
tran que antes del COVID-19 casi el 70 % 
de las aplicaciones es de mujeres perio-
distas. Con la llegada de la pandemia por 
COVID-19, las mujeres periodistas fueron 
las primeras afectadas por los recortes en 
las redacciones y, como resultado, comen-
zaron a trabajar a tiempo parcial o fueron 
despedidas. La respuesta de algunas orga-
nizaciones fue entregar fondos o activar 
programas: Por ejemplo, se puso en fun-
cionamiento el programa GEM (Igualdad 
de género en los medios) de Free Press 
Unlimited, respalda una visión, la pande-
mia actual requiere una respuesta rápida 
para abordar problemas inmediatos las or-
ganizaciones de medios. 

Pero también se activaron las redes. 
Cabe citar también el ejemplo del colecti-
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vo de periodistas africanas Africa Women 
Journalism Project (AWJP) que desde ju-
lio de 2020 funciona para brindar apoyo 
a mujeres periodistas de Kenia, Ghana, 
Nigeria, Uganda y Tanzania (Freeman, 
2021). “Muchas mujeres han encontrado 
nuevas formas de utilizar nuevos medios o 
el espacio digital para seguir escribiendo 
y haciendo podcasts. Es posible que hayan 
perdido sus trabajos, pero no han dejado 
de intentar amplificar sus voces en esos 
espacios”, declaró Catherine Gicheru, 
periodista y representante de AWJP. Las 
mujeres periodistas de este colectivo son 
consideradas expertas en reportear temas 
complejos como la mutilación genital que 
varía de un país a otro en su cultura y 
complejidad. 

Investigaciones hechas por The Fac-
tual, una compañía de tecnología en San 
Mateo, California, encontró que las muje-
res periodistas tienen más probabilidades 
que los hombres de producir informes de 
noticias confiables sobre la pandemia de 
COVID-19. El estudio mide la credibili-
dad de cientos de medios de comunica-
ción (Kostreci, 2020). The Factual utiliza 
un algoritmo de inteligencia artificial para 
determinar la credibilidad, basándose en 

el historial de confiabilidad de la publica-
ción, el trabajo del autor, las fuentes uti-
lizadas y el tono de la historia. Cualquier 
cosa con una calificación del 75 % o más 
se considera muy creíble.

Investigar la Amazonía es investigar 
el poder

En los últimos cinco años, entre 2017 
al presente, los he dedicado a reportear la 
Amazonía. El reto ha sido de múltiples ni-
veles. Por un lado, enfrentar los desafíos 
en territorio y atención a las comunidades 
originarias. En segundo lugar, la garantía 
de la Ley Orgánica de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública que en 
el art. 1 establece el derecho de todas las 
personas a acceder a la información que 
emana del poder público. 

El art. 22 de la misma Ley se establece 
que se encuentra legitimada para interpo-
ner el recurso de acceso a la información, 
toda persona a quien se hubiere denega-
do en forma tácita o expresa, información 
de cualquier índole a la que se refiere esta 
Ley, ya sea por la negativa de la informa-
ción, ya sea por la información incomple-
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ta, alterada y hasta falsa que le hubieren 
proporcionado, incluso si la denegatoria se 
sustenta en el carácter reservado o confi-
dencial de la información solicitada.

El art. 21 de Ley Orgánica de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública 
y el art. 91 de la Constitución del Ecua-
dor indican que por el caso de denegación 
de información tácita o expresa, otorga la 
posibilidad de plantear recursos legales y 
activar las acciones jurisdiccionales espe-
cialmente la Acción de Acceso a la Infor-
mación Pública.

El reportaje publicado este 2022 con una 
beca de DW Akademy se ocupó de escla-
recer los hechos sobre el derrame del 7 de 
abril de 2020, y con otra beca de investiga-
ción auspiciada por Fundación, Ciudadanía 
y Desarrollo se pudo investigar los contra-
tos de remediación de derrames, encontran-
do datos relevantes. Actualmente, se produ-
cen 5,6 derrames cada semana en Ecuador, 
según informó el Ministerio de Ambiente, 
Agua y Transición Ecológica, en respuesta 
a una solicitud de información. 

Dos años después, en su comparecen-
cia en la Asamblea Nacional del Ecuador, 

Ítalo Cedeño, entonces gerente de Petro-
ecuador, reiteraba que se había logrado 
en su comparecencia en la Asamblea Na-
cional del Ecuador que “se logró el 100 % 
de remediación en tiempo récord”. En esa 
comparecencia, Cedeño, además, se refi-
rió a 229 puntos de intervención, cifra que 
contrasta con los primeros 189 puntos que 
se priorizaron en agosto de 2020 para re-
mediación.

Petroecuador no especifica si este dato 
corresponde solo a las riberas del río Coca 
o si incluye también suelo. No hay docu-
mentos públicos que describan las labores 
de remediación en las webs del Ministe-
rio de Medio Ambiente, del Ministerio de 
Energía y Minas, de la Agencia de Hidro-
carburos o de Petroecuador. Hay declara-
ciones. Ninguna autoridad respondió a las 
solicitudes de información interpuestas en 
la ventanilla de gestión documental, en 
las que se solicita precisar el volumen de 
vertimientos, pues alegan “no tener com-
petencia”. 

Tras varias comunicaciones con los 
funcionarios operativos y directivos de 
los departamentos de comunicación por 
mensajería celular y correo electrónico, 
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recibí una respuesta informal, mensajes 
poco claros y documentos sin firma de 
responsabilidad, y en el peor de los casos, 
no hubo respuesta. Esta es otra forma de 
corrupción y falta de ética por parte de los 
funcionarios y las instituciones que hacen 
una interpretación tergiversada de la repu-
tación y responsabilidades de los servido-
res públicos. 

El Acuerdo Regional sobre el Acceso 
a la Información, la Participación Pública 
y el Acceso a la Justicia en Asuntos Am-
bientales en América Latina y el Caribe, 
Acuerdo de Escazú, es otro instrumento 
vinculante y de obligatorio cumplimien-
to para el Estado ecuatoriano donde entre 
otros se establecen los derechos de acceso 
a la información ambiental, participación 
pública en los procesos de toma de deci-
siones ambientales, acceso a la justicia 
en asuntos ambientales, derecho al medio 
ambiente sano.

El art. 8.3 literal g) dice que, para ga-
rantizar el derecho de acceso a la justicia 
en asuntos ambientales, el Estado debe 
contar con: “g) mecanismos de repara-
ción, según corresponda, tales como la 
restitución al Estado previo al daño, la 

restauración, la compensación o el pago 
de una sanción económica, la satisfacción, 
las garantías de no repetición, la atención 
a las personas afectadas y los instrumen-
tos financieros para apoyar la reparación”.

Con la exposición normativa queda 
claro que existe un marco normativo que 
debería garantizar el acceso a la informa-
ción y a la libertad de expresión, sin em-
bargo, la cultura institucional y prácticas 
deshonestas perjudican el proceso de for-
talecimiento de la democracia, el recono-
cimiento de los derechos de la sociedad 
civil. Aquí se requiere de manera urgente 
la intervención del Estado. 

La función social del periodismo es cla-
ra pero no siempre reconocida: informar 
a la sociedad de temas de interés público 
para construir una sociedad menos des-
igual, y comprometida con la defensa de 
los derechos (informar, libre conciencia, 
libre expresión, libre pensamiento). Las 
historias que narran las crónicas en Ecua-
dor contienen en esencia la subversión éti-
ca narrada desde la voz de los otros, en 
ello radica la vitalidad del género susten-
tado en el enfoque de derechos como un 
paradigma de trabajo. 
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  RESUMEN

Quienes manejan el poder, buscan someter al periodismo y a los periodistas a sus intere-
ses, cuando no lo logran, confabulan y utilizan las estructuras políticas y económicas para 
trastocar el relato periodístico. El presente trabajo es una crónica vital de la importancia del 
periodismo de investigación y de la libertad de expresión. Manifestaciones sociales, que 
siendo incomodas al poder ayudan a apuntalar y a renovar la democracia. 
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Dice Hanna Arent que el pleno signifi-
cado de las relaciones se revela en hechos 
no corrientes. De eso sabemos los perio-
distas, nos acostumbramos a contar acon-
tecimientos extraordinarios que pueden 
explicar un periodo histórico determina-
do. 

Hay hechos desapercibidos que pueden 
explicar un pedazo de historia y no ser 
narrados; otros por su condición de con-
moción pueden explicar el mismo periodo, 
pero solo puede entenderse su importan-
cia con el prisma del tiempo, tal como el 
truculento hecho que estoy por narrar: el 
asesinato del único testigo que, valiente, 
narró públicamente los negocios en el área 
petrolera de un hermano de un presidente. 

Asegura que bebió tres cervezas antes 
de ingresar a paso acelerado a la pequeña 
vivienda y perpetrar el crimen.

 El estado de exaltación turbó sus sen-
tidos, disparó el revólver por cuatro oca-
siones, a un metro de distancia, sin perca-
tarse que Edgar Saavedra Gaona miraba 
televisión junto a sus dos pequeñas niñas.

 Corrió y ordenó a su amigo Marcelo 
Lara encender y arrancar la moto; en una 

calle desconocida se accidentaron y por 
minutos fue imposible encender el motor. 
“estábamos tan asustados, mi amigo me 
preguntó que había hecho y le contesté 
que había matado una persona”. 

Sucedió el 1 de noviembre de 2009; a 
inicios de un feriado nacional; los medios 
de comunicación anunciaron el suceso, 
pero ninguno pudo explicar las razones. 
Para el 6 de noviembre el crimen ya era un 
hecho desapercibido.

Meses después me encaminé a Puerto 
Orellana para explicar el crimen; no hubo 
suerte para los sicarios, que fueron descu-
biertos. Tampoco para otros que supues-
tamente fueron involucrados a causa de 
una serie de relaciones de intereses entre 
empresas prestadoras de servicios en la 
Amazonia. 

Fue la única historia develada sobre 
este personaje y la incluimos en la gran in-
vestigación recopilada en el libro El Gran 
Hermano, que el viernes 18 de agosto de 
2022, cumplió 12 años de haberse publi-
cado. 

Un crimen violento y común en un pue-
blo apartado de la Amazonia era parte de 
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una historia extraordinaria de corrupción. 
Pero nadie lo consideró y podía quedar 
en el olvido. La calidad de la democracia 
también depende del compromiso de los 
medios con la libertad de prensa. “La ca-
lidad de la comunicación supone siempre 
perfeccionamiento y consolidación de la 
convivencia en democracia” dice el espa-
ñol Xavier del Rey. Lo he citado porque 
en estos días oscuros para nuestra patria, 
contar un crimen es tan solo un número 
más, una nota de crónica roja del día a día 
y no hay nada más viejo que un periódico 
de ayer. 

 Uno de los grandes desafíos del desa-
rrollo es la capacidad de relacionar hechos 
que aparentemente no se relacionan entre 
sí. Eso es lo que hace el periodismo de 
investigación, enlazar hechos y descubrir 
historias inimaginables que pueden cam-
biar un país.

No es nuevo y no es imposible y pon-
dré dos ejemplos disímiles en el tiempo: a 
inicios del siglo XX la periodista Ida Tar-
vel publicó la historia de la Standard Oil 
Company, hoy un libro de 654 páginas. 
Demostró el monopolio de la Standard Oil 
Company al punto que la Corte Suprema 

de los Estados Unidos, en 1911, ordenó su 
disolución.

La sentencia judicial dio origen a 
subdivisiones como EXXON, MOVIL 
y AMOCCO. Su investigación doblegó 
al hombre más poderoso de los Estados 
Unidos, John Rockefeller. “El mundo está 
lleno de socialistas y anarquistas. Donde 
quiera que un hombre triunfa notablemen-
te en cualquier tipo de negocios, Ellos sal-
tan encima y lo desprecian”, dijo el em-
presario.

 Otro caso, que lo cito por conocerlo: la 
impensable muerte del soldado Rodríguez 
en Colombia, una investigación de los pe-
riodistas Gonzalo Guillén y Gerardo Re-
yes del Miami Herald. El 24 de marzo de 
2007 en un municipio del departamento 
del Meta el soldado José Fabio Rodríguez 
desapareció y días después su cuerpo fue 
encontrado en un cementerio. Sin identi-
ficación la fuerza pública aseguró que era 
un guerrillero caído en un enfrentamiento 
con militares. 

La verdad es que el soldado Rodríguez 
estaba en la casa de su madre recuperán-
dose de una operación de rodilla a causa 
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de un pasado enfrentamiento de su escua-
dra militar con guerrilleros. 

 Nada cuadraba, pero ese caso marcó 
una de las investigaciones más poderosas 
de la región: el descubrimiento de los fal-
sos positivos, la muerte de miles de perso-
nas por las que el ejército los hacía pasar 
de irregulares para cobrar una recompen-
sa adicional a sus sueldos.

La investigación periodística es tal vez 
la herramienta social más poderosa para 
provocar cambios reales en una sociedad, 
sea por comportamiento, sea por reformas 
legales capaces de levantar círculos vir-
tuosos en favor del bien común, la demo-
cracia y los principios republicanos. 

Pero sin la presencia de la sociedad esa 
incidencia favorable se puede transformar 
en una trampa o una persecución. Lo he-
mos visto y tengo ejemplos para mi pesar. 

En mayo de 2008 inicié una serie de 
publicaciones sobre las irregularidades 
cometidas en la construcción de una cen-
tral hidroeléctrica. Las fallas técnicas y es-
tructurales en el proceso de construcción 
de la central hidroeléctrica San Francisco, 
inaugurada en 2007, ubicada en el centro 

del país, provocó su colapso nueve meses 
después de su arranque. El consorcio res-
ponsable fue la constructora transnacional 
brasileña Norberto Odebrecht, junto a sus 
socias Alstom y Va Tech, que formaron el 
llamado consorcio constructor de la obra. 

Las irregularidades en los contratos 
celebrados con el Estado le permitieron 
al consorcio manejar a su antojo los di-
seños originales del proyecto, el sistema 
de fiscalización, la supervisión de la obra 
y hasta el financiamiento. Los contratos 
complementarios elevaron el costo de la 
hidroeléctrica en centenas de millones. 

 Luego de un seguimiento diario, todos 
los días, con 61 publicaciones, siempre re-
ferenciadas en primera plana, Odebrecht 
fue expulsada del país por el gobierno de 
ese entonces. El sentimiento de triunfo de 
un periodista al ser parte de un evento de 
esta magnitud es incomparable. 

Pero, se trataba de una expulsión cal-
culada y pensada, porque luego de un año 
se concretó el retorno de los que nunca se 
fueron y entre extorsiones y sobornos acor-
daron nuevos proyectos por 3 mil millones 
con sobreprecios de 840 millones USD. 
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 Y me pregunto cómo una investiga-
ción de largo aliento, que descubre hechos 
a momentos imposibles de creer, apalanca 
hechos futuros a su favor. 

 El significado de un periodo histórico 
solo se muestra en los escasos aconteci-
mientos que lo iluminan y este fue uno de 
ellos. 

 Nunca, ni en nuestras peores pesadi-
llas pensamos que usarían nuestro trabajo 
para fomentar su ruta intolerante y corrup-
ta. No habíamos faltado a los principios de 
“Respetar la verdad y el derecho del pú-
blico a conocerla”. No habíamos faltado al 
compromiso ético del periodista de respe-
to a la verdad. De repente, ese bien social 
era usado por ellos como mercancía de la 
que hicieron un sistema de extorsión que 
no lo vimos llegar.

 Mientras Odebrecht tomaba un curso 
inalterable, el otro caso estaba gestándo-
se: El Gran Hermano. Luego de un año 
de investigación los reportajes se hicie-
ron públicos en julio de 2009 y un año 
después el lanzamiento del libro el poder 
comprendió que no solo podía aprove-
charse de la verdad para hacer negocios, 

sino que era por demás peligroso para su 
existencia. 

 La fuerza de los reportajes fue devas-
tadora, su incidencia en la política resque-
brajó el discurso del poder en todos sus 
niveles; quedaron en evidencia sus menti-
ras e incluso, los medios que eran nuestra 
competencia anunciaban en sus páginas lo 
que publicaríamos al día siguiente. 

Los negocios del hermano del presi-
dente eran ya públicos y así se iniciaba un 
largo camino de persecución a este oficio. 

Lo que debió transformarse en políti-
cas públicas para evitar la corrupción de 
la familia del presidente se convirtió en 
persecución. La primera sentencia llegó 
en enero de 2011 contra diario El Univer-
so por un artículo de opinión; cinco meses 
después llegó la sentencia en tercera ins-
tancia y unos días después los autores del 
Gran Hermano nos sentenciaron al pago 
de 2,5 millones USD. La incidencia de pe-
riodismo ya no era en favor de los bienes 
republicanos, la repercusión fue sobre la 
prensa y su trabajo. 

 Nos dijeron que pedir perdón era el ca-
mino, pero en la esfera pública el concep-
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to de perdón es inadmisible. En sociedad 
todos tenemos acuerdos que cumplir. Esos 
acuerdos socialmente se entienden como 
promesas y estas promesas han ocupado 
el centro del pensamiento político duran-
te siglos. Estos principios de convivencia 
que llamamos leyes todos debemos respe-
tarlos.

El pedido de perdón que nos pidió un 
presidente era la posibilidad de comenzar 
algo nuevo. Como una renovación. En el 
fondo el presidente nos proponía una re-
dención: recobrar nuestra identidad, nues-
tra promesa de vida en la sociedad.

Hasta ese momento los esfuerzos de la 
prensa, su lucha contra la censura y au-
tocensura, contra las valoraciones subjeti-
vas, los prejuicios de los dueños de los me-
dios y los propios periodistas se perdieron. 

Han sido años difíciles y de poca con-
fianza hacia la prensa sobre todo porque 
se asentó la acusación de que el periodista 
está en contra del sistema democrático y 
que su trabajo es un constante elemento de 
desestabilización de los gobiernos.

Aún tengo memoria de las declaracio-
nes del entonces secretario de comunica-

ción del Estado en el Gobierno de Correa 
que decía que los medios de comunicación 
son como la maleza: 

[…] Le dije al presidente que la maleza 
siempre está allí y siempre iba a estar, y 
que en consecuencia solo tenía 2 cami-
nos: darle espacio y negociar con ellos 
lo que implica dejar la maleza crecer, 
podándola solo de vez en cuando [...] y 
el otro camino era sacarlos de la can-
cha, pero para eso tiene que cortar la 
maleza y podarla todos los días por qué 
no se va a morir. 

Con ese criterio únicamente se puede 
destruir la democracia y sin democracia 
los ciudadanos han perdido sus derechos. 
La libertad de expresión es un patrimonio 
de todos y no es pertenencia exclusiva de 
los “buenos ciudadanos”, tampoco es pro-
piedad de quienes la defienden e incluso 
han sufrido de la prensa en su contra. 

Lo digo porque la libertad de expresión 
lleva implícito el derecho de abusar de ella 
e incluso de sus defensores. La libertad de 
prensa es el camino para que gobernantes, 
servidores públicos y todos aquellos rela-
cionados a influir y tomar decisiones que 
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involucran a todos, rindan cuentas de sus 
gestiones, debemos hacerlo porque la de-
mocracia, que es un camino y no la meta, 
busca ser un modelo de excelencias, a pe-
sar de las deficiencias, abusos, miserias, 
desigualdades, condiciones asimétricas de 
poder y decepciones que diariamente nos 
muestra. 

Pese a ello sin democracia no existen 
derechos y por tanto es el fin de nuestra 
libertad. Con los años los enemigos de la 
democracia han sembrado líneas dictato-
riales en el desempeño de los gobiernos y 
de sus líneas políticas. Lo que antes pare-
cía una frontera moral que las autoridades 
civiles se negaban a cruzar o romper, hoy, 
encaminado el siglo XXI, miramos como 
las democracias se vuelven más antidere-
chos. 

Somos conscientes de este evento pe-
ligroso, de enormes amenazas, y es nece-
sario esclarecer la relación entre el perio-
dismo consciente de su libertad y el de los 
gobiernos que deben responder a esta.

La democracia ha sufrido graves de-
rrotas en todo el planeta y ha dejado a los 
latinoamericanos y ecuatorianos sin con-

fianza en la tradición democrática, con el 
peligro de una sociedad y su tejido en con-
dición de anomia.

Es una condición de miedo, pero al 
miedo se lo vence enfrentándolo. Desde 
esos hechos que marcaron la caída de la 
prensa en Ecuador han transcurrido 13 
años y los periodistas debemos siempre 
reconsiderar nuestras prioridades porque 
en una democracia debemos empeñarnos 
en pensar que los gobiernos no son sujetos 
de adulación, pero tampoco de envileci-
miento y que sus servidores deben ser es-
timulados, ratificados de acuerdo con sus 
competencias, pero también censurados 
por el desempeño de sus labores.

Es que una sociedad mantiene su liber-
tad en cuanto sus ciudadanos la ejercen 
con cordura y este principio se ajusta so-
bre todo a los periodistas.

El periodismo lo suele olvidar y tam-
bién se vuelve populista; el nuestro vive 
esa realidad y pocos lo asumen o lo en-
tienden. Debemos esforzarnos y exigirnos 
en ser insobornables y justos.

En este juego de libertades en el que 
existen una infinidad de protagonistas 



 166

hay un papel preponderante la oposición 
política que en términos de comunicación 
busca siempre una opinión adversa a quie-
nes gobiernan.

El periodista Luis Eladio Proaño decía 
que “todo barco tiene una línea pintada en 
el casco […] la llamada línea de flotación”, 

todos los países de América Latina tienen 
marcada esa línea invisible, si la nave del 
Estado navega con esa línea por encima 
del agua las instituciones democráticas 
funcionan, por el contrario, sí la nave está 
tan sobrecargada de dificultades la línea 
queda sumergida y la democracia sucum-
be.
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 RESUMEN

El objetivo del presente artículo es transmitir la experiencia en el proceso de recupera-
ción de la transparencia e integridad de la EPMAPS-Agua de Quito, luego del proceso de 
caos, corrupción y desinstitucionalización que vivió la Empresa en el periodo junio 2019 a 
septiembre 2021. 

La EPMAPS tiene una amplia trayectoria en la aplicación de buenas prácticas de ges-
tión; sin embargo, este esquema no evitó que malos servidores abusen de los recursos de 
la empresa; de hecho, no hay un sistema inmune o infalible ante las intenciones de malas 
prácticas, pero como lo ha probado el caso de la EPMAPS, la cultura institucional, el com-
promiso de servidores y trabajadores evitó daños mayores; y, principalmente, sirvió para 
recuperar rápidamente las buenas prácticas a las que la empresa siempre estuvo acostum-
brada. 

El modelo de transparencia e integridad que se está implementando se basa en el Buen 
Gobierno Corporativo; Contratación Pública Transparente y Competitiva; Ética como ele-
mento constitutivo desde la alta gerencia y vinculado a todo el ámbito de la institución; 
Implementación de Sistema Antisoborno basado en la Norma ISO 37001; y, Rendición de 
cuentas permanente, más allá del ejercicio anual de la LOTAIP. Todas estas, constituyen 
un conjunto de prácticas claves para el éxito y resurgimiento de la imagen corporativa de 
la EPMAPS.

Adicionalmente, se hace una reflexión del rol que desempeñan los Organismos de Con-
trol y la aplicación de la normativa vigente. 
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 INTRODUCCIÓN

La corrupción política, de la mano de la 
económica, se traduce en una especie de 
privatización del Estado. Los servidores 
de estos pasan a ser dueños de los servicios 
públicos en vez de gestores de los mismos. 
Cobra fuerza el concepto de patrimonia-
lizarían de estos servicios en detrimento 
de la idea democrática de atención al ciu-
dadano, de manera forzosa, a creer en la 
inocuidad, o incluso en la bondad, del fe-
nómeno. (Briochi, 2019, p. 12)

La corrupción causa daños masivos a la 
sociedad en su conjunto, asediando a los 
gobiernos, organizaciones e individuos. 
Los escándalos de corrupción que invo-
lucran a empresas nacionales e interna-
cionales ocupan cada vez más titulares en 
todo el mundo.

Las consecuencias de estas malas prác-
ticas causan daños invaluables a la repu-
tación e imagen de las instituciones, las 
cuales se extienden a la sociedad en ge-
neral, subrayando las deficiencias de los 
sistemas anticorrupción existentes, y se-
ñalan la necesidad de que los gobiernos, 
poderes judiciales, academia, entre otros, 
encuentren alternativas efectivas de luchar 

contra la corrupción desde la prevención, 
el control y la sanción.

En octubre 2021, con el cambio de Al-
calde Metropolitano en Quito, se recibió la 
empresa con una gran inestabilidad geren-
cial, la que luego de haber tenido apenas 
10 gerentes en 60 años, es decir en prome-
dio 6 años por cada autoridad, pasó a tener 
6 gerentes en 2 años 4 meses.

Asimismo, como fue de conocimiento 
público, se presentaron numerosas denun-
cias de corrupción, con la intervención 
en la empresa de la Fiscalía General del 
Estado, así como la detención de varias 
autoridades incluyendo un exgerente, su-
ceso que jamás había ocurrido en esta em-
blemática empresa quiteña. También fue 
escandalosa la denuncia de transferencia 
de 1,3 millones USD desde las cuentas 
de la empresa a Hong Kong considerado 
paraíso fiscal, que afortunadamente logró 
revertirse en gran medida.

Por otra parte, el desorden administrati-
vo fue evidente, con la falta de materiales, 
insumos, conexiones domiciliarias, obras 
paralizadas, baja ejecución presupuestaria 
y de contrataciones, entre otros aspectos, 
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que incidieron directamente en la atención 
ciudadana y por su puesto en la imagen 
institucional.

A través de la agrupación de acciones 
en diferentes ámbitos de gestión, legales 
y empresariales estamos implementando 
un modelo de Transparencia e Integridad 
basado en mecanismos de protección de 
la empresa ante posibles actos de corrup-
ción, fortalecimiento de la gestión empre-
sarial para lograr el empoderamiento y re-
posicionamiento de la EPMAPS, frente a 
la ciudadanía.

1. MODELO DE 
TRANSPARENCIA E 
INTEGRIDAD

Este modelo se sustenta en cinco ele-
mentos:

Figura 1. Modelo de transparencia e integridad

5.
Rendición de

Cuentas

1.
Gobierno

Corporativo

2.
Contratación

Pública

Transparencia
e Integridad
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Anti soborno
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Ética

1.	 Buen Gobierno Corporativo,

2.	 Contratación Pública Transparente y 
Competitiva.

3.	 Ética.

4.	 Antisoborno.

5.	 Rendición de cuentas. 
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1.1. BUEN GOBIERNO 
CORPORATIVO

El Gobierno Corporativo comprende un 
conjunto de buenas prácticas estratégi-
cas mediante las cuales las empresas son 
controladas y operadas sobre la base de la 
creación de valor compartido y de una vi-
sión estratégica alineada, en este caso, con 
los intereses de la ciudadanía. (EPMAPS, 
2018)

En este sentido, EPMAPS tiene un am-
plio camino recorrido que inició en el año 
2008 a través de una Cooperación Técni-
ca con el Banco de Desarrollo de Améri-
ca Latina (CAF) y posteriormente con el 
apoyo del Banco Interamericano de Desa-
rrollo (BID) en 2011 y 2014, con lo cual 
la empresa adoptó los lineamientos de la 
Nota Técnica 106 del BID “El Gobierno 
Corporativo en empresas de agua y sanea-
miento” y los principios de la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), que son la base del 
actual Código de Gobierno Corporativo.

Sin embargo, a pesar de las buenas 
prácticas implementas, la Empresa se ha 
visto limitada en su accionar debido al 

marco legal existente. Es necesario pre-
cisar, que, a partir del año 2019, debido 
al cambio de administración municipal y 
empresarial, se dio un debilitamiento en 
el control interno y la gestión institucio-
nal de la EPMAPS, que conllevó a varios 
cambios en la Gerencia General de la em-
presa y finalmente la destitución del ante-
rior Alcalde. 

Dada la preocupación por la situación 
en la cual encontró la nueva administra-
ción a la empresa, bajo el liderazgo del Dr. 
Santiago Guarderas Izquierdo, Alcalde del 
DMQ, de manera responsable ha ejecuta-
do una serie de acciones de ámbito legal 
y administrativo pare recuperar la institu-
cionalidad en la empresa; asimismo, gra-
cias al apoyo del Banco de Desarrollo de 
América Latina-CAF a través de una coo-
peración técnica no reembolsable se eje-
cutará la “Actualización y Fortalecimiento 
del Modelo de Gobierno Corporativo de 
EPMAPS-AGUA DE QUITO”.
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PRINCIPALES ÁREAS DEL 
GOBIERNO CORPORATIVO

1.1.1. AUTONOMÍA Y 
RESPONSABILIDAD

El desarrollo de un adecuado modelo 
de Gobierno Corporativo es considerado 
un factor clave para el crecimiento empre-
sarial en busca de mayor eficiencia, de una 
mejora en la sostenibilidad financiera y en 
sus niveles de reputación, y de un sistema 
idóneo de administración de riesgos. Este 
proviene de las buenas prácticas del mundo 
empresarial privado adaptado al público.

Clarifica los roles entre el propietario 
de la empresa, que es la ciudadanía repre-
sentada por el Municipio que controla los 
resultados anuales de la gestión, el direc-
torio que dirige la empresa, aprueba pre-
supuesto, planes estratégicos y trimestral-
mente evalúa los logros de la gestión y el 
Gerente General con su equipo gerencial 
que administra la empresa, en conjunto en 
un fuerte compromiso de todos los actores 
para alcanzar los mejores resultados em-
presariales. 

Figura 2. Roles entre propietario y empresa
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1.1.2. FUNCIONAMIENTO DEL 
BUEN GOBIERNO CORPORATIVO

El Buen Gobierno Corporativo (BCG) 
funciona a través del Código de BGC que 
establece las políticas, el Comité de Éti-
ca y Transparencia, la aplicación del Có-
digo de Ética, el Rol del Directorio en el 
desarrollo y cumplimiento del Gobierno 
Corporativo y la participación ciudadana. 
Asimismo, la adecuada selección de los 
perfiles del equipo gerencial es una prác-
tica esencial.
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La idea es construir una pirámide de 
funcionarios éticos y preparados empe-
zando por el Alcalde, los miembros del Di-
rectorio, el Gerente General, los Gerentes 
y Directores, Jefes de Unidades y otros, 
que respondan únicamente a intereses de 
la Empresa y no a intereses particulares. 

1.1.3. OTROS ELEMENTOS DEL 
MODELO DEL BUEN GOBIERNO 
CORPORATIVO

El modelo de BGC además define fa-
cultades y responsabilidades del Directo-
rio y Gerencia General, divulgación de in-
formación sobre la prestación del servicio, 
divulgación de información financiera, y 
procesos de control y auditoría.

Como parte de ello el Directorio de 
EPMAPS aprobó la auditoría de estados 
financieros bajo normas NIIF, publicó la 
Memoria de Sostenibilidad 2021 y se está 
contratando la auditoría de gestión con 
una firma externa y la calificación de ries-
go empresarial.

La divulgación de información men-
sual en cumplimiento de la LOTAIP me-
joró desde 79 /100 a 94 /100 en el último 

mes reportado. Así también, se dispone 
del sistema de control interno de indicado-
res de gestión con el software Smart Suite.

1.2. CONTRATACIÓN 
PÚBLICA TRANSPARENTE Y 
COMPETITIVA

En octubre de 2021 se encontró una 
empresa semiparalizada sin contratos de 
servicios, miles de conexiones represadas, 
miles de fugas y roturas desatendidas, sin 
repuestos, sin movilización, sin combusti-
ble, con 80 % de la maquinaria dañada, sin 
contratos de mantenimiento, entre otras.

Los primeros cinco meses de la admi-
nistración anterior se entregaron 3 contra-
tos sin concurso, por 42 millones USD in-
observando los principios y objetivos del 
Sistema Nacional de Contratación Públi-
ca. Se eludieron los procedimientos com-
petitivos a través de la inadecuada utiliza-
ción del Régimen Especial y de Alianzas 
estratégicas. Adicionalmente se forjaron 
situaciones de emergencia para contratar 
directamente sin concurso. 

La actual administración en defensa 
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de los interesas institucionales, previo los 
respectivos informes, procedió a resolver 
la terminación unilateral de esos contratos 
cuestionados en cumplimiento estricto de 
la Ley, observancia de la normativa, así 
como de los principios que rigen la contra-
tación pública y de las recomendaciones 
de CGE. 

A partir de esta experiencia, se hace 
imprescindible el rol de las entidades de 
control y de la contratación pública para:

•	 Implementar requisitos más estrictos 
a empresas públicas para que cumplan 
sus objetivos empresariales de consti-
tución.

•	 Supervisar en tiempo real contratacio-
nes en situaciones de emergencia.

•	 Implementar controles previos para ve-
rificar pertinencia de declaratorias de 
emergencia.

•	 Emitir normativa que regule utilización 
de alianzas estratégicas.

•	 Mejorar los procesos de identificación 
de contratos con posible direcciona-
miento o falta de transparencia.

1.3. ÉTICA COMO ELEMENTO 
CONSTITUTIVO DE LA ALTA 
GERENCIA Y DE LA GESTIÓN

La promoción de una cultura de ética y 
transparencia, sin lugar a dudas, es funda-
mental para alinear el talento humano con 
los objetivos de ética y transparencia de la 
empresa.

Si la cultura de las empresas no fomen-
ta y protege las conductas basadas en va-
lores (respeto, equidad, responsabilidad, 
transparencia, honestidad y lealtad), en-
tonces todos los recursos que se utilicen 
para actuar en un marco de ética y cum-
plimiento serán poco efectivos.

Por esta razón, es de vital importan-
cia establecer un programa que conten-
ga: programas anticorrupción, buzón de 
denuncias, medidas complementarias y 
conflicto de intereses que estén acompa-
ñadas siempre de actividades enfáticas e 
intencionales, entrenamientos, programas 
de incentivos e instrumentos de medición 
que permitan generar conciencia de la ne-
cesidad de poseer y vivir una sólida cultu-
ra ética organizacional.
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La cultura tiene mayor influencia sobre 
el comportamiento del individuo, que polí-
ticas, controles y sanciones; y se construye 
de manera determinante desde los directi-
vos, ya que ellos tienen doble rol en una 
organización, crear políticas y vivir esta 
cultura. Dentro de este programa se debe 
contar con actividades de capacitación, 
sensibilización, promoción y medición en 
temas de ética y cumplimiento de alta cali-
dad, con el fin de preparar adecuadamente 
a sus empleados para tomar las decisiones 
correctas en el momento adecuado.

La ética es fundamental para el buen 
liderazgo y la adecuada gestión pública. 
Esta depende completamente de los valo-
res y comportamientos de los servidores 
públicos. Sí el líder o la cabeza de una ins-
titución no es ético, no se puede esperar 
trasparencia y honestidad en la entidad. 

En este contexto, la idea es ir creando 
una pirámide de funcionarios éticos donde 
cada nivel responde por el siguiente, hasta 
llegar a la base de servidores y trabajado-
res.

Adicionalmente son importantes, la 
promoción y aplicación estricta del código 

de ética, el funcionamiento del Comité de 
ética y los Procedimientos y Protocolos de 
reclamación y conflictos de intereses junto 
con la capacitación a los servidores.

1.4. IMPLEMENTACIÓN 
SISTEMA GESTIÓN 
ANTISOBORNO

Desde el año 2001, la EPMAPS, con el 
fin de fortalecer su gestión administrativa, 
ejecuta varias acciones y mecanismos que 
fomentan la transparencia, integridad y la 
confianza de sus partes interesadas, sien-
do uno de ellos la implantación y certifi-
cación de los Sistemas de Gestión bajo es-
tándares internacionales ISO 9001, 14001 
y 45001.

Los Sistemas de Gestión, además con-
tribuyen a demostrar la eficiencia empre-
sarial y mejora continua, alineado a la 
planificación estratégica de la empresa 
y su Modelo de Gestión, por lo tanto, un 
elemento importante de la estrategia de 
transparencia e integridad es la implemen-
tación del Sistema de Gestión Antisoborno 
bajo la Norma ISO 37001 que permitirá: 
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•	 Contar con la implantación de un sis-
tema para prevenir, detectar y enfren-
tar al soborno y cumplir con las leyes 
antisoborno y los compromisos volun-
tarios aplicables a las actividades de la 
EPMAPS. 

•	 Promover en la EPMAPS una cultura 
antisoborno y fortalecer la transparen-
cia en la gestión de la empresa. 

•	 Contar con instrumentos, herramientas 
o mecanismos que promuevan a que las 
partes interesadas de la EPMAPS estén 
comprometidas a tomar medidas para 
luchar contra el soborno.

Esta administración aprobó la Política 
de Antisoborno y la Estructura de Go-
bernanza a través de su Directorio, defi-
nió los riesgos de soborno y se encuentra 
cerrando las brechas de implementación, 
con mira a alcanzar la Certificación ISO 
37001, prevista hasta diciembre de 2022.

1.5. RENDICIÓN DE CUENTAS

La transparencia, considerada tradicional-
mente como un deber ético, recientemente 
ha empezado a ser reconocida como una 

herramienta para accionar la rendición de 
cuentas, reducir los riesgos de corrupción 
y aumentar la confianza en los prestadores 
y reguladores. A través de mecanismos de:
a) Divulgación y publicación de informa-
ción. 
b) Diálogo con los usuarios y participación 
de grupos de interés. 
c) Aplicación de controles que gobiernan 
la integridad. (IADB, 2021).

En EPMAPS, más allá del proceso 
anual de rendición de cuentas contempla-
do en la Ley, se realiza un ejercicio per-
manente a través de mesas de trabajo, reu-
niones con dirigentes barriales, eventos de 
inicio y entrega de obras a la comunidad 
con la presencia de contratistas, fiscaliza-
dores y promotores sociales. Las redes so-
ciales son un ejercicio constante de inter-
locución con la ciudadanía para responder 
y atender necesidades. 

Por otra parte, nos sumamos a la ini-
ciativa municipal de Gobierno Abierto 
para transparentar la información empre-
sarial.

Adicionalmente, la EPMAPS presentó 
la Memoria de Sostenibilidad a los grupos 
de interés, bajo estándares del Global Re-
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porting Iniciative y la ISO 26000, en esta 
ocasión, respecto al año 2021.

2. RESULTADOS

La empresa en poco tiempo vuelve a ser 
reconocida como líder en la región, hemos 
sido invitados a eventos internacionales 
como el Foro Virtual del Agua LATAM, 
el Foro Futuro en Español 2022 en Mur-
cia sobre economía circular del agua, y el 
Taller de Aquarating en el Congreso Inter-
nacional de la IWA en Copenhague, la VI 
Conferencia LATINOSAN “Saneamiento, 
un llamado a la acción”, en Bolivia, asi-
mismo, participamos en el Congreso In-
ternacional Anticorrupción “Quito Luz de 
América”, en el cual EPMAPS firmó la 
Declaración de Quito por la Lucha contra 
la Corrupción.

Por otra parte, en febrero 2022, EP-
MAPS logró la recertificación del estándar 
Aquarating desarrollada por el BID y la 
IWA, alcanzó nuevamente a través de Pac-
to Global, el Liderazgo de la Mesa del Ob-
jetivo de Desarrollo Sostenible seis “Agua 
limpia y saneamiento para todos”, capítulo 
Ecuador. Luego de exhaustivas evaluacio-

nes alcanzó entre pocas entidades naciona-
les el reconocimiento a Nivel Desarrollado 
del Ministerio del Trabajo, bajo los crite-
rios de evaluación del Modelo Ecuatoriano 
de la Calidad y Excelencia (MECE). 

Estos premios y certificaciones que 
EPMAPS está volviendo a obtener, no son 
un ejercicio de vanidad, sino un proceso 
permanente de medición y benchmarking 
comparado con los mejores con el fin de 
identificar falencias y oportunidades de 
mejora.

Durante este periodo se ha logrado re-
activar el Programa Agua Potable y Al-
cantarillado para Quito por un monto de 
221 millones USD, suspendido por dos 
años, el cual permitirá dotar y mejorar el 
servicio a la población norte de la ciudad.

Vamos recuperando la credibilidad de 
la ciudadanía, en términos de eficiencia y 
mejora del servicio, con transparencia y 
ética empresarial.

3. CONCLUSIONES

La convicción de la máxima autoridad 
de la ciudad, el Doctor Santiago Guarderas, 
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así como de los miembros del Directorio y 
la Alta Gerencia de la EPMAPS son fun-
damentales para alcanzar retos fundamen-
tales como la recuperación de la calidad, 
eficiencia y transparencia de la empresa. 

Así también, el apoyo de aliados estra-
tégicos como la Contraloría General del 
Estado, Procuraduría General del Estado, 
Servicio Nacional de Contratación Públi-
ca, universidades, ministerios, así como 
multilaterales como Banco Interamerica-
no de Desarrollo, Banco de Desarrollo de 
América Latina, Agencia Francesa de De-
sarrollo, han sido fundamentales en el pro-
ceso de recuperación de la reputación de 
EPMAPS. El compromiso de servidores 

y trabajadores, la recuperación del clima 
laboral también jugó un rol fundamental 
en este proceso y en la consecución del 
modelo presentado.

Finalmente, promover la eficiencia em-
presarial y poner al cliente o usuario como 
razón de ser de la existencia de la empre-
sa ha sido elemento clave en el proceso de 
mejora. También la supervisión integral de 
todos los procedimientos de contratación 
en cada una de sus etapas de manera com-
petitiva y transparente es muy importante; 
y, el fomento de los valores institucionales 
y la intolerancia a los actos indebidos de 
cualquier naturaleza dan resultado con el 
ejemplo.
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  RESUMEN

	 El soborno es una forma visible de corrupción y en el Ecuador se lo identifica como 
cohecho según el art. 280 del Código Orgánico Integral Penal (COIP). La lucha contra la 
corrupción en el país es un tema de amplio análisis y múltiples propuestas, lamentablemen-
te, los resultados dependen de la voluntad, la ética y transparencia de los actores políticos.

La Norma ISO 37001 Sistema de Gestión Antisoborno establece requisitos y proporcio-
na una guía para diseñar un sistema de gestión antisoborno, con el propósito de prevenir, 
detectar y enfrentar al soborno y cumplir con el marco legal vigente y la documentación 
que elabore cada organización.

La Empresa Eléctrica Quito consiente de este problema mundial y de los esfuerzos del 
gobierno de luchar contra la corrupción, implementó y certifico el cumplimiento de requi-
sitos de la Norma ISO 37001, lo cual permite fortalecer una cultura de ética y transparencia 
en todas las partes interesadas.

La misión de la Empresa Eléctrica Quito es la de proveer energía eléctrica de calidad 
a nuestros clientes, con sostenibilidad, eficiencia, responsabilidad social y ambiental. Para 
fortalecer la gestión para cumplir con esta misión y con los parámetros establecidos por 
el Agencia de Regulación y Control de Energía y Recursos Naturales no Renovables (AR-
CERNNR), se ha implementado y certificado con las Normas ISO 9001 Sistema de Ges-
tión de la Calidad, ISO 45001 Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo y la 
Norma ISO 37001 Sistema de Gestión Antisoborno. 
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INTRODUCCIÓN

En 1993 se creó Transparency Interna-
tional (Transparencia Internacional), una 
de las organizaciones con mayor recono-
cimiento en la lucha contra la corrupción 
a nivel mundial. En la actualidad está pre-
sente en más de 100 países.

De acuerdo con Transparencia Interna-
cional, corrupción es “el mal uso del poder 
encomendado para obtener beneficios pri-
vados”. Esto incluye una ganancia finan-
ciera, ventajas no financieras y se describe 
las diversas formas de corrupción, siendo 
una de ellas el soborno.

El soborno o cohecho

Soborno es ofrecer, prometer, dar, 
aceptar o solicitar una ventaja como in-
centivo para una acción que es ilegal, no 
ética o una violación de la confianza. Los 
incentivos pueden tomar la forma de rega-
los, préstamos, honorarios, recompensas 
u otras ventajas (impuestos, donaciones, 
favores, etc.).

El Secretario General de las Naciones 

Unidas, en diciembre de 2018, señaló que 
el Foro Económico Mundial ha calculado 
como costo global de la corrupción 2,6 bi-
llones USD al año, monto que equivaldría 
al 5 % del PIB mundial y que al menos un 
billón USD correspondía a sobornos. 

Diario El Universo en la edición del 9 
de diciembre de 2018 publica que no se co-
noce con exactitud el impacto económico 
de la corrupción en el Ecuador, pero hay 
estimaciones realizadas por la Comisión 
Anticorrupción que, ha establecido como 
piso, no como techo, la cifra de “35.000 
millones USD en los últimos diez años”. 
Esto equivale a un promedio diario de 10 
millones USD.

MARCO LEGAL RELACIONADO 
CON LA CORRUPCIÓN Y EL 
SOBORNO

Constitución República del Ecuador 
2008

Art. 3.- Son deberes primordiales del Es-
tado:
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8. Garantizar a sus habitantes el derecho a 
una cultura de paz, a la seguridad inte-
gral y a vivir en una sociedad democrá-
tica y libre de corrupción.

Art. 83.- Son deberes y responsabilidades 
de las ecuatorianas y los ecuatorianos, 
sin perjuicio de otros previstos en la 
Constitución y la ley:

8. Administrar honradamente y con apego 
irrestricto a la ley el patrimonio públi-
co, y denunciar y combatir los actos de 
corrupción.

Art. 233.- Ninguna servidora ni servidor 
público estará exento de responsabi-
lidades por los actos realizados en el 
ejercicio de sus funciones, o por sus 
omisiones, y serán responsables ad-
ministrativa, civil y penalmente por 
el manejo y administración de fondos, 
bienes o recursos públicos.

Código Orgánico Integral Penal 
(COIP)

Art. 280.- Cohecho.- Las o los servidores 
públicos y las personas que actúen en 
virtud de una potestad estatal en al-

guna de las instituciones del Estado, 
enumeradas en la Constitución, que 
reciban o acepten, por sí o por inter-
puesta persona, beneficio económico 
indebido o de otra clase para sí o un 
tercero, sea para hacer, omitir, agilitar, 
retardar o condicionar cuestiones rela-
tivas a sus funciones, serán sanciona-
dos con pena privativa de libertad de 
uno a tres años. 

Acuerdo No. 39. Normas de Control 
Interno para Entidades, Organismos 
del Sector Público 

200. Ambiente de Control

El ambiente o entorno de control es el 
conjunto de circunstancias y conductas 
que enmarcan el accionar de una entidad 
desde la perspectiva del control interno. 
Es fundamentalmente la consecuencia de 
la actitud asumida por la alta dirección y 
por el resto de las servidoras y servidores, 
con relación a la importancia del control 
interno y su incidencia sobre las activida-
des y resultados.

200-01 Integridad y valores éticos
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La máxima autoridad de cada entidad 
emitirá formalmente las normas propias 
del código de ética, para contribuir al buen 
uso de los recursos públicos y al combate 
a la corrupción.

REFERENCIAS 
INTERNACIONALES

Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción

Ecuador es suscriptor de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción y ratificada por Decreto Ejecutivo 
340 publicado en el Registro Oficial 76, 
de 5 de agosto de 2005, que establece en 
el Capítulo I: Disposiciones generales lo 
siguiente:

Art. 1.- Finalidad.- La finalidad de la pre-
sente Convención es: 

a)	 Promover y fortalecer las medidas 
para prevenir y combatir más eficaz 
y eficientemente la corrupción.

NORMA ISO 37001 SISTEMA DE 
GESTIÓN ANTISOBORNO

El Registro Oficial 47, de 31 de julio de 
2017, señala en el art. 1 que se aprueba y 
oficializa con el carácter de voluntaria la 
Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 
ISO 37001 Sistema de Gestión Antisobor-
no.

En octubre de 2016, la Organización 
Internacional de Normalización (ISO) 
publicó la Norma ISO 37001 Sistemas de 
Gestión Antisoborno en la que estable-
ce requisitos que una organización debe 
adoptar con el objetivo de prevenir: 

•	 El soborno cometido por la organiza-
ción, o por sus empleados o por sus so-
cios de negocio que actúan en nombre 
de la organización o en su beneficio 

•	 El soborno a la organización, sus em-
pleados o socios de negocio en relación 
con las actividades de la organización. 

La Norma ISO 37001 aborda el sobor-
no en varias facetas de las actividades de 
una organización; sin embargo, no aborda 
fraude, carteles y otros delitos como lava-
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do de dinero y otras actividades relaciona-
das con prácticas corruptas.

Esta Norma puede ser usada en conjun-
to con otras normas de sistemas de ges-
tión, por ejemplo, ISO 9001, ISO 14001, 
ISO 45001, entre otras. 

Ventajas para la organización

•	 Gestionar políticas y controles antis-
oborno como un sistema integrable a 
otros modelos de gestión, como ISO 
9001.

•	 Generar confianza en partes interesa-
das

•	 Fortalecer cultura organizacional antis-
oborno.

•	 Mejorar la reputación e imagen organi-
zacional

•	 Demostrar la debida diligencia 

•	 Mejorar el gobierno corporativo

•	 Aportar al Compliance: cumplimiento 
legal de la organización

Ventajas para sus clientes

•	 Incrementar la confianza al saber que 
la EEQ aplica normativa internacional 
relacionada con buenas prácticas de 
ética corporativa.

•	 Generar confianza al trabajar con un 
proveedor no expuesto a riesgos de 
soborno que puedan comprometer su 
imagen.

•	 Fortalecer la confianza al sentir que sus 
operaciones se realizan dentro de un 
marco ético y legal.

•	 Garantizar operaciones seguras que le 
generan tranquilidad.

•	 Lograr la satisfacción de tener entre 
sus socios de negocio a un proveedor 
comprometido con la responsabilidad 
social empresarial.
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IMPLEMENTACIÓN DEL 
SISTEMA DE GESTIÓN 
ANTISOBORNO EN LA EEQ

Las principales actividades en la im-
plementación de la Norma ISO 37001, son 
las siguientes:

Diagnóstico del estado actual de los 
sistemas de gestión de la EEQ

Se realizó el diagnóstico del estado 
actual de la gestión antisoborno teniendo 
como referencia la Norma ISO 37001.

Capacitación a responsables de 
macroprocesos, procesos y personal de 
la EEQ 

Se desarrollaron varios eventos de ca-
pacitación relacionado con Sistemas de 
Gestión de la Calidad, Gestión de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo, Gestión Antiso-
borno y Gestión del Riesgo.

Elaboración de matriz de contexto y 
partes interesadas

Mediante reuniones de trabajo se ela-
boró la matriz de contexto y partes intere-
sadas para la Gestión Antisoborno. 

Elaboración de matrices de riesgos 

Se desarrollan eventos de capacitación 
dirigidos a responsables de procesos para 
elaborar matrices de riesgos y oportunida-
des, utilizando como referencia la Norma 
ISO 31000:2018 Gestión de riesgos.

Elaboración procedimiento para la 
gestión antisoborno 

Para la implementación se han genera-
do los siguientes documentos:

•	 Procedimiento para Gestión de Riesgos 
y Oportunidades 

•	 Código de Ética y Transparencia

•	 Matriz de Riesgos y Oportunidades de 
los procesos del SIG

•	 Procedimiento de Gestión Antisoborno

•	 Procedimiento de Debida Diligencia
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•	 Procedimiento de Regalos y Facilita-
ciones

•	 Procedimiento de Investigación de De-
nuncias

Definición de la política antisoborno

La Política de Gestión Antisoborno es-
tablece que “La Empresa Eléctrica Quito 
no permite el ofrecimiento, pago, solicitud 
o aceptación directa o indirecta de ningún 
pago indebido (soborno) de ninguna for-
ma”, lo cual significa que todo incidente 
sospechoso de soborno se investigará y 
cualquier comportamiento indebido puede 
dar lugar a medidas disciplinarias para el 
personal, la rescisión del contrato u otras 
sanciones en el caso de servicios profesio-
nales, socios, proveedores o incluso clien-
tes.

Objetivos del Sistema de Gestión 
Antisoborno

El Gerente General de la EEQ ha apro-
bado tres objetivos para la gestión antis-
oborno o de ética y transparencia, cuyo 
monitoreo se realiza de forma trimestral.

•	 Realizar seguimiento y mejora al Sis-
tema de Gestión Antisoborno mediante 
la ejecución de auditorías del SGAS.

•	 Incrementar la cultura empresarial en 
Sistemas de Gestión Antisoborno me-
diante participación en eventos de ca-
pacitación.

•	 Implementar acciones, medidas y con-
troles para prevenir y detectar posibles 
incumplimientos al Código de Ética 
mediante la investigación de denuncias 
presentadas.

Comité Sistema Integrado de Gestión

Con la Gerencia General se estructura 
el Comité del Sistema Integrado de Ges-
tión que incluye a los gerentes de área y a 
los responsables del sistema de Gestión de 
la Calidad, Gestión de Seguridad y Salud 
en el Trabajo y Gestión Antisoborno.
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Formación de Auditores Internos de 
Gestión de Calidad, Seguridad y Salud 
en el Trabajo y Gestión Antisoborno

Se coordinó el desarrollo de cuatro 
eventos para la formación de auditores 
internos, de conformidad con los requi-
sitos de las Normas ISO 9001:2015, ISO 
45001:2018 e ISO 37001:2016, bajo las 
directrices que establece la Norma ISO 
19011:2015. En total se formaron 92 audi-
tores internos.

Capacitación en auditorías internas 
gestión antisoborno

Se desarrolló talleres para los responsa-
bles de los procesos sobre el ámbito de las 
auditorías internas de calidad, seguridad 
y salud en el trabajo, gestión antisoborno, 
hallazgos de auditorías y tratamiento de 
no conformidades y riesgos.

Auditoría Interna al Sistema de 
Gestión Antisoborno 

Las Auditorías Internas del Sistema 
de Gestión Antisoborno se desarrollan 

con el objeto de determinar el grado de 
conformidad del sistema con los criterios 
de la Auditoría que son la Norma ISO 
37001:2016 Sistema de Gestión Antiso-
borno, documentos internos y legislación 
legal aplicable.

En la auditoría se establecieron no con-
formidades y riesgos en función de la eva-
luación de la evidencia recopilada frente a 
los criterios de auditoría, que se categori-
zaron como:

No Conformidad: incumplimiento de 
un requisito.

Riesgo: efecto de la incertidumbre, es 
una desviación de lo esperado, ya sea po-
sitivo o negativo.

Capacitación a socios de negocios 

Se realizaron reuniones con represen-
tantes de los socios de negocios, en las 
que se informó sobre la implementación 
del Sistema de Gestión Antisoborno en la 
EEQ y cuáles eran los temas que aplica a 
los socios de negocios, qué se espera de 
ellos y cómo debería enmarcarse la rela-
ción bajo estos lineamientos, dando cum-
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plimiento a las leyes de contratación pú-
blica. 

Revisión por la Dirección del Sistema 
de Gestión Antisoborno 

Se realiza en forma periódica reunio-
nes para la revisión por la Dirección, para 
evaluar el estado general del sistema con 
la participación de la Gerencia General 
y los miembros del Comité del Sistema 
Integrado de Gestión, en esta reunión se 
establecieron recomendaciones que se 
deben ejecutar con el propósito de me-
jorar en forma continua los sistemas de 
gestión. 

Aplicativo informático para recepción 
de inquietudes y denuncias de soborno

Para dar cumplimiento a lo estableci-
do en la Norma ISO 37001 requisito 8.9 
Planteamiento de inquietudes literal a) 
Fomentar y facilitar que las personas re-
porten, de buena fe o sobre la base de una 
creencia razonable, el intento de sobor-
no, se elaboró una aplicación informática 
disponible en el portal web de la EEQ, 

disponible a partir del 12 de noviembre 
de 2020.

La aplicación informática permite in-
gresar una denuncia de forma anónima o 
con datos personales; una vez que se re-
gistra la información es almacenada en el 
programa para gestionar administrativa-
mente la denuncia. 

Identificación y evaluación de riesgos 
de sobornos

Es importante identificar, calificar, eva-
luar y dar tratamiento a los riesgos de so-
borno que se puedan presentar en la orga-
nización, para lo cual se utiliza una matriz 
para evaluar la probabilidad de ocurren-
cia, la severidad del riesgo y la probabili-
dad de la detección en función de los con-
troles existentes.

Función de cumplimiento antisoborno

La EEQ designó un Oficial de Cumpli-
miento, cuya principal función, es el con-
trol del correcto desarrollo de las pautas 
de conducta establecidas en el sistema de 
gestión antisoborno.
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•	 Supervisar el diseño, la implementa-
ción y el mantenimiento del Sistema de 
Gestión Antisoborno.

•	 Realizar las investigaciones que sean 
necesarias para el Sistema de Gestión 
Antisoborno en coordinación con la 
Dirección de la EEQ.

•	 Coordinar con la Gerencia los recur-
sos para la capacitación y orientación 
al personal sobre el Sistema de Gestión 
Antisoborno.

•	 Asegurar e informar a la Dirección que 
el Sistema de Gestión Antisoborno es 
conforme con los requisitos de la Nor-
ma ISO 37001.

CERTIFICACIÓN DEL SISTEMA 
DE GESTIÓN ANTISOBORNO

Debida diligencia

La EEQ aplica en sus procedimientos 
de selección y contratación de personal, 
medidas diligentes para prevenir la incor-
poración de personas que puedan resultar 
conflictivas. Estas acciones deben consi-

derar y respetar el marco legal vigente.

Para el caso de los socios de negocio 
también se aplican procedimientos de de-
bida diligencia y con base en los resulta-
dos se definen controles (dependiendo del 
riesgo analizado para cada uno de ellos y 
del tipo de relación que se establezca) que 
permiten minimizar los riesgos de sobor-
no.

La Empresa Eléctrica Quito y S.G.S. 
del Ecuador firmaron en diciembre de 
2020 el Contrato SG-359-2020 cuyo obje-
to es la prestación de los servicios para la 
consultoría para certificar los modelos de 
gestión de la EEQ las normas ISO 9001, 
ISO 37001 e ISO 45001.

Del 1 al 12 de marzo de 2021 se desa-
rrolló la Auditoría de Certificación y du-
rante la reunión de cierre SGS del Ecuador 
informó que de acuerdo con los requisitos 
establecidos en la Normas ISO 9001:2015, 
ISO 37001:2016 e ISO 45001:2016 se re-
comienda la certificación del sistema inte-
grado de gestión de la EEQ. 
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Figura 1. Certificaciones ISO de la EEQ

 CONCLUSIONES

•	 La implementación y certificación 
con la Norma ISO 37001 Sistemas de 
Gestión Antisoborno, ha permitido in-
crementar la confianza de las partes 
interesadas, especialmente de los pro-
veedores, en que todos los procesos de 
contratación pública se administran y 
controlan con transparencia.

•	 La Empresa Eléctrica Quito ha imple-
mentado y certificado con la Norma 
ISO 37001 Sistemas de Gestión Anti-
soborno en todos los procesos y área 

de servicio, fortaleciendo la cultura de 
ética y transparencia.

•	 El mantener la mejora continua y la 
gestión de riesgos con el Sistema de 
Gestión de la Calidad ha permitido que 
la implementación y certificación con 
la Norma ISO 37001 Sistemas de Ges-
tión Antisoborno se desarrolle con ma-
yor eficacia en la EEQ.

•	 La integración de todas las partes inte-
resadas en la implementación y certi-
ficación de la Norma ISO 37001, entre 
ellos al Comité de Empresa, fortalece 
la lucha contra la corrupción.

RECOMENDACIONES

•	 Que las organizaciones implementen la 
Norma ISO 37001 Sistemas de Gestión 
Antisoborno para fortalecer la cultura 
de ética y transparencia y dar respuesta 
eficaz a lo que establece la Contraloría 
General del Estado para el control in-
terno en las entidades del sector públi-
co.

•	 Que las organizaciones del país com-
partan sus experiencias en gestión de 
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riesgos y de sus esfuerzos contra el so-
borno y la corrupción, en toda oportu-
nidad o evento que sea posible.

•	 Que el Municipio de Quito de continui-
dad a este tipo de eventos para fortale-
cer la cultura anticorrupción en el país.
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  El título de esta ponencia “Cuando 
se aleja de la integridad-confianza”, uti-
liza este concepto que se traduce según 
varios blogs como “honradez, honestidad, 
respeto por los demás, corrección, respon-
sabilidad, control emocional, respeto por 
sí mismo, puntualidad, lealtad, pulcritud, 
disciplina, congruencia y firmeza en las 
acciones, en fin, es en quien se puede con-
fiar”. La integridad20 es el valor para hacer 
lo correcto a pesar de las consecuencias y 
la inconveniencia.

Esta ponencia hace un resumen y aná-
lisis de la obra Negociar con ventaja del 
profesor y director del Wharton Executive 
Negotiation Workshop. Richard Shell. En 
este texto el autor plantea 10 lineamientos 
para lo que él llamará negociación con in-
formación. Para aportar a esta lectura del 
texto se recoge además los postulados que 
el autor John Maxwell expone en su art. 
“21 cualidades de un líder”. Asimismo, 
hago alusión a libros importante como el 
Arte de la guerra. Cabe recalcar que este 
trabajo recoge los pensamientos de los au-
tores de forma breve y busca acercarlos a 
lo cotidiano a partir de ejemplos.

20	 Información tomada del Blog : https://martinbrainon.com/inicio/la-integridad-en-las-organizaciones/.

El historiador militar Tucídides mani-
festaba que hay “tres factores que moti-
van el accionar del ser humano: la carne, 
el dinero y el poder”. Tal como se detalla 
en el artículo “La integridad: El cimien-
to de una vida semejante a la de Cristo”, 
escrita por el autor Élder Tad R. Callister 
al revisar la obra clásica de Robert Bolt, 
Un hombre de dos Reinos, es la historia 
de Tomás Moro, quien se había distingui-
do como erudito, licenciado, embajador y, 
finalmente, como Lord Canciller de Ingla-
terra, y era un hombre de absoluta inte-
gridad. La obra se inicia con estas pala-
bras de Sir Richard Rich: “Cada hombre 
tiene su precio […] en dinero también […] 
o placer. Títulos, mujeres, pertenencias, 
siempre hay algo […]”. Ese es el tema de la 
obra, y es también el tema de la vida. ¿Hay 
en este mundo un hombre o una mujer que 
no se pueda comprar, cuya integridad no 
tenga precio […]?

Lamentablemente en la realidad del 
mundo, la integridad tiene escasa vigen-
cia. Las conductas deshonestas, inmora-
les, poco éticas e ilegales invaden las em-
presas. 
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En la actualidad, el aumento de la corrup-
ción, la cantidad de instituciones podridas, 
la acentuación de la agresividad individual 
y de grupos, indican sin duda alguna que la 
vigencia mundial está del lado de la “ausen-
cia de la integridad”. La realidad muestra 
que cuando nos alejamos de la integridad y 
evadimos la rendición de cuentas, se erosio-
nan los cimientos morales de las personas.

Sobre la base de esa problemática plan-
teada es importante entender, tal como 
se plantea en el artículo “Evaluación del 
comportamiento íntegro y de la percep-
ción de la integridad del líder en el traba-
jo”, escrito en 2014 por Carolina Mayor 
Sánchez, que todos los líderes en las di-
ferentes organizaciones se esfuercen en 
evaluar el daño que la deshonestidad oca-
siona a las instituciones y a los individuos, 
y el valor que el comportamiento honesto 
y moral les aporta.

Por eso, la primera pregunta que sugie-
re esta ponencia consiste en conocer cuál 
es la finalidad perseguida: ¿se desliza por 
la irrealidad? ¿Hace un llamado para mo-
dificar la relación entre los humanos? ¿In-
vestiga el porqué de la marginalidad en la 
integridad y confianza?

El diccionario de la lengua española 
establece que “integridad” significa, en 
el orden individual, “guardar la esperan-
za de que se conseguirá lo que se desea, 
y en el orden de las relaciones humanas: 
depositar en otro o en otros, la buena fe de 
que actuarán como uno lo espera y sobre 
la base de principios y valores. En este úl-
timo caso surgen los adjetivos de confia-
do, el que confía, y el de confiable, el que 
merece confianza. 

Tal como se manifestó en párrafos 
iniciales, este trabajo realizará un análi-
sis y comentario sobre los postulados el 
profesor norteamericano Richard Shell, 
quien en su libro recomienda “diez re-
glas para enfrentar y resolver la proble-
mática de las conductas deshonestas, 
por ética e incluso ilegales que surgen 
en industrias”.

Shell, como primera regla recomienda 
“Afrontar el conflicto”; el término conflic-
to desde la visión política se define según 
el diccionario Filosofía como:

[…] un enfrentamiento, el modo más gra-
ve de resolver las diferencias de intereses, 
objetivos, puntos de vista, que se produce 
en el proceso de interacción social, con-
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siste en la oposición de los participantes 
de esta interacción y suele ir acompaña-
do de emociones negativas, pasando por 
encima de las reglas, una dialéctica de 
voluntades. 

Precisamente el conflicto puede cons-
tituirse en un hábito que, al ser transmi-
tido de generación en generación, por un 
pueblo que hacen que los identifiquen y 
diferencien de los demás. Esa herencia 
puede incluir valores, costumbres, ideas. 
Sin embargo, para esta ponencia esta 
definición restringe el concepto de “cul-
tura” limitándolo a un área específica, 
como es lo que se ha heredado. Sabemos 
que son muy numerosas las definiciones 
de “cultura”; una de ellas la planteada en 
la Maestría en Defensa en la Escuela de 
Defensa de Argentina en 2011 en donde 
se concluyó que “cultura” “comprende 
todo lo que han creado los seres humanos 
y que, por lo tanto, no existe en estado 
natural, desde una costumbre, una ideo-
logía, una obra artística, hasta un tenedor 
y una cuchara” (Maestría en Defensa, 
2011).

Dentro de los hábitos heredados, Fran-
cis Fukuyama (FF) en su texto La con-
fianza como principio de organización 

social explica que son los que generan 
confianza, como la honestidad, la soli-
daridad, las virtudes, la generosidad, el 
cumplimiento del deber. Pero también 
se preocupa por los que guían un com-
portamiento opuesto: ante todo, el egoís-
mo. Deja claro “que los hábitos cambian 
o pueden cambiar muy lentamente, con 
mucha mayor lentitud que como lo hacen 
las ideas”.

Para nosotros la idea que para en-
contrar soluciones se debe encontrar los 
problemas, se basa en las estadísticas 
sobre la percepción de las personas que 
son afectadas por los efectos nocivos de 
la corrupción; por ejemplo, muchas em-
presas estadounidenses tienen dificulta-
des en cuanto a la ética y la integridad 
para hacer negocios de forma idónea y 
efectiva. Según Richard Shell en su libro 
recomienda “diez reglas para enfrentar y 
resolver la problemática de las conductas 
deshonestas, por ética e incluso ilegales 
que surgen en industrias”. En un año nor-
mal, “más del 40 % de los trabajadores de 
Estados Unidos son testigos de un com-
portamiento poco ético o ilegal. Apro-
ximadamente uno de cada cuatro em-
pleados afirma que sus supervisores los 
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presionaron para conducirse de manera 
poco ética o ilegal”.21

Parafraseando a, Francis Fukuyama 
“El capital social es el resultado de la con-
fianza como vigencia”. Es decir: 

Una sociedad o un sector de ella que fue-
ren “confiables”, poseen todo un capital no 
físico ni financiero, apoyado en el com-
portamiento humano caracterizado por 
normas compartidas y elevadas. Por tan-
to: considera a este “capital social” como 
un hábito transmitido por la religión, las 
tradiciones respetadas y, por supuesto, por 
los hábitos consolidados por la religión 
y la tradición. El “capital social” está in-
cluido en el área de la cultura, según la ha 
definido el autor: Lo heredado, y represen-
ta un verdadero y valioso recurso, tanto o 
más que una riqueza natural. (Maestría en 
Defensa, 2011)

Para este estudio, muchos líderes a es-
cala mundial y local que insisten en prio-
rizar una cultura ética se quedan cortos, 
pues, mientras la población y empleados 
defienden sus creencias demuestran su 
carácter y compromiso, e inspiran a otros 
21	 GetAbstract es una empresa suiza que cuenta con más de 650 socios editoriales y más de 18,000 

contenidos resumidos, en 7 idiomas, orientados a generar una cultura de aprendizaje y autodesarrollo 
en las organizaciones.

mediante una participación ciudadana. 
Sus demandas no son escuchadas por el 
poder y el tramado institucional. Por tanto, 
es imperante reflexionar en que las accio-
nes y comportamientos éticos cotidianos, 
como negarse a ignorar la discriminación 
o el acoso, ayudan a prevenir la corrup-
ción. De ahí que Richard Shell explique 
que “El primer paso para resolver cual-
quier conflicto sobre valores es encarar en 
lugar de ignorar tal conflicto”.

La empresa suiza GetAbstract propo-
ne que para salvaguardar las normas se 
debe: “Identificar la norma que se está 
infringiendo, a fin de nunca ignorar los 
comentarios sexistas, la intimidación o la 
manipulación intencionada de datos”. Para 
esta empresa una persona está éticamente 
obligada a proteger a sus colegas y a obe-
decer sus instintos. Por ello, es vital com-
prometerse a encontrar una solución, pues 
para este trabajo las personas pueden no 
actuar de forma ética porque racionalizan 
su comportamiento, evaden el conflicto o 
creen que es una batalla perdida. 
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La historia muestra ejemplos muy cla-
ros en las que el poder y su coyuntura mi-
nimizan la “racionalidad” de los afectados 
por el temor natural de ser acusado falsa-
mente y afrontar el juicio. Para este estu-
dio es importante cuestionar ¿Los resulta-
dos para la sociedad al apoyar a una u otra 
parte en un sistema de gobierno o en una 
organización? Para nosotros es necesario 
entender quiénes son los que toman las 
decisiones en un conflicto y entender que 
para solucionar el conflicto es posible que 
tenga que buscar la solución fuera de su 
organización. Lamentablemente hay que 
señalar que “hacer frente al sistema suele 
tener repercusiones. Admita la posibilidad 
de que a veces los malos ganan”.

Para afrontar los conflictos es impres-
cindible aprender a “discernir” esta cuali-
dad según el Blog “Nota de éxito del día”: 
“puede describirse como la habilidad de 
encontrar la raíz del problema, y descan-
sa tanto en la intuición como en el pen-
samiento racional”. Los líderes efectivos 
necesitan discernimiento, aun cuando los 
buenos líderes no lo demuestran siempre. 
Como recomienda John Maxwell en su ar-
tículo “Las 21 cualidades indispensables 
de un líder”, “hay que descubrir la raíz 

del problema y evalúe las opciones de res-
puesta para un impacto máximo que mul-
tiplique las oportunidades de éxito”.

La segunda regla para combatir la 
deshonestidad que sugiere Richard Shell 
es “comprometerse con sus valores”, sus 
valores para el autor conforman su visión 
del mundo y su forma de vida. La lista de 
valores es ilimitada, pero cinco —compa-
sión, respeto, responsabilidad, justicia y 
verdad— detonan los conflictos más im-
portantes. Su respuesta emocional a las 
disputas de la vida real revela los valores 
que más aprecia. La integridad es el ci-
miento de nuestro carácter y de todas las 
demás virtudes.

Comprendiendo esta visión para este 
estudio la culpa y la vergüenza pueden 
impulsar el cumplimiento ético, puesto 
que a menudo se toma decisiones morales 
en función de qué tan culpable cree que se 
sentirá si no hace alguna acción. Asimis-
mo, consideramos que la vergüenza puede 
ser más poderosa que la culpa porque im-
plica humillación. 

Lamentablemente, en organizaciones 
corruptas, el miedo a la vergüenza fo-
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menta que los líderes perpetúen un cír-
culo vicioso de engaño. Por esta razón, es 
necesario resaltar lo que el autor Francis 
Fukuyama entiende por sociabilidad es-
pontánea. Esto se produce cuando “indi-
viduos o grupos se solidarizan para actuar 
y apoyarse recíprocamente, porque tienen 
disposición para hacerlo así”.

De allí el adjetivo de “espontánea”, sin 
necesidad de que el Estado promueva esa 
solidaridad. Por supuesto, la “solidaridad 
espontánea” ocurre donde las personas 
confían unas en otras, y su área de con-
creción abarca las comunidades privadas 
no estatales. Francis Fukuyama incluye, 
además, como “asociaciones espontá-
neas” no virtuosas, a las mafias y otros 
grupos delictivos (Maestría en Defensa, 
2011).

La tercera regla que sugiere Richard 
Shell es “Conozca a su enemigo”, para el 
autor es vital “prepárese con antelación 
para los desafíos éticos”. Es decir, para-
fraseando al teórico Sun Tzu en su libro El 
arte de la guerra. 

La planificación y su ciclo de produc-
ción es indispensable y fundamental; por 

ello, el análisis del entorno, de las opor-
tunidades y amenazas; la apreciación y 
conocimiento de las fortalezas y debilida-
des, permitirán llevar a cabo estrategias 
ofensivas y defensivas para contrarrestar 
las contingencias que los escenarios esta-
blecidos se presenten en la conducción de 
las alternativas de solución.

Es decir, para este análisis cómo usted 
reaccione ante un desafío moral repentino 
puede definir su carácter durante mucho 
tiempo. Al igual que los soldados que se 
preparan para el combate con juegos de 
guerra, prepárese psicológicamente para 
defender sus principios antes de que se 
produzca una crisis. Es clave entender 
como recomendación en una situación de 
crisis que muchas veces “su carácter se ve 
influido por el comportamiento de quienes 
lo rodean, así que preste atención a los va-
lores de las personas con las que trabaja o 
interactúa socialmente”.

Los equipos unidos en un objetivo 
común desarrollan normas de comporta-
miento que se convierten en procedimien-
tos operativos estándar entre compañeros. 
Dependiendo de los valores de los líderes, 
los procedimientos operativos estándar 



 205

pueden ser virtuosos, poco éticos o una 
combinación de ambos. 

Ahora bien, existen factores que hacen 
que la gente muchas veces se comporte 
de forma deshonrosa o tengan lo que tras 
el estudio teórico se ha definido por mal 
comportamiento. A las ordenes que ha-
cen que se viole un código moral o a las 
recompensas equivocadas. Un ejemplo 
práctico es cuando las empresas suelen fo-
mentar la corrupción a gran escala cuan-
do ofrecen a los empleados incentivos por 
el cumplimiento de metas de ventas poco 
realistas. El profesor de Operaciones y 
Gestión de la información, en la escuela 
Wharton School of Business de la Univer-
sidad de Pennsylvania Wharton Maurice 
Schweitzer al estudiar los Roles sociales 
entiende que las personas adoptan com-
portamientos, y muchas veces normaliza 
prácticas sin escrúpulos. 

La cuarta regla que sugiere Richard 
Shell es “Invoque su carácter, actúe con 
valor a pesar de cualquier recelo”. Para 
este estudio en concordancia con lo que 
plantea el autor “La gente asume errónea-
mente que solo los héroes son valientes”. 
Sin entender que muchas veces la valentía 

puede significar evaluar el riesgo y defen-
der sus principios a pesar de sentir miedo 
y ansiedad en cualquier acción que impli-
que un acto de decisión. 

Pero para desarrollar esta valentía es 
esencial que esta vaya de la mano del “ca-
rácter”. Para el autor “el carácter es más 
fácil de desarrollar cuando se vive en un 
hogar afectuoso, se trabaja en un entorno 
moral y se practican los buenos rasgos de 
carácter de forma automática”. Es ese sen-
tido, Maxwell en su obra las 21 cualida-
des del líder define al carácter como “un 
pedazo de roca” y de igual forma habla de 
valentía y “recomienda que al enfrentar 
decisiones difíciles debemos lograr ven-
cer a nuestra batalla interior, debemos ha-
cer las cosas correctas y no simplemente 
dejarlas pasar, buscar inspirar en nuestro 
entorno y sobre la base de esas decisiones 
dejar un legado y expandirnos en propor-
ción de nuestro carácter y valentía”.

Para el autor, el buen carácter debe ser 
coherente en el hogar y en la oficina porque 
requiere un esfuerzo concertado. A pesar, 
de que la tentación de abandonar sus prin-
cipios aumenta a medida que se gana pres-
tigio e influencia. Un ejemplo de esto fue 
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lo sucedido con el fundador y el exprimer 
ejecutivo en la empresa WorldCom firma 
de telecomunicaciones que en el año 2002 
protagonizó la mayor quiebra en Estados 
Unidos. Ellos aparentemente llevaban una 
vida ejemplar en casa mientras diseñaban 
fraudes colosales en el trabajo.

La quinta regla que sugiere Richard 
Shell es “Canalice las fortalezas de su per-
sonalidad, el autoconocimiento le prepara 
para afrontar los conflictos”. Para el autor 
la personalidad es una combinación de 
crianza, es decir, de las experiencias so-
ciales que lo forman, y de la naturaleza, o 
los rasgos que hereda.

En tal medida, aunque la personalidad 
dicta un comportamiento general, puede 
superar cualquier instinto negativo. Para 
nuestro estudio, esta reflexión se conca-
tena en las acciones que realizan los tra-
bajadores para quienes reconocer sus for-
talezas y sus defectos personales puede 
ayudarles a enfrentarse a situaciones de 
presión que amenazan sus valores.

Por tanto, cuando se comenta las forta-
lezas de la personalidad sin lugar a duda 
es indispensable mencionar la cualidad de 

la generosidad, El profesor Maxwell sobre 
esto profesó la siguiente frase “Tu vela no 
pierde nada cuando alumbra a otros”; por 
ello explica que nada habla mejor de un 
líder que la autoridad moral, incluso más 
que la legal. Para el autor cuando un líder 
debiera tener como premisa “el precepto 
de no recoger cosas para sí; sino recoger 
para los demás”.

La sexta regla que sugiere Richard 
Shell es “Aproveche el poder de dos, en-
cuentre un aliado para reforzar su deter-
minación”. Sobre este tema es importan-
te comprender que para poder mantener 
la integridad de un trabajo en equipo es 
esencial, “escuchar”. Sobre esto el profe-
sor John Maxwell manifiesta que un líder 
para tener el don de liderazgo debe pro-
fundizar su habilidad de escuchar. Para el 
autor “Hay muchas voces allá afuera que 
reclaman nuestra atención. Por ello cuan-
do te decidas a escuchar, recuerda que al 
hacerlo estás buscando dos propósitos: re-
lacionarte con las personas y aprender de 
ellas”. “La decisión más importante que 
tomará sobre valores en su vida profesio-
nal […] es elegir las organizaciones a las 
que se unirá”.
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El autor enfatiza que enfrentarse a 
cualquier problema que agreda su sensi-
bilidad moral es más manejable cuando 
tiene aliados que refuerzan sus conviccio-
nes, guardan sus confidencias, aclaran sus 
opciones y le ayudan a mantener la calma. 
Por ello, es indiscutible que a presión de 
los compañeros es poderosa. 

La séptima regla que sugiere Richard 
Shell es “Es necesario un enfoque racio-
nal para afrontar los dilemas éticos difí-
ciles”. Para el autor, “una cosa es tener 
valores y otra es encontrar la valentía y 
la habilidad para luchar por ellos”. Por 
ello propone responder cuatro preguntas 
básicas proporcionarán claridad y le ayu-
darán a actuar con responsabilidad. Una 
de ellas es evaluar las consecuencias y 
efectos colaterales de sus decisiones, 
más aún si las mismas afectan un colecti-
vo importante. 

Parafraseando a Maxwell, al enfren-
tar las decisiones difíciles, reconoce tres 
verdades sobre la valentía: La valentía 
comienza con una batalla interior; valen-
tía es hacer las cosas correctas, no sim-
plemente dejarlas pasar; la valentía en un 
líder inspira el compromiso de los segui-

dores y tu vida se expande en proporción 
a tu valentía.

La octava regla que sugiere Richard 
Shell es “Involucre al responsable de la 
toma de decisiones”. Esta regla sobre todo 
es importante en el momento de tratar los 
temas delicados. Por ello aclara que “cuan-
do trate con los tomadores de decisiones 
que tienen el poder de actuar en función 
de sus recomendaciones “es importante 
también analizar si este tiene credibilidad 
o no lo tomarán en serio”. Por ello, el au-
tor enfatiza que sus conocimientos y su 
experiencia influyen en la opinión que la 
gente tiene; para esto es clave conocer de 
antemano el enfoque de la otra persona y 
si demuestra empatía y comprensión hacia 
su postura. 

La novena regla que sugiere Richard 
Shell es “Hágalos responsables, explore 
sus opciones para apelar a una autoridad 
superior”. Para el autor si un tomador de 
decisiones desestima su argumento, puede 
dirigirse a alguien de mayor rango. Para 
ello hay que realizar esta acción con cau-
tela pues a los jefes no les gusta que pasen 
por encima de su autoridad. Pida permiso 
primero.
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Shell resalta que, si carece de poder 
para llevar un asunto cuestionable a los 
superiores, averigüe si una persona más 
influyente asumirá su causa. Si no puede 
lograr una solución, presente una queja in-
terna o ejerza presión haciendo público el 
asunto, pero considere primero todas las 
posibles ramificaciones.

La décima regla que sugiere Richard 
Shell es “Elija liderar, elévese a sí mismo 
y a quienes lo rodean”. Para el autor llevar 
una vida basada en valores puede ser con-
tagioso. La gente toma ejemplo de quienes 
están firmemente arraigados en principios 
morales. No necesita un título o un gran 
cargo para poner el ejemplo; su presencia 
sirve de recordatorio constante de lo que 
es posible.
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RESUMEN

Existe una estrecha relación entre el género, los derechos humanos y la corrupción, por lo que 
es necesario mirar cómo se articula de manera práctica estos conceptos, con la finalidad de pre-
venir efectos de la corrupción especialmente en las mujeres, quienes por sus roles tradicionales y 
por el ejercicio de derechos sexuales y reproductivos son las que más acuden a solicitar servicios 
de educación y salud y, por lo tanto, son las potenciales mayores perjudicadas por la corrupción. 
Se hace una revisión mínima de conceptos de género para sintonizarnos con la ponencia.

La corrupción está totalmente relacionada con el uso de los recursos públicos por lo 
que se hace una revisión al presupuesto público con enfoque de género y al Clasificador 
Orientador de Gasto en Políticas de Género, herramienta emitida en el año 2012 por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, entidad rectora de las finanzas públicas que tiene la 
información de los Clasificadores en su página web, lo que incrementa de forma importan-
te la transparencia y accesibilidad a la información pública. Es importante recordar que los 
Clasificadores son de uso obligatorio por las entidades de gobierno central y de Gobiernos 
Autónomos Descentralizados (GAD). 

Se evidencia el rol fundamental que tiene las organizaciones de sociedad civil y se com-
parte la experiencia para mejorar las capacidades de control social de las organizaciones 
civiles, trabajados por CEPLAES como socio implementador para la Iniciativa Spotlight, 
a través de ONU Mujeres.

Finalizamos con la propuesta de algunos retos identificados que se consideran necesa-
rios para la prevención de la corrupción con la participación activa de las mujeres.
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GÉNERO Y ANTICORRUPCIÓN: 
RETOS A EMPRENDER

A continuación, haremos una relación 
entre la garantía vs el ejercicio de derechos 
humanos y específicamente con enfoque 
de género, relacionados con la utilización 
de los recursos públicos y la transparen-
cia de su uso, para lo cual el Ministerio de 
Finanzas del Ecuador tiene un excelente 
instrumento para ser utilizado por las en-
tidades de control, la academia, coopera-
ción internacional y las organizaciones de 
sociedad civil.

Propongo iniciar con las siguientes re-
flexiones:

1.	 ¿Por qué una persona se convierte en 
corrupta? considerando por ejemplo 
conducta inapropiada, obtención de be-
neficios personales, aprovechar de una 
posición

2.	 ¿Por qué una persona abusa física, se-
xual, económica, política o sicológica-
mente de otra?

Las dos preguntas tienen una respues-
ta: porque pueden, es decir está el poder 
involucrado en ambas situaciones.

CONCEPTO PREVIOS

Asimismo, para sintonizarnos revisa-
remos unos mínimos conceptos previos 
de género. Entendemos por género a los 
comportamientos, roles, atributos que las 
sociedades consideran adecuados para los 
hombres y las mujeres a partir de su sexo. 
Estas diferencias colocan, usualmente, en 
posición de desigualdad a las mujeres.

Las brechas de género son las diferen-
cias entre los sexos en cuanto a igualdad 
de oportunidades, acceso, control y uso de 
los recursos que garantizan bienestar y de-
sarrollo humano.

Son el resultado de actitudes y prácti-
cas discriminatorias que obstaculizan el 
goce de derechos.

Los derechos humanos son inherentes a 
todos los seres humanos, son normas que 
reconocen y protegen la dignidad de todos 
los seres humanos para alcanzar la libertad 
y el respeto a cada uno de los derechos. 
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Los ámbitos de las relaciones de los de-
rechos humanos son entre las personas y 
de las personas con el Estado. Es impor-
tante tener claro que todos los seres huma-

nos nacemos libres e iguales en dignidad 
y derechos. Para comprender mejor la di-
visión sexual del trabajo revisemos la si-
guiente matriz:

Cuadro 1

 

TRABAJO PRODUCTIVO 
// TRABAJO 

REMUNERADO

TRABAJO 
REPRODUCTIVO // 

TRABAJO NO 
REMUNERADO

TRABAJO 
COMUNITARIO

Satisfacción de 
necesidades

De mercado Familiares Comunidad

Produce
Bienes y servicios para 

intercambio 

cuidado de niños (salud y 
educación) y enfermos, 
alimentos, autosustento,  

jardines, gerencia del 
hogar, etc.

mingas, 
voluntariados, 

caja de ahorros, 
etc

Ejecutado en Espacio público Esfera privada / 
doméstica

esfera pública

Mayormente 
realizado por 

Hombres  y mujeres mujeres mujeres

Valor monetario sí no no

Visibilidad Visible Invisible
No, sobre todo el 

realizado por 
mujeres

Reconocimiento
/retribuciòn

Económico y social Ninguno,
 ocasionalmente  familiar

Social

Resultados Genera riqueza Reproduce la vida
Mejora el 

bienestar de la 
comunidad

Fuente: Elaboración propia 
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Ecuador es uno de los pocos países que 
ha realizado la Encuesta del uso del tiem-
po, trabajada por el INEC en colaboración 
con el Consejo Nacional de Igualdad de 
Género (nombre actual). Sus resultados 
ofrecen insumos para formular política 
pública para garantizar el uso del tiempo 
libre. 

Uno de sus resultados es que a la se-
mana las mujeres trabajamos 23 horas más 
que los hombres, y que somos las mujeres 
las mayormente encargadas del trabajo 
doméstico.

Es importante conocer el aporte del 
Trabajo No Remunerado (TNR), a la eco-
nomía se lo registra en la Cuenta Satélite.

Al analizar la división sexual del traba-
jo y los datos estadísticos	 p o d e m o s 
concluir que, debido a los roles de cuida-
do, socialmente asignados las mujeres son 
quienes más demandan servicios públicos 
de salud y educación. Al igual que por el 
ejercicio de derechos sexuales y reproduc-
tivos, acuden más a servicios de salud. 
También podemos concluir que las mu-

22	 https://www.unodc.org/mexicoandcentralamerica/es/webstories/2020/2020_opinion_por-qu-hablar-
de-gnero-y-corrupcin.html.

jeres que no les queda tiempo suficiente 
para involucrarse en acciones de control 
social, ni ejercer otros derechos humanos.

Aquí me parece pertinente citar a la 
Oficina de Naciones Unidas contra la Dro-
ga y el Delito, (UNDOC, por sus siglas en 
inglés, 2020), que nos expresa: “Los roles 
de género pueden ser un factor que sitúa 
a las mujeres en una situación de vulne-
rabilidad a ser víctimas de la corrupción, 
por las barreras o incluso riesgos sociales, 
políticos o culturales que enfrentan”.22

¿POR QUÉ HABLAR DE 
GÉNERO Y ANTICORRUPCIÓN?

La Constitución de la República del 
Ecuador establece en su art. 11 que el más 
alto deber del Estado consiste en respetar 
y hacer respetar los derechos garantizados 
en la Constitución.

También nos determina que el conte-
nido de los derechos se desarrollará de 
manera progresiva a través de las normas, 
la jurisprudencia y las políticas públicas. 
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Para este desarrollo progresivo se requiere 
de recursos presupuestarios.

Asimismo, dispone que el Estado debe 
garantizar la distribución equitativa y so-
lidaria del presupuesto para la ejecución 
de las políticas públicas y la prestación de 
bienes y servicios públicos (art. 85) y que 
ese presupuesto debe estar sujeto a la pla-
nificación (art. 280).

Es un buen momento para recordar que 
la comunidad internacional ha establecido 
como Objetivos del Milenio 17 objetivos, 
en el objetivo 5 se refiere específicamente 
a la igualdad de género, pero en realidad 
se lo puede advertir en todo el resto de los 
objetivos.

La UNDOC también relaciona la co-
rrupción y la obtención de objetivos indi-
cando “la corrupción se reconoce como un 
fenómeno que entorpece los esfuerzos de 
los gobiernos y la sociedad para lograr el 
desarrollo sostenible”. 

Ahora bien, hablemos de delitos espe-
cíficamente relacionados con el género y 
la corrupción de manera que nos queda de 
manera más fácil visibilizarlos:

El primero es el acoso sexual que se re-
fiere a cuando una persona solicite algún 
acto de naturaleza sexual, para sí o para 
un tercero, prevaliéndose de situación de 
autoridad.

Este delito es especialmente grave en 
los ámbitos de educación y laboral, don-
de es ejercida por personas que tienen po-
der sobre las alumnas/os, colaboradoras o 
aspirantes a plazas laborales o ascensos. 
Este delito el Código Orgánico Integral 
Penal (COIP) le estable una pena privati-
va de la libertad de 6 meses a 5 años (art. 
166).

Nos debe quedar claro que el acoso se-
xual disminuye el ejercicio de derechos de 
educación y laborales.

El otro delito es la trata de personas, 
para ello se toma la siguiente matriz:
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Cuadro 2

La trata de personas consiste en
Un acto como

Reclutamiento Amenza La explotación de la prostitución
ajena

Uso de la fuerza Otras formas de explotacion secual

Coerción Trabajo forzoso o servicios
Secuestro Esclavitud o prácticas similares a la

esclavitud

Fraude Servidumbre

Engaño Extracción de órganos

Abuso de poder
Abuso de vulnerabilidad
Pagos o beneficios a las
partes controladoras

Transporte
Transferencia
Albergar

Recepción

Comprometidos por

miedo de...

Con fines de explotación,

incluyendo...

 Fuente: Educación para la Justicia, 2019

Es importante destacar que el Ecua-
dor cuenta con el Plan de Acción contra 
la Trata de Personas 2019-2030 para tra-
bajar contra este flagelo social, que afecta 
de mayor manera a las mujeres. La trata 

de personas, dependiendo del ranking de 
referencia lo encontramos entre el tercer y 
quinto lugar como actividades ilícitas más 
rentables, cuyas cifras son escalofriantes:
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ACTIVIDAD ILÍCITA MONTOS
Narcotráfico 320.000 millones USD
Falsificación US$250.000 millones
Tráfico Humano US$ 31.600 millones
Tráfico ilegal de petróleo US$ 10.800 millones

US$ 10.000 millonesTráfico de vida salvaje

Fuente: https://www.bbc.com/mundo/noticias/2016/03/160316_economia_crimen_organizado_mj

Extraigo de información de la UNDOC 
dos datos que nos dan una idea de la pro-
porción del cometimiento de este delito:

•	 Las dos terceras partes víctimas de tra-
ta son mujeres, quienes son víctimas de 
explotación sexual en un 79 %.

•	 A pesar que el 63 % de los países han 
ratificado el Protocolo contra la Trata 
de personas, en un 40 % no registra-
ron ninguna condena, es decir la impu-
nidad, que es la prima hermana de la 
corrupción reina en una gran parte de 
los países a pesar de tener normativa 
expresa.

PRESUPUESTO PÚBLICO

Ahora vamos a revisar temas del presu-
puesto público en Ecuador. En el art. 292 la 
Constitución nos indica que el Presupues-
to General del Estado es el instrumento a 
través del cual se determinan y gestionan 
los ingresos y egresos de las instituciones 
del sector público, con excepción de la 
banca pública, seguridad social, empresas 
públicas y de los GAD. 

PRESUPUESTO CON ENFOQUE 
DE GÉNERO

Ahora por presupuesto con enfoque de 
género entendemos al instrumento que 
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identifica y reconoce las diferencias entre 
las necesidades, derechos, aportes y obli-
gaciones de hombres y mujeres, así como 
impactos diferenciados del uso de los re-
cursos en su vida.

Para mayor comprensión también es 
interesante conocer lo que no es un pre-
supuesto con enfoque de género: no es un 
presupuesto separado para mujeres y otro 
para hombres, tampoco es un presupuesto 
exclusivo para mujeres/indígenas/niños/
ancianos/migrantes y otra cosa muy im-
portante es que tampoco significa más re-
cursos, son los mismos recursos, pero con 
direccionalidad específica lo que hace que 
mejore su eficacia y eficiencia.

Un presupuesto con enfoque de género 
debe observar que no existe neutralidad, 
que el impacto del uso o del no uso de los 
recursos tiene impactos diferenciados, que 
la gestión pública debe ofrecer una aten-
ción diferenciada de las demandas que son 
diferentes. Todo esto permitirá mejorar la 
calidad del uso de recursos.

La finalidad del presupuesto con en-
foque de género es asegurar operatividad 
de recursos para la igualdad, así como la 

distribución equitativa de recursos y be-
neficios, que permita mejorar eficiencia y 
eficacia del gasto y de esta manera dismi-
nuir brechas socio económicas, finalidad 
que está establecida en el art. 14 del Códi-
go Orgánico de Planificación y Finanzas 
Públicas.

Es necesario tener en cuenta que tanto 
el presupuesto como la planificación no 
son un fin en sí mismos, son instrumen-
tos de la gestión pública, cuyo propósito, 
como ya se dijo, es la garantía de los dere-
chos de la ciudadanía.

Con lo revisado podemos concluir que 
la finalidad del presupuesto público es 
garantizar de forma efectiva los derechos 
humanos de las y los ciudadanos, y que 
se podría pensar que a mayor presupuesto 
mayores posibilidades de ejercicio de de-
rechos. 

¿Por qué no decimos directamente ma-
yor ejercicio de derecho? Justamente por-
que con actos de corrupción disminuye el 
recurso que realmente llegará para el/la 
ciudadana final.

Lo que sí podemos afirmar de manera 
terminante es la corrupción es inversa-
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mente proporcional al ejercicio de dere-
chos, a mayor corrupción menor ejercicio 
de derechos.

TRANSPERENCIA

Uno de los puntos importantes para 
prevenir la corrupción es la transparencia 
en el uso de los recursos públicos.

El Ministerio de Finanzas de 2012 a 
2016 ha venido incorporando los Clasifi-
cadores Orientadores de Gasto en Políti-
cas de Igualdad y de Ambiente, que son 
de uso obligatorio tanto para las entidades 
del o gobierno central como de gobiernos 
locales.

Tiene un clasificador para cada enfo-
que de igualdad:

CLASIFICADORES ORIENTADORES DE GASTO EN
POLÍTICA DE IGUALDAD

CÓDIGO
01.01.00.00 Género

Discapacidades

Intercultural

Movilidad Humana

Infancia, Niñez y Adolescencia

Juventud

Adultos Mayores

01.02.00.00

01.03.00.00

01.04.00.00

01.05.00.00

01.06.00.00

01.07.00.00

DIRECCIONAMIENTO

El Clasificador Orientador de Gasto en 
Políticas de Igualdad de Género, igual que 
el resto de clasificadores tanto de igualdad 
como de ambiente, tiene 4 campos, cada 
uno de dos dígitos:

1.	 Orientación: solo hay dos posibilida-
des, con código 01 las relacionadas con 
igualdad y el código 02 para las de am-
biente. (01.00.00.00).

2.	 Direccionamiento: selecciona cada uno 
de los enfoques (01.01.00.00 = género).

3.	 Categoría: se relaciona específicamen-
te con las políticas de las agendas na-
cionales de igualdad (01.01.05.00 Pro-
moción y garantía de una vida libre de 
violencia).

4.	 Subcategoría: permite registrar a de-
talle el recurso utilizado. (01.01.05.01= 
Cambio de patrones socioculturales).

A continuación, se detallan las catego-
rías del Clasificador Orientador de Gasto 
en Políticas de Igualdad de Género, que 
tiene directa relación con las políticas de 
la Agenda Nacional de Igualdad de Géne-
ro, emitida periódicamente por el Consejo 
Nacional de Igualdad de Género.
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 CLASIFICADOR ORIENTADOR DE 
GASTO EN 
POLÍTICAS DE IGUALDAD DE 
GÉNERO, KOPGPIG

 
 

 
  

CATEGORÍAS 
  

01  01 01 00 
Promoción de la autonomía y 
empoderamiento de la mujer en el marco de 
la economía social y solidaria 

01  01 02 00 
Promoción, garantía y generación de igualdad 
de oportunidades y condiciones de trabajo  

01  01 03 00 Promoción y desarrollo de sistemas de 
cuidado y corresponsabilidad 

01  01 04 00 
Promoción y garantía del derecho a la 
participación social, política y ejercicio de 
ciudadanía 

01 01 05 00 Promoción y garantía de una vida libre de 
violencia  

01  01 06 00 Promoción, protección y garantía del derecho 
a la salud  

01  01 07 00 Protección y garantía del derecho a la 
educación  

01  01 08 00 Promoción del acceso a recursos para procurar 
acciones de desarrollo sustentable   

01  01 09 00 Reconocimiento y promoción de los saberes y 
conocimientos ancestrales  

01 01 10 00 
Promoción y garantía del derecho de las 
mujeres a la recreación y uso de espacios 
públicos en condiciones de igualdad  

01  01 11 00 
Promoción, garantía y desarrollo de 
institucionalidad y políticas públicas con 
equidad de género  



 223

En la página web del Ministerio de Fi-
nanzas, en la sección Reportes de equi-
dad (https://bi.finanzas.gob.ec/ibmcognos/
cgi-bin/cognos.cgi) esta disposición de 
organizaciones y sociedad civil, la infor-
mación de recursos utilizados para los en-
foques de igualdad y ambiente, con actua-
lización al día anterior. Esta información 
únicamente de las entidades que forman 
parte del Presupuesto General de Estado, 
desde el año 2012; y no requiere ningún 
tipo de permiso especial.

ROL DE LA SOCIEDAD CIVIL

Es importante tener claro que la partici-
pación a más de ser un derecho estableci-
do en el art. 95 de nuestra Constitución, es 
también una responsabilidad ciudadana, 
que debe realizarse en todos los asuntos 
de interés público a través de mecanismos 
de democracia participativa, directa y co-
munitaria.

El Mecanismo de Seguimiento de la 
Implementación de la Convención Intera-
mericana contra la Corrupción de la OEA, 
considera como fundamental al rol de la 
sociedad civil muy especialmente para el 

fortalecimiento de la cooperación contra 
la corrupción, para ofrecer contribuciones 
substantivas con la finalidad de conseguir 
la efectiva implementación de la Conven-
ción de Naciones contra la corrupción y 
para la implementación de las recomenda-
ciones a los Estados. 

EXPERIENCIA PARA MEJORAR 
EL CONTROL SOCIAL

La Iniciativa Spotligth, a través de 
ONU Mujeres y con CEPLAES (Centro de 
Planificación y Estudio Social) se trabajó 
capacitando a funcionarios municipales 
en territorios de mayor índice de violencia 
en el Ecuador: Azogues, Morona, Pasta-
za, Chone y Portoviejo para la aplicación 
del Clasificadores Orientadores de Gasto 
en Políticas de Igualdad de Género y del 
resto de clasificadores.

 Se capacitó también a organizaciones 
de mujeres de los mismos cantones en te-
mas presupuestarios para fortalecer sus 
capacidades para el control social.

Publicará una cartilla (digital y física) 
para realizar exigibilidad ciudadana del 
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uso de los recursos Públicos tanto de go-
bierno central como de GAD.

RETOS A EMPRENDER

Hay muchísimos retos para emprender 
en el trabajo en la temática anticorrupción 
con enfoque de género, a continuación, se 
detallan algunos de ellos:

1. Realizar investigaciones para obtener 
diagnósticos e información desagrega-
da sobre vulnerabilidades de las muje-
res ante hechos de corrupción.

2. Más participación de mujeres en pues-
tos directivos en general, incluidas co-
misiones o comités anticorrupción.

3. Concientizar (no solo capacitar) a los 
funcionarios/as públicos/as sobre su rol 
garantizador de derechos humanos, así 
como los impactos de sus acciones y 
también de sus omisiones.

4. Mantener protocolos para casos de aco-
so sexual muy difundidos en las orga-
nizaciones. 

5. Construir los instrumentos de planifica-
ción y presupuesto a más de participati-
vos, que sean con enfoque de derechos.

6. Promover la participación activa de las 
mujeres en acciones de control social, 
para ello debe considerarse el uso del 
tiempo de las mujeres.

7. Mejorar de forma significativa la trans-
parencia en páginas web en lenguaje 
comprensible a la ciudadanía, especial-
mente en los GAD en referencia espe-
cífica a financiación de la garantía de 
derechos utilizando los Clasificadores 
Orientadores de Gasto en Políticas de 
Igualdad y de Ambiente, emitidos por 
el Ministerio de Economía y Finanzas.

8. Incidir en la Contraloría General del 
Estado para que tome los informes de 
sociedad civil, considerando que sus 
recomendaciones son de cumplimien-
to obligatorio y en realidad es de gran 
incidencia en la gestión pública insti-
tucional e individual en las entidades 
públicas.
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“Las mujeres buscan trabajar su culpa mientras
los hombres nunca la han tenido.

Salvador Gutiérrez Solis (2016, Los Amantes Anónimos)
[…]”me había acostumbrado tanto al dolor que ya me era

Igual tenerlo que no tenerlo, así que tardé unos minutos en darme 
Cuenta de que ya no estaba”.

(Layla Martínez, 2021, Carcoma)
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Las voces de la independencia se dije-
ron en susurros, entre bordados y manua-
lidades de las mujeres quiteñas que tras 
las madejas y entre agujas y agujones se 
contaban las historias de “los” patriotas, 
sus maridos, hijos, hermanos, padres y sue-
gros. Allí se tramaron grandes partes de 
una “historia” que se precia de estar sur-
cada de patricios que se emancipaban ante 
el “yugo español”. Este primer grito, esta 
Luz de América, este Quito tiene muchas 
narrativas, muchas historias que continua-
mos ominosamente silenciando con nues-
tra ignorancia, con nuestra incapacidad de 
diálogo y nuestra constante predisposición 
a “comentar todo”. Las mujeres, los indíge-
nas —esos que pusieron a prueba el dere-
cho al adoquín—, los afroecuatorianos, las 
maricas y trans que eran ahogadas por su 
identidad, por su genitalidad, por su deses-
pero de libertad, eran ahogadas en El Eji-
do, violadas y arrojadas en el Machánga-
ra mientras han sido, en la historia oculta, 
todas, todos, todas actorías fundamentales, 
coloridas, sólidas, solidarias, de las fami-
lias quiteñas. Desconocidas, escondidas, 
blanqueadas, “heteronormadas”.

Estas son apenas unas pinceladas de to-
das las historias que están dentro de aque-

lla que no las recuerda, que omite fuera 
de nombres que la historia tradicional ha 
forjado como los precursores, los padres 
libertadores; a muchas mujeres de diversa 
condición económica, social, pertenencia 
étnica, situación educativa; a asistentes, 
escribas, guerreros hombres y mujeres 
afroecuatorianos que tras la emancipación 
administrativa de la colonia española, aún 
tuvieron que esperar muchos años para la 
abolición de la esclavitud. 

Recordar que la tónica de constitución 
de los Estados republicanos, siendo Ecua-
dor uno entre estos, no dio cabida para que 
las personas no ensalzadas por la historia 
que se siguió reproduciendo fuera opaca-
da. La ciudadanía fue un estatus que ex-
cluyó a los no masculinos, sin renta, sin 
educación. Todas y todos los demás fui-
mos retirados de la posibilidad de toda 
participación regular en ese Estado que 
creyendo emancipar volvía a un régimen 
de exclusión.

Las luchas indígenas —llamadas ha-
bitualmente por sus mismas actorías 
como levantamientos—, continuaron. 
Se han movilizado por tierras, dignidad, 
comida, trabajo y permanencia de pro-
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yectos de vida comunitarios. A las elites 
económicas nuevamente acomodadas 
construyendo la estructura nueva, en 
las paredes de Quito les predijeron las 
pintas del 10 de agosto de 1809: “Últi-
mo día del despotismo […] y primero de 
lo mismo”. Todo cambio, para que nada 
cambie. Distintas maneras de aludir a 
que la estructura colonial, con base en la 
explotación del trabajo de las mayorías 
y el desconocimiento de toda otredad; 
persistió. 

Voces chiquitas, mucho que decir

Tras la pandemia que el conjunto de 
sociedades hemos debido asumir, con más 
y con menos efectividad por parte de los 
Estados nacionales, enfrentamos formas 
de cognición distintas, relacionamientos 
simultáneos a escala individual y grupal. 
Ahora el espacio de lo virtual resulta im-
prescindible en muchos ámbitos e incluso 
de manera transversal e indiferente a las 
edades de las personas, sus condiciones o 
incluso el tipo de actividades, una parte de 
las vidas cotidianas se desenvuelve en la 
vida digital.

Observando cómo la carga de esa colo-
nia continúa hasta en el asumir mil rostros 
y voces en redes digitales sociales; resul-
tando constante la revelación de muchas 
iniquidades sociales, económicas; transi-
das todavía de la marca de la racialización 
que pretende inferiores a los distintos por 
su fisonomía, cultura y rezagos coloniales. 
Es en este contexto, que parece imposible 
el encuentro y el diálogo, que propongo 
pensar en el diálogo y escucha efectiva 
como métodos básicos para continuar con 
esta vida de Quito plural. Debo referir un 
ejemplo que me conmueve muchísimo en 
torno al diálogo. Hace muchos años, cami-
nando joven y enamorada por la calle 24 
de mayo, para ese entonces aun epicentro 
de la zona rosa de Quito, encontramos a 
un par de niñas de alrededor de unos diez 
años sentadas en unas largas escalinatas 
de piedra. Nos pidieron dulces, era bastan-
te tarde en la noche y ellas habían estado 
conversando entre sí, hasta que nos vieron 
acercarnos. Nos invitaron a conversar sen-
tados juntos en su escalinata. Hablaban de 
cómo es la noche y la luna, las calles y 
los peldaños. Entonces, aproximando su 
rostro ambas, nos dijeron que en la noche 
es bueno “hablar en voz chiquita”. Muchas 
voces comparten estridente, tajante, ad-
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monitoriamente y siempre en voz muy alta 
que la sociedad ecuatoriana y quiteña no 
tenemos futuro, que todo está extremada-
mente mal. Parece, entonces, el momento 
para recuperar y hablarnos con voz chiqui-
ta en esta aparente oscuridad hasta poder 
entendernos, hasta poder ver en todos los 
rostros de nuestra realidad, aquellos que 
mejor nos retraten. Que emprendamos un 
diálogo sobre nuestros comunes y aproxi-
memos con mucha transparencia formas 
de estar y de ser distintas, a la altura de 
nuestra historia y nuestra condición de hu-
manidad.

De otra parte, ese rostro que escon-
demos y que en palabras del histórico 
dirigente saraguro Don Luis Macas Am-
buludi: “Hemos vivido juntos, pero de 
espaldas”, me parece ahora fundamental 
retormar. No hay interculturalidad sin 
diálogo. Hemos desoído las voces de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades de 
nuestro país. Un camino de diálogo debe 
permitirnos respetuosamente también ex-
clamar ese “Aquí estamos”, fuerte y enér-
gico: “Kaipimi Kanchic”. Desde 1990, 
muchas voces —como la de los apoyos 
de cristianos de base en el barrio de San 
Roque, acompañantes serios, tiernos y de-

cididos que bregaban por demandas cente-
narias junto a las y los indígenas— apren-
dimos con alegría como estar y procurar 
ser una quiteñidad diversa, incluyente y 
orgullosa de nuestros orígenes.

Orgullosa de ser quiteña, orgullosa de 
ser quiteña por la vitalidad de una ciudad 
que ha crecido —lamentablemente arra-
sando con el entorno de decenas de comu-
nidades indígenas—; pero, que crece en el 
sur con vitalidad, que crece en las univer-
sidades, que hermana en la cotidianidad a 
todos, todas y todes.

Otra pauta importante para recuperar 
los sentidos de forma completa es pensar 
desde la diferencia que supone en una so-
ciedad cerrada a la inclusión, revitalizar la 
convivencia considerando a las personas 
con discapacidad o con diversidad fun-
cional. La sociedad es extremadamente 
capacitista —es decir la percepción de 
normalidad o regularidad se rige por las 
capacidades que se perciba en el otro—; 
llegando a la negación de la inclusión. Es 
fácil de percibir en la falta de cumplimien-
to de las normas de tránsito, el mal uso de 
las pocas instalaciones que existen en el es-
pacio público reservadas para un mínimo 
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de comodidad de todos y todas. La actitud 
permanente de considerar con conmisera-
ción a una vida distinta que conlleva a una 
invisibilidad de las personas con discapa-
cidad. No se asume una actitud inclusiva, 
empática y mucho menos autocrítica del 
capacitismo. Pasa el tiempo y el problema 
de la abierta exclusión ya es una impronta 
de discriminación y menoscabo de las per-
sonas con discapacidad. El diálogo es po-
sible, la igualación de oportunidades para 
que todas y todos estemos en condiciones 
de interlocución otra tarea ineludible para 
un Quito que permita apreciar el bello ros-
tro que en efecto tiene de diversidad.

Género, igualdad no eufemismos ni 
simplismos

Cuando hablamos de género tenemos 
la tendencia a quitar el esfuerzo teórico de 
miles de académicas, científicas, activis-
tas, centros de estudios e investigaciones 
de toda geografía. Quedamos en el cliche 
de imaginar que lo que existe —como lo 
ha marcado el poder—, es “ideología de 
género”. No recordamos la fuerte histori-
cidad que tiene esta categoría, que es tan 
importante como conocer de balanza de 

pagos, y tan técnico como mencionar la 
planificación que implica el ordenamiento 
territorial metropolitano. Recuerdo tam-
bién como la discusión, la lectura, el aná-
lisis son la mejor fórmula para vencer la 
ignorancia y la intolerancia. Debemos des-
pojar de ideología al género, quiero decir 
con claridad, este es un acervo del cono-
cimiento humano que permite identificar 
realidades, comportamientos y patrones 
socioculturales. Es decir, el género es una 
categoría sólida que como tantas otras de 
las ciencias, abre puertas y por tanto ho-
rizontes. Nada está escrito en piedra. Los 
roles y estereotipos de género no hacen 
más autónoma a la persona. Las actitudes 
y sobre todo, los patrones socio culturales 
machistas, implican una visión discrimi-
nadora, violenta y deben como cualquier 
comportamiento social, ser modificados. 
En el diálogo por supuesto. Pero, no se 
puede pretender desconocer esta dimen-
sión del análisis y la posición crítica y au-
tocrítica para afrontarlo.

Ratifico entonces que expresiones tales 
como: Género, igualdad, autonomía, dere-
chos, no discriminación y derecho a una 
vida libre de violencia, deben formar parte 
y tener vocerías, además de transversalizar 
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la construcción misma del debate de Quito. 
Esas palabras puede que para la mayoría 
de personas digan poco o conlleven ya a 
un prejuicio su sola escucha. Aún más gra-
ve y sórdido, es que quizás aquí mismo, en 
este Primer Congreso Anticorrupción que 
levanta y recupera nuestra identidad de 
Luz de América; suenen quizás extrañas y 
propias de discursos incómodos. Propongo 
no evitar los temas complejos, son parte 
fundamental de la vida social y debemos 
afrontar de manera integral y con perspec-
tiva de futuro los hallazgos de las discipli-
nas alrededor del género.

¿Por qué mencionar estas palabras 
cuando bien podríamos sumarnos a sa-
car cuentas y hablar desde la superioridad 
moral de la corrupción?

1.	 Porque las mujeres estamos aquí, he-
mos estado siempre, en todo estadio de 
nuestra vida, en muchos roles silencia-
dos. Porque tanto Doña Francisca Piza-
rro Yupanqui, como Mariana de Jesús 
y como nuestras queridas Manuela Es-
pejo, Manuela Sáenz, Jonatás Sáenz, 
entre las más recordadas; no somos no 
fuimos únicamente “amantes, herma-
nas o esposas” de algún prócer.

2.	 Porque es corrupción la lenidad que se 
da alrededor de la resolución del afrofe-
micidio de Maribel Pinto; de los dictá-
menes equívocos de la administración 
de justicia alrededor de los casos de 
acoso sexual vividos por estudiantes de 
las universidades quiteñas; porque la 
justicia si tiene género y es el del patrón 
de esas masculinidades que estoy segu-
ra, ninguno de los presentes, al margen 
de su orientación sexual o identidad de 
género querrá saber y abonar. 

3.	 Porque la incapacidad de diagnosticar, 
planificar y ejecutar presupuestos par-
ticipativos que luchen contra las violen-
cias estructurales de género es corrup-
ción.

4.	 Porque aún nos faltan las jóvenes, les 
personas trans, los chicos que han des-
aparecido y cuyos nombres recordamos 
entre quienes activamos o investiga-
mos la situación de derechos humanos, 
y es una violencia más “remitirnos al 
ghetto”.

5.	 Porque las, los, les niñas, niños y ado-
lescentes merecen nacer por deseo y 
amor de quienes los traigan al mundo. 
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Vivir sin violencias. Educados con cu-
riosidad, ética y cuidado, no con casti-
gos de ningún tipo.

6.	 Porqué Quito “no es una ciudad in-
clusiva”. Lamentablemente, no hemos 
construido como tejido social una ciu-
dad que rebase el “pobrecitos”, “qué 
ejemplos”; es decir un capacitismo que 
anula la autonomía y la potencialidad 
de las personas con discapacidad. 

7.	 Pretender ilegales, estorbos o enemigos 
a las y los humanos que han debido mi-
grar por cualquier razón. 

8.	 Recordar que nuestra —al menos orgu-
llosamente la mía—, son del Sur, son 
de mi pueblo. Y, no, Quito no es la ciu-
dad de algunos.

9.	 Porqué las y los que dieron sus vidas, 
he dicho claro sus vidas no sus muer-
tes; trabajando 30, 40 o 50 años, tam-
poco son desecho, son humanidades 
potentes, narraciones e historia viva. 

10.	Porqué Quito tiene más de 20 micro 
ecosistemas distintos y es necesario 
que sea denonadamente cuidada y te-
nemos una enorme deuda con todas las 

áreas ecológicas aledañas; pues, todas 
nos dan agua, oxígeno, culturas y vida. 

Desde estas identidades que el género, 
la igualdad y la interculturalidad me per-
miten desentrañar y entender, creo que la 
corrupción de lo humano, esa incapaci-
dad de escucharnos, la falta de búsqueda 
y encuentro de puntos comunes, solida-
ridad, cumplimiento del mandato básico 
de ser comunidad, barrio y familia am-
pliados. De asumir que las normas y las 
instituciones sin ese tejido social no exis-
ten. Por eso, la corrupción es estructural, 
pero también la exclusión, el patriarcado, 
la racialización y la incapacidad de en-
tender en los las otros otras; pecado ca-
pital. 

TENEMOS, PODEMOS Y ME 
PERMITO EXPONER QUE 

●	 Tenemos, en mi parecer, la mejor socie-
dad posible. Múltiple diversa hermosa 
solidaria trabajadora optimista. 

●	 Podemos hacer familia, solidificar pro-
yectos de vida, hacer barrios. Fundar 
bibliotecas y compartir lecturas, curio-
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sidades y dialogar diferencias y simili-
tudes. 

●	 Podemos retomar ese tejido armónico 
en torno a esa cantidad de cosas en co-
mún que, con las marikas, los pueblos 
y nacionalidades indígenas y afrodes-
cendencia, migrantes, todas las edades, 
discapacidad o no, condiciones socioe-
conómicas, diferencias. 

●	 Y, creo que nos lo debemos a nuestra 
historia rica en lucha, fortaleza y ges-
tas, luchar con igualdad, inclusión y 
sororidad por un Quito honesto, sin co-
rrupción y para todes.
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Se pueden establecer muchas relacio-
nes entre el concepto de anticorrupción 
y el enfoque de género. A distintos nive-
les puede hablarse de acciones indebidas 
e incluso conductas delictivas que se re-
lacionan con violencia de género como 
son delitos de odio, discriminación, sex-
torción y acoso. Todas ellas, dentro de las 
organizaciones, para el establecimiento de 
un programa de cumplimiento, deben ser 
consideradas en la matriz de riesgos. No 
solamente como conductas indebidas que 
atentan contra principios y valores de la 
organización, sino directamente como in-
cumplimientos de la ley y hasta violacio-
nes a los Derechos Humanos.

Sin embargo, en este trabajo se toma 
un tema específico de las relaciones géne-
ro-anticorrupción. Una temática más coti-
diana. Se trata de la inclusión de un enfo-
que de género en la toma de decisiones en 
las organizaciones. 

Los datos nos indican que tanto del 
sector público como en el sector priva-
do existe una mayoría masculina en los 
puestos directivos o de mayor jerarquía 
y responsabilidad. Concretamente, en el 
sector privado, la brecha se acrecienta a 

medida que se analizan los cargos de for-
ma ascendente dentro de las estructuras 
corporativas. De hecho, la penetración de 
mujeres en el ámbito laboral es una reali-
dad, por lo que las posiciones de ingreso 
e incluso mandos medios van siendo cada 
vez más equitativos. Esto, sin embargo, 
no sucede en los altos cargos gerenciales, 
juntas directivas, gerencias y posiciones 
de CEO. 

En cifras de la OIT vemos que en Amé-
rica Latina no existen aún países con pa-
ridad de mujeres en cargos directivos. Se 
acerca El Salvador, que cuenta con un 46,7 
% de mujeres directivas. México (38,5 %) 
y Brasil (36,8 %), Argentina (33 %), Chile 
(30,4 %) y si vamos por los demás la pro-
porción es inferior.

La OIT señala que es más probable que 
las mujeres ocupen puestos directivos en 
recursos humanos, administración, finan-
zas, marketing o relaciones públicas, áreas 
que la organización define como funcio-
nes de apoyo en la empresa. En cambio los 
datos nos muestran que en América Lati-
na las CEO mujeres representan solo el 4,2 
% del total.
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Debemos comprender que donde hay 
desigualdad de género, hay espacio para 
la corrupción. (Muzio, 2019). Esto res-
ponde a distintas razones. Una de ellas sin 
duda responde al ejercicio de relaciones 
verticales dentro de las jerarquías organi-
zacionales que acrecientan los riesgos de 
actuaciones que pueden encuadrarse en 
violencia de género. La otra tiene que ver 
con la concentración de las decisiones en 
un solo sector o, dicho de otro modo, la 
concentración del poder de decisión en un 
grupo de personas, dejando de lado otro 
grupo, lo que puede llevar a la discrecio-
nalidad en la toma de decisiones.

Si bien hoy por hoy la mayoría de las 
empresas y Estados de América Latina 
están incluyendo políticas de igualdad 
e integridad en diferentes áreas por la 
obligación legal se necesita apoyo de los 
miembros de cada organización para que 
se cumpla en la práctica. Esto está ligado 
al sistema de cumplimiento en el sector 
privado y a la inclusión de normativa en 
el sector público, pero principalmente a la 
toma de consciencia respecto de una cultu-
ra íntegra y respetuosa de las personas. En 
Ecuador específicamente, las normas de 
Buen Gobierno Corporativo comportan la 

obligación de reportar las cifras de cargos 
ocupados por mujeres y varones dentro de 
sus estructuras. No obstante, no hay un se-
guimiento de estas cifras respondan a una 
equidad de género. Existen muchos argu-
mentos para avanzar en políticas inclusi-
vas a distintos niveles en las organizacio-
nes, nos vamos a referir a los argumentos 
prácticos, y también a los argumentos que 
denominaremos trascendentes o de fondo.

Por una parte, entre los argumentos 
prácticos, tenemos el indiscutible punto 
de la productividad. Hoy sabemos que una 
empresa con un directorio más equitativo 
es una empresa más competitiva. Las mu-
jeres en cargos jerárquicos pueden llegar a 
aumentar la rentabilidad. Según datos de 
un informe de la Organización Internacio-
nal del Trabajo (OIT) y ONU Mujeres las 
compañías con políticas de igualdad mejo-
raron en un 89 % su reputación y también 
los resultados empresariales en un 85 %, 
incluyendo la rentabilidad. 

El mismo informe muestra efectos 
marginales que prueban la correlación en-
tre compañías que incorporan la perspec-
tiva de género en la filosofía empresarial 
y que tienen una política de igualdad de 
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oportunidades de empleo con una mejo-
ra en la creatividad, innovación y trans-
parencia. Estos mismos factores, según el 
estudio mencionado, muestran un impacto 
positivo sobre indicadores de rentabilidad, 
productividad y reputación. Otro aspecto 
interesante es que inciden en la retención 
del talento femenino. 

El motivo de esto tiene de fondo una 
ecuación lógica. A mayor diversidad y 
mayor colegialidad en la toma de decisio-
nes, las decisiones tienden a ser mejores y 
más íntegras. La concentración de faculta-
des de decisión es un factor de discrecio-
nalidad que se relaciona directamente con 
la corrupción, y se aleja de las prácticas 
de buen gobierno corporativo. Adicional-
mente, hay dos factores a tomar en cuenta. 
Por una parte, la presencia de mujeres en 
la organización genera un ejemplo positi-
vo para otras mujeres del medio y para co-
laboradoras dentro de la misma estructura 
que buscan replicar las carreras de muje-
res directivas. Por otra parte, en espacios 
de decisión colegiada formados eminente-
mente por varones se pueden invisibilizar 
asuntos que afectan específicamente a co-
laboradoras mujeres en la organización y 
que se pueden constituir en impedimentos 

para su ascenso y en general para la reten-
ción del talento femenino.

Todas estas cifras y muchas más que 
están disponibles y públicas son ciertas, 
las compañías lo saben, los gobiernos lo 
saben. Cabe preguntarse entonces, ¿por 
qué motivo continuamos teniendo proble-
mas para vivir una verdadera cultura de 
inclusión en la toma de decisiones en las 
organizaciones?

Esto nos lleva al segundo aspecto, el 
aspecto trascendente o de fondo. Cuando 
hablamos de integridad, estamos hablan-
do de cultura. Por eso es imprescindible 
combinar la perspectiva de género en las 
políticas de anticorrupción. Para ello, el 
reto es abordar las relaciones de poder, 
contexto legal y social, e incluso el am-
biente laboral y relacional dentro de las 
organizaciones en concreto. 

Al considerar una cultura íntegra den-
tro de las organizaciones, podemos atender 
a ciertos aspectos que se hacen cruciales. 
Tienen que ver con la toma de decisiones 
y las actuaciones que tienen los miembros 
de una organización, no solamente frente 
a la ley, entes relacionados como provee-
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dores y clientes, sino dentro de la orga-
nización, entre las personas con las que 
interactúan constantemente. Hemos visto 
que existen varios estudios sobre cómo la 
presencia de las mujeres en el mercado la-
boral y productivo mejora los resultados, 
la productividad, enriquece los ambientes 
laborales, las decisiones, las negociacio-
nes, etc. No obstante, no existe aún una 
comprensión de las implicaciones de las 
relaciones género-cumplimiento dentro de 
las organizaciones.

En un estudio del Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), titulado Participa-
ción Laboral Femenina, ubica a Ecuador 
en el último lugar de toda Sudamérica, se 
muestra que, de las mujeres en edad pro-
ductiva (25-64 años), solo el 65,6 % de ese 
grupo poblacional tiene participación en el 
mercado laboral y además, solo el 29,8 % 
de ellas tiene un empleo adecuado. (Armi-
jos et al., 2020)

Si bien la relevancia del papel de la mu-
jer en el ámbito empresarial es un tópico 
de creciente exploración en los estudios y 
análisis actuales, se relaciona casi siempre 
con la productividad. Se trata de estudios 
muchas veces cuantitativos que por medio 
de los datos exponen la problemática rela-

cionada con la equidad de género o inclu-
so la justicia de género en las compañías. 
Es más incipiente, sin embargo, el abor-
daje empírico de la problemática, con una 
perspectiva más empírica, que muestre la 
vivencia de las mujeres en los ambientes 
laborales, y la percepción de su aporte por 
parte de sus compañeros varones, y de la 
sociedad.

De esta manera, vemos que muchas ve-
ces la inclusión de las mujeres en los am-
bientes laborales, sobre todo directivos de 
las empresas, al medirse de forma cuanti-
tativa puede ser creciente en los últimos 
años, pero no se ha estudiado a profundi-
dad el modo en que se da. La profesora 
Laura Kray de la Universidad de Califor-
nia, analiza un estudio de la Organizatio-
nal Behavior and Human Decision Pro-
cesses que prueba que las mujeres en los 
negocios tienden a “negociar de buena fe”, 
más que los hombres. Lo que muestra una 
actitud de integridad en los negocios. Sin 
embargo, en la misma publicación afirma 
que “The prevailing message to women in 
Western society is that if you want to suc-
ceed, act more like men. There is an as-
sumption that success means being more 
aggressive, in control of emotions, and 
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strategic and calculating in your decisions. 
Getting ahead often means doing whate-
ver it takes, even if you’re acting unethi-
cally”,23 dejando ver un riesgo de compor-
tamiento poco transparente en la inclusión 
de la mujer en las organizaciones, cuando 
no se hace desde una verdadera transfor-
mación de la cultura organizacional. Se 
trata únicamente de un ejemplo, puesto 
que las implicaciones son varias. Queda 
por explorar las relaciones género: inte-
gridad en el manejo de la información, en 
las decisiones de promoción y empleabili-
dad, y en general en el establecimiento de 
políticas corporativas de autorregulación. 
Ya no desde la perspectiva cuantitativa de 
los resultados financieros o el número de 
puestos directivos ocupados por mujeres, 
ni siquiera desde el número de denuncias 
de discriminación en compañías con me-
canismos internos para receptar este tipo 
de denuncias, sino desde una aproxima-
ción aún más empírica, dialógica, sobre 
las percepciones de las mujeres sobre su 
ambiente laboral, las oportunidades y de-
safíos que ofrece.

23	 El mensaje prevalente que se da a las mujeres en la sociedad occidental es que si quieren ser exitosas 
deben actuar más como hombres. Se asume que el éxito significa ser más agresivo, en control de las 
emociones, y estratégico y calculador en las decisiones. Salir adelante muchas veces implica hacer lo 
que sea, incluso actuar de manera antiética (traducción propia).

Sobre las aproximaciones de estos enfo-
ques vemos que las organizaciones mues-
tran poca consciencia de la problemática 
de género, en especial desde sus directi-
vos varones. No existe un abordaje frontal 
de la situación que más bien parece haber 
sido invisibilizada por una ocupación ma-
yoritaria de puestos de decisión por parte 
de hombres en las empresas. Por lo cual, 
el mayor reto del establecimiento de pro-
gramas de cumplimiento con enfoque de 
género en las organizaciones ecuatorianas 
es una transformación de la cultura orga-
nizacional. La consciencia sobre valores 
compartidos y un enfoque decisional de 
dinámicas de colaboración que reempla-
cen a las relaciones de poder. Tanto la 
transparencia, integridad, cumplimiento 
como la equidad de género (no solamente 
numérica sino en las interacciones y diná-
mica decisional en los ambientes laborales 
y corporativos), suponen el compromiso 
de los miembros de una organización con 
unos valores y principios con que puedan 
identificarse. 
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Una mayor competitividad y transpa-
rencia no se logra solo con la aplicación de 
protocolos de compliance comprometidos 
en empresas. El enfoque numérico y de 
resultados es insuficiente: el aspecto del 
ambiente laboral ocupa un lugar tan im-
portante que un escándalo por una situa-
ción de acoso sexual equivale a lo que un 
acto de corrupción pueda llegar a provocar 
en la reputación de la compañía. Es por 
eso que tanto las políticas con perspecti-
va de género hacia dentro de una compa-

ñía como la composición de un directorio 
equitativo derivan no solo en un desarrollo 
más igualitario sino también, en negocios 
más rentables y sociedades más saluda-
bles.

Este es el gran reto, sensibilizar a las 
generaciones en una verdadera cultura de 
inclusión, que valore y respete a cada per-
sona y su aporte dentro de las organizacio-
nes y la sociedad.
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Resumen

Con la entrada en vigor del Código Orgánico Integral Penal (COIP) y la sanción penal 
a las personas jurídicas, también se implementó en la legislación ecuatoriana la figura 
de los programas de cumplimiento, y de esta forma, las empresas que cuenten con este 
documento pueden disminuir su responsabilidad penal a través de una atenuante. Sin em-
bargo, no basta con la implementación de un compliance program, más bien es necesario 
que se decida adoptar una cultura de cumplimiento, a través de la cual se cuente con estos 
mecanismos, no porque se busque una exención de responsabilidad, sino más bien porque 
la compañía tiene un carácter de cumplidora. Es así que, el sistema de compliance tiene 
como objetivo que la persona jurídica sea respetuosa con las normas, e incluso que tenga 
la capacidad de autoimponerse sanciones en caso de requerirlo, de esta forma también se le 
atribuyen unos valores y ética que vaya mucho más allá de sus obligaciones legales. 

Con el aparecimiento de los programas de cumplimiento, también nacieron los paper 
compliance, que son falsos programas, por lo general copiados de otras empresas, que no se 
adaptan a las necesidades particulares de la persona jurídica, por lo que no tienen eficacia, 
es decir, no implementan una cultura de cumplimiento, ni funcionan como atenuante en la 
legislación ecuatoriana, sino que solo sirven para que la empresa tenga una falsa imagen de 
cumplidora. La idea es que una empresa que toma la decisión de adoptar un programa de 
cumplimiento, lo haga con la ética debida, de tal forma que este documento se convierta en 
un “traje a la medida”, que contemple un análisis de riesgo acorde a la actividad que realiza 
la compañía; y no en un simple paper compliance.
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Definición de compliance

Este término deriva del verbo inglés to 
comply with, que significa seguir, asumir 
o respetar (Engelhart y Ulrich, 2014). Se 
puede decir que es un concepto amplio 
que se ha utilizado en diversos ámbitos, 
pero ha adquirido singular relevancia en 
el medio empresarial (Azzolini, 2020, p. 
751). Los programas de cumplimiento em-
presariales se desarrollaron en un contex-
to marcado por la tensión entre la descon-
fianza al poder empresarial, por un lado, 
y la creencia que la autorregulación em-
presarial es más efectiva que la regulación 
estatal (Gallego Soler, 2014). En efecto, los 
programas de cumplimiento descansan en 
la decisión estatal de permitir, propiciar e, 
incluso, obligar a las empresas a instaurar 
dispositivos internos para cumplir con la 
normatividad vigente y prevenir la comi-
sión de ilícitos en el desempeño de sus ac-
tividades (Azzolini, 2020).

En este sentido, el compliance se defi-
ne como el proceso de asegurarse de que 
tanto las empresas como sus trabajadores 
cumplan y pongan en práctica todos los 
estándares, regulaciones, leyes y prácticas 

éticas establecidas por la organización, así 
como las requeridas por entidades regula-
doras o supervisoras; sean estas exigidas 
por el hard law (normas y leyes de cum-
plimiento obligatotio) o soft law (direc-
trices, códigos o manuales aplicados de 
forma voluntaria por cada organización) 
(Puyol, 2017, p. 157).

El compliance abarca muchos aspectos, 
tanto los relativos a normativas y aspectos 
legales, como la ética organizacional y el 
buen gobierno. Por ello, la inversión des-
tinada a implementar programas de com-
pliance en las empresas puede traer múl-
tiples ventajas, como evitar la imposición 
de sanciones o mejorar el prestigio y la 
representación de la marca (Lizarzaburu 
Bolaños, 2021, p. 19). 

Cultura de cumplimiento

Siempre que se hable de compliance, 
necesariamente se tiene que hacer referen-
cia a la cultura de cumplimiento, pues más 
importante que implementar un programa 
de cumplimiento, es establecer una cultu-
ra de cumplimiento entre cada uno de los 
miembros de la empresa. En este sentido, 
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una de las cuestiones más relevantes que se 
presentan actualmente en el contexto de la 
lucha contra la corrupción y la necesidad 
de aumentar los niveles de transparencia 
en una economía globalizada es la inci-
dencia los presupuestos éticos y jurídicos 
de la actividad empresarial. La ética de la 
empresa no puede ser entendida como un 
simple sistema de control interno para los 
empleados, sino que tiene que marcar una 
pauta para el comportamiento directivo 
hacia todos los grupos de interés (Gonzá-
lez Hurtado y Martínez García, 2021). 

En este contexto surge también la idea 
de compliance que no es otra cosa que 
“cumplimiento”, pero que según el orden 
jurídico en el que opera es además “cum-
plimiento normativo”. Puede ser cumpli-
miento de normas penales, pero sustancial-
mente es en primer lugar de cumplimiento 
de normas administrativas y mercantiles, 
y no solo penal. Compliance es cumpli-
miento de todo el ordenamiento jurídico 
para evitar responsabilidades civiles, ad-
ministrativas y penales de la empresa (Ba-
cigalupo, 2021). Desde esta perspectiva, la 
cultura de cumplimiento y el compliance 
se convierten en una filosofía del buen go-
bierno de las corporaciones. 

La importancia de la cultura de 
cumplimiento en los programas de 
Compliance 

Alinear la cultura de cumplimiento a 
los programas de compliance consiste en 
lograr que todos los colaboradores com-
partan rasgos comunes de cumplimiento, 
así como establecer las herramientas ne-
cesarias que imposibiliten razonablemen-
te las infracciones. Con este objetivo, el 
proceso más lógico para la empresa es 
apostar por una clara voluntad de cumplir. 
En este sentido, esta voluntad tiene que 
empezar por las principales autoridades 
de la empresa, para que después, esta po-
sición sea asumida por los colaboradores 
de la organización. 

Con todo lo mencionado, la pregunta 
que surge es ¿por qué una empresa debe-
ría implementar una cultura de cumpli-
miento? O ¿qué ventajas obtengo al im-
plementar este tipo de programas? Si bien, 
lo establecido en el COIP, con respecto a 
la disminución de responsabilidad de la 
persona jurídica, no debería ser la razón 
por la que se implemente un programa 
de cumplimiento, es cierto que este argu-
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mento se presenta como una de las venta-
jas del compliance. Sin embargo, hay que 
entender que, en esencia, los modelos de 
organización y gestión no tienen por ob-
jeto evitar la sanción penal de la empresa 
sino promover una verdadera cultura ética 
empresarial.

En la medida que se comprueba en las 
organizaciones el beneficio de estos mo-
delos, se amplía el alcance de este para 
llegar a incluir en él la totalidad de los re-
querimientos legales a los que se enfren-
tan las organizaciones en su día y día. Es 
decir, que, si bien en Ecuador solo el Có-
digo Orgánico Integral Penal contempla 
beneficios por la implementación de un 
programa de cumplimiento, el momento 
en que la persona jurídica cuenta con una 
cultura ética empresarial, optará por im-
plementar no solo programas penales de 
cumplimiento, sino aquellos que contem-
plen todas las infracciones posibles, pues 
el objetivo no será evitar la sanción sino 
cumplir con la normativa.

Otra consecuencia importante de la 
implementación de un compliance es la 
buena reputación corporativa, que esta ge-
nera. Las personas jurídicas, al igual que 

las naturales, tienen personalidad, fama y 
carácter; la primera es una obviedad, pues 
se genera con la misma creación de la per-
sona jurídica; la segunda está relacionada 
con la marca; mientras que la tercera tie-
ne que ver con el cumplimiento. En este 
sentido, así como existen personas que 
son más cumplidas que otras, lo mismo 
sucede con las empresas, y justamente, lo 
que busca un programa de cumplimiento, 
es dotar de un carácter de cumplidor a la 
persona jurídica, esto a su vez hará que a 
nivel organizacional exista un sentido de 
pertenencia en los trabajadores, quienes se 
identificarán con el cumplimiento.

Compliance y legislación 
ecuatoriana

En el caso de la legislación ecuatoria-
na podemos decir que los inicios del com-
pliance están la expedición del COIP, en 
el año 2014, con la implementación de la 
responsabilidad penal de las personas ju-
rídicas.

Desde su implementación, el COIP ha 
tenido varias reformas, siendo la última la 
más importante en el ámbito empresarial, 
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pues de forma indirecta considera penal-
mente responsables a las personas jurídi-
cas por no haber implantado un sistema de 
control destinado a la prevención de de-
litos o compliance program, al establecer 
que esta omisión ha favorecido o posibi-
litado la comisión de ilícitos por parte de 
sus representantes o dependientes. 

Ello hace necesaria la elaboración de 
programas de autorregulación corporativa 
con el fin de que la persona jurídica ana-
lice los riesgos de incurrir en ilícitos pe-
nales en función de su actividad y defina 
los criterios que han de regir la conduc-
ta de sus miembros, para que después se 
creen instrumentos de control adecuados, 
ya sean internos o externos y de ese modo, 
la existencia de un correcto protocolo de 
prevención de delitos, cuya efectiva im-
plantación permita a la persona jurídica 
exonerarse de responsabilidad, por consi-
derar que el delito cometido ha sido algo 
excepcional o difícilmente previsible.

Justamente lo que va a lograr el pro-
grama de compliance es que, en caso de 
que la persona jurídica cometa un delito, 
su responsabilidad se vea atenuada, pero 
para que ello suceda, es necesario que el 

programa cuente con ciertos requisitos 
que están establecidos en el COIP.

1.	 Identificación, detección y administra-
ción de actividades en las que se pre-
sente riesgo.

2.	 Controles internos con responsables 
para procesos que representen riesgo.

3.	 Supervisión y monitoreo continuo, tan-
to interna, como evaluaciones indepen-
dientes de los sistemas, programas y 
políticas, protocolos o procedimientos 
para la adopción y ejecución de deci-
siones sociales.

4.	 Modelos de gestión financiera.

5.	 Canal de denuncias.

6.	 Código de Ética.

7.	 Programas de capacitación del perso-
nal.

8.	 Mecanismos de investigación interna.

9.	 Obligación de informar al encargado 
de cumplimiento sobre posibles riesgos 
o incumplimientos.
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10.	Normas para sancionar disciplinaria-
mente las vulneraciones del sistema.

11.	Programas conozca a su cliente o debi-
da diligencia. (COIP, 2014)

En este sentido, el compliance se con-
vierte en una herramienta organizativa 
que cumple tres funciones principales: la 
prevención de delitos (función preventiva), 
su detección (función de detección), y su 
eficaz sanción o denuncia a las autorida-
des correspondientes para que si lo esti-
man oportuno inicien una investigación 
(función represiva) (Serrano Zaragoza, 
2018). 

Individualización de los programas 
de compliance

La característica principal de un progra-
ma de compliance es que tiene que ser úni-
co y adaptarse a la necesidad de la empre-
sa; en este sentido hablamos de una especie 
de “traje a la medida”. No se puede hablar 
de voluntad de cumplimiento si simple-
mente tomo un formato de compliance de 
otra persona jurídica y le cambio los datos 
para de forma superficial afirmar que ten-

go un programa de cumplimiento, a esto 
se le llama Paper Compliance, pero no es 
un compliance, y hay que recalcar que, en 
caso del cometimiento de algún ilícito, no 
se le considerará una atenuante.

También puede suceder que en un ini-
cio la empresa contrata un programa de 
cumplimiento, pero pasan los años y no lo 
actualiza, en este caso, aunque inicialmen-
te haya sido construido a la medida de la 
empresa, este documento tampoco tendrá 
validez legal, pues uno de los requisitos 
establecidos en el COIP es el monitoreo 
continuo. Esto significa que el compliance 
tiene que adaptarse constantemente a los 
cambios normativos que existen en el país, 
por lo que es recomendable, realizar eva-
luaciones anuales del funcionamiento del 
plan, incluso aunque no se hayan expedido 
normas nuevas, pues a través del monito-
reo se puede realizar una valoración sobre 
la efectividad del programa.

Si una empresa decide contratar un pa-
per compliance en lugar de un programa 
de compliance, podrá seguramente de-
mostrar ante inspectores, clientes y otras 
empresas que tiene una cultura de cum-
plimiento, pero jamás podrá demostrar 
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que cuenta con los análisis de riesgos y 
controles técnicos necesarios como para 
realmente evitar el cometimiento de in-
fracciones, y esta es precisamente la razón 
por la que ese supuesto programa de cum-
plimiento no será eficaz, pues se necesitan 
evidencias reales que se conecten con lo 
estipulado en la normativa nacional e in-
ternacional, dependiendo la actividad de 
la compañía.

En conclusión, si una empresa cuenta 
con un papel compliance, lo que se evi-
denciará es que no tiene una cultura de 
ética corporativa y cumplimiento, pues 
se tratará de una persona jurídica que, a 
través del engaño, trata de demostrar que 
es ética y cumple; relacionando esto a lo 
mencionado en líneas anteriores sobre la 
fama y carácter, lo único que se logrará es 
que la compañía tenga una fama de menti-
rosa y un carácter no cumplidor.

Entonces ¿cuáles serían los requisitos 
mínimos que debe contener un programa 

de compliance? Esto obviamente depen-
derá de la actividad de la persona jurídica 
y sus características principales, sin em-
bargo, todo compliance program deberá 
contener:

1.	 Evaluación (matriz) de riesgos

2.	 Código de Ética y manual de complian-
ce, que deben cumplir con la normativa 
del país de domicilio y las diferentes 
ISO.

3.	 Código de Conducta.

4.	 Manual de delitos o infracciones.

5.	 Sistema disciplinario.

6.	 Manual para el oficial de cumplimien-
to.

7.	 Constancias de difusión del programa 
de compliance entre los trabajadores.

8.	 Canal de denuncias.
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Resumen

La promoción de políticas y procesos que fortalezcan la transparencia en las acciones 
dentro de las organizaciones es vital para la construcción de una sociedad más justa.

La presente ponencia da cuenta de una de las herramientas claves en la consecución de 
este objetivo: el compliance.

Soportado por la transparencia y las conductas regulatorias al interno de las organiza-
ciones, el compliance puede ser fundamental en la construcción de reputación, un elemento 
que suma muchísimo al valor cualitativo de cualquier empresa.
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Apostar por una sociedad donde la 
transparencia y el correcto proceder de los 
ciudadanos, en el marco de la ley, pero so-
bre todo en beneficio de los que habitamos 
el planeta, es un objetivo que buscamos 
al interior de LATAM Airlines Ecuador, 
y en el cual nuestras políticas anticorrup-
ción tienen prioridad cuando desarrolla-
mos nuestras acciones como operador aé-
reo en todos los niveles de la organización 
y con nuestros colaboradores.

Es en ese sentido que participar de es-
pacios como este foro, donde actores de 
diferentes industrias, líderes de opinión, 
miembros de la academia, representantes 
del gobierno central y local, pero parti-
cularmente la ciudadanía en general es 
primordial, porque le permite a la ciu-
dadanía tener acceso a información de 
buenas prácticas en materia de control a 
la corrupción, uno de los grandes males 
que lamentablemente aquejan a nuestras 
sociedades.

En mis más de 15 años de experiencia 
profesional liderando equipos jurídicos y 
formando parte de comisiones que pro-
mueven políticas anticorrupción dentro 
de las organizaciones, especialmente en 

el sector privado, para generar una cultura 
organizacional en la que la honestidad y la 
transparencia tengan el foco, he visto cómo 
la sociedad y en general las industrias han 
ido adaptando sus modelos de gestión y de 
negocio para afianzar justamente varias de 
las iniciativas que tangibilizan un discur-
so que va mucho más allá del simple pro-
ceder con rectitud, y que más bien apunta 
a visibilizar la trascendencia de lo que las 
líneas de acción anticorrupción pueden 
proveer a nivel reputacional para una em-
presa o una organización.

Hay tres temas en los que quiero en-
focarme y que creo son importantes para 
clarificar lo que acabo de señalar.

GOBIERNO ABIERTO

El cual está muy relacionado con la 
transparencia. En muchos casos se dice 
que no basta ser sino parecer, y es aquí 
donde el poder desarrollar un sistema de 
gobierno abierto y de libre acceso al ciu-
dadano cobra valor.

Cuando hablamos en términos legales 
de “Gobierno Abierto”, nos referimos a 
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una forma de entender y procesar la go-
bernabilidad, con un enfoque transparente 
y en el que el libre acceso a la información 
pueda generar confianza en nuestros prin-
cipales stakeholders y en nuestro rango de 
acción a nivel industria.

Esta mirada, o en todo caso esta for-
ma de entender la gestión de una entidad, 
evidentemente, traza un nivel de apertura 
a lo que significa también el control so-
cial. Cuanto más transparentes somos, es 
más probable que gestemos personas in-
formadas y con la capacidad de debatir y 
también de cuestionar. Es un flanco que de 
todas maneras es importante a tomar en 
cuenta, que puede ser cuestionado, pero si 
es llevado a buen recaudo, tiene un valor 
enorme a nivel reputación.

Un gobierno abierto está caracterizado 
por sus pilares:

●	 Transparencia y acceso a la informa-
ción pública.

●	 Integridad y rendición de cuentas.

●	 Colaboración e innovación pública y 
ciudadana.

●	 Participación ciudadana.

●	 Trabajo conjunto, colaboración y parti-
cipación de la sociedad.

No quiero detenerme a dar mayor deta-
lle sobre cada uno de estos pilares, pero sí 
me parece importante destacar que detrás 
de cada una de estas características que 
fortalecen lo que conocemos como gobier-
no abierto, vemos que el principal mensaje 
está en ser lo suficientemente claros con 
nuestros objetivos, y en ese sentido pro-
movamos integridad desde todos nuestros 
frentes, siendo activos y conocedores de 
nuestros derechos.

Al ser meros espectadores pasivos, nos 
convertimos indirectamente en parte de 
lo que cuestionamos, la corrupción, por 
ejemplo. 

SEGURIDAD JURÍDICA

La Constitución de la República del 
Ecuador en su art. 82.- señala a la Segu-
ridad Jurídica como el “respeto a la Cons-
titución y en la existencia de normas jurí-
dicas previas, claras, públicas y aplicadas 
por las autoridades competentes”.
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Aquí hay dos componentes fundamen-
tales: el principio de legalidad y el orden 
jerárquico de las normas. Dos temas que 
son vinculantes y que finalmente lo que 
logran es permitir que como sociedad ten-
gamos un entorno propicio para estar su-
jetos a derechos y deberes amparados en 
la ley.

Decimos también que “la seguridad 
jurídica es un principio del derecho, uni-
versalmente reconocido, que se basa en la 
‘certeza del derecho’, tanto en el ámbito 
de su publicidad como en su aplicación, y 
que significa la firmeza de que se conoce, o 
puede conocerse, lo previsto como prohibi-
do, ordenado o permitido por el poder pú-
blico”. En caso de vacío legal u oscuridad 
de ley se aplicará el orden jerárquico de las 
normas, siempre satisfaciendo u observan-
do los derechos de los administrados.

Lo anterior, podemos hacer que se 
cumpla, siempre y cuando como sociedad 
estemos bien informados y capacitados. 
No es necesario ser conocedores de toda 
la gama de leyes que tenemos, pero sí de 
las que a nuestro negocio o industria inte-
resan, más las que a criterio personal creo 
que suman:

1.	 Ley Orgánica de Acceso a la informa-
ción Pública.

2.	 Ley Orgánica para la optimización y 
eficiencia de trámites administrativos.

3.	 Código orgánico administrativo.

4.	 Ley Orgánica Servicio Público.

Y finalmente el compliance como una 
herramienta para prevenir la corrupción:

COMPLIANCE PARA EL 
CONTROL DE CORRUPCIÓN

Cuando fui invitada a participar de este 
panel de expertos, decidí poner foco en el 
compliance, primero porque es un tema 
que me apasiona y conozco, y segundo por-
que considero que es un tema de tan alta re-
levancia que si bien, no elimina el riesgo de 
tener incidentes donde la corrupción tome 
terreno, sí lo reduce. En una empresa priva-
da, por ejemplo, se busca que el país donde 
se opera brinde seguridad jurídica que per-
mita desarrollar programas de compliance 
para el desarrollo del negocio, favoreciendo 
así su seguridad, sus procesos de expansión 
e incluso atraer más inversión.
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Un programa de compliance con ape-
go al cumplimiento de la normativa local 
e internacional fortalece a las empresas, 
reduce el riesgo reputacional, evita des-
víos y pérdida de recursos. Todos estos 
son matices de un mismo discurso, en el 
que la empresa le pone los reflectores al 
tener seguridad jurídica, como he citado 
anteriormente.

Con todo lo antes precisado, es vital 
desarrollar un programa de compliance 
para tener claro, qué hacer y qué no hacer, 
y que esa claridad sea socializada entre 
todos los colaboradores con programas de 

mentoring, de capacitación, de instruc-
ción, y a través de una ola de comunica-
ción interna donde hay dos beneficiarios: 
la empresa y el colaborador.

Quiero culminar mi ponencia con una 
llamada a la acción hacia el compromiso de 
los diferentes actores de la sociedad civil, y 
hacia los líderes de las diversas industrias 
que potencian todo lo bueno y destacable 
que tiene el Ecuador, para desarrollar el 
compliance como una estrategia que tiene 
beneficios directos con la propuesta de va-
lor de las empresas, pero que además que 
plantea un reto a los colaboradores
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Introducción

El informe DIGIntegridad: la transformación digital en la lucha contra la corrupción, 
realizado por la Dirección de Transformación Digital de CAF —Banco de Desarrollo de 
América Latina—, tiene dos objetivos fundamentales: en primer lugar, contribuir al estado 
del arte que vincula los conceptos de digitalización e integridad, y, en segundo lugar, pro-
poner una estructura de política pública basada en la adopción de innovaciones digitales 
para la prevención, detección e investigación de fenómenos de corrupción. Para presentar 
este trabajo se tratarán fundamentalmente cuatro temas: primero, la motivación para hablar 
de transformación digital en el campo de la transparencia e integridad pública; segundo, 
el potencial de la inteligencia artificial y el aprendizaje de máquinas en la lucha contra la 
corrupción; tercero, el papel del blockchain en la integridad pública, y cuarto, la gestión de 
riesgos que implica la implementación de estas tecnologías y algunas recomendaciones de 
política pública. 
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Presentación del informe y 
estructura

La corrupción —entendida como el 
abuso de un poder encomendado para be-
neficio privado— le podría estar costando 
al planeta, según varias estimaciones, en-
tre el 2 % y el 5 % del Producto Interno 
Bruto (PIB) mundial (CAF, 2019; ONU, 
2018), con efectos adversos tanto en el 
funcionamiento de la democracia como en 
la economía de mercado. El Foro Econó-
mico Mundial estima un costo al mundo 
en desarrollo de 1,26 billones USD al año, 
monto equivalente a 7,5 veces la ayuda 
anual al desarrollo, de acuerdo con los 
datos de la OCDE (2019). Transparencia 
Internacional (2021) documentó incluso 
el posible efecto que tiene la corrupción 
sobre el deterioro de las democracias y la 
violación de derechos humanos.

De modo paralelo, el mundo es testigo 
de la aceleración digital de las economías, 
los Gobiernos y las sociedades. La digi-
talización comporta efectos positivos a la 
economía: Naciones Unidas estima que el 
sector de las Tecnologías de Información 
y Comunicaciones (TIC) emplea a un 2 

% de la población mundial, representa un 
capital suscrito (solo en plataformas) que 
supera los USD 7 billones USD y puede 
contribuir con un 15 % del PIB mundial. 
Sin embargo, la revolución digital, apa-
rejada a la globalización de la economía, 
también les cede espacio a las redes de 
corrupción para crecer en tamaño y capa-
cidad de daño, puesto que, al usar el cibe-
respacio, operan sin territorialidad alguna 
y limitan las capacidades jurisdiccionales 
para su detección y sanción por parte de 
los Gobiernos (Shelley, 1998).

De hecho, Transparencia Internacional 
(2021) ha acuñado el concepto de “formas 
modernas de corrupción”, en el cual vin-
cula dos tipos de fenómenos: 1. Los que 
tienen una naturaleza transnacional, y 2. 
Aquellos que requieren del uso de tecnolo-
gía para adquirir, mover o disponer ilícita-
mente de los activos obtenidos tras la co-
misión de los delitos. Casos famosos como 
Lava Jato, Odebrecht, Panamá Papers y 
FIFA-Gate, entre otros, son ejemplos de 
estas formas modernas de corrupción. El 
avance de la digitalización de las econo-
mías y las telecomunicaciones aumenta 
todavía más el potencial para que las re-
des de corrupción operen a escala global, 
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identifiquen nuevos mecanismos de coo-
peración y acumulen enormes ganancias 
obtenidas a través de operaciones transna-
cionales. Esto, simultáneamente, aumenta 
su capacidad para reorganizarse y ocultar-
se entre cantidades incontables de datos, 
en medio de las plataformas tecnológicas 
que movilizan dinero alrededor del mun-
do. Sorprendentemente, la literatura que 
vincula la revolución digital con el control 
de la corrupción aún es incipiente (Haa-
fst, 2017). Sin embargo, desde la década 
pasada, los gobiernos y otros actores del 
ecosistema digital han comenzado a docu-
mentar experiencias sobre el potencial y el 
impacto de la digitalización para promo-
ver la transparencia, abrir los datos guber-
namentales al escrutinio público, automa-
tizar los procesos burocráticos, restringir 
la discreción de los funcionarios y limitar 
la interacción de los ciudadanos con los 
funcionarios públicos para acceder a ser-
vicios esenciales.

En ese sentido, este informe busca con-
tribuir al estado del arte que vincula los 
conceptos de digitalización e integridad, y 
propone una estructura de política pública 
basada en la adopción de innovaciones di-
gitales para la prevención, detección e in-

vestigación de fenómenos de corrupción. 
En este sentido, a pesar de la notable con-
ciencia que surge alrededor del mundo so-
bre el nexo entre aceleración digital y po-
líticas de integridad pública, aún no existe 
una guía integral para que los gobiernos 
adopten mecanismos de lucha contra la 
corrupción con un enfoque de innovación 
digital. El presente informe busca llenar 
ese vacío.

Con las innovaciones digitales, se busca 
superar los roles reactivos y adoptar otros 
más proactivos (es decir, de prevención 
motivada por la capacidad de predicción) 
en la lucha contra la corrupción. En un rol 
reactivo, los sujetos interesados —empre-
sas, el Gobierno y la sociedad civil— se 
concentran en la detección, divulgación y 
sanción de hechos una vez se ha materiali-
zado la conducta corrupta y los perjuicios 
derivados de esta. En el rol proactivo, las 
acciones indebidas se identifican de ma-
nera temprana, y se pueden prevenir fe-
nómenos de corrupción sin esperar a que 
se haya lesionado el patrimonio estatal y 
afectado los intereses públicos.

La predicción, con base en el proce-
samiento de grandes conjuntos de datos 
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permite identificar ciertos riesgos de co-
rrupción. Algunos de estos conjuntos son: 
contratación y compra pública, aportes a 
las campañas electorales, personas políti-
camente expuestas, declaraciones de bie-
nes y rentas, presupuesto y gasto público, 
registros de beneficiarios finales de em-
presas y conflictos de interés en funciona-
rios públicos.

Dicho esto, el informe está constituido 
en tres bloques: en primer lugar, las bases 
para la digitalización en las políticas de in-
tegridad, que se compone de los conceptos 
de transparencia activa y datos abiertos, 
y el gobierno digital e infraestructura de 
datos. En segundo lugar, las tecnologías 
digitales para la integridad, que integra 

el uso de herramientas de inteligencia de 
datos y blockchain. En tercer lugar, las 
consideraciones de política pública, que 
se compone de la gestión de riesgos de las 
tecnologías digitales y recomendaciones 
para una óptima implementación de estas 
herramientas para la integridad.

La Figura 1, que presenta la estructura 
del informe, es también un esquema gene-
ral para formular una política pública de 
integridad apalancada en tecnologías digi-
tales, con un supuesto importante: la digi-
talización en la lucha contra la corrupción 
no comienza ni termina con el simple de-
sarrollo de plataformas tecnológicas para 
investigar o detectar conductas indebidas 
en la gestión pública.
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Figura 1. Estructura del informe y propuesta de política de digitalización para la integridad
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Ciencia de datos e integridad 
pública

El insumo fundamental para que las 
tecnologías digitales funcionen a favor de 
la integridad pública son los datos abier-
tos. Los datos abiertos no solo son trans-
parentes y accesibles, sino que se pueden 
reusar para efectos analíticos a través de 
herramientas automatizadas. La OCDE 
los define como los datos que están dis-
ponibles y son accesibles y reutilizables 
(esto es, leíbles por máquina) sin que me-
dien barreras impuestas por parte de los 
gobiernos. La apertura de los datos parte 
del principio de transparencia activa, que 
corresponde a la obligación de las agen-
cias del Gobierno de publicar de manera 
sistemática, periódica y oportuna, sin que 
medie requerimiento alguno, la totalidad 
de la información y los datos que no estén 
específicamente sometidos a reservas le-
gales o constitucionales.

Estos conjuntos de datos son un in-
sumo importante para identificar prácti-
cas indebidas y riesgos de corrupción, a 
partir de tres tipos de análisis: descripti-
vo, que comprende diagnósticos, análisis 

históricos, descripciones, relaciones y vi-
sualizaciones para interpretar fenómenos 
pasados; predictivo, que trata de hacer 
pronósticos sobre la probabilidad de cier-
tos fenómenos, predecir resultados y ge-
nerar alertas tempranas de corrupción, 
a partir de algoritmos de aprendizaje, y 
prescriptivo, con el cual se pretende gene-
rar recomendaciones para combatir la co-
rrupción, prescribir soluciones e incidir en 
el diseño de políticas públicas con base en 
evidencia y analítica de datos.

Un ejemplo de análisis predictivo es 
ALICE, el Analisador de Licitações, Con-
tratos e Editais, desarrollada en 2017 por 
la Contraloría General de la Unión (CGU) 
de Brasil. ALICE es un organismo autó-
nomo que accede a Comprasnet, el siste-
ma de compra pública del país, y busca, 
categoriza y analiza de forma automati-
zada artefactos textuales no estructura-
dos, como avisos públicos, términos de 
referencia y otras adendas, contribuyendo 
con la labor de los auditores de la CGU. 
Diariamente, la herramienta clasifica, se-
para y reenvía correos electrónicos a los 
auditores registrados que contienen infor-
mación sobre las ofertas publicadas o rea-
lizadas en el día y las ocurrencias identi-
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ficadas a través del análisis automatizado. 
A partir de las alertas enviadas por ALI-
CE es posible tomar acciones preventivas 
en las licitaciones. Además, su algoritmo 
aprende, de modo que los autores, cuando 
no encuentren mérito investigativo repor-
tan datos a ALICE para refinar criterios 
de búsqueda.

El éxito y la sostenibilidad de un enfo-
que de política pública, donde las tecnolo-
gías de datos se adoptan como dispositivo 
en la lucha contra la corrupción, requieren 
que los países adelanten una ambiciosa 
agenda digital anticorrupción que tenga en 
cuenta los siguientes aspectos: primero, en 
la era digital, la cadena de valor se agrupa 
hacia grandes conjuntos de datos. Los go-
biernos deben asegurar la infraestructura 
que les permita facilitar ese agrupamien-
to, de modo que la reutilización de estos 
no se enfrente a barreras de acceso de tipo 
legal u operacional. De lo anterior, se en-
tiende que es importante que los gobier-
nos inviertan en generar poder de com-
putación para entrenar los algoritmos que 
usen los datos en la prevención del fraude 
dentro de operaciones y transacciones que 
requieren sus recursos. 

Segundo, la aplicación de estándares 
y prácticas internacionales para la pro-
ducción, publicación y reutilización de 
los datos es una alternativa costo-efecti-
va para las estrategias anticorrupción. Por 
ejemplo, la adopción del Programa Inte-
ramericano de Datos Abiertos (PIDA) ya 
cuenta con una serie de recomendaciones 
y medidas para producir y poner a dispo-
sición del público 30 conjuntos de datos 
que pueden ser usados en la lucha contra 
la corrupción.

Tercero, América Latina sigue necesi-
tando reformas para mitigar la corrupción, 
la mayoría relacionadas con el Compro-
miso de Lima de 2018. Es necesario ha-
cer ajustes institucionales, como regular el 
conflicto de interés y facilitar el acceso a 
la información en la materia. La regula-
ción del lobbying o cabildeo es otro aspec-
to pendiente puesto que, en consonancia 
con las buenas prácticas, ayudaría llevar 
registros formales y de público acceso de 
los cabilderos. Implementar registros uni-
ficados de beneficiarios finales mejoraría 
la efectividad de los mecanismos antilava-
do de dinero, así como de las convencio-
nes antisoborno.
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Blockchain e integridad pública

La corrupción en el sector público ge-
nera desconfianza entre los ciudadanos y 
las instituciones. La tecnología blockchain 
ha demostrado tener un importante poten-
cial en la integridad pública, ya que per-
mite que los registros públicos queden a 
prueba de manipulaciones, de modo que 
agentes fraudulentos no puedan modificar-
los, alterarlos o falsificarlos. Esto desplie-
ga un potencial en ciertos procesos como 
la verificación de identidad, el seguimien-
to a las transferencias de los gobiernos a 
los ciudadanos, el registro de la propiedad 
sobre ciertos activos, y la imparcialidad e 
integridad en los diferentes pasos dentro 
de la contratación pública.

Blockchain o la “cadena de bloques o 
firmas digitales de información” es una 
tecnología de contabilidad distribuida 
(distributed ledger) que permite registrar 
transacciones en bloques de información. 
Cada bloque contiene información de tran-
sacciones o bloques anteriores, creando 
una cadena de información en la que toda 
transacción cuenta con una pista de audi-
toría inmutable y es validada por todos los 

interesados o “nodos” de modo descen-
tralizado en tiempo real. Esta técnica se 
sustenta en un registro público distribuido 
que siempre mantiene una lista creciente 
de registros o transacciones, reunidos en 
bloques, que son seguros contra cualquier 
revisión o adulteración y son completa-
mente rastreables (CIAT, 2018).

La tecnología blockchain hace los re-
gistros accesibles, inmutables y seguros, 
impidiendo a las autoridades centrales 
actuar con excesiva discrecionalidad y 
permitiendo a los interesados consultar 
y validar las transacciones. Además, el 
blockchain garantiza la visibilidad de los 
procesos para todos los interesados o no-
dos como proponentes, entidades públicas 
y sociedad civil. Así, para que se materia-
lice un acto corrupto sería necesario que 
todos los nodos validaran o aceptaran la 
transacción. Finalmente, debido a que la 
tecnología blockchain opera bajo la ló-
gica de los contratos inteligentes (smart 
contracts), se garantiza la continuidad y 
transparencia del procedimiento de con-
tratación.

Esta tecnología está siendo sometida 
a pruebas mediante proyectos piloto. Por 
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ejemplo, en Colombia, la Procuraduría 
General de la Nación (PGN) desarrolló 
una prueba de concepto para la aplicación 
de la tecnología blockchain autorizada en 
la contratación del programa de alimen-
tación escolar en la ciudad de Medellín. 
El blockchain pseudoanonimiza a los pro-
veedores, lo cual cierra la ventana para 
que se puedan conocer todos los propo-
nentes y haya acuerdos irregulares entre 
ellos y los funcionarios para direccionar 
la licitación. Utilizando esta tecnología, 
cualquier alteración en la pseudoanoni-
mización queda registrada y no es posible 
seguir con el proceso licitatorio sin haber 
pseudoanonimizado a los proponentes. 
Una vez que los términos de referencia de 
la licitación se hacen públicos, estos no 
pueden ser alterados, al igual que los co-
mentarios de los ciudadanos. Adicional-
mente, las propuestas recibidas quedan 
anónimamente registradas en blockchain 
con los documentos adjuntos y no pueden 
abrirse hasta el inicio programado del 
proceso de evaluación. Todo lo anterior 
ayuda a prevenir la existencia de acuer-
dos ilícitos que con anterioridad se pue-
den hacer para favorecer indebidamente a 
un oferente.

Otro caso donde se ha utilizado la tec-
nología blockchain en la integridad pú-
blica es el seguimiento de la contratación 
pública de emergencia en pandemia. De 
acuerdo con UNODC, la vacunación masi-
va representó un reto sin precedentes para 
los gobiernos del mundo. En este marco, 
se presentaron fenómenos de corrupción 
como la falsificación, el robo de vacunas e 
irregularidades dentro de los sistemas de 
distribución relacionados con nepotismo o 
favoritismo político. En Estados Unidos la 
tecnología blockchain de carácter privado 
autorizada se utilizó para verificar la ca-
lidad, origen, distribución de las vacunas 
contra el COVID-19. Las características 
propias blockchain (inmutabilidad y des-
centralización distribuida) evitan la mani-
pulación y adulteración de los datos sobre 
el proceso de entrega y administración.

Blockchain también puede mitigar los 
riesgos de desvío de recursos en las trans-
ferencias monetarias de los gobiernos 
para dar medios de subsistencia a los ciu-
dadanos más vulnerables. Por ejemplo, el 
Programa Mundial de Alimentos (PMA) 
desarrolló el proyecto “Building Blocks” 
para determinar la viabilidad de incor-
porar la tecnología blockchain entre más 
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de 100.000 refugiados sirios en Jordania. 
Los nodos de la red son las organizaciones 
participantes en la respuesta humanitaria, 
entidades que buscaban un espacio neu-
tral y transparente para colaborar, realizar 
transacciones y compartir información de 
forma segura en tiempo real (PMA, 2021). 
El dinero en efectivo se almacena en una 
cuenta del beneficiario, cuyo valor y da-
tos quedan validados por diferentes nodos 
en la cadena de bloques. Posteriormente, 
el efectivo que los beneficiarios reciben o 
gastan se paga a través de un proveedor 
de servicios financieros comerciales, y los 
pagos quedan almacenados en blockchain. 

Con base en lo anterior, los gobiernos 
que busquen explorar el potencial del bloc-
kchain deben tener en cuenta los siguien-
tes aspectos: en primer lugar, usar block-
chain implica repensar los procedimientos 
estatales, como la compra pública o la titu-
lación de tierras. Ello supone el rediseño y 
supresión de varias etapas de los procedi-
mientos o intervenciones de funcionarios 
que ya no serían necesarios, gracias a las 
propiedades de la tecnología de cadena de 
bloques. En consecuencia, la adopción de 
blockchain en los procedimientos guber-
namentales pone de manifiesto el reto de 

adaptar la legislación y los procedimientos 
vigentes.

En segundo lugar, los Gobiernos nece-
sitan avanzar en otros frentes complemen-
tarios, como la identidad digital, para ex-
traer el mayor provecho de las propiedades 
que tiene el blockchain en la prevención 
del fraude a las transacciones. Por último, 
es importante formular una estrategia de 
inversión de recursos en infraestructura 
para mayor poder de cómputo, puesto que 
es necesaria la incorporación de nodos y 
unidades validadoras de las transacciones 
que desarrollan cálculos complejos. Adi-
cionalmente, el considerable consumo de 
energía que exige la adecuada aplicación 
de esta tecnología, derivado del funciona-
miento de miles de servidores que validan 
las transacciones bajo algoritmo de prueba 
de trabajo, debe ser considerado como un 
costo importante para decidir en qué casos 
es racional acudir al blockchain.

Recomendaciones de política 
pública

Finalmente se presentan dos bloques 
de recomendaciones para que estas tec-
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nologías sean funcionales a la integridad 
pública. El primer bloque trata sobre los 
arreglos institucionales que requieren los 
países latinoamericanos para que la agen-
da anticorrupción se sintonice con la ace-
leración digital. Puntualmente, se reco-
mienda profundizar la transparencia en el 
sistema político para prevenir la gestación 
de acuerdos ilícitos en la fase electoral; 
promover la corresponsabilidad del sector 
privado para generar integridad en las po-
líticas públicas y evitar la captura del Es-
tado, y generar sistemas de investigación 
y juzgamiento legítimos, ágiles y restau-
rativos:

Paralelo a la modernización del eco-
sistema de integridad en los gobiernos, 
también se requieren unos ajustes en el 
ecosistema de innovación digital para el 
sector público, de modo que la adopción 
de herramientas digitales dentro de las 
estrategias de integridad pública sea sos-
tenible en el tiempo. En esta materia, se 
recomienda generar infraestructuras orga-
nizadas de datos por cada sector y código 
abierto, ya que los conjuntos específicos 
de datos aumentan la efectividad de las 
tecnologías digitales para combatir la co-
rrupción que se presenta de forma diferen-

cial en los distintos sectores; fortalecer la 
formación y retención de talento que use 
efectivamente las tecnologías digitales en 
los organismos responsables de la política 
anticorrupción, y regular la compra públi-
ca de inteligencia artificial para garantizar 
la integridad y calidad en la adquisición de 
esta tecnología.

Desafíos pendientes en América 
Latina

Para que estas recomendaciones se 
puedan llevar a cabo, es necesario superar 
ciertos desafíos que persisten en Améri-
ca Latina. Primero, la mayor parte de la 
inversión de los proyectos de aprendiza-
je automático y analítica avanzada están 
consumidos en “limpiar” los conjuntos 
de datos, dedicando tan solo el 18 % del 
tiempo al desarrollo de algoritmos y pues-
ta a prueba de modelos. Por esta razón, es 
imprescindible invertir en la calidad e in-
tegridad de los datos administrativos y re-
gistros públicos. Segundo, la potencia de 
las máquinas y programas para procesar 
datos también incrementa la celeridad de 
las investigaciones judiciales y adminis-
trativas, por lo cual es necesario aumentar 
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la inversión en infraestructura con poder 
de cómputo. Tercero, potenciar la genera-
ción de ambientes colaborativos y labora-
torios de innovaciones, permitiendo 

el flujo de datos entre las autoridades, 
es crucial para no duplicar esfuerzos en 
las investigaciones y en la recolección de 
información.
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El área de adquisiciones o compras pú-
blicas es una de las más importantes en el 
desarrollo de la gobernabilidad y gober-
nanza de cualquier Estado que se jacte de 
ser democrático, ello sin mencionar que 
todas las áreas relacionadas con la procu-
ración del bienestar social están irreme-
diablemente relacionadas con la contrata-
ción de bienes y servicios. 

Desde el papel sanitario que se usa en 
los baños de las oficinas públicas hasta 
la construcción de refinerías, plantas de 
energía nuclear, campos de energía eólica, 
centrales térmicas, hidroeléctricas, entre 
otras mega obras, se realizan con reglas 
estandarizadas en leyes y reglamentos in-
ternos, pero también con base en criterios 
internacionales que a lo largo de los años 
se han desarrollado para garantizar que la 
contratación de los gobiernos se realice 
con transparencia y eficacia. 

Estos últimos conceptos, transparen-
cia y eficacia, podrían hacerse visibles y 
medibles a través del uso de la tecnología, 
que es lo que nos trae a esta mesa: discutir 
y reflexionar respecto de cómo la tecnolo-
gía puesta al servicio de las adquisiciones 
públicas puede incrementar la transparen-

cia, reducir la corrupción, mejorar el uso 
del dinero público, elevar la confianza 
ciudadana en los gobiernos y en las ins-
tituciones y, sobre todo, cubrir las nece-
sidades ciudadanas a través de compras 
responsables.

Son muchos los criterios que diversas 
organizaciones, tanto a escala nacional 
como internacional, han incluido para in-
crementar la transparencia y la eficiencia 
de las compras, así como la disminución 
de la incidencia de corrupción, criterios 
que abarcan tanto el ámbito normativo, así 
como los elementos mínimos con los que 
una herramienta tecnológica debe contar 
para garantizar la transparencia de las ad-
quisiciones gubernamentales. 

México es parte de este grupo de países 
latinoamericanos que genuinamente cele-
bran la existencia de estos criterios, que 
agradecen enormemente la ayuda que las 
organizaciones internacionales le prestan 
al gobierno a través de estudios, diagnós-
ticos y recomendaciones que les ahorran a 
los países mucho dinero —simple y sen-
cillamente porque ya no tendrán que gas-
tar en realizar diagnósticos ni contratar a 
expertos para que les den recomendacio-
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nes—. Reitero mi creencia de que México 
honestamente agradece y valora el traba-
jo de esas organizaciones. El problema es 
que las aplaudimos mucho, pero de ahí no 
pasamos. 

Los gobiernos suelen no tomar en 
cuenta los diagnósticos ni las recomen-
daciones y seguimos usando las vetustas 
normas del año del caldo que se han ido 
parchando a lo largo de los años y que mu-
chas de ellas no previeron y no incluyen la 
introducción de herramientas tecnológicas 
en los procesos de adquisiciones. Ejempli-
ficaré lo anterior con el caso de México. 

El art. 134 de la Constitución mexica-
na dice que “los recursos económicos de 
que dispongan la Federación, las entida-
des federativas, los Municipios y las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, se administrarán con eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia y honra-
dez para satisfacer los objetivos a los que 
estén destinados”. Dice también que “Las 
adquisiciones, arrendamientos y enajena-
ciones de todo tipo de bienes, prestación 
de servicios de cualquier naturaleza y la 
contratación de obra que realicen, se adju-
dicarán o llevarán a cabo a través de lici-

taciones públicas, mediante convocatoria 
pública, para que libremente se presenten 
proposiciones solventes en sobre cerrado, 
que será abierto públicamente, con el fin 
de asegurar las mejores condiciones dis-
ponibles en cuanto a precio, calidad, fi-
nanciamiento y oportunidad”. Y ya desde 
aquí, la cosa no está bien: “en sobre cerra-
do, que será abierto públicamente, con el 
fin de asegurar al Estado las mejores con-
diciones disponibles”, cuando debería de-
cir: “usando las herramientas tecnológicas 
que el Estado pondrá a disposición de los 
oferentes para que de forma justa, compe-
titiva, eficiente y transparente presenten 
sus proposiciones y la ciudadanía pueda 
revisar que los criterios establecidos en 
las propias leyes para otorgar un contrato”. 

Es importante resaltar que la propia 
Constitución refiere a que el método idó-
neo para adjudicar contratos es por medio 
de una licitación a través de una convo-
catoria pública abierta. En México la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Ser-
vicios del Sector Público, que es una de 
las leyes reglamentarias del art. 134 cons-
titucional, establece 3 formas de adjudicar 
contratos: 
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1.	 Licitación pública

2.	 Invitación a cuando menos tres perso-
nas

3.	 Adjudicación directa

Ahora bien, la propia ley establece que 
las adquisiciones, arrendamientos y ser-
vicios se adjudicarán, por regla general, a 
través de licitaciones públicas, mediante 
convocatoria pública, para que libremente 
se presenten proposiciones. Mientras que 
las otras dos —la invitación a cuando me-
nos tres personas y la adjudicación direc-
ta— son métodos legales pero excepcio-
nales, que requieren de una justificación 
especial por parte del Estado, por ejem-
plo: estamos en pandemia y necesitamos 
urgentemente respiradores. El Estado no 
podría y no debería hacer una oferta pú-
blica abierta porque ese proceso si bien es 
el idóneo, es tardado y la urgencia sería 
el criterio para, por excepción, otorgar di-
rectamente un contrato de respiradores a 
cierta empresa. 

Quiero ser muy clara en este punto, la 
urgencia o la emergencia como justifica-
ción para adjudicar directamente un con-
trato no es un cheque en blanco para el 

gobierno haga con las compras públicas 
lo que le vengan en gana y me refiero a 
que no porque sea, literalmente, de vida 
o muerte contar con más respiradores, le 
pueden dar el contrato a la empresa del 
hijo de un alto funcionario público, en 
activo, sabiendo además que esa empresa 
no es especialista en la venta de respirado-
res, que sus respiradores no cuentan con 
ciertos requisitos necesarios para que sean 
aprovechados y usados de la mejor manera 
y que, además, se compraron con un so-
breprecio bestial. 
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24	 https://www.animalpolitico.com/2020/05/hijo-manuel-bartlett-imss-ventiladores/ 
	 https://contralacorrupcion.mx/hijo-bartlett-ventilador-covid-19/.  

https://www.forbes.com.mx/politica-hijo-de-bartlett-vendio-al-gobierno-ventiladores-para-co-
vid-19-mas-caros-mcci/.

Es decir, la emergencia o la urgencia no 
debe ser usada como una herramienta para 
favorecer a los amigos del presidente.24  

¿Qué pasaría si contáramos con una he-
rramienta tecnológica que nos permitiera 
cruzar la información de los proveedores 
con la del registro público de comercio, de 
forma tal que a través de un click pudié-
ramos saber quiénes son los accionistas y 
dueños de esa empresa a la que el Estado 
le está adjudicando directamente un con-
trato y que esa información pudiéramos, 
a su vez, cruzarla con los registros de ser-
vidores públicos encargados de compras 
públicas y con las declaraciones de con-
flicto de interés que por ley deben presen-
tar anualmente los burócratas? En México 
toda esa información existe, está sistema-
tizada y es —en principio— susceptible 
de ser cruzada, pero para el gobierno fe-
deral mexicano, la tecnología que permita 
hacerlo parece estar muy lejana.

Un dato adicional, el actual presidente 
de México, Andrés Manuel López Obra-
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dor, señaló explícitamente en su campaña 
para obtener la presidencia, que cuando la 
ganara desaparecería la adjudicación di-
recta como método de contratación, por 
haber sido una herramienta usada por los 
gobiernos neoliberales para cometer actos 
de corrupción. De hecho, ya siendo presi-
dente, incluyó su promesa en el Plan Na-
cional de Desarrollo de su gobierno.

No obstante, la administración de 
López Obrador lleva el récord de ser la 
que más adjudicaciones directas ha otor-
gado en la historia del país. 

¿Qué pasaría si hubiera una herramien-
ta tecnológica que le permitiera al Estado 
y a los ciudadanos revisar en tiempo real 
cuáles son las empresas que recurrente-
mente reciben adjudicaciones directas, el 
histórico de los montos y evidencia de los 
entregables? Porque las únicas razones 
justificables por las que una empresa reci-
ba recurrentemente adjudicaciones direc-
tas deben ser 1. Porque hay una situación 
que impide que se realice un proceso de 
licitación; 2. Porque la empresa a la que 
se le adjudica directamente es la única en 
el mundo que hace o tiene eso que el go-
bierno necesita y 3. Porque es la empresa 
que ofrece los mejores precios del mer-
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cado, que sus entregables son óptimas y 
de la mejor calidad. Todo eso podría me-
dirse y comprobarse usando tecnología. 
Como lo dice el Instituto Mexicano para 
la Competitividad (IMCO): “La ausen-
cia de criterios objetivos para seleccionar 
proveedores abre espacios a decisiones 
discrecionales y fallas en la competencia, 
la transparencia y el cumplimiento de la 
ley”, así de sencillo.

Un siguiente elemento por considerar 
es la sobreregulación que existe en el tema 
de las adquisiciones. Sabemos que las 
compras públicas es una de las áreas de 
los gobiernos en las que más recursos se 
desvían y en las que mayor incidencia de 
corrupción existe. Un estudio del IMCO, 
señala que en el 2021 “29 % de las insti-
tuciones federales aumentaron su porcen-
taje de riesgo de corrupción en las com-
pras públicas respecto del año 2020”. Sin 
embargo, los legisladores consideran que 
incrementar la regulación y las sanciones 
logrará disminuir los espacios de discre-
cionalidad y, por tanto, los riesgos de co-
rrupción.

25	 https://www.comprasdegobierno.gob.mx/web/guest/normatividad.
26	 https://www.inegi.org.mx/programas/encrige/2020/.

Al respecto, considero que una de las 
grandes deudas que desde la academia se-
guimos teniendo es que no hemos podido 
explicar a quienes legislan que, al menos 
en el tema de compras públicas, debemos 
disminuir la asimetría de información en-
tre el agente y el principal. Y es que la rea-
lidad no cambia por decreto. 

En México, como ya mencioné, es el 
art. 134 de la Constitución la regla de la 
que se derivan al menos otras 15 normas, 
entre reglamentos, acuerdos, reglas, guías 
y manuales que sirven para regular las 
compras públicas.25

No obstante, en la Encuesta Nacional 
de Calidad Regulatoria e Impacto Guber-
namental en Empresas (ENCRIGE)26 que 
es realizada por el INEGI, se observa que 
del año 2016 a 2020 se incrementó de un 
33,8 a un 43,7 el porcentaje de empresas 
que refieren que ganar contratos guberna-
mentales y participar en licitaciones son 
buenos motivos para cometer actos de co-
rrupción. 
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Unidades económicas por municipios de interés y causas para  Cuadro 6.27 
incurrir en actos de corrupción, según percepción sobre        
su ejecución         
octubre a diciembre 2016         
          
Municipios de interés 
 Motivos de corrupción 

Total de unidades 
económicas  

  Percepción de motivos 
  Absolutos Relativos 

          
Estados Unidos Mexicanos 4 503 272       

Agilizar trámites     2 908 838 64.6 
Evitar multas o sanciones     1 775 597 39.4 
Obtener licencias/permisos     1 384 613 30.7 
Evitar la clausura     1 337 936 29.7 
Pagar menos impuestos      1 317 999 29.3 
Evitar inspecciones     1 125 213 25.0 
Obtener un servicio      998 231 22.2 
Evitar el cumplimiento de la ley      821 977 18.3 
Ganar contratos gubernamentales       628 150 13.9 
Participar en licitaciones      581 033 12.9 
Otro      49 685 1.1 
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Unidades económicas por entidad federativa y causas para incurrir  Cuadro 6.28 
en actos de corrupción según percepción sobre su ejecución     
noviembre a diciembre 2020     
Estimaciones puntuales     
     
Entidad federativa 
 Motivos de corrupción 

Total de unidades 
económicas  

  Percepción de motivos 
  Absolutos Relativos 

     
Estados Unidos Mexicanos  4 129 983    
Agilizar trámites    2 996 873  72.6 
Evitar multas o sanciones    1 565 923  37.9 
Evitar la clausura    1 504 330  36.4 
Pagar menos impuestos     1 477 792  35.8 
Obtener licencias/permisos    1 441 666  34.9 
Evitar inspecciones    1 380 294  33.4 
Obtener un servicio    1 115 047  27.0 
Ganar contratos gubernamentales     990 146  24.0 
Evitar el cumplimiento de la ley    954 869  23.1 
Participar en licitaciones    813 915  19.7 
Otro    33 442  0.8 

La sobreregulación no hace más efi-
cientes los procesos de compras, de hecho, 
los hace más complejos, más lentos y so-
bre todo incrementa los riesgos de corrup-
ción. 

En un estudio que recientemente reali-
zamos en la Iniciativa de Transparencia, 
Anticorrupción y Digitalización, estable-
cimos que, en procesos de contratación 
de obra pública, la ley requiere que el 

expediente de los oferentes contenga 213 
diferentes documentos. A través de este 
estudio concluimos que un expediente 
completo no requiere más de 18 documen-
tos. Sí, con solo 18 documentos se le pue-
de dar seguimiento de principio a fin a un 
contrato de obra pública. 

¿Qué pasaría si existiera una herra-
mienta tecnológica en la que los oferentes 
al presentar sus ofertas pudieran subir sus 
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documentos y crear un expediente electró-
nico y que el propio sistema, a través de 
web-scraping, extrajera del expediente de 
cada oferente los datos que deben hacerse 
públicos para transparentar el proceso de 
adjudicación?

La respuesta a todas mis preguntas 
referentes a qué pasaría si existieran he-
rramientas de tecnología para hacer más 
eficiente y transparente el proceso de ad-
judicación de contratos públicos, están ya 
construidas y en uso. 

Alemania, el Reino Unido, Chile, Es-
tados Unidos, son países que cuentan con 
herramientas que contienen elementos que 
les permiten a los gobiernos establecer 
vínculos entre los datos del expediente de 
la contratación y otros conjuntos de datos, 
que obran también en poder de los gobier-
nos, y que al cruzarlos les permiten a ellos 
y a nosotros conocer y darle seguimiento 
puntual a las empresas que reciben nues-
tros recursos. 

No me olvido de mencionar que el tra-
bajo previo al desarrollo e implementación 

27	 https://www.caf.com/es/conocimiento/visiones/2021/06/menos-corrupcion-en-las-contratacio-
nes-y-compras-publicas-gracias-a-los-datos-abiertos/.

de herramientas tecnológicas es muy pe-
sado y costoso, pero también muy impor-
tante. Los gobiernos deben preocuparse 
por la calidad de la información, por con-
tar con toda la que necesitan, limpiarla, 
sistematizarla y mantenerla actualizada.27 
Es mucho trabajo y esto implica, sin duda, 
una fuerte inversión por parte del Estado. 
Pero el costo de esa inversión no es siquie-
ra cercano al costo que anualmente paga-
mos por la corrupción en compras públi-
cas. 

Finalmente, quiero referirme al recien-
te caso del sistema de compas de México, 
Compranet, que es el sistema electrónico 
de información pública gubernamental en 
materia de contrataciones públicas y que 
es de uso obligatorio para los sujetos que 
quieran ser proveedores de bienes o servi-
cios del gobierno. 

Compranet comenzó a operar en el año 
2000 y, con sus altas y sus bajas, ha sido 
la herramienta a través de la cual los ciu-
dadanos podemos conocer en tiempo real 
los resultados de las compras del gobierno 
federal. Compranet tiene muchas lagunas, 
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muchos elementos faltantes y muchas de-
ficiencias, pero al final ha sido una herra-
mienta esencial en la evolución de los pro-
cesos de contratación en México. 

En el mes de julio de este año (2022), 
el gobierno federal decidió “apagar” Com-
pranet argumentando que la herramienta 
tenía graves problemas técnicos que no 
podían resolver y que como nadie está 
obligado a lo imposible suspendían tem-
poralmente la herramienta. 

28	 https://gbgintegral.com.mx/2022/08/08/contratos-firmados-en-caida-de-compranet-incompletos/.

Compranet estuvo totalmente suspen-
dido por 12 días, en los que el gobierno fe-
deral cerró cerca de 2 mil contratos28 que 
no quedaron registrados en ningún lugar o 
que se registraron con información incom-
pleta. Contratos con un valor aproximado 
a 2300 millones USD de los que no sabe-
mos el método de adjudicación, las empre-
sas beneficiadas ni el resto de datos que el 
limitado Compranet nos dejaba saber. 

Desgraciadamente, las compras públi-
cas siguen siendo un tema que le duele a 
muchos de los gobiernos de nuestros paí-
ses y que les seguirá doliendo mientras 
no estemos dispuestos a invertir en herra-
mientas tecnológicas que nos permitan a 
los ciudadanos y a los propios gobiernos, 
darle seguimiento a los contratos, transpa-
rentar información, ubicar los puntos de 
posibles riesgos de corrupción en el pro-
ceso, permitir que las organizaciones de 
la sociedad civil y los medios de comuni-
cación accedan a información de calidad 
que de verdad nos informe respecto del 
estado que guardan las compras públicas 
en nuestros países.
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  Introducción

La corrupción en el Ecuador es una preocupación constante porque merma los recursos 
generalmente públicos (aunque también hay privados) e impide que se cristalicen progra-
mas y proyectos en beneficio de la mayoría de la población.

Según encuestas realizadas por diferentes medios, más del 80 % de la población consi-
dera la corrupción y el desempleo los problemas mayores del Ecuador.

Aunque el ámbito político y público es el mayormente señalado por la corrupción, esta 
va más allá e involucra a toda o a casi toda la sociedad. Hay corrupción en el sector públi-
co y en el privado, en los jóvenes y en los adultos, en los empresarios y los empleados, en 
instituciones y personas, en estratos socioeconómicos altos, pero también bajos, personajes 
de cuello blanco y también del pueblo. Lamentablemente este fenómeno se ha vuelto coti-
diano y lo peor de todo es que paulatinamente los ecuatorianos hemos ido aceptándola y 
haciéndola parte de nuestra vida.

Estos enunciados demuestran que la corrupción es uno de los mayores obstáculos para 
el progreso de los países, al que lamentablemente no escapa el Ecuador, por ello con mucho 
acierto Quito Honesto, con la conducción del economista Fernando Larrea, ha propiciado 
este evento.
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CASOS DE CORRUPCIÓN 
NACIONAL

Según uno de los indicadores procesa-
dos por CESLA (Círculo de Estudios Lati-
noamericanos), Ecuador se encuentra en el 
puesto 15 con mayor nivel de percepción 
de corrupción, entre 180 países estudia-
dos. En América Latina, según el mismo 
estudio, Ecuador registra un puntaje de 
67/100 de entre 21países, siendo Vene-
zuela el país con mayor puntaje (93/100) y 
Uruguay aquel con menor puntaje 28/100 
puntos.

Son innumerables los casos de co-
rrupción en el país: sobreprecios, doble 
facturación, contrataciones públicas con 
coimas, malversación de fondos, uso in-
debido de recursos públicos en campañas 
electorales, sabatinas, piponazgo, sobor-
nos, diezmos, abuso de poder, etc. 

Casos como el sobreprecio en la repa-
ración de la Refinería de Esmeraldas, la 
fallida construcción de la Refinería del Pa-
cífico en el aromo el Aromo, la deficiente 
construcción del proyecto energético Coca 
codo Sinclair, el escándalo de Odebrecht, 
el caso arroz verde, el caso inapapers, las 

irregularidades en la compra de insumos 
médicos, en la compra de mascarillas, la 
comercialización de las fundas de cadá-
veres durante la pandemia, la inmunidad 
concedida por la Asamblea sobre delitos 
evidentes, como los ocurridos en octubre 
2019 y los repetidos deslices de la justicia 
para favorecer a determinados grupos o 
personas sentenciados, son entre otros la 
realidad del país. Se estima que el Ecua-
dor habría perdido alrededor de 70 mil 
millones USD por efectos de corrupción.

Así, la corrupción se ha constituido 
como un mal endémico donde se invo-
lucran los diferentes poderes del Estado. 
Existen casos en el poder Ejecutivo, don-
de hay varios personajes presos, incluido 
un exvicepresidente de la república. En el 
Legislativo, también se registran innume-
rables casos, como los diezmos, el tráfico 
de influencias, las componendas políticas, 
de acuerdo a los intereses de partidos, 
grupos, bancadas, en clara contravención 
a la ética, a la moral y a las necesidades 
de los ecuatorianos, ejemplos sobran y 
son de dominio público. En el caso de la 
justicia vemos diariamente el actuar de 
representantes de ese poder involucrados 
en procedimientos y sentencias fuera de 
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la ley, e igual en el CPCCS, sin embargo, 
este mal alcanza también a la ciudadanía, 
cuando se omite el pago de impuestos, se 
coima a los agentes de tránsito, cuando se 
interponen palancas para obtener benefi-
cios, etc.

¿QUE HACER?

Mientras autoridades, políticos y ciu-
dadanos hablan de combatir la corrup-
ción, las acciones y avances son pocos, la 
impunidad campea y cada vez se observan 
más casos cotidianos, la corrupción se ha 
convertido en parte de la vida de los ecua-
torianos, lo cual profundiza la pobreza e 
incrementa la desigualdad social (4000 
millones de pobres en el mundo, 2000 mi-
llones de indigentes).

Algunas sugerencias

1.	 Formulación de leyes implacables y re-
formas a las existentes, donde se san-
cione drásticamente la corrupción a 
todo nivel.

2.	 Creación de políticas públicas que for-
mulen, normalicen, estandaricen trá-
mites y procedimientos, de manera que 

no exista la posibilidad de que se reali-
cen acciones torcidas.

3.	 Separación y eficiencia en el accionar 
de los diferentes poderes: que la Asam-
blea Nacional trabaje más allá de las 
componendas políticas e intereses elec-
torales, coyunturales y de ciertos gru-
pos, que la justicia sea independiente y 
pueda vencer la impunidad.

4.	 Fomentar la transparencia de la infor-
mación, de manera de generar una cul-
tura de vida.

5.	 Generar confianza en la autoridad, tra-
bajando desde el ejemplo, que la ciuda-
danía sepa que se están haciendo bien 
las cosas.

6.	 La educación (a lo que dedicaré mayor 
espacio).

Lo descrito, sin embargo, suena trilla-
do, está en el papel, lo grueso, lo casi im-
posible es su cumplimiento.
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LA ACADEMIA

Alta responsabilidad tiene la Acade-
mia, sus aulas son la esperanza de mejores 
días para las familias, los países y el pla-
neta que se extingue por la descomposi-
ción de la sociedad.

La academia es por antonomasia la res-
ponsable de la educación, más allá de la 
instrucción y profesionalización, lo es de 
la formación y cultivo del ser, de la per-
sona. Es preciso entonces recordar el con-
cepto de formación. 

1. CONCEPCIÓN DE 
FORMACIÓN

Según los filósofos griegos, la educa-
ción debe concebirse no como recopila-
ción de información, sino como forma-
ción, debe ser la guía, aquello que ellos 
llamaron la paideia, denominación cuya 
esencia es la formación integral, que com-
prende básicamente la formación de bue-
nos ciudadanos.

La paideia constituyó el más alto ideal 
educativo de los griegos: enseñanza del 
honor y el respeto; cualidades morales y 
éticas; amonestación educadora, consejo 
constante y guía espiritual; así como for-
mación del hombre mediante el cuidado 
de un hombre ya formado.

La idea de la educación como forma-
ción total y armónica debe estar presente 
en la misión de la Universidad y de cada 
uno de los miembros de la comunidad uni-
versitaria. Al respecto, Jaeger, tratando los 
ideales de la cultura griega manifiesta:

La educación es el principio mediante el 
cual la comunidad humana conserva y 
transmite su peculiaridad física y espiri-
tual [...] incluso la naturaleza corporal del 
hombre y sus cualidades pueden cambiar 
mediante una educación consciente y ele-
var sus capacidades a un rango superior.

La naturaleza del hombre, en su doble es-
tructura corporal y espiritual, crea condi-
ciones especiales para el mantenimiento y 
la transmisión de su forma peculiar y exige 
organizaciones físicas y espirituales cuyo 
conjunto denominamos educación. En la 
educación tal como la practica el hombre, 
actúa la misma fuerza vital, creadora y 
plástica, que impulsa espontáneamente a 
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toda especie viva al mantenimiento y pro-
pagación de su tipo. Pero adquiere en ella 
el más alto grado de intensidad, mediante 
el esfuerzo consciente del conocimiento y 
de la voluntad dirigida a la consecución de 
un fin. (Wagner, 1942)

Werner Jaeger, en su libro Paideia, ex-
plica también cómo los griegos cultivan 
un ideal de cultura, como principio for-
mativo. La importancia universal de los 
griegos, como educadores, deriva de su 
concepción de la posición del individuo 
frente a la sociedad (Polis), hecho de suma 
controversia y cuestionamientos actuales.

El principio espiritual de los griegos 
es el humanismo, no el individualismo, lo 
cual significa la educación del hombre de 
acuerdo con su verdadera forma humana, 
con su auténtico ser. 

El ideal de los griegos era la formación 
de un hombre integral, en un esquema real 
y viviente, que se desarrolle en su propio 
pueblo o nación y que persista en el tiem-
po a través de sus valores.

El fin debe ser formar no solo académi-
cos de excelencia, sino también hombres 
y mujeres íntegros, con una sólida forma-

ción en valores, capaces de arriesgar su 
vida en pro de la verdad y la justicia, con 
la finalidad de conseguir la equidad.

2. LA EDUCACIÓN COMO BIEN 
PÚBLICO

Otro tema fundamental es la concien-
ciación de la educación como bien público 
y, por tanto, el derecho de todos los ecua-
torianos de acceder a ella, independiente-
mente de su raza, posición social, ubica-
ción geográfica, etc. La educación no es 
ni debe ser propiedad individual, sino que 
pertenece por su esencia a la comunidad 
y se constituye en un derecho ineludible.

No se puede permitir la continuidad 
de una sociedad desigual, polarizada, 
defectuosa, donde pocos han accedido a 
una serie de privilegios, mientras miles 
de millones se debaten entre la pobreza y 
la miseria, y en el entendido que lo que 
buscamos son el progreso y desarrollo con 
equidad, la educación debe ser el arma 
para erradicar la pobreza, como lo dije-
ra Nelson Mandela. La educación al per-
mitirnos descubrir nuevos saberes, debe 
orientarse a la solución de los problemas 
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actuales, con un alto concepto de desarro-
llo humano y responsabilidad social.

La educación así concebida implica 
formar a ciudadanos y ciudadanas para 
construir una sociedad justa y humana, 
una sociedad nueva, con conocimientos y 
habilidades que a la par que nos permita 
desempeñarnos eficientemente en el mun-
do productivo actual, exista también una 
sólida formación en valores y una menta-
lidad constructora y transformadora. 

La concepción de la educación superior 
como un bien público, tendrá como conse-
cuencia explícita que todos los ecuatoria-
nos puedan disfrutar de los beneficios de 
ésta, sin que los mismos sean excluyentes, 
hecho argumentable desde la propia De-
claración de los Derechos Humanos, que 
concibe la educación básica como obliga-
toria; sin embargo, esta ni la secundaria 
son suficientes ahora para cubrir los re-
querimientos de la sociedad del siglo XXI, 
en la que nos desenvolvemos. 

3. LA PEDAGOGÍA DEL AMOR

Otro elemento adicional es la peda-
gogía del amor, la cual debe constituir el 
estilo educativo del Ecuador y del mun-
do, una actitud diáfana e intrínseca de 
los educadores, cuya característica sea el 
compromiso por lograr una educación de 
calidad.

 El objetivo de la Educación basada en 
la Pedagogía del Amor debe ser el desa-
rrollo integral de la personalidad del edu-
cando, sin limitarse a la mera transmisión 
de datos sino procurando y orientando la 
dimensión formativa, buscando la exce-
lencia en el quehacer profesional, cuyo ob-
jetivo principal esté dirigido a la persona, 
como centro y fin del universo.

A MANERA DE CONCLUSIÓN

Ante la evidencia de una sociedad in-
equitativa por excelencia, donde se ha pri-
vilegiado el tener y no el ser, el desarrollo 
económico y no el humano, donde todo 
está en función productiva y no afectiva, 
es imperativo una reconceptualización de 
la educación, que recupere la dimensión 
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humana y la práctica de valores encami-
nados al logro de una sociedad equitativa, 
solidaria, transparente, donde todos goce-
mos de los bienes y servicios esenciales 
que nos permitan disfrutar de una vida 
digna. 

La conceptualización de la educación 
como formación, la determinación como 
bien público, es decir un derecho, sin res-
tricciones de ninguna clase y por ningún 
concepto, y la pedagogía del amor son 

aspectos fundamentales para viabilizar el 
gran objetivo de “lograr una educación de 
calidad de la que nadie quede excluido y 
que erradique la pobreza y la corrupción”.

Este Foro es un grito desesperado, una 
invitación a la reflexión de nuestro rol, 
como semilla de honradez, transparencia, 
ética, cívica, en un país agobiado por la 
corrupción, la pobreza y el individualis-
mo. Corresponde a todos trabajar por una 
ciudad y un país honesto.
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El mapa del indicador de percepción 
de la corrupción en nuestra región plan-
tea una preocupación común, ante la cual 
debemos cuestionarnos ¿Tenemos un pro-
blema de corrupción en América Latina? 
La respuesta es “sí”, el continente está en 
rojo, el indicador de percepción de corrup-
ción de Transparency International se va 
repitiendo año a año. Problema que com-
partimos con las dos terceras partes de ha-
bitantes del planeta frente a la opinión pú-
blica global. Pero ello no nos ayuda. Dejó 
de ayudarnos desde hace una década, pues 
sabemos que el control de la corrupción 
no coincide con la variación de la percep-
ción de esta. A lo que sí nos ayuda es a 
entender qué políticas públicas se diseña-
ron en aquellos países de la zona amarilla 
o naranja, es decir donde la percepción de 
la corrupción es baja. 

En América Latina, son tres los que es-
tán en ese estadio frente a la corrupción: 
Uruguay, Chile y Costa Rica, cuál es el 
contexto en esos territorios para que la 
gente piense que la corrupción no es un 
gran problema. La academia que se dedi-
ca a investigar, educar y actuar, observa 
que en esos países existen instituciones 
sólidas. Es importante antes de desarrollar 

está hipótesis que entendamos, cuáles son 
los aportes de la academia en la lucha con-
tra la corrupción.

Básicamente desde los trabajos de Ar-
nold Heidenheimer, 50 años atrás, hemos 
publicado toneladas de libros, y terabytes 
de datos, artículos académicos, las horas 
de conferencias, talleres y debates suman 
años, décadas. Hemos invertido tiempo, 
esfuerzos, recursos. Y ¿de qué han servido 
todos esos esfuerzos? Seguimos buscando 
“la” solución, cada uno viene a vender su 
verdad, desgastando el tiempo. Y frente a 
ello, la pregunta legítima es: ¿Incide real-
mente la academia en la construcción in-
tegral del ser humano, en la lucha contra 
la corrupción?

Educamos a la gente, en un contexto 
internacional de cambios drásticos de la 
gobernanza. Antes las cosas eran claras, 
pues la academia se dedicaba a enseñar 
cómo conciliar la ética de convicción de 
Max Weber, donde prevalecen mis valores, 
mis creencias, con la ética de responsabi-
lidad, es decir mis deberes y obligaciones 
frente a la sociedad. Pero desde hace unos 
15 años, hemos entrado a un cambio ge-
neracional discontinuo. Hay una ruptura 
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brutal en lo que ha sido la transformación 
paulatina de la academia, debido al cam-
bio de los públicos. 

Todo se ha dicho sobre los millennials, 
entonces no vale extenderse aquí. Lo más 
notorio, de acuerdo con los últimos estu-
dios que buscan entender a los millennials, 
es que forman una generación diferente a 
todas, pues nació con las tecnologías de 
la información y la revolución digital, lo 
cual les da características especiales. Esos 
son los usuarios de la academia. Por ello 
ya no tenemos el monopolio del conoci-
miento social y científico y, por ende, se 
debe replantear la incidencia en la respon-
sabilidad en los ecosistemas y las redes 
sociales. Entonces lo que debe hacer la 
academia es enseñar a pensar, a plantear 
las buenas preguntas (en otros tiempos 
decíamos “aprender a dudar” esto desde 
la teoría crítica) […] Y enseñar a buscar 
las buenas respuestas. Ahí tenemos una 
responsabilidad política, porque en ese 
escenario está implícita la lucha contra la 
corrupción, la que sin lugar a duda se da 
en el campo político.

Para lograr lo planteado en el acápite 
anterior, debemos preguntarnos ¿Sigue 

siendo la academia una institución creíble 
en la sociedad? No tengo la respuesta. Lo 
cierto es que la academia y muchos de sus 
miembros, en muchos casos por iniciati-
va propia, aportamos en la lucha contra la 
corrupción. Así, por ejemplo, en la arti-
culación de los organismos internaciona-
les como herramientas anticorrupción, la 
academia tiene un rol clave y un serio reto. 

La academia desde la neutralidad axio-
lógica debería estar más allá del bien y 
el mal, de la derecha o la izquierda, más 
allá de la corrupción. ¡Lastimosamente 
este mal también ronda y contamina nues-
tras aulas! Por ejemplo, en México hay la 
percepción de que existe corrupción en 
la educación, lo que no pasa en Ecuador, 
donde la percepción ciudadana asocia más 
la corrupción con la policía. En América 
latina esa percepción de corrupción gira 
en torno a la salud, los sectores estratégi-
cos, donde los ciudadanos han vivido en 
carne propia el hecho. 

Devuelta a la pregunta de la credibili-
dad, históricamente tenemos una función 
política y estamos estrechamente vincula-
dos en la política y en lo político, es decir la 
comunidad, la polis. También desde hace 
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un par de décadas, la universidad en Amé-
rica Latina es más cercana al mercado, lo 
que la cuestiona seriamente en cuanto a su 
credibilidad, para dar lecciones de ética, 
de responsabilidad o de convicción. 

La academia es una extensión de la 
sociedad, no es un actor exógeno. La so-
ciedad civil incluye la academia, que 
muchas veces es parte del juego de la co-
rrupción. No es solamente ese ente bue-
no que defiende los valores. La sociedad 
está reflejada en la academia, por lo que 
lastimosamente más allá de la percepción 
hay corrupción en la academia. Hay expe-
riencias de gentes que se han comprado un 
título, un puesto de concursos amañados. 
Esa es la academia, que debería luchar 
contra la corrupción. Lo que más molesta, 
y nos quita el sueño, a quienes trabajamos 
en ella, porque sabemos que quienes escri-
bimos, que quienes disertamos tenemos el 
poder de legitimar narrativas desde el sen-
tido tecnocrático, ya que nos pagan parea 
ello. Lastimosamente muchas veces legiti-
mamos incluso malas prácticas. 

Hay muchas teorías que dicen que la 
corrupción está bien a partir de teorías 
económicas y filosóficas, como la teoría 

de la elección racional que plantean que 
más allá de los valores el mundo va a se-
guir como es. 

Es necesario en estas disquisiciones, 
invertir el problema. Desde esa lógica 
planteo que la corrupción no es el cáncer 
de la sociedad que va a terminar con la 
democracia, lo que es, es un síntoma de la 
fragilidad institucional de nuestras socie-
dades. Sobre todo, en América Latina, que 
vive una corrupción diferente, por ejem-
plo, a aquella que hubo antes de la crisis 
asiática de los dragones, en los años 1990, 
y, por cierto, muy diferente de la que hay 
en los regímenes autocráticos como Rusia 
o China. 

La corrupción de América Latina es un 
síntoma de la fragilidad de sus institucio-
nes. El tercio del planeta donde no se per-
cibe a la corrupción como una gran ame-
naza, es donde los sistemas institucionales 
son estables y duraderos. Esa es la única 
variable en común que hemos encontrado 
y es la fortaleza que tiene Uruguay, Chile 
y Costa Rica; y que no tiene ni México, 
ni Brasil, ni Ecuador. Desde esa lógica, si 
aceptamos esa premisa, si queremos lu-
char eficazmente contra la corrupción, el 
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primer reto es consolidar nuestras institu-
ciones ¿Cómo hacerlo?

Debemos trabajar desde ese paradig-
ma, existen modelos, existen ejemplos. El 
equipo del Laboratorio de Políticas Com-
paradas de FLACSO ha trabajado sobre el 
concepto de control democrático. Hemos 
identificado cuatro regímenes de controles 
democráticos, a partir del nivel de control 
y de participación de la ciudadanía so-
bre el Estado: el control político vertical 
(electoral) y horizontal (separación de los 
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial), 
el control social y el control administra-
tivo (Tabla 1). Estos regímenes se combi-
nan en un sistema, no se sustituyen uno al 
otro. Cuando se logra una configuración 
armoniosa de esos 4 regímenes vemos re-
sultados como los que se dan en Uruguay, 
Chile y Costa Rica. 

El pilar es la organización de eleccio-
nes libres. La falencia en los controles 
democráticos se refleja en procesos elec-
torales donde no hay libertad y se restrin-
ge de muchas maneras, la participación 
ciudadana como en Venezuela, Cuba o 
Nicaragua, países donde se encarcela a la 
oposición. 

Al opuesto, el control administrativo 
es el más comúnmente relacionado con la 
pequeña corrupción, pero donde la ciuda-
danía tiene poca incidencia pues la puede 
denunciar mas no intervenir directamen-
te, tampoco puede sancionarla. No es la 
tradición más fuerte en estudios antico-
rrupción, controlamos a los servidores pú-
blicos mejor que a los presidentes o a los 
ministros. 

En un punto intermedio, la separación 
de los tres poderes es una condición sine 
qua non de la existencia de los dos regí-
menes anteriores. Desde la Ilustración y la 
filosofía liberal llamamos esos poderes el 
Ejecutivo, Legislativo, Judicial. El “cuarto 
poder” es una metáfora para designar a la 
prensa. Pero recién en América Latina se 
han inventado un cuarto y un quinto poder 
para supuestamente hablar del poder “elec-
toral” y del poder “social”. Ahora bien, lo 
que la historia contemporánea nos enseña 
es que, en las democracias jóvenes, o la que 
O´Donnell llamó “delegativa”, estas inno-
vaciones no son sino una cortina de humo 
para fortalecer el control del Ejecutivo (el 
gobierno) sobre el Legislativo (el senado, 
el congreso o la asamblea nacional) y, 
peor aún, el Judicial. Esta es la dramática 
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historia del Consejo Nacional Electoral y 
del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social en Ecuador. Cuando estos 
estamentos se vuelven funcionales al Eje-
cutivo, se rompe el equilibrio y se reduce 
el control político horizontal. Ahora bien, 
la función que más corrupción genera ¡es 
precisamente el poder Ejecutivo! 

Finalmente, el cuarto régimen, el con-
trol social, es también un intermedio entre 
los controles administrativos y electorales, 
pues se basa en la participación directa de 
la ciudadanía, pero con escasa capacidad 
de coerción y sanción. La sociedad debe 
generar mecanismos de participación efec-
tiva para enfrentar la corrupción. Muchas 

veces responsabilizamos a la prensa de la 
corrupción, matamos al mensajero pues 
es portador de las malas noticias. Pero la 
prensa no es responsable de la fragilidad 
de las instituciones ni de la ineficiencia 
de las políticas anticorrupción. Tampo-
co es responsable de cambiarlas. Lo que 
puede hacer —y lo hace en efecto en los 
países donde el índice de percepción de la 
corrupción es el más bajo— es alertar, de-
nunciar, visibilizar la corrupción. Por ello 
es necesario crear instrumentos y estruc-
turas ciudadanas que fortalezcan la inteli-
gencia colectiva, que desde distintas visio-
nes apuntalen el buen funcionamiento de 
la institucionalidad. 

Tabla 1. Regímenes de controles democráticos

COERCIÓN  SOBRE  EL GOBIERNO 

  + - 

Participación 
ciudadana 

+ 
Control electoral (vertical) 
basado en reglas claras y 

universales. 

Control social basado en una  
sociedad civil organizada 
fuerte e independiente . 

- 

Control infra-estatal 
(horizontal) basado en  la 

separación de los poderes  
Ejecutivo,  

Legislativo y Judicial. 

Control administrativo 
basado en procedimientos  
estandarizados  y agencias 

de control autónomas.  
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Hemos comprobado este modelo en 
unas 50 tesis de maestría y de doctorado, 
sobre compras públicas, políticas extracti-
vas, políticas ambientales, presupuesto del 
Estado, etc. Eso es lo que arroja la inteli-
gencia colectiva, no “la” solución contra la 
corrupción, sino “muchas” soluciones en 
función del contexto nacional, sectorial, 
sociopolítico. Y eso ¿qué es? La inteligen-
cia colectiva se desarrolla en la academia, 
pero es un proceso lento, complejo y pre-
cario, producto de un cambio paradigmá-
tico y que tiene un alcance limitado.

En una palabra, la lucha contra la co-
rrupción pasa por la consolidación de los 
regímenes de control democrático, lo cual 
es un problema de cambio institucional. 

¿Cómo se realizó este cambio en los 
países donde la percepción de la corrup-
ción es consistentemente baja? A través del 
diseño de políticas eficientes y efectivas, 
que contemplan las siguientes actividades: 
1. La puesta en agenda de la corrupción 
como prioridad; 2. La planificación de es-
trategias y la elección de procedimientos e 
instrumentos adecuados; 3. La coordina-

ción intersectorial y la coordinación entre 
el gobierno y la administración pública 
descentralizada; 4. El fortalecimiento de 
espacios y mecanismos de participación 
ciudadana en los procesos políticos.

Conclusión: ¿Cómo contribuir 
a la consolidación de nuestras 
instituciones?

El rol de la academia en la lucha anti-
corrupción pasa por la elaboración de una 
agenda integrada de docencia, investiga-
ción y vinculación con la sociedad, a corto 
plazo, a mediano plazo y a largo plazo. A 
corto plazo, se trata de colaborar con la 
sociedad a través de actividades de vincu-
lación como la difusión de conocimiento 
y la organización de debates públicos. A 
mediano plazo, se trata de enseñar a plan-
tear las buenas preguntas, buscar, inter-
pretar y producir información útil para 
darles respuestas. A largo plazo, se trata 
de desarrollar métodos de investigación 
consistentes con esta agenda, basados en 
la inteligencia colectiva. 



MEMORIAS DEL I CONGRESO INTERNACIONAL 
ANTICORRUPCIÓN QUITO LUZ DE AMÉRICA

ESTRATEGIAS EN EL COMBATE FRENTE  
A LA CORRUPCIÓN
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RESUMEN

La corrupción produce efectos enormemente nocivos en las sociedades que la padecen, 
y en ocasiones llegan a poner en riesgo los sistemas democráticos. Muchos países desa-
rrollan pretendidas políticas anticorrupción que no se corresponden con un compromiso 
real. A la vez los organismos internacionales con competencias en el control de los Estados 
en materia anticorrupción ofrecen resultados limitados. La apuesta de los Estados en esta 
materia no debería pasar tanto por la creación de órganos políticos, que corren el riesgo de 
obtener resultados no deseables, sino en el refuerzo de un sistema judicial realmente sólido 
con competencias absolutas en la lucha frente a la corrupción.
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1. ¿Concepto de corrupción?

La corrupción en el ámbito público 
debe ser entendida como acción u omisión 
de una o varias personas que manipulan 
los medios públicos en beneficio privado 
propio o ajeno, alterando los fines a los 
que están destinados tales medios en per-
juicio de los ciudadanos; en definitiva, uso 
indebido de un cargo o función públicos 
con el objetivo de obtener un beneficio pri-
vado o personal (fundamentalmente actos 
de malversación o administración desleal 
de patrimonio público). En dicho concep-
to deben incluirse también los supuestos 
de enriquecimiento indebido de funcio-
narios públicos con recursos de particula-
res o empresas; esto es lo que se conoce 
habitualmente como venta de la función 
pública y que, desde el ámbito penal, se 
castiga a través de las figuras de cohecho 
o soborno.

Aún en este contexto deben distinguir-
se dos formas claramente diferenciadas de 
corrupción: En primer lugar, la corrupción 
política, esto es aquella llevada a cabo 
desde ámbitos de poder y la corrupción 
administrativa, aquella ejecutada por fun-

cionarios o empleados públicos sin víncu-
los específicos con el poder político.

2. ¿Qué efectos produce la 
corrupción?

En palabras del presidente del Banco 
Mundial, Jim Yong Kim, la corrupción es 
el “enemigo público número uno” de los 
países en desarrollo, porque cada dólar 
desviado es un dólar que no contribuye al 
desarrollo (Banco Mundial, 2013).

La existencia de corrupción produce 
efectos profundamente adversos en las so-
ciedades donde está asentada. En primer 
lugar, provoca confusión y disminuye los 
niveles generales de confianza, lo que a su 
vez determina que la población pierda su 
confianza en los modelos democráticos. 
La consiguiente pérdida de confianza en 
el mercado aumenta los costes de las tran-
sacciones, al disminuir de forma drástica 
las expectativas en el cumplimiento de los 
contratos y obligaciones. La confianza ge-
neralizada es un factor indispensable para 
la economía, el desarrollo y el bienestar 
social y por ello el fenómeno analizado (la 
corrupción) tiene como consecuencia di-
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recta la disminución de relaciones comer-
ciales y por ende de los beneficios de la 
actividad económica (OECD, 2013), de la 
competitividad, de la eficiencia empresa-
rial y de la innovación. 

La realización de actividades ilega-
les en el marco de la corrupción provoca 
además una reputación negativa difícil de 
eliminar, incluso tiempo después de que 
la corrupción desaparezca. Determina, 
asimismo, la disminución de la inversión 
extranjera. Los comportamientos poco 
éticos de los agentes desincentivan a los 
emprendedores por las barreras de entra-
da creadas para los competidores poten-
ciales.

Pero no son solo efectos macroeco-
nómicos los derivados de la corrupción. 
Existen estudios que señalan como con-
secuencias indirectas de la corrupción la 
violación de derechos humanos, la dismi-
nución del nivel educativo, la reducción de 
la calidad del sistema sanitario, el aumen-
to de la mortalidad, el favorecimiento de 
del terrorismo y del narcotráfico, o la re-
ducción de la calidad medioambiental, de-
rivada del incremento de los actos de con-
taminación, lo que, en definitiva, equivale 

a una disminución de la calidad de vida de 
la sociedad.

La aparición de un estatus de privilegio 
para los pocos que consiguen operar en 
esos mercados, provoca la absoluta inefi-
ciencia de las empresas, que no precisan 
innovar ni optimizar procesos para com-
petir, ya que el éxito del negocio depende 
fundamentalmente de decisiones políti-
cas y no de su capacidad competitiva. En 
ese contexto se produce una significativa 
inflexión de las vocaciones de emprendi-
miento, lo que termina repercutiendo de 
modo directo en la economía del país.

Otro efecto negativo indirecto que pro-
voca la corrupción es el descenso de la 
recaudación de impuestos, con la conse-
cuencia evidente de una menor cantidad 
de recursos para sufragar el estado de 
bienestar (salud y educación, fundamen-
talmente) o sufragar necesarias obras pú-
blicas para el desarrollo de aquellos Esta-
dos en que se asienta la corrupción. 
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3. Tasas reales y percepción de la 
corrupción en Ecuador

La determinación de las tasas de co-
rrupción en Ecuador, como ocurre en mu-
chos otros países, suele basarse casi exclu-
sivamente en encuestas de percepción de 
los ciudadanos, por lo que pueden tener 
importantes márgenes de error, ya que lo 
percibido no siempre se corresponde con 
la realidad. Con frecuencia dicha percep-
ción está muy influenciada por el conoci-
miento, generalmente a través de medios 
de comunicación, de determinados casos 
de corrupción con gran repercusión social. 
Sin embargo, gracias a la información del 
Latinobarómetro podemos contar también 
con encuestas de victimización, que ofre-
cen datos mucho más próximos a la reali-
dad, si bien cuentan con el inconveniente 
de que únicamente recogen información 
referida a la corrupción administrativa, 
quedando por lo general excluida la co-
rrupción política.

El Informe de Transparencia Interna-
cional clasifica a Ecuador como un país 
con un índice de percepción de corrupción 
medio-alto (Transparency International 

España, 2017). Así, estima que entre un 20 
% y un 30 % de las personas que entraron 
en contacto con el sector público en los úl-
timos 12 meses pagaron sobornos (Global 
Corruption Barometer, 2017). Igualmente, 
de acuerdo con los resultados arrojados 
por las encuestas sobre negocios en Ecua-
dor del Banco Mundial en el año 2017 el 
5,9 % de las empresas que formaron parte 
de la muestra de la investigación, recono-
cen haber sido objeto de requerimiento de 
pago de soborno al menos una vez. Dicho 
análisis incorpora declaraciones de repre-
sentantes de empresas que tratan de con-
currir a la adjudicación de obras públicas 
como las siguientes: “La única manera de 
conseguir una obra es pagando. Esa es la 
enseñanza mayor que uno obtiene aquí. Si 
no hay pago de comisiones, no hay ningu-
na obra, aunque sea de 100 USD. Hasta 
para hablar con la gente” o “Las empre-
sas que siguen un comportamiento ético 
se encontrarían en desigualdad de condi-
ciones para competir en el mercado. Estas 
empresas deberían de elegir entre abando-
nar el país, buscar clientes en el sector pri-
vado o aceptar el pago de sobornos”.
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Datos recientes en el ámbito los encontramos en el Latinobarómetro de 2020:

 Puede verse que Ecuador aparece con la tercera tasa más alta de Latinoamérica cuando 
se consulta a los ciudadanos si consideran que el país está gobernado por grupos poderosos 
en su propio beneficio, lo que en definitiva determina una altísima percepción de corrup-
ción política.
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En este gráfico/encuesta de victimización, referida a la corrupción administrativa, 
Ecuador se sitúa con valores medios en el contexto de Latinoamérica.
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En la tabla anterior se observa cómo únicamente el 28 % (nivel medio) de los ciudada-
nos encuestados consideran que se ha producido una reducción en las tasas de corrupción 
de las instituciones del Estado. Refleja por lo tanto un valor distinto, referido a la iniciativa 
política frente a la corrupción existente.
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Este último gráfico es también de singular valor, en la medida en que se considera que la 
existencia de un sistema con altas tasas de corrupción en un contexto democrático termina 
por provocar una importante pérdida de confianza en la propia democracia, activando con 
ello el riesgo de regreso a sistemas totalitarios.
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4. ¿Cómo debe actuarse frente a la 
corrupción?

La lucha frente a la corrupción políti-
ca es extremadamente compleja, porque 
no en pocas ocasiones quienes tendrían 
el poder real para actuar de forma firme 
contra ella han llegado al poder o son sos-
tenidos en el mismo por poderosos grupos 
económicos cuyo mecanismo de sustento 
y crecimiento se basa precisamente en el 
control del poder para obtener ventajas 
ilícitas. Un gobierno que aspire realmente 
a actuar de forma decidida contra la co-
rrupción tiene que ser un gobierno inde-
pendiente, que no tenga las manos atadas 
respecto a esos grandes centros de poder.

El combate frente a la corrupción debe 
afrontarse desde todos los ámbitos posi-
bles, pero particularmente desde las pro-
pias administraciones públicas, mediante 
la adopción de políticas y medidas dirigi-
das, en primer lugar, a establecer, por un 
lado, un marco normativo de conducta de 
obligado cumplimiento para todos los ac-
tores que intervienen en la gestión y pres-
tación de servicios públicos, y, en segundo 
lugar, a implementar controles preventivos 

en todas aquellas actuaciones públicas que 
son más susceptibles y expuestas a posi-
bles corruptelas.

Sin embargo, con frecuencia los go-
biernos de países con elevadas tasas de 
corrupción desarrollan mecanismos de 
combate contra la corrupción solo de un 
modo aparente. Se crean mecanismos 
pretendidamente de lucha contra la co-
rrupción con un fuerte componente pro-
pagandístico (aparentar que se lucha de 
forma decidida), cuya finalidad última es 
sin embargo la contraria, esto es, estable-
cer mecanismos de control, selección y fil-
trado de casos para evitar que, aquellos en 
los que pueden estar implicados o suponer 
una merma de imagen política, lleguen al 
sistema judicial.

No basta por ello la manifestación 
más o menos formal de un compromiso 
de erradicación de este fenómeno, sino 
que es necesario que los gobiernos de se 
impliquen de forma real y efectiva en la 
lucha. Pero esa implicación no puede su-
poner intervención directa desde el ámbito 
político, mediante la creación de órganos 
implicados en el supuesto control directo 
de la corrupción que, en realidad -como 
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ya se apuntó- suelen derivar en un instru-
mento de selección de los casos que final-
mente serán objeto de persecución y de los 
que no. Un gobierno realmente implicado 
en la lucha contra la corrupción debe pro-
ceder al absoluto refuerzo y adopción de                                                                                                                            
mecanismos que doten de independencia 
real a los organismos judiciales, que serán 
-una vez producida esa acción de indepen-
dencia, fortalecimiento y refuerzo real- los 
únicos con competencias en la persecu-
ción y castigo de la corrupción, debiendo 
adoptar de forma simultánea todas las me-
didas legislativas precisas.

El actual sistema basado en verifica-
ciones de determinados objetivos, desa-
rrollado por Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción (CNUCC) y 
la Convención Interamericana contra la 
Corrupción (CICC) no está produciendo 
resultados relevantes. Con frecuencia se 
considera cumplido un objetivo antico-
rrupción mediante la creación de un de-
terminado órgano (por ejemplo, un tri-
bunal de ética), independientemente de la 
implicación real de dicho organismo que, 
en ocasiones, se termina convirtiendo pre-
cisamente en un mecanismo de control y 
selección de casos en la línea ya apuntada.

Todas las instituciones con competen-
cias anticorrupción deben estar sometidas 
a una labor de permanente control y au-
ditoría externa y objetiva, determinando 
entre otras cuestiones cuáles han sido los 
resultados obtenidos (mediante una eva-
luación de sus actuaciones/resoluciones), 
valorando a través de criterios objetivos 
y numéricos tales resultados y analizando 
con independencia y máximo detalle si su 
creación y desarrollo pone de manifiesto 
un compromiso real en el combate a la co-
rrupción o tiene un carácter simbólico o 
incluso, lo que no es infrecuente, permite 
el control y selección de casos, cuestión a 
la que ya nos hemos referido.

5. ¿Cómo actúa Ecuador frente a la 
corrupción?

Según lo ya apuntado, países como 
Ecuador deberían centrar su lucha fren-
te a la corrupción reforzando y dotando 
de verdadera autonomía e independencia 
(incluyendo un proceso de selección de 
jueces basado exclusivamente en el mé-
rito y en la capacidad) a los órganos con 
competencias judiciales frente a la corrup-
ción. Reforzar, en definitiva, cuantitativa 
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y, sobre todo, cualitativamente un sistema 
judicial con competencias exclusivas anti-
corrupción.

Resulta esencial una justicia penal efi-
caz que aumente la probabilidad de sanción 
y el control efectivo a los actos de corrup-
ción. Los actos corruptos son delitos de 
ocasión, cuyo motor es indiscutiblemente 
la percepción de impunidad. Las condenas 
penales reales, justas y objetivas producen 
una inmediata inseguridad en el corrupto, 
determinando una automática reducción 
en los actos de corrupción. El corrupto se 
comporta (según la terminología de Gary 
Becker) como un homo oeconomicus; esto 
es un sujeto que opera siempre con crite-
rios de coste-beneficio. Realiza actos de 
corrupción porque la balanza imaginaria 
siempre está inclinada hacia el lado del 
beneficio, debido a la existencia de me-
canismos de diversa índole que determi-
nan que las posibilidades reales de castigo 
sean absolutamente marginales.

La Estrategia Nacional Anticorrupción 
(ENA) adoptada recientemente por Ecua-
dor más allá de sus objetivos sin duda 
loables, presenta evidentes riesgos. La 
Secretaría Anticorrupción, la Comisión 

Nacional Anticorrupción o los Lineamien-
tos generales de la política nacional anti-
corrupción son mecanismos que podrían 
ser mal utilizados en el sentido indicado 
en este trabajo, en la medida en que po-
tencialmente posibilitan el control y la 
selección de casos, que pueden terminar 
en prescripción y en el olvido. Basta ver 
el objetivo 2 de los Lineamientos Genera-
les de la Política Nacional Anticorrupción 
(Investigación y Seguimiento) en el que se 
describen como competencias específicas, 
entre otras: a) el Mapeo de casos de co-
rrupción: Establecer un sistema de segui-
miento de casos de corrupción en las áreas 
sensibles dentro de la competencia de la 
función Ejecutiva y entregar la informa-
ción al órgano que corresponda, y b) Esta-
blecer un sistema de seguimiento de casos 
de corrupción en las áreas sensibles dentro 
de la competencia de la función Ejecutiva 
y entregar la información al órgano que 
corresponda.

Cabe confiar, en todo caso, en que el 
compromiso frente a la corrupción sea 
real y no se permita esa deriva tan noci-
va. Sin embargo, estamos convencidos de 
que el alejamiento del poder político de los 
órganos encargados del control de la co-
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rrupción y el paralelo reforzamiento de los 
órganos judiciales es la vía más adecuada 
en el combate efectivo y real contra la co-
rrupción.



MEMORIAS DEL I CONGRESO INTERNACIONAL 
ANTICORRUPCIÓN QUITO LUZ DE AMÉRICA

EL ROL DE LA ACADEMIA EN LA LUCHA CONTRA  
LA CORRUPCIÓN
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Juan José Tena García

Director del Proyecto Ciudadanía Activa, Rendición de Cuentas y Transparencia del 
Tecnológico de Monterrey. Director del proyecto Ciudadanía Activa de la Iniciativa de 
Transparencia y Anticorrupción del Tecnológico de Monterrey. Consejero Ciudadano de 
Morelia y miembro de la Alianza por el Gobierno Abierto en Michoacán. Maestro en De-
recho y Democracia por la U. del País Vasco y en Derecho Electoral por el TEPJF.
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El Congreso Internacional Anticorrup-
ción de Quito nos ha convocado a reflexio-
nar sobre cómo podría ser el alcance y el 
rol de la academia en la lucha contra la co-
rrupción. Este tema se presta para grandes 
observaciones. En mi experiencia, después 
de 24 años de estar frente al aula, recien-
temente me he preguntado ¿cuál es mi rol 
en el salón de clases? ¿cuál es mi rol en la 
academia, en el Tecnológico de Monterrey 
y como parte de la Iniciativa de Transpa-
rencia, Anticorrupción y Digitalización? 

Como un primer acercamiento, en con-
sulta de definiciones, el Diccionario de la 
Lengua Española indica que “universi-
dad” es la “institución de enseñanza su-
perior que comprende diversas facultades, 
y que confiere los grados académicos co-
rrespondientes”. Por su parte, “academia” 
es la “sociedad científica, literaria o ar-
tística establecida con autoridad pública” 
o el “establecimiento docente, público o 
privado, de carácter profesional, artístico, 
técnico o simplemente práctico”. Si bien 
estas definiciones indican el rol que des-
empeña la academia, ninguna de ellas es 
útil para conocer, específicamente, cuál es 
el rol que la academia puede tener en el 
combate a la corrupción.

Por otro lado, remontándonos a Platón 
y al origen de la academia, la encontramos 
como un espacio de discusión, de transmi-
sión y generación de nuevos conocimien-
tos, de liberación de ideas. Tomando en 
cuenta estas concepciones clásicas, cons-
truí algunas premisas de trabajo, algunas 
opciones que reflejen cuál debería ser, tra-
dicionalmente, el rol de la academia en el 
combate a la corrupción, éstas son: 

1.	 Generar espacios libres de discusión 
sobre el fenómeno de la corrupción

2.	 Realizar investigaciones sobre las ca-
susas y efectos de la corrupción

3.	 Formar ciudadanos responsables y 
conscientes sobre el daño de la corrup-
ción

4.	 Transformar la vida pública 

5.	 Transmitir conocimientos sobre el fe-
nómeno de la corrupción

Dichas premisas son funcionales, ade-
más de que son complementarias, sin em-
bargo, no son suficientes para el contexto 
actual. En el mundo en el que estamos vi-
viendo y en específico en lo que respecta a 
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la lucha contra la corrupción, la academia 
debe experimentar una teoría de cambio. 
La teoría de cambio de la academia que 
propongo se trata de incidir, desde el sec-
tor educativo, de manera activa y proac-
tiva en el combate y la disminución del 
fenómeno de la corrupción. La academia, 
así como sus actores, no deben limitarse 
a transmitir conocimientos, ni a discutir 
sobre el fenómeno.

Si bien una de las principales obliga-
ciones de la academia y de la universidad 
es crear buenos ciudadanos, esto no es ex-
haustivo, ni siquiera satisfactorio. La aca-
demia debe buscar la manera de incidir en 
las políticas públicas y de transformar la 
realidad, de prevenir y combatir el fenó-
meno de la corrupción. Se debe dejar la 
comodidad que se encuentra en la acade-
mia: la comodidad de limitarse a ser es-
pectadores de la realidad. Debemos bajar 
a la cancha a jugar, de manera apartidis-
ta, pero de manera política, en el amplio 
sentido de la palabra, de participar en la 
comunidad de forma activa.

El objetivo de la Iniciativa de Transpa-
rencia, Anticorrupción y Digitalización 
(ITACDigital) del Tecnológico de Monte-

rrey se basa en todo lo anterior. Somos un 
esfuerzo institucional por generar ciuda-
danía conocedora y comprometida con la 
transparencia, la rendición de cuentas, la 
honestidad, la integridad, la prevención y 
el combate a la corrupción. En todos nues-
tros proyectos que tienen incidencia con 
alumnos buscamos que exista trascenden-
cia, que no se trate solo de una actividad 
de aula. A continuación, hablaré de algu-
nos ejemplos de lo hemos hecho y de lo 
que creo que está llamada la academia a 
hacer en el presente, en 2022, en nuestra 
Latinoamérica, al enfrentarse a la proble-
mática en comento. 

En primer lugar, tenemos Hackathon 
Discorruption. Se han llevado a cabo dos 
ediciones donde jóvenes de todas las áreas 
del conocimiento, de manera proactiva, 
generan aplicaciones de innovación tecno-
lógica para el combate a la corrupción. En 
estas ediciones se ha abordado una diver-
sidad de temas: seguridad pública, com-
pras públicas, obras públicas, ministerios 
públicos, elecciones y whistleblowers o 
denunciantes. 

En Hackathon Discorruption los concur-
santes, jóvenes estudiantes, generan plata-
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formas y aplicaciones dirigidas al combate 
a la corrupción. Una vez realizadas, la ini-
ciativa los pone en contacto y vinculación 
con organizaciones de la sociedad civil y 
autoridades tales como contralores y audi-
tores, de manera que puedan darle segui-
miento, asegurando que los espacios como 
el concurso representen solo la semilla de 
desarrollo para proyectos trascendentales, 
que posteriormente puedan ser utilizados 
por la ciudadanía y las autoridades. 

Otro de los ejercicios realizados por 
ITACDigital son los Encuentros Nacio-
nales de Integridad y Anticorrupción con 
jóvenes de bachillerato. En estos Encuen-
tros, cuyo objetivo es concientizar a la co-
munidad académica, y en especial la estu-
diantil, sobre la transparencia, la rendición 
de cuentas, la integridad, la prevención y 
el combate a la corrupción, los estudian-
tes han logrado generar 15 campañas de 
comunicación en 21 Estados de la Repú-
blica Mexicana. Estas campañas han teni-
do grandes incidencias en los sitios web y 
plataformas en las que los jóvenes se en-
cuentran. 

Este enfoque es fundamental para el 
éxito de la transmisión de la información. 

Si se quiere lograr una comunicación efec-
tiva con los jóvenes sobre los riesgos y 
consecuencias de la corrupción, así como 
el llamado a la acción, la comunicación 
debe estar a cargo de los mismos jóvenes, 
no de las autoridades ni de los maestros. 
Las campañas se realizan por jóvenes, 
dirigidas a sus contemporáneos, con las 
herramientas y medios que conocen, que 
comprenden y asimilan. 

Otro de los proyectos de ITACDigital 
es el de Vigilancia Ciudadana en el uso de 
recursos públicos frente al proceso elec-
toral 2021 y la contingencia sanitaria de 
la COVID-19. En este proyecto vigilamos 
y trabajamos con 100 alumnos la revisión 
de 28 programas sociales que se crearon a 
raíz de la pandemia, tales como asignacio-
nes directas, despensas, apoyos a madres 
que perdieron el empleo, entre otros. Los 
programas sociales fueron revisados por 
alumnos, quienes, al vincularse con ex-
pertos, desarrollaron una metodología es-
pecífica que permite identificar los riegos 
de corrupción. La metodología les permi-
tió obtener hallazgos tales como que no 
existen padrones para la participación en 
los proyectos, que no existen mecanismos 
de evaluación, ni reglas de operación, así 
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como que los recursos no se encuentran 
debidamente etiquetados. 

Además de la vigilancia y análisis de 
los programas, los alumnos tuvieron la 
oportunidad de enfrentar a los servidores 
públicos titulares de los programas. Esta 
es una experiencia sumamente enriquece-
dora, al enfrentarse los servidores públi-
cos a jóvenes que pueden identificar, se-
ñalar y comunicar las deficiencias de sus 
programas. Aún más enriquecedora es la 
experiencia de los jóvenes, al encontrarse 
empoderados, al convertirse en ciudada-
nos proactivos en un escenario real. Este 
aspecto es uno que no debe olvidarse, la 
academia no debe limitarse a transmitir 
capacidades de investigación a los alum-
nos, sino que debe entregar competencias 
y habilidades de empoderamiento social, 
en espacios reales, frente a autoridades 
reales. 

Un último programa al que haré refe-
rencia en este espacio es Urbis Map. Es 
una plataforma, diseñada por jóvenes estu-
diantes, que se encuentra al servicio de la 
ciudadanía y de los tomadores de decisio-
nes sobre el terreno de las obras públicas, 
de agua potable, drenaje pluvial y sanita-

rio. Esta plataforma tiene como objetivo 
contar con información pública sobre las 
obras de agua potable, darles seguimiento 
y otorgar la capacidad a la ciudadanía de 
presentar denuncias y reportes sobre ano-
malías en los procesos o problemas tales 
como desabasto de agua, inundaciones o 
fugas. Los estudiantes fueron los encarga-
dos de diseñar la plataforma y llevarla a 
otras instancias, tanto municipales como 
estatales. 

Por medio de este proyecto se impulsan 
las competencias de consultoría y empren-
dimiento de los estudiantes, al llevar la he-
rramienta ante gobiernos municipales que 
pueden adquirirla, y que ya lo han hecho. 

Los proyectos descritos sirven para 
ejemplificar el rol que la academia debe 
tomar para incidir en la transformación 
pública. En el contexto actual, dictado 
por la tecnología, la transmisión del co-
nocimiento no es un reto, ni debe ser el 
objetivo de la academia, pues los jóvenes 
pueden acceder a cualquier conocimiento 
por medio de un clic. La academia debe 
ahora mostrar a los jóvenes para qué sirve 
el conocimiento, en dónde deben aplicar-
lo, a dónde deben dirigir sus competencias 
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y capacidades adquiridas, y por qué es im-
portante ser un buen ciudadano, cuál es la 
utilidad. 

Lo anterior no puede aprenderse dentro 
de cuatro paredes. Se aprende por medio 
de retos reales, en los cuales los jóvenes 
puedan apreciar su incidencia real, la 
transformación de consciencias y vidas 
que genera la aplicación de sus esfuerzos. 
Ese es el lugar en el que la academia debe 
encontrarse. 

Es importante tener en cuenta que la 
academia debe asumir los costos que la 
lucha contra la corrupción genera. Lee 
Kuan Yew, quien fuera primer ministro de 
Singapur después de su independencia tie-

ne la siguiente frase: “Si quieres derrotar 
la corrupción debes estar listo para enviar 
a la cárcel a tus amigos y familiares”. Los 
alumnos deben conocer que la corrupción 
existe en su entorno: sus amigos, familia-
res, maestros, e involucrarse en la lucha 
seguramente resultará en que sean señala-
dos, expuestos. 

En la Iniciativa de Transparencia, An-
ticorrupción y Digitalización, estamos 
convencidos de que es menester de la aca-
demia asumir con valentía los costos de 
del combate a este flagelo, del combate a 
la corrupción, de manera que aquellos a 
quienes guiamos por este camino conoz-
can, incidan y trasciendan en la transfor-
mación de la vida pública. 
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Nosotros, representantes de las instituciones públicas y privadas, la 
sociedad civil, la academia, las organizaciones productivas y sociales, 
reunidos en la ciudad de San Francisco de Quito, Ecuador, del 17 al 19 de 
agosto, en el marco del I Congreso Internacional Anticorrupción “Quito 
Luz de América”;

CONSIDERANDO:
Que, la corrupción y la impunidad representan una creciente amenaza 

para el cumplimiento del pacto social y el fortalecimiento de la demo-
cracia;

Que, más allá de nuestras diferencias políticas, estamos conscientes 
que la mayor enfermedad social que enfrenta la civilización es la corrup-
ción y la creciente impunidad frente a ella;

Que, los tratados internacionales, la Constitución de la República del 
Ecuador y el marco jurídico vigente sustentan nuestros esfuerzos en la 
lucha contra la corrupción;



Que, la corrupción y la impunidad generan una constante violación de 
los derechos humanos y la negación de la vida, cuando los ciudadanos 
no pueden acceder a los servicios de educación, salud, vivienda, etc. por-
que los que recursos fueros robados, malversados o invertidos en obras 
inútiles;

Que, el combate contra el flagelo de la corrupción fortalece a las insti-
tuciones públicas, evita distorsiones en el uso de los recursos públicos y 
la proliferación de vicios en la gestión pública;

DECLARAMOS:
PRIMERO. - Es inaplazable aplicar estrategias y acciones incluyendo 

el uso de herramientas tecnológicas contra la corrupción para el fortale-
cimiento de las redes nacionales e internacionales, creando una cultura 
de prevención, investigación, denuncia, juzgamiento y recupe ración de 
activos.

SEGUNDO. - Todas las instituciones y personas, en el ámbito de nues-
tras competencias, debemos unificar esfuerzos para que se cumplan los 
tratados internacionales; y, las leyes nacionales y locales, encaminadas a 



la lucha contra la corrupción y la impunidad; facilitando así a los orga-
nismos de control y judiciales la recuperación de capitales y la imposi-
ción de sanciones a quienes atentan contra el pacto social de los pueblos.

TERCERO. - La urgencia de fortalecer desde la política pública de 
los Estados y gobiernos locales y desde el empoderamiento ciudadano, 
el cumplimiento de la Agenda 2030 de Naciones Unidas, en especial 
del Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 16: Promover sociedades 
justas, pacíficas e inclusivas, y sus metas: 16.4.: De aquí al 2030, reducir 
significativamente las corrientes financieras y de armas ilícitas, fortale-
cer la recuperación y devolución de los activos robados y luchar contra 
todas las formas de delincuencia organizada; y, 16.5.: Reducir considera-
blemente la corrupción y el soborno en todas sus formas.

CUARTO. - Exhortamos a la comunidad internacional a coadyuvar 
esfuerzos judiciales y de control, para lograr una lucha eficaz contra la 
corrupción, mediante la implementación de mecanismos supranaciona-
les que permitan la recuperación de recursos y la erradicación de la im-
punidad.

QUINTO. - Exhortamos a las autoridades, ciudadanía, miembros de 
la academia y organizaciones sociales o productivas a construir una cul-
tura de derechos y transparencia que proscriba y reduzca la corrupción 
en los distintos entornos de la estructura social.



SEXTO. - Asumimos el compromiso de combatir radicalmente la co-
rrupción.

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito a los 19 días del mes de 
agosto de 2022.

      





 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 







 

Santiago Guarderas 
Izquierdo,

Alcalde de Quito, en el 
evento inaugural del I 

Congreso Internacional 
Anticorrupción Quito Luz 

de América.



  

Julio Escobar, asesor 
de Alcaldía, realiza 
la presentación del 

Sistema Metropolitano 
de Seguimiento de 
Recomendaciones.



 

 
 

Santiago Guarderas Izquierdo, Alcalde de Quito, entrega la administración funcional y 
monitoreo del Sistema Metropolitano de Seguimiento de Recomendaciones a Fernando 

Larrea Estrada, Presidente de Quito Honesto.

 





Inauguración del I Congreso Internacional Anticorrupción “Quito Luz de 
América”. De izquierda a derecha: Carlos Riofrío, Contralor General del 
Estado (S); Santiago Guarderas Izquierdo, Alcalde de Quito; Fernando 

Larrea Estrada, Presidente de Quito Honesto; y, Diego Regalado 
Almeida, Procurador General del Estado (S).



     

Declaración de Lucha Contra la Corrupción de Quito.

Fila posterior de izquierda a derecha: Luis Verdesoto, Secretario de Política Pública Anticorrupción; 
Diego Regalado Almeida, Procurador General del Estado (S); María Sara Jijón, Directora General 
Servicio Nacional de Contratación Pública; Santiago Guarderas Izquierdo, Alcalde de Quito; Mariela 
Anchundia, subgerente LATAM; y, Fernando Larrea Estrada, Presidente de Quito Honesto.

Primera Fila de izquierda a derecha: Guillaume Fontaine, Académico FLACSO Ecuador; María de los 
Ángeles Estrada González, Directora Ejecutiva de la Iniciativa de Transparencia, Anticorrupción y 
Digitalización del Tecnológico de Monterrey; Alicia Arias, Representante País Counterpart Interna-
cional Organización; Simón Jaramillo, Corporación Participación Ciudadana Ecuador; Othón Zevallos, 
Gerente de la Empresa Pública Metropolitana de Agua Potable y Saneamiento; y, Jairo Caldas, Em-
presa Eléctrica Quito.



Panel 1:  Mecanismos y acciones del sector público contra la corrupción.

De izquierda a derecha: Carlos Riofrío, Contralor General del Estado (S); Ernesto Velasco, docente 
de la Universidad Dos Hemisferios (moderador); Diego Regalado Almeida, Procurador General del 
Estado (S); y, Michel Briones, secretario Técnico de Transparencia y Lucha contra la Corrupción del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social.



Carlos Riofrío, Contralor General del Estado (S). 



    

Diego Regalado Almeida, 
Procurador General del 

Estado (S).



   

Michel Briones, 
secretario Técnico de 
Transparencia y Lucha 
contra la Corrupción 

del Consejo de 
Participación 

Ciudadana y Control 
Social. 



Panel 2:  Una mirada desde la sociedad civil hacia la transparencia

De izquierda a derecha: Simón Jaramillo, Corporación Participación Ciudadana; Martín Gonzáles, 
Líder de Cumplimiento & Forense de Robalino Abogados (moderador); Camila Ulloa, Grupo Faro; y, 
Denise Zelaya, Fundación Ciudadanía y Desarrollo.



Camila Ulloa, Grupo Faro.



Camila Ulloa, Grupo Faro. Denise Zelaya, Fundación Ciudadanía y Desarrollo.



Simón Jaramillo, Corporación Participación Ciudadana.



Panel 3:  Políticas de la integridad en la gestión pública

De izquierda a derecha: Bruce H. Searby, fundador y CEO de Good Ground International; Miguel 
Abel Souto, presidente de la Asociación Iberoamericana de Derecho Penal, Económico y Empresa; 
Hugo Cahueñas, Docente de la Universidad San Francisco (moderador); Luis Verdesoto, Secretario 
de Política Pública Anticorrupción; y, Patricia Rincón Mazo, Subsecretaria de Fortalecimiento 
Institucional de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá. 



Miguel Abel Souto, Presidente de la Asociación Iberoamericana de Derecho Penal, Económico y 
Empresa.



   

Luis Verdesoto, Secretario 
de Política Pública 

Anticorrupción.



Bruce H. Searby, fundador y CEO de Good Ground International.



Bruce H. Searby, fundador y CEO de Good Ground International.

Panel 4: Periodismo investigación: Incidencia, opinión y articulación social.

De izquierda a derecha: René Sánchez Valarezo, Secretaría de Comunicación del Municipio de Quito 
(moderador); Christian Zurita, periodista de investigación; César Ricaurte, director de Fundamedios; 
y, Gabriela Ruiz, periodista de investigación.



   

Christian Zurita, periodista 
de investigación.



Gabriela Ruiz,
periodista de investigación.

   



César Ricaurte, Director de FUNDAMEDIOS.



Panel 5: La lucha contra la corrupción desde el fortalecimiento de la transparencia.

De izquierda a derecha: José Vinicio Cisneros, experto en anticorrupción (moderador); Marco 
Herrera, Empresa Eléctrica Quito; Othón Zevallos, Gerente de la Empresa Pública Metropolitana 
de Agua Potable y Saneamiento EPMAPS; y, Luis Eduardo Zaldumbide, experto en democracia y 
transparencia.



Othón Zevallos,
 Gerente de la Empresa Pública Metropolitana de Agua Potable y Saneamiento EPMAPS.



Luis Eduardo Zaldumbide, 
experto en democracia y 

transparencia.

   



   

Marco Herrera, Empresa 
Eléctrica Quito.



Panel 6: Acciones de los organismos internacionales en la anticorrupción.

De izquierda a derecha: Luis Naranjo, Jefe de Análisis Económico, Comercio Exterior y Proyectos de 
la Cámara de Comercio de Quito. (Moderador); Saskia Núñez, Oficina de Naciones Unidas Contra la 
Droga y el Delito (UNODC); Joaquín Vallejo, Fundación Panamericana para el Desarrollo (PADF); y, 
Lisette Villacrés, Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores 
(OLACEFS).



Saskia Núñez,
Oficina de Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito (UNODC).



   

Lisette Villacrés 
Organización 

Latinoamericana y del 
Caribe de Entidades 

Fiscalizadoras Superiores 
(OLACEFS.)



Joaquín Vallejo, Fundación 
Panamericana para el 

Desarrollo (PADF).

   



Joaquín Vallejo, Fundación 
Panamericana para el 

Desarrollo (PADF).

   

Panel 7: Género y anticorrupción: retos a emprender.

De izquierda a derecha: Paulina Palacios, Instituto de Investigación en Igualdad de Género y Derechos 
de la Universidad Central del Ecuador; Soraya Arévalo, experta en género; Sofía Meneses, Jefa de 
Comunicación de Quito Honesto; y, María Luisa Azanza, docente de la Universidad Dos Hemisferios.



   

Paulina Palacios,
 Instituto de Investigación 
en Igualdad de Género y 

Derechos de la Universidad 
Central del Ecuador.



María Luisa Azanza, 
Docente de la Universidad 

Dos Hemisferios. 

   



   

Soraya Arévalo,
experta en género.



Panel 8: Gobierno Abierto, Compliance y seguridad jurídica para el control de la corrupción.

De izquierda a derecha: Alicia Arias, Representante País, Counterpart Internacional organización socia 
de USAID; Emily Sampedro, Coordinadora del Área de Compliance Fexlaw Abogados (Moderadora); 
Mariela Anchundia, subgerente LATAM; y, Estefany Alvear Tobar, Docente de derecho penal de la 
Universidad Internacional SEK.



   

Alicia Arias, Representante 
País, Counterpart 

Internacional organización 
socia de USAID.



Estefany Alvear Tobar, 
Docente de derecho 

penal de la Universidad 
Internacional SEK.

   



Mariela Anchundia, Subgerente LATAM. 



Panel 9: Innovación y tecnología para la transparencia en procesos de contratación.

De izquierda a derecha:  María Sara Jijón, Directora General del Servicio Nacional de Contratación 
Pública; María de los Ángeles Estrada González, Directora Ejecutiva de la Iniciativa de Transparencia, 
Anticorrupción y Digitalización del Tecnológico de Monterrey; María José Córdova, Subcoordinadora 
del Observatorio de Contratación Pública (Moderadora); Eduardo Béjar, Director de Fundación de 
Ayuda por Internet (FUNDAPI); y, Camilo Cetina, CAF Colombia.



Eduardo Béjar, Director de Fundación de Ayuda por Internet (FUNDAPI).



María Sara Jijón, Directora General del Servicio Nacional de Contratación Pública.



María de los Ángeles Estrada González, Directora Ejecutiva de la Iniciativa de Transparencia, 
Anticorrupción y Digitalización del Tecnológico de Monterrey.



Camilo Cetina, CAF Colombia.



Panel 10: La academia en la lucha contra la corrupción.

De izquierda a derecha: Guillaume Fontaine, docente de FLACSO; Juan José Tena García, Director del 
Proyecto Ciudadanía Activa, Rendición de Cuentas y Transparencia del Tecnológico de Monterrey; 
María Herrera, economista y catedrática universitaria; y, Guillermo Maldonado editor e investigador 
de la Universidad Andina (Moderador).  



Javier Fernández Teruelo, Decano de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad de Oviedo.



María Herrera, economista y catedrática universitaria.



   

Guillaume Fontaine, 
Docente de FLACSO.



   

Juan José Tena García, 
Director del Proyecto 

Ciudadanía Activa, 
Rendición de Cuentas 

y Transparencia del 
Tecnológico de Monterrey.



Las Memorias del I Congreso Internacional Anticorrupción Quito Luz de América se 
terminaron de imprimir en el mes de diciembre de 2022, bajo el sello editorial de la 

Comisión Metropolitana de Lucha Contra la Corrupción Quito Honesto, siendo Alcalde 
de la ciudad el Dr. Santiago Guarderas Izquierdo y Presidente de Quito Honesto el  

Econ. Fernando Larrea Estrada.







Memorias del I Congreso
Internacional Anticorrupción

Quito Luz de América

En la presente publicación recogemos el aporte profesional de los ponentes del 
evento citado, del cual nació la “Declaración de Quito por la Lucha contra la Corrup-
ción”; cuyos enunciados deben ser escuchados por todos aquellos que en su con-
ducta ética y humana están en este mundo para servir a los demás, con solidaridad 
y dignidad. 

No podemos hablar de democracia, de igualdad de derechos, mientras la sombra 
de la corrupción nos amenaza. 

Santiago Guarderas Izquierdo
Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito

Es urgente devolver a los ciudadanos la fe en lo público y ratificar la necesidad que 
tienen de establecer verdaderos diálogos con las instituciones; ello solamente se 
puede dar desde una política de transparencia que no esté sujeta a la voluntad parti-
cular de los actores políticos, sino que genere un verdadero cambio en la realidad y 
percepción de la gestión en las instituciones y empresas públicas.  

Econ. Fernando Larrea Estrada
Presidente de Quito Honesto

F U N D A C I O N  P A N A M E R I C A N A  P A R A  E L  D E S A R R O L L O
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